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Capítulo 1
Retos de la longevidad en Latinoamérica

Marco Morales, Diego Valero y David Tuesta

1. Un cambio demográfico trascendental 

La longevidad en América Latina es un fenómeno que está redefinien-
do las estructuras sociales, económicas y laborales de la región. Si bien 
vivir más años es un logro significativo en términos de salud y bienes-
tar, también trae consigo una serie de desafíos que requieren respuestas 
inmediatas y estratégicas. No se trata solo de garantizar pensiones sufi-
cientes y sostenibles, sino de replantear el concepto de envejecimiento 
en una sociedad que está en constante transformación.

Por ejemplo, uno de los retos más acuciantes es la sostenibilidad 
de los sistemas de pensiones, que han sido diseñados en un contexto 
demográfico muy diferente al actual. El aumento en la esperanza de 
vida ha significado que las personas pasen más tiempo en la etapa de 
la jubilación, lo que ejerce una presión considerable sobre los fondos 
de pensiones. Sin embargo, el desafío va más allá. El mercado laboral 
también debe adaptarse para integrar a una fuerza de trabajo envejeci-
da, que aún tiene mucho que ofrecer pero que a menudo es marginada 
por su edad. ¿Qué políticas se pueden implementar para fomentar el 
envejecimiento activo, permitiendo a las personas mayores seguir con-
tribuyendo a la economía, mientras se aseguran condiciones laborales 
justas y adaptadas a sus necesidades?

El capital humano, entendido como el conjunto de habilidades, 
conocimientos y experiencias que los individuos acumulan a lo largo 
de su vida, también enfrenta un reto en este nuevo contexto de lon-
gevidad. Es esencial que la formación y el desarrollo profesional no se 
detengan en la juventud o la mediana edad, sino que se extiendan a lo 
largo de toda la vida laboral. La educación continua y la re-cualifica-
ción se convierten en pilares fundamentales para mantener la compe-
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titividad y la relevancia de la fuerza laboral envejecida, en un mercado 
cada vez más dinámico y exigente. 

En términos de salud, todo indica que el envejecimiento poblacio-
nal exige un cambio en el enfoque de los sistemas de salud, que de 
reactivos deben pasar a ser preventivos. Las enfermedades crónicas y 
las condiciones asociadas a la vejez, como la demencia o la fragilidad, 
demandan una atención sanitaria que no solo sea eficiente, sino que 
esté centrada en la persona y promueva una vida activa y saludable. La 
longevidad también plantea, además, un reto cultural. 

Todas estas complejidades son analizadas y desarrolladas a lo largo 
de los 15 capítulos de este libro, los cuales detallaremos a continuación.

2. Una mirada transversal sobre los desafíos de Latinoamérica 

En esta sección, se recoge la visión de los equipos expertos de los prin-
cipales organismos multilaterales en temas de longevidad, a partir de su 
análisis y experiencia en terreno. 

 Comenzamos con el capítulo 2, titulado “Más luces que sombras 
- Políticas públicas para un segundo bono demográfico en América 
Latina”, escrito por Verónica Alaimo, Manuel García-Huitrón y Wal-
do Tapia, quienes conforman el equipo del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID). En él, se presenta un análisis exhaustivo sobre el 
acelerado envejecimiento poblacional en América Latina y el Caribe, 
abordando tanto los desafíos como las oportunidades que esta tran-
sición demográfica implica para la región. El texto destaca cómo la 
disminución de la tasa de natalidad y el aumento en la longevidad 
están reconfigurando las estructuras sociales, laborales y económicas, 
y propone estrategias para capitalizar un segundo bono demográfico.

Los autores hacen énfasis en lo que llaman “Transformación Demo-
gráfica Acelerada”, subrayando la notable caída en la tasa de fertilidad 
que ha experimentado América Latina, que pasó de un promedio de 
cinco hijos por mujer en 1970 a dos en 2020. Al mismo tiempo, la 
esperanza de vida ha aumentado considerablemente, lo que refleja un 
cambio profundo en la estructura poblacional de la región. Este proce-
so ha sido impulsado por mayores accesos a métodos anticonceptivos, 
la incorporación masiva de mujeres al mercado laboral y mejoras en la 
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salud pública. El capítulo destaca también los desafíos fiscales y socia-
les, dado que el envejecimiento poblacional está ejerciendo una presión 
creciente sobre las finanzas públicas, particularmente en áreas como 
las pensiones y los sistemas de salud. Los países de la región enfrentan 
el desafío de adaptar sus políticas públicas para mantener la sosteni-
bilidad fiscal a largo plazo, ya que se prevé que el gasto en pensiones 
y salud podría desplazar otros gastos esenciales si no se implementan 
reformas. Además, se analizan las marcadas diferencias en la velocidad 
del envejecimiento entre cada país, lo que refleja desigualdades econó-
micas subyacentes. Aquellos con economías más avanzadas y sistemas 
de protección social más robustos están mejor preparados para afrontar 
los retos del envejecimiento, mientras que los países con economías 
más débiles y alta informalidad laboral enfrentan riesgos mucho ma-
yores. 

A pesar de estos desafíos, los autores sugieren que el envejecimiento 
poblacional podría convertirse en una fuente de desarrollo económico 
si se implementan las políticas adecuadas. En este sentido, se proponen 
una serie de estrategias clave, como fomentar la empleabilidad de los 
adultos mayores, invertir en capital humano y desarrollar sistemas de 
protección social sostenibles e inclusivos para capitalizar este poten-
cial. Así, los autores recomiendan la implementación de reformas en 
políticas públicas que promuevan la integración de los adultos mayo-
res en el mercado laboral, formalicen el empleo y fortalezcan los siste-
mas de pensiones. Reformas que deberán estar basadas en evidencia y 
orientadas a mejorar la equidad y sostenibilidad del gasto público. Para 
ello, serán importantes las experiencias internacionales de países como 
Corea del Sur, Dinamarca, Japón y Suecia, que han aplicado políticas 
exitosas en este ámbito. Se recomienda también implantar un enfoque 
multisectorial que considere no solo los factores económicos, sino tam-
bién los aspectos sociales y culturales del envejecimiento, así como la 
innovación y sostenibilidad. De esta manera, se promueve la inversión 
en nuevas tecnologías y enfoques que mejoren la productividad y efi-
ciencia de los sistemas de protección social; lo que incluye el desarrollo 
de nuevas herramientas financieras y la promoción de la educación 
continua para mantener la empleabilidad de la población envejecida.
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En el capítulo 3, “Oportunidades y desafíos económicos de la tran-
sición demográfica para América Latina”, Ignacio Apella, experto del 
Banco Mundial, ofrece un profundo análisis sobre cómo la transición 
demográfica afecta a las economías de la región, explorando tanto los 
riesgos como las oportunidades que surgen en este contexto. Se destaca 
las implicancias en términos de gasto social y sostenibilidad económi-
ca. Mientras que países como Brasil, Chile y Uruguay se encuentran 
en etapas avanzadas de la transición demográfica, otros están en fases 
iniciales o intermedias. El autor resalta que, si bien Latinoamérica goza 
del bono demográfico —una fase donde la proporción de la población 
en edad de trabajar es relativamente alta—, este es transitorio. Si no se 
capitaliza adecuadamente, podría llevar a un estancamiento económico 
una vez que la población envejezca.

Uno de los principales retos que enfrenta la región, nos señala Ape-
lla, es cómo mantener un crecimiento económico sostenido a medida 
que la población envejece. Esto debido a que, a medida que disminuye 
la proporción de aquellos en edad de trabajar, se reduce la dotación del 
factor trabajo, lo que limita el crecimiento del PIB per cápita. Además, 
el envejecimiento conlleva una disminución en la capacidad de ahorro 
y una mayor presión sobre los sistemas de pensiones y salud, que ya 
enfrentan tensiones significativas.

Para enfrentar estos desafíos, el capítulo señala la importancia de 
aumentar el ahorro y la inversión en capital físico y humano duran-
te el actual período de ventana demográfica. Así, si los países logran 
mejorar la productividad por medio de la acumulación de capital y 
la mejora en la calidad del trabajo, podrían sostener el crecimiento 
económico incluso después de que finalice el bono demográfico. Por 
tanto, se plantea la necesidad de políticas proactivas para aprovechar 
plenamente los beneficios de ese bono, mitigando los riesgos asociados 
con el envejecimiento. En este sentido, la expansión de la participación 
laboral femenina y el retraso en la edad de jubilación son medidas clave 
para mantener una fuerza de trabajo robusta, según el autor.

La inversión en educación y formación continua es otro aspecto 
fundamental para mejorar la productividad laboral y compensar la re-
ducción en la cantidad de trabajadores. El fomento de la investigación 
y el desarrollo (I+D) se presenta como una estrategia esencial para im-
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pulsar el crecimiento de la productividad total de los factores, lo que 
podría contrarrestar los efectos negativos del envejecimiento. No obs-
tante, Apella también llama la atención sobre las desigualdades y la he-
terogeneidad regional, donde algunos países están mejor posicionados 
que otros para enfrentar los desafíos del envejecimiento. Esto sugiere 
que las políticas públicas deben ser adaptadas a las realidades especí-
ficas de cada país, teniendo en cuenta las diferencias en la estructura 
etaria, la participación laboral y la capacidad institucional.

En el capítulo 4, titulado “Inclusión financiera de la economía pla-
teada en América Latina: análisis de la situación actual y desafíos al 
futuro”, Diana Mejía y Jesús David Gutiérrez, especialistas del Banco 
de Desarrollo para América Latina-CAF, realizan un análisis exhaus-
tivo sobre la inclusión financiera de las personas mayores de 60 años 
en América Latina. El texto aborda las barreras, comportamientos fi-
nancieros y la necesidad de productos financieros adecuados para este 
grupo etario, destacando la importancia de mejorar sus capacidades fi-
nancieras y digitales para garantizar su bienestar económico en la vejez.

El análisis de este capítulo revela que, en los seis países estudiados 
(Chile, Costa Rica, Panamá, Paraguay, Perú y Uruguay), la propensión 
al ahorro es significativamente baja entre las personas mayores. Esto se 
atribuye, en parte, a la falta de acceso a productos financieros adecua-
dos y a la desconfianza en las instituciones financieras. En países como 
Perú, el 73% de las personas mayores de 60 años aún prefieren aho-
rrar en efectivo en lugar de utilizar productos bancarios formales. Los 
autores también observan una notable inseguridad entre las personas 
mayores respecto a sus planes financieros para la jubilación. En el caso 
de Paraguay y Perú, un porcentaje significativo de adultos mayores no 
confía en haber hecho un buen trabajo en la planificación de su retiro. 
Esta inseguridad se refleja en la alta dependencia de planes de jubila-
ción informales, como continuar trabajando o depender de un negocio 
propio o de familiares.

Además, existen importantes brechas en la tenencia de productos 
financieros entre las personas mayores en comparación con grupos eta-
rios más jóvenes. Por ejemplo, en Uruguay, el 53% de las personas de 
60 años o más tiene productos de ahorro, un porcentaje relativamen-
te alto en comparación con otros países, pero aún insuficiente para 
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garantizar la seguridad financiera en la vejez. Asimismo, a pesar del 
crecimiento de los servicios financieros digitales, su adopción por parte 
de personas mayores sigue siendo limitada. La baja confianza en las 
plataformas tecnológicas y la falta de alfabetización digital son barreras 
relevantes. En Uruguay, aunque se observa una mayor confianza en 
comparación con otros países, la proporción de adultos mayores que 
utilizan servicios financieros en línea sigue siendo baja.

Mejía y Gutiérrez proponen diseñar productos financieros que se 
adapten a las necesidades específicas de la economía plateada. Ejem-
plos mencionados en el documento incluyen los Beneficios Económi-
cos Periódicos (BEPs) de Colombia y los bonos SELFIES de Brasil, 
que buscan proporcionar ingresos estables en la vejez. Las hipotecas 
inversas también son una opción viable para personas mayores que po-
seen viviendas pero carecen de liquidez. Asimismo, consideran crucial 
mejorar la educación financiera y digital para incrementar la inclusión 
financiera de los adultos mayores. Esto implica desarrollar programas 
de alfabetización digital que permitan a este grupo utilizar con confian-
za este tipo de servicios, facilitando así su participación en la economía 
y su capacidad para gestionar sus recursos de manera más eficiente. Por 
tanto, los autores indican que el diseño de productos financieros debe 
ser inclusivo, teniendo en cuenta las limitaciones físicas y cognitivas 
que pueden afectar a las personas mayores. Es importante avanzar en 
un diseño digital accesible, uso de lenguaje claro y sencillo, y la per-
sonalización de productos según las necesidades individuales de este 
grupo de la población.

3. Retos de la longevidad en Latinoamérica 

En esta sección, continuamos con el análisis de un conjunto repre-
sentativo de países de la región, con el objetivo de comprender cómo 
están enfrentando los retos que los cambios demográficos les imponen 
en diferentes esferas. 

En el capítulo 5, “Retos de la longevidad: políticas públicas para las 
personas mayores en Colombia”, Juan Pablo Alzate ofrece un diagnós-
tico detallado del proceso de envejecimiento demográfico en Colombia 
y sus implicaciones sociales, económicas y laborales. El autor destaca 
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la urgencia de adoptar políticas públicas integrales que respondan a los 
desafíos planteados por el creciente número de personas mayores en 
el país, así como las oportunidades que este fenómeno puede ofrecer 
si se gestiona adecuadamente. Colombia ha experimentado un rápido 
envejecimiento poblacional. En el año 2000, los mayores de 60 años 
representaban un 8%; para 2024, esta cifra ha alcanzado el 15%, y se 
proyecta que llegará al 26% en 2050. Este incremento es resultado de 
una drástica caída en la tasa de natalidad y un aumento en la esperanza 
de vida, lo que implica un cambio significativo en la estructura etaria 
del país.

El envejecimiento no viene ocurriendo de manera uniforme, ad-
vierte Alzate. Algunas regiones, como Bogotá y Antioquia, concentran 
un alto porcentaje de personas mayores, mientras que otras presentan 
tasas de envejecimiento mucho menores. Esta desigualdad regional 
puede generar diferencias en las necesidades y desafíos que enfrenta 
cada departamento, lo que sugiere la necesidad de políticas adaptadas 
a contextos locales específicos. En línea con esto, se presenta un índice 
multidimensional desarrollado por la Fundación Saldarriaga Concha, 
el cual mide la inclusión social y productiva de las personas mayores 
en Colombia. Los resultados indican una mejora continua en la doble 
inclusión (social y productiva) de las personas mayores entre 2012 y 
2021, pasando del 41% al 55%. Sin embargo, persisten grandes di-
ferencias entre zonas urbanas y rurales, siendo estas últimas las más 
desfavorecidas.

El capítulo destaca que, a pesar del envejecimiento, una parte con-
siderable de las personas mayores continúa participando en el mercado 
laboral, aunque predominantemente en trabajos por cuenta propia. 
Esto puede ser un reflejo de la discriminación por edad en el empleo 
formal o una respuesta a la insuficiencia de los sistemas de pensio-
nes. El empleo por cuenta propia aumenta significativamente con la 
edad, superando el 80% para aquellos mayores de 70 años. También se 
aprecia que el emprendimiento se destaca como una estrategia viable 
para la seguridad económica de las personas mayores. En Colombia, 
un 18.5% de los micronegocios son propiedad de adultos mayores de 
60 años. Sin embargo, estos emprendedores enfrentan diversas clases 
de barreras, como por ejemplo el acceso limitado al crédito, lo que su-
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braya la importancia de iniciativas de apoyo financiero como el Fondo 
Mayor.

Finalmente, el autor plantea la necesidad de políticas públicas in-
tegrales que vayan más allá de las reformas pensionales y se enfoquen 
en promover la inclusión social y productiva de las personas mayores. 
Esto significa garantizar el acceso a programas de formación continua, 
facilitar el acceso a financiamiento para emprendedores mayores y pro-
mover la eliminación de las barreras en el mercado laboral. Tomando 
en cuenta que el envejecimiento ocurre de manera desigual en Co-
lombia, es crucial que los gobiernos locales desarrollen estrategias que 
respondan a las necesidades específicas de sus poblaciones mayores, 
sobre todo en las zonas rurales. Finalmente, el capítulo destaca las po-
líticas en favor del emprendimiento senior como una alternativa para 
la seguridad económica en la vejez, junto con avanzar en la inclusión 
financiera de las personas mayores, lo cual implica el diseño de produc-
tos financieros adecuados y accesibles y el fomento a la educación en 
este ámbito, para que puedan gestionar mejor sus recursos y participar 
activamente en la economía.

El caso chileno es abordado en el capítulo 6, escrito por Juan Bravo 
y Marco Morales, que lleva por título “Economía plateada en Chile: 
diagnóstico, oportunidades y proposiciones de política”. Los autores 
realizan un análisis de los desafíos y oportunidades que presenta el en-
vejecimiento de la población en el país, destacando el acelerado pro-
ceso de este fenómeno demográfico en Chile, donde la proporción de 
personas mayores de 60 años ha crecido significativamente. Según la 
Encuesta Casen 2022, este grupo representa el 18.4% de la población, 
y se espera que alcance el 31.6% para 2050, lo que plantea desafíos im-
portantes en términos de políticas públicas, especialmente en las áreas 
de pensiones, salud y mercado laboral. En este contexto, se subraya las 
oportunidades de crecimiento en sectores específicos como el de los 
bienes y servicios médicos, la industria alimentaria enfocada en adultos 
mayores, la construcción de infraestructuras adaptadas y la industria 
financiera. Estos sectores pueden beneficiarse del creciente número de 
mayores que requieren productos y servicios específicos. Por ejemplo, 
se espera un aumento sostenido en la demanda de dispositivos médi-
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cos, servicios de cuidados domiciliarios y productos alimenticios adap-
tados a las necesidades nutricionales de este grupo etario.

Bravo y Morales señalan que el envejecimiento de la población tiene 
implicaciones significativas en el mercado laboral, donde se observa 
una menor participación de los adultos mayores. A pesar de que más 
del 30% de quienes superan los 60 años sigue activo laboralmente, 
muchos lo hacen en empleos de menor intensidad o en condiciones de 
autoempleo. El texto señala, además, la importancia de crear ambientes 
laborales más amigables con la edad, promoviendo la inclusión a tra-
vés de políticas que fomenten el empleo de este grupo y combatan la 
discriminación por edad. Uno de los desafíos más graves identificados 
es la insuficiencia de ingresos para muchos adultos mayores, lo que 
los obliga a permanecer en el mercado laboral más allá de la edad de 
jubilación deseada. Aunque la implementación de la Pensión Garanti-
zada Universal (PGU) ha generado mejoras, siguen existiendo brechas 
importantes, especialmente para aquellos que dependen de ingresos 
laborales informales o bajos.

De esta forma, los autores plantean una serie de recomendaciones. 
Una de ellas es la necesidad de reformar el sistema de pensiones, propo-
niendo ajustes urgentes que incluyan aumentos en la tasa de cotización 
obligatoria y la edad de retiro, especialmente en el caso de las mujeres. 
También sugieren incorporar seguros de longevidad y dependencia se-
vera, con el fin de que los pensionados puedan enfrentar los últimos 
años de su vida con ingresos adecuados. Asimismo, para aprovechar el 
potencial de la economía plateada, recomiendan fomentar el empren-
dimiento entre los adultos mayores y mejorar la cobertura de subsidios 
a la empleabilidad, en particular a través de programas de capacitación 
continua y formación técnica. Además, subrayan la importancia de 
adaptar los lugares de trabajo para que sean más inclusivos y permitan 
a estas personas seguir siendo productivas. 

Ante el aumento proyectado en la demanda de servicios de cuida-
do debido al envejecimiento poblacional, los autores sugieren que es 
esencial incrementar la cobertura de estos servicios tanto en el sector 
público como privado. Se propone expandir los programas de cuidados 
a domicilio, centros diurnos y residencias de largo plazo, con especial 
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énfasis en los sectores de ingresos medios que actualmente están desa-
tendidos.

En el capítulo 7, titulado “La economía del envejecimiento en Cos-
ta Rica: desafíos y oportunidades”, Edgar Robles aborda cómo el en-
vejecimiento de la población en Costa Rica presenta tanto retos como 
oportunidades económicas y sociales para el país. A través de un enfo-
que multidimensional, el autor explora las implicaciones de esta transi-
ción demográfica, destacando la importancia de la economía plateada 
y el rol que deben desempeñar las políticas públicas para abordar este 
fenómeno de manera efectiva.

Robles nos señala que Costa Rica ha experimentado un notable en-
vejecimiento de su población, reflejado en el aumento de la esperanza 
de vida y la disminución de la tasa de fecundidad. Este cambio ha 
ensanchado la pirámide poblacional en las edades superiores, especial-
mente entre los mayores de 65 años, y se espera que para 2050 este 
grupo represente una proporción aún más significativa. Este proceso 
demográfico se ha acelerado en las últimas décadas y conlleva profun-
das repercusiones económicas, sobre todo en la sostenibilidad de los 
sistemas de pensiones y en la creciente demanda de servicios de salud y 
cuidados a largo plazo. A pesar de que Costa Rica ha logrado una co-
bertura casi universal de salud para los adultos mayores, Robles subraya 
que la demanda en aumento de servicios médicos exige una inversión 
continua en infraestructura y capacitación del personal de salud espe-
cializado en cuidado geriátrico. 

Uno de los problemas más críticos es la insuficiencia de ingresos de 
la población mayor. El sistema de pensiones de Costa Rica, aunque 
relativamente desarrollado, no logra cubrir adecuadamente a más del 
50% de los adultos mayores, lo que obliga a muchos a depender de sus 
familias o a continuar trabajando en su vejez. Además, las pensiones 
no contributivas son insuficientes para cubrir las necesidades básicas, 
lo que agrava la situación de pobreza entre este grupo. Sin embargo, 
Robles destaca que la economía plateada representa una oportunidad 
para el desarrollo económico. Sectores como el cuidado de la salud, la 
vivienda adaptada para adultos mayores y la tecnología de asistencia 
pueden capitalizar el crecimiento de este segmento de la población. 
También es clave la inclusión en el mercado laboral, mediante políticas 
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que fomenten la flexibilidad y el empleo para mantener la indepen-
dencia económica de los adultos mayores y contribuir al crecimiento 
económico.

El capítulo concluye que es imprescindible fortalecer la institucio-
nalidad para mejorar la cobertura y adecuación de las pensiones, así 
como los servicios de salud destinados a las personas mayores. Sin in-
gresos suficientes ni acceso adecuado a estos servicios, Costa Rica no 
podrá aprovechar las oportunidades que ofrece la economía plateada. 
Se recomienda una inversión sostenida en infraestructura de salud y 
en la formación de profesionales especializados en el cuidado de estos 
adultos. Además, Robles subraya la importancia de promover políticas 
de prevención de enfermedades crónicas, lo que reduciría los costos de 
atención médica y mejoraría la calidad de vida en la vejez. También 
se enfatiza la necesidad de superar la discriminación por edad en el 
mercado laboral y de crear ambientes de trabajo inclusivos, donde se 
valore la experiencia y habilidades de este grupo. Innovar en la creación 
de productos y servicios que respondan a sus necesidades específicas, 
como dispositivos médicos, viviendas accesibles y tecnologías de asis-
tencia, podría generar nuevas oportunidades de negocio y fomentar el 
crecimiento económico del país.

Por otro lado, en el capítulo 8, titulado “Retos de la longevidad en 
México” y escrito por Carmen Hoyo y Luis Mario Hernández, se pre-
senta un análisis exhaustivo sobre los desafíos que enfrenta México en 
el contexto del envejecimiento poblacional y la longevidad. A medida 
que la esperanza de vida en México aumenta y la población mayor 
crece, se destacan las implicaciones económicas, sociales y políticas de 
este fenómeno, así como la necesidad de adaptar las políticas públicas 
para afrontar estos retos de manera efectiva. El texto apunta que el país 
se encuentra en una fase de crecimiento poblacional lento, con una 
tasa de natalidad de 1.9 hijos por mujer y una esperanza de vida que ha 
alcanzado los 75.5 años en 2023. Para 2050, se estima que el 30% de 
la población mexicana será adulta mayor, lo que ejercerá una presión 
considerable sobre los sistemas de salud y pensiones.

Por lo mismo, uno de los mayores retos identificados es la sosteni-
bilidad de los sistemas de pensiones en México. Con más de mil es-
quemas de pensiones diferentes y no interconectados, el sistema actual 
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ofrece una cobertura limitada y montos insuficientes para garantizar 
una vida digna en la vejez. Aunque La Pensión para el Bienestar de los 
Adultos Mayores ha sido un avance significativo, enfrenta riesgos de 
sostenibilidad a largo plazo debido al rápido aumento de la población 
mayor y los costos asociados que esto implica.

Hoyo y Hernández también señalan que una proporción impor-
tante de los adultos mayores de 60 años sigue formando parte de la 
Población Económicamente Activa (PEA), en su mayoría en empleos 
por cuenta propia o en el sector informal. La alta tasa de informali-
dad, que afecta al 70% de los mayores en la PEA, refleja la falta de 
acceso a empleos formales con beneficios como pensiones y seguros de 
salud, exacerbando la vulnerabilidad económica de este grupo etario. 
Asimismo, el capítulo revela una brecha significativa en sus ingresos, 
donde un alto porcentaje de adultos mayores recibe hasta un salario 
mínimo o menos, especialmente las mujeres. Además, gran parte de 
ellos no cuenta con prestaciones laborales, lo que agrava su situación 
económica.

El capítulo concluye indicando que es imperativo reformar el siste-
ma de pensiones en México para garantizar su sostenibilidad y ampliar 
su cobertura. Las reformas recientes, como el aumento en las aporta-
ciones y la flexibilización de los requisitos de elegibilidad, son pasos 
importantes, pero aún insuficientes. Se necesita un enfoque más inte-
gral que contemple la unificación de los sistemas de pensiones y la pro-
moción de un ahorro voluntario a largo plazo. Asimismo, es necesario 
que el gobierno implemente políticas que fomenten la inclusión de los 
adultos mayores en el mercado laboral formal, combatiendo la discri-
minación por edad y mejorando las condiciones laborales. 

El texto también subraya la importancia de fortalecer la protec-
ción social para quienes trabajan en el sector informal, garantizando 
su acceso a beneficios como pensiones y seguros de salud. La atención 
sanitaria para los adultos mayores debe enfocarse en la prevención y 
en promover un envejecimiento saludable, retrasando la aparición de 
enfermedades crónicas y asegurando una atención médica de calidad. 
A su vez, los autores destacan la necesidad de desarrollar un sistema 
nacional de cuidados a largo plazo para atender a las personas mayo-
res con dependencia funcional. Y, finalmente, dado el aumento en los 



25

costos asociados con el envejecimiento de la población, resulta esencial 
asegurar la sostenibilidad financiera de los programas de pensiones y 
salud. Esto podría incluir reformas fiscales y la creación de fondos espe-
cíficos que garanticen el financiamiento a largo plazo, sin comprometer 
por ello otras prioridades sociales.

En el capítulo 9, “Pensiones, envejecimiento y economía plateada 
en el Perú”, Victorhugo Montoya y Citlalli Pérez examinan en deta-
lle los desafíos y oportunidades que el envejecimiento de la población 
plantea en Perú, en particular en el contexto de la sostenibilidad de los 
sistemas de pensiones. El texto revela la complejidad y fragmentación 
del sistema previsional peruano, compuesto por diversos regímenes 
contributivos y no contributivos que operan de manera paralela y a 
menudo desconectada. Esta estructura fragmentada no solo complica 
la administración eficiente de las pensiones, sino que también provoca 
inequidades en la cobertura y en los beneficios otorgados a los pensio-
nistas. 

Uno de los problemas críticos identificados es la baja cobertura pre-
visional en un contexto de alta informalidad laboral. A pesar de que un 
porcentaje significativo de la población está afiliada a algún régimen de 
pensiones, la densidad de aportes es baja, lo que reduce la probabilidad 
de que los afiliados logren acceder a una pensión adecuada al final de 
su vida laboral. Esta situación es especialmente preocupante en un país 
donde más del 70% de los trabajadores se encuentra en la informali-
dad, lo que les impide cotizar regularmente.

El capítulo también señala que las pensiones actuales en el Perú son 
insuficientes para garantizar una vejez digna. En el Sistema Nacional 
de Pensiones (SNP), las tasas de reemplazo son relativamente bajas, lo 
que significa que las pensiones no sustituyen adecuadamente los ingre-
sos previos de los trabajadores. Este problema se agrava en el Sistema 
Privado de Pensiones (SPP), donde los retiros anticipados y la baja den-
sidad de cotización han erosionado los fondos de pensión, comprome-
tiendo la seguridad financiera de los afiliados en la vejez. Otro desafío 
importante es la sostenibilidad financiera del sistema de pensiones. El 
envejecimiento poblacional ejerce una presión creciente sobre las fi-
nanzas públicas, ya que la proporción de adultos mayores dependientes 
de este sistema aumentará significativamente en las próximas décadas. 
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El texto subraya la necesidad de reformas estructurales que aseguren la 
viabilidad financiera del sistema de pensiones en Perú, proponiendo 
mecanismos automáticos de ajuste que vinculen los beneficios y la edad 
de jubilación con la esperanza de vida.

A pesar de estos retos, Montoya y Pérez identifican en la economía 
plateada una oportunidad emergente para el desarrollo económico. 
Este concepto alude al potencial económico de la población mayor 
de 50 años, que posee poder adquisitivo, experiencia y conocimien-
tos valiosos. Si se implementan políticas adecuadas que promuevan 
el emprendimiento, la inclusión laboral y la creación de productos y 
servicios dirigidos a este segmento de la población, la economía platea-
da puede ser crucial. Así, los autores concluyen que es urgente llevar 
a cabo reformas profundas en el sistema de pensiones para mejorar su 
cobertura, suficiencia y sostenibilidad financiera. Estas reformas de-
ben incluir la unificación de los distintos regímenes, la promoción del 
ahorro voluntario y la introducción de mecanismos automáticos que 
reflejen los cambios demográficos y económicos.

El capítulo también subraya la importancia de fomentar la inclu-
sión financiera y laboral de los adultos mayores en el Perú. Esto implica 
adaptar el mercado laboral para que sea más inclusivo con las personas 
de mayor edad, y promover la alfabetización digital y financiera para 
que estos adultos puedan participar activamente en la economía. Final-
mente, se recomienda aprovechar el potencial de la economía plateada 
mediante políticas que reconozcan el valor económico de los adultos 
mayores y fomenten su participación activa en la sociedad. 

Pasamos luego al capítulo 10, titulado “Envejecimiento demográfi-
co en Uruguay: avances y desafíos tras la aprobación de la Reforma de 
pensiones”, en donde Ariel Cancio ofrece un profundo análisis sobre el 
envejecimiento de la población en Uruguay y los retos que este fenó-
meno conlleva, especialmente en lo que respecta al sistema de pensio-
nes y las implicancias de la reciente reforma. Este país es uno de los más 
avanzados en el cambio demográfico que vive América Latina, habien-
do experimentado desde finales del siglo XIX una transición marcada 
por la reducción de las tasas de mortalidad y fecundidad, lo que ha lle-
vado a una estabilización de la población. Sin embargo, Cancio destaca 
que en las próximas décadas Uruguay experimentará una aceleración 
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de este proceso, con una mayor disminución de la fecundidad y un 
aumento de la esperanza de vida. Para 2060, se espera que la población 
económicamente activa baje considerablemente, lo que afectará de for-
ma importante la sostenibilidad económica del país.

El envejecimiento demográfico en Uruguay impone serios desafíos 
al sistema de pensiones, que ha sido un pilar fundamental en la pro-
tección social del país. La reforma de pensiones aprobada en 2023 se 
diseñó para enfrentar estos retos, cuyas medidas incluyen el incremen-
to gradual de la edad mínima de retiro de 60 a 65 años para 2042 y el 
rediseño del esquema de tasas de reemplazo para garantizar la suficien-
cia de las prestaciones. Sin embargo, Cancio señala que, a pesar de estos 
cambios, la sostenibilidad financiera del sistema sigue en riesgo, debido 
a la disminución de la relación activo-pasivo y al incremento esperado 
en el gasto público en jubilaciones y pensiones. En este sentido, la re-
forma del sistema previsional en Uruguay es un intento ambicioso de 
adaptar el sistema a la realidad demográfica del país. 

Uno de los cambios clave es la creación de un Sistema Previsional 
Común, que busca eliminar la fragmentación existente en los regímenes 
de pensiones y asegurar un trato equitativo para todos los trabajadores. 
Además, la reforma introduce un suplemento solidario para evitar la 
pobreza en la vejez, financiado por rentas generales, y promueve la 
extensión de la vida laboral a través de incentivos para la postergación 
del retiro. No obstante, Cancio advierte sobre los riesgos políticos y 
sociales que enfrenta esta reforma. La posibilidad de que un plebiscito 
revierta partes clave podría comprometer la sostenibilidad del sistema 
de pensiones y la economía en general. Sumado a esto, el cambio en 
el gobierno tras las elecciones de 2024 puede llevar a modificaciones 
en el nuevo esquema jubilatorio, lo que genera incertidumbre sobre el 
futuro de la reforma.

De cara a las próximas décadas, el autor subraya la importancia de 
un enfoque integral que, además de las reformas en el sistema de pen-
siones, incluya políticas que fomenten la productividad, mejoren la 
educación y promuevan la inclusión laboral de grupos subrepresen-
tados como las mujeres y los migrantes. Si bien la reforma es un paso 
importante hacia la sostenibilidad del sistema de pensiones, su éxito 
depende de una implementación cuidadosa y del equilibrio entre la 
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sostenibilidad financiera y la equidad social. El desafío principal será 
mantener la legitimidad y aceptación social de las reformas, garanti-
zando al mismo tiempo que el sistema de protección social sea justo y 
eficiente. Por último, Cancio indica que Uruguay debe prepararse para 
enfrentar los desafíos a largo plazo del envejecimiento poblacional, in-
cluyendo la necesidad de adaptar las infraestructuras y los servicios de 
salud, y garantizar un crecimiento económico que permita financiar 
estos costos sin comprometer otros aspectos esenciales del bienestar 
social.

En el capítulo 11, Juan Manuel Pérez y Santa Medina Santana exa-
minan los desafíos que enfrenta el sistema de pensiones en la República 
Dominicana en el contexto del envejecimiento poblacional. Con el 
aumento de la esperanza de vida y una baja tasa de natalidad, la soste-
nibilidad financiera del sistema es una preocupación creciente. El texto 
describe su evolución histórica, señalando que la Ley núm. 87-01 de 
2001 marcó un cambio importante al introducir un modelo mixto 
de pensiones, combinando capitalización individual con regímenes de 
reparto.

A pesar de que la cobertura de pensiones se ha ampliado, el 95% 
de los afiliados pertenece al sistema de capitalización individual, pero 
solo el 42% realiza contribuciones activas regularmente. La elevada in-
formalidad laboral y las brechas en la cobertura para la población ma-
yor representan retos significativos para asegurar pensiones adecuadas. 
Además, se menciona la importancia de la rentabilidad de los fondos 
de pensiones y la diversificación de las inversiones. Los autores conclu-
yen con la necesidad de implementar reformas estructurales, políticas 
de inclusión social y la adopción de un enfoque multipilar, que asegure 
la sostenibilidad del sistema y proteja a la población dominicana ante 
los desafíos de la longevidad.

Constanza Boix, a su vez, explora en el capítulo 12, “Del ladrillo al 
bolsillo sin perder los beneficios: un pilar para la economía plateada en 
Latinoamérica”, la viabilidad y las oportunidades de la monetización 
de la vivienda para los adultos mayores en América Latina, con especial 
atención en Uruguay. Este mecanismo, que incluye opciones como la 
nuda propiedad, la hipoteca inversa y la renta vitalicia inmobiliaria, 
se plantea como una solución innovadora para mejorar la seguridad 
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financiera de las personas mayores, permitiéndoles convertir sus activos 
inmobiliarios en ingresos sin necesidad de abandonar su hogar.

Boix resalta que, en Uruguay, una alta proporción de personas ma-
yores de 65 años son propietarias de sus viviendas (más del 80% según 
proyecciones), pero muchas enfrentan dificultades económicas pese a 
tener este patrimonio. La vivienda se presenta como un activo valioso 
pero subutilizado, que puede transformarse en una fuente de ingre-
sos mediante su monetización, permitiendo a las personas mayores 
mantener su nivel de vida durante la vejez. Los diferentes mecanis-
mos analizados ofrecen diferentes ventajas y desventajas, dependiendo 
de las necesidades y circunstancias individuales. Por ejemplo, la nuda 
propiedad permite al propietario recibir ingresos mientras conserva el 
derecho a vivir en la vivienda hasta su fallecimiento.

Este tipo de herramienta no solo mejora la salud financiera de los 
adultos mayores, reduciendo su dependencia de pensiones o préstamos 
familiares, sino que también puede tener un impacto positivo en su es-
tabilidad emocional y social, al permitirles seguir viviendo en su hogar 
y mantener sus redes de apoyo. Además, la monetización de la vivienda 
podría dinamizar el mercado inmobiliario y financiero, aliviando parte 
de la presión sobre los sistemas previsionales. Sin embargo, la autora 
sostiene que su implementación enfrenta varios desafíos en América 
Latina. Entre ellos, destacan la falta de educación financiera, la nece-
sidad de un marco regulatorio adecuado y las barreras culturales, tales 
como la importancia que se da a la herencia y la desconfianza en los 
nuevos productos financieros. 

El capítulo concluye que la educación financiera y la asesoría inde-
pendiente son esenciales para que las personas mayores comprendan 
bien los riesgos y beneficios de la monetización de la vivienda. Solo de 
esta manera se podrá garantizar que tomen decisiones informadas que 
les permitan aprovechar el valor de su patrimonio sin comprometer su 
bienestar. Constanza Boix señala que esta herramienta tiene el poten-
cial de ser universal, beneficiando a una amplia gama de adultos ma-
yores en América Latina. Con el enfoque adecuado, puede convertirse 
en un pilar fundamental para la seguridad financiera en la jubilación, 
complementando los sistemas de seguridad social y contribuyendo a 
la reducción de la desigualdad y al empoderamiento económico de las 
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personas mayores. Para ello, es necesario adaptar los mecanismos a las 
particularidades culturales y legales de cada país, y desarrollar produc-
tos financieros innovadores que se ajusten a las necesidades específicas 
de la población mayor.

4. Lecciones desde el futuro

En la última sección de este libro, buscamos recoger las experiencias de 
otras sociedades que, a diferencia de América Latina, ya han avanzado 
en la transición hacia una mayor longevidad de su población. Esto con 
el fin de extraer lecciones útiles de políticas públicas efectivas. 

En el capítulo 13, titulado “Edad, trabajo y equidad intergeneracio-
nal en una sociedad longeva”, Enrique Cabero Morán da cuenta de los 
desafíos y oportunidades que trae consigo el incremento de la longevi-
dad en la población. A lo largo del texto, el autor aborda las implicacio-
nes económicas, sociales y laborales de este fenómeno, subrayando la 
necesidad de una revalorización del talento sénior y la introducción de 
nuevas políticas que promuevan la equidad intergeneracional. Cabero 
señala que el aumento de la esperanza de vida es uno de los logros más 
significativos de las sociedades modernas, particularmente en Europa. 
No obstante, este éxito plantea desafíos complejos, como la necesidad 
de redefinir las etapas de la vida laboral e implementar políticas sociales 
que garanticen el bienestar de las personas mayores. La longevidad, le-
jos de ser vista como un problema, se presenta como una oportunidad, 
capaz de reestructurar la sociedad de manera más justa e inclusiva.

De esta forma, uno de los temas centrales del capítulo tiene que ver 
con el “edadismo”, que Cabero define como una discriminación ba-
sada en la edad y que afecta especialmente a los trabajadores sénior. A 
medida que la esperanza de vida aumenta, la discriminación por edad 
se vuelve más evidente y problemática, ya que muchos empleadores 
optan por contratar a trabajadores jóvenes, subestimando el valor y la 
experiencia que los adultos mayores pueden aportar. El autor sostiene 
que esta práctica no solo es injusta, sino que también desperdicia un 
talento valioso que podría contribuir al crecimiento económico y la 
innovación. El capítulo también aborda la necesidad de reformar los 
sistemas de pensiones para adaptarse a una sociedad más longeva. La 
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sostenibilidad de estos sistemas es crucial, y Cabero propone políticas 
que promuevan el envejecimiento activo, la compatibilidad de las pen-
siones con el trabajo a tiempo parcial y la introducción de incentivos 
para que los trabajadores retrasen su jubilación. Estas reformas, señala, 
son esenciales para asegurar la equidad intergeneracional y evitar que 
las nuevas generaciones carguen con el peso financiero de una pobla-
ción envejecida.

Finalmente, el capítulo concluye que, para abordar eficazmente los 
retos que el problema tratado supone, es fundamental adoptar un enfo-
que integral que combine reformas laborales, educativas y de seguridad 
social. La discriminación por edad debe ser erradicada, revalorizando 
el talento sénior como un recurso estratégico y promoviendo políticas 
que aseguren la sostenibilidad financiera del sistema de pensiones, que 
garanticen la equidad entre generaciones. En resumen, Cabero aboga 
por una sociedad que reconozca y celebre la longevidad como un lo-
gro colectivo, adaptando sus estructuras para aprovechar al máximo las 
oportunidades que este fenómeno ofrece.

Más adelante, en el capítulo 14, “Retos de la longevidad en Espa-
ña” de Manuel Álvarez, se lleva a cabo un análisis exhaustivo sobre 
los desafíos demográficos y económicos que enfrenta España debido al 
envejecimiento de su población. Con una esperanza de vida que sigue 
aumentando, el país se aproxima a ser una de las naciones más longevas 
del mundo, lo que conlleva una serie de retos, particularmente en los 
sistemas de pensiones y de atención a la dependencia. 

Álvarez destaca que la esperanza de vida en España ha experimenta-
do un crecimiento notable en las últimas décadas. Entre 2002 y 2022, 
esta aumentó de 76,4 a 80,4 años en hombres y de 83,1 a 85,7 años 
en mujeres, debido, entre otras cosas, a mejoras en la medicina y la 
cobertura sanitaria universal. Sin embargo, desde 2010, se observa una 
ralentización en el crecimiento de la esperanza de vida, lo que sugiere 
que las actuales intervenciones médicas podrían estar llegando a un 
límite en cuanto a los beneficios adicionales que pueden ofrecer.

El autor sostiene que uno de los desafíos más apremiantes que plan-
tea la longevidad es la sostenibilidad del sistema de pensiones. Se pro-
yecta que el número de pensionistas en España alcanzará los 16 millo-
nes a mediados de siglo, lo que implicaría que hasta un 17,3% del PIB 
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se destine a las pensiones para 2050. Esta carga financiera será un reto 
considerable para el Estado, especialmente si no se implementan refor-
mas. Además, la brecha de género en las pensiones persiste, aunque se 
ha reducido en las cohortes más jóvenes de jubilados. 

Otro desafío destacado en el capítulo es la prestación de servicios 
de dependencia, especialmente en un contexto donde la esperanza de 
vida no siempre se traduce en años de vida más saludables. La Ley de 
Dependencia, promulgada en 2006, ha sido un avance significativo 
en este ámbito, pero enfrenta problemas en cuanto a la financiación y 
su aplicación desigual entre las distintas comunidades autónomas. Se 
prevé que el número de personas dependientes podría duplicarse en las 
próximas décadas, lo que requerirá un esfuerzo coordinado y mayor 
inversión entre el sector público y el privado.

Álvarez subraya que, aunque España ha logrado reducir la pobreza 
entre los mayores de 65 años, el incremento de la longevidad podría 
revertir estos logros si no se abordan adecuadamente los impactos fi-
nancieros. La sostenibilidad del sistema de pensiones y de la atención a 
la dependencia dependerán de la capacidad de adaptación del sistema 
fiscal y de la implementación de reformas estructurales, que deberían 
incluir incentivos al empleo y la contribución al sistema durante más 
tiempo. Para enfrentar lo que él llama el “tsunami” demográfico, es de 
suma relevancia la modernización del sistema fiscal español en el marco 
de las recomendaciones del Pacto de Toledo. Además, en el capítulo 
se destaca la necesidad de fomentar la equidad intergeneracional y de 
desarrollar herramientas financieras que complementen la financia-
ción pública de las prestaciones de dependencia. En resumen, el autor 
apuesta por una respuesta integral que garantice que la longevidad, 
lejos de ser un problema, se convierta en una oportunidad para el de-
sarrollo sostenible de España.

En el capítulo 15, titulado “Sociedad envejecida con tasa de nata-
lidad en declive: el caso de Japón”, Hideki Kuroda examina, de forma 
crítica, el acelerado proceso de envejecimiento de la población japonesa 
y la alarmante disminución de la tasa de natalidad. A través de un enfo-
que histórico y prospectivo, el autor revisa las causas subyacentes de es-
tas tendencias demográficas y las políticas implementadas para mitigar 
sus efectos, destacando las serias implicaciones económicas y sociales 
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para el país. Japón se enfrenta a un envejecimiento extremadamente 
rápido: para 2023, el 29.1% de su población tenía 65 años o más, y se 
proyecta que este porcentaje superará el 37% para 2050, manteniéndo-
se cerca del 40% posteriormente. Este fenómeno se ha impulsado por 
una disminución significativa en la tasa de mortalidad desde la Segun-
da Guerra Mundial, gracias a mejoras en la dieta, avances médicos y la 
existencia de un sistema de seguro de salud universal. Como resultado, 
la esperanza de vida en Japón es una de las más altas del mundo.

A la par del envejecimiento de la población, Japón ha experimen-
tado un pronunciado declive en la tasa de natalidad. Desde el primer 
baby boom (1947-1949) y el segundo (1971-1974), el número de naci-
mientos ha disminuido drásticamente, alcanzando un mínimo históri-
co en 2022. Este descenso se atribuye a varios factores, como el retraso 
en la edad de matrimonio, el aumento de personas que nunca se casan 
y la disminución del deseo de tener hijos, influenciado, a su vez, por 
factores económicos como la precarización laboral y la disminución de 
los salarios nominales. Así, el envejecimiento de la sociedad japonesa, 
combinado con la baja tasa de natalidad, ha resultado en una dismi-
nución de la población total y del tamaño de la economía debido a la 
menor demanda interna. Además, ha generado un incremento con-
siderable en el gasto en seguridad social, especialmente en pensiones, 
atención médica y cuidados a largo plazo, que en 2020 superó los 130 
billones de yenes, representando más del 25% del PIB. Este aumento 
en el gasto presiona las finanzas públicas y pone en riesgo la sostenibi-
lidad económica del país.

En ese sentido, Kuroda menciona alguna de las reformas que fueron 
implementadas en Japón para enfrentar este reto, como el aumento 
de la edad de jubilación y la creación de un sistema de seguro de cui-
dados a largo plazo en el 2000. Sin embargo, el texto señala que estas 
medidas, aunque necesarias, no son suficientes para revertir las tenden-
cias demográficas actuales, por lo que se necesitan reformas adicionales 
para asegurar la sostenibilidad financiera de estos sistemas, como elevar 
las primas y tarifas de utilización y retrasar aún más la edad de jubila-
ción. Asimismo, llama la atención que a pesar de los múltiples progra-
mas implementados en Japón para fomentar la natalidad, como el Plan 
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Ángel y el Plan de Aceleración de la Infancia, estos no logran revertir 
la tendencia a la baja. 

Para enfrentar esta situación, el autor propone que Japón adopte 
políticas más agresivas, incluyendo no solo el apoyo financiero a las 
familias, sino también iniciativas que promuevan la estabilidad laboral 
y el aumento de los salarios. El gobierno japonés tiene hasta 2030 para 
implementar cambios significativos que podrían estabilizar la pobla-
ción, pero esto requiere un esfuerzo concertado tanto del sector público 
como del privado. En resumen, Kuroda destaca los profundos desafíos 
que enfrenta el país debido a su estructura demográfica, enfatizando la 
necesidad de una acción política decidida para mitigar los efectos eco-
nómicos y sociales de una sociedad que envejece rápidamente mientras 
la tasa de natalidad sigue cayendo.

Finalmente, en el último capítulo de este libro, titulado “El modelo 
de previsión social complementario de Euskadi: nuevo Decreto sobre 
Entidades de Previsión Social Voluntaria”, Luis Carlos Izquierdo ana-
liza en detalle las características, avances y desafíos del sistema de En-
tidades de Previsión Social Voluntaria (EPSV) en la Comunidad Au-
tónoma del País Vasco, resaltando las recientes reformas introducidas 
por el Decreto 13/2024 y su impacto en la sostenibilidad y expansión 
de estos instrumentos de ahorro-previsión. El autor destaca la relevan-
cia de las EPSV en Euskadi, que han alcanzado un volumen cercano 
a los 29.000 millones de euros a finales de 2023, lo que representa un 
329% del PIB de la región. Con 855.912 socios, estas entidades han 
demostrado ser un complemento clave del sistema público de pensio-
nes, proporcionando seguridad financiera a una parte significativa de 
la población vasca.

El capítulo también nos da cuenta de las reformas del Decreto 
13/2024, como la reducción de los gastos de administración que las 
EPSV pueden cobrar a sus socios, lo que impactará positivamente en 
las pensiones futuras. Además, se amplían los tipos de activos aptos 
para la inversión, incluyendo nuevas instituciones de inversión colec-
tiva y fondos europeos, lo que diversifica y potencialmente mejora el 
rendimiento de las inversiones de las EPSV. Estas medidas son crucia-
les para asegurar mayores rendimientos a sus afiliados.
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En otro tanto, una de las novedades más destacadas es la incorpo-
ración de criterios de inversión socialmente responsable (ISR) en las 
políticas de inversión de las EPSV. Esto responde a la creciente preo-
cupación por la sostenibilidad ambiental y social, alineando las inver-
siones con los criterios ASG (Ambientales, Sociales y de Gobernanza). 
Esta medida no solo mejora la sostenibilidad de las inversiones, sino 
que también responde a las demandas de los afiliados más jóvenes, que 
valoran estos criterios. Asimismo, el decreto también establece medi-
das para asegurar una representación más equilibrada entre hombres y 
mujeres en los órganos de gobierno de las EPSV, buscando una mayor 
equidad en la toma de decisiones. Esta disposición es parte de un es-
fuerzo más amplio para democratizar y hacer más inclusivas estas enti-
dades, promoviendo la participación activa de todos los socios.

Izquierdo concluye que el Decreto 13/2024 es un avance impor-
tante en la modernización y fortalecimiento del modelo de previsión 
social complementaria en Euskadi. Las reformas buscan no solo mejo-
rar la eficiencia y sostenibilidad financiera de las EPSV, sino también 
promover una mayor equidad y responsabilidad social en su operación. 
El enfoque en la ISR y la reducción de los costos administrativos son 
particularmente relevantes en un contexto global donde la sostenibili-
dad y la eficiencia financiera son cada vez más valoradas. En resumen, 
este nuevo marco normativo refuerza la posición de las EPSV como un 
pilar clave del sistema de previsión social en el País Vasco, adaptándolas 
a los desafíos del siglo XXI en cuanto a los valores sociales y democrá-
ticos que debe tener la sociedad.





Parte II: Una mirada 
transversal sobre los desafíos de 
Latinoamérica 
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Capítulo 2
Más luces que sombras - Políticas públicas 
para un segundo bono demográfico en 
América Latina

Verónica Alaimo, Manuel García-Huitrón y Waldo Tapia

1. Introducción

Al igual que en La ronda de noche, la famosa obra del pintor neerlandés 
Rembrandt (ver Anexo al final), donde la luz y la sombra coexisten en 
un delicado equilibrio, la rápida transición de América Latina hacia 
una sociedad envejecida, marcada por la disminución de la fertilidad y 
el aumento de la longevidad, plantea desafíos formidables, pero tam-
bién ofrece una oportunidad histórica sin precedentes para el desarro-
llo económico y social de la región. En este contexto de transforma-
ción, donde las estructuras familiares cambian, los mercados laborales 
evolucionan y los sistemas de protección social enfrentan tensiones, la 
dualidad de la situación se hace evidente. Las finanzas públicas están 
bajo presión, la informalidad laboral sigue siendo elevada y los rápidos 
avances tecnológicos y el cambio climático añaden una capa adicional 
de complejidad. Sin embargo, este es también el momento para re-
definir el envejecimiento no como una carga, sino como un segundo 
bono demográfico, capaz de impulsar un nuevo ciclo de productividad, 
crecimiento y equidad. 

Del mismo modo que la percepción sobre La ronda de noche ha 
evolucionado con el tiempo, la visión del envejecimiento debe cambiar 
también. Originalmente titulada La compañía militar del capitán Frans 
Banning Cocq y el teniente Willem van Ruytenburch, la pintura fue ma-
linterpretada durante siglos, vista como una escena nocturna debido a 
su oscurecimiento, de ahí su nombre actual. De la misma manera, las 
sociedades pueden redefinir el envejecimiento, reinventándose y en-
contrando nuevos roles y propósitos para las personas mayores. Así, 
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este fenómeno demográfico abre nuevas fuentes de productividad y 
crecimiento.

Este capítulo examina cómo la transformación demográfica está 
reconfigurando la región y ofrece una guía para los responsables de 
las políticas públicas. El objetivo es convertir los desafíos del envejeci-
miento en oportunidades de crecimiento, utilizando políticas innova-
doras y basadas en evidencia. La nueva narrativa que aquí se presenta 
postula que, con las reformas adecuadas, América Latina y el Caribe 
pueden no solo mitigar los riesgos asociados con el envejecimiento, 
sino también capitalizarlo como una fuente de desarrollo que beneficie 
a todas las generaciones. A lo largo de este análisis, se presentan expe-
riencias internacionales de países como Corea, Dinamarca, Japón, Paí-
ses Bajos, Singapur y Suecia, que ya han enfrentado desafíos similares. 
Estas lecciones sirven como base para proponer soluciones innovadoras 
y sostenibles que permitan a la región navegar con éxito esta transición 
demográfica.

Además, el capítulo busca contribuir al debate académico y de po-
líticas públicas sobre el envejecimiento en América Latina y el Caribe 
y proporcionar una base sólida para la formulación de políticas basa-
das en evidencia. Se propone una hoja de ruta centrada en medidas 
que promuevan la empleabilidad de los adultos mayores, formalicen el 
empleo, inviertan en capital humano y desarrollen sistemas de protec-
ción social sostenibles e integrales. En definitiva, la región está en un 
momento que puede ser tanto el mejor como el peor de los tiempos, 
dependiendo de las decisiones que se tomen.

2. El acelerado envejecimiento en América Latina y el Caribe

En las últimas cinco décadas, América Latina ha sido testigo de una 
transformación demográfica sin precedentes. La tasa de fertilidad ha 
caído de forma dramática, pasando de un promedio de cinco hijos por 
mujer en 1970 a dos en 2020, lo que refleja un cambio profundo en 
las estructuras sociales. Este fenómeno ha sido impulsado por el mayor 
acceso a métodos anticonceptivos, la incorporación masiva de mujeres 
al mercado laboral y una creciente urbanización que ha redefinido las 
dinámicas familiares y comunitarias (Gutiérrez, 2021). Paralelamente, 
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las tasas de mortalidad han disminuido significativamente gracias a 
los avances en salud pública y mejoras en las condiciones sanitarias 
(PAHO & ECLAC, 2023).

La esperanza de vida al nacer en la región ha aumentado de 29 años 
en 1900 a 75 en 2021, un incremento notable de 46 años que refleja 
un triunfo social. Este cambio no solo es relevante en un contexto glo-
bal, sino también en algunos países específicos. Por ejemplo, en Chile, 
la esperanza de vida para las mujeres es de 84 años y para los hombres, 
78. Se proyecta que para 2050 estas cifras aumentarán en tres años 
adicionales para las mujeres y seis para los hombres, subrayando un 
continuo avance en la longevidad (Cuéllar et al., 2023). Este aumento 
es resultado de una combinación de factores, incluyendo la reducción 
de la mortalidad infantil, mejoras en el tratamiento de enfermedades 
no transmisibles y la adopción de estilos de vida más saludables (Ma-
thers et al., 2015).

Actualmente, los países de la región se encuentran en diferentes eta-
pas de su transición demográfica, más avanzada en Sudamérica y me-
nos en Centroamérica y el Caribe. La heterogeneidad en la velocidad 
del envejecimiento es una manifestación tangible de las realidades par-
ticulares de cada país. Aquellos con un envejecimiento gradual tienen 
la ventaja del tiempo para ajustar sus políticas e instituciones de mane-
ra paulatina. Sin embargo, los países con un envejecimiento acelerado 
deben innovar y reformar urgentemente, diseñando estrategias audaces 
que conviertan este fenómeno en una oportunidad. Este desafío re-
salta la necesidad de un enfoque integral y multisectorial (PAHO & 
ECLAC, 2023; NAM, 2022).

Hacia mediados del siglo XXI, los países de la región convergerán 
en un escenario demográfico relativamente homogéneo. La mayoría 
tendrá un régimen de baja natalidad, con un promedio de 1.78 hijos 
por mujer y una esperanza de vida al nacer elevada, alcanzando los 
80.7 años. Para 2050, la estructura poblacional adoptará una forma 
cilíndrica, reflejando una etapa avanzada de la transición demográfica. 
Circa 2060, la tasa de natalidad ya no será suficiente para mantener 
un crecimiento sostenido de la población. La población total dejará 
de crecer e incluso podría disminuir en algunos países, haciendo de la 
longevidad el principal motor de cambio en la estructura demográfi-
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ca. Este fenómeno no es único de la región; Japón ha experimentado 
caídas anuales en su población desde principios de este siglo, y Corea 
del Sur y Singapur enfrentan tendencias similares. A nivel global, las 
estimaciones de las Naciones Unidas proyectan que la población mun-
dial alcanzará un máximo de aproximadamente 10.29 mil millones de 
personas en 2084, antes de reducirse a 10.18 mil millones para 2100.

La diferencia clave entre la región y los países desarrollados radica en 
la velocidad del cambio demográfico y los recursos disponibles. Las na-
ciones de altos ingresos ya contaban con un PIB per cápita de 19,006 
dólares en 1975 cuando la proporción de personas mayores alcanzó el 
10% de la población total. Se proyecta que estos países alcanzarán los 
46,881 dólares en PIB per cápita para 2025, cuando la proporción de 
personas mayores llegue al 20% (Aranco et al., 2022). Este crecimien-
to económico sostenido ha permitido implementar políticas públicas 
efectivas para una población envejecida. En contraste, América Latina 
y el Caribe enfrentan un desafío mayor. Se estima que en 2025 el PIB 
per cápita de la región será de solo 9,050 dólares cuando el 10% de 
la población sea adulta mayor, y que para 2055, cuando el 20% de 
la población sea mayor, el PIB per cápita alcanzará apenas los 21,657 
dólares.

El envejecimiento de la población en América Latina plantea un de-
safío fiscal significativo en pensiones, salud y cuidados en edad avanza-
da. Según la CEPAL (2020), el gasto en pensiones representó el 4.3% 
del PIB en 2018 y se prevé que aumente significativamente, presionan-
do los presupuestos gubernamentales. En Brasil, por ejemplo, el gasto 
en pensiones supera el 12% del PIB y podría alcanzar niveles insoste-
nibles sin más reformas (OECD, 2022). El envejecimiento también 
incrementa la demanda de servicios médicos y cuidados. En Estados 
Unidos, el gasto en atención médica representa el 18% del PIB y se 
espera que aumente con el envejecimiento de la población (Citi GPS, 
2024). En América Latina y el Caribe, pensiones y salud representan 
el 35% del gasto público y podrían llegar al 80% para 2065 sin refor-
mas, desplazando otros gastos esenciales (Panadeiros & Pessino, 2018). 
Además, se espera que la cantidad de personas mayores en situación de 
dependencia aumente de 7 millones a casi 30 millones para 2050, con 
un costo estimado para el sistema de cuidados de larga duración de en-
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tre el 0.2% y el 1% del PIB. En Chile, se proyecta que el gasto en salud 
para personas mayores aumentará un 60% para 2040 (PAHO, 2018). 

La equidad en el gasto de pensiones sigue siendo un desafío, espe-
cialmente en los sistemas de beneficios definidos. Los trabajadores con 
menor nivel educativo tienden a pasar poco tiempo en empleos for-
males, contribuyendo menos a los sistemas de pensiones. En los siste-
mas de beneficios definidos, los beneficios calculados en función de los 
últimos años de salario benefician a los trabajadores de altos ingresos, 
generando subsidios significativos para ellos. Aunque las pensiones no 
contributivas pueden compensar esta regresividad, lograr una equidad 
plena en el gasto de pensiones sigue siendo un desafío (Altamirano et 
al., 2018).

Estos retos se presentan en un contexto en el que la capacidad fiscal 
de los países de la región es limitada, especialmente tras la crisis del 
COVID-19. Esta disparidad en los recursos disponibles subraya la ur-
gencia de desarrollar políticas públicas innovadoras y adaptativas para 
mitigar los impactos económicos y sociales del envejecimiento acelera-
do. Los países de la región deben actuar con prontitud para responder 
a estos retos y anticiparse en la medida de lo posible, siempre dentro de 
sus restricciones presupuestales e institucionales. Una respuesta tem-
prana puede aumentar significativamente la probabilidad de éxito en la 
adaptación a la nueva realidad demográfica.

2.1. La natalidad y el fin del primer bono demográfico

La disminución en la tasa de natalidad presenta un desafío significa-
tivo para las economías de América Latina y el Caribe. La reducción 
en el ingreso de jóvenes a la fuerza laboral amenaza el potencial de 
crecimiento económico al disminuir la oferta de trabajo. Aranco et al. 
(2022) anticipan una caída del 15% en la fuerza laboral para 2050, 
lo que marcaría el fin del dividendo demográfico que ha impulsado el 
crecimiento reciente en los países que lograron aprovecharlo (Berganza 
et al., 2020). No obstante, esta disminución podría desencadenar un 
efecto compensatorio: con menos hijos, las familias pueden invertir 
más en educación y salud, aumentando así el capital humano y la pro-
ductividad individual. Este intercambio entre cantidad y calidad no es 
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automático y requiere políticas audaces y bien diseñadas para materia-
lizarse (Prettner & Bloom, 2020).

Las variaciones en las tasas de natalidad y mortalidad están reconfi-
gurando la estructura familiar y los patrones de cuidado, subrayando la 
creciente necesidad de servicios de atención tanto para infantes como 
para personas mayores. Estas dinámicas influyen directamente en la 
equidad de género, afectando la participación femenina en el mercado 
laboral y sus oportunidades de desarrollo profesional (Badaracco et al., 
2016). El empoderamiento de la mujer y su mayor integración en la 
fuerza laboral han llevado a la postergación del matrimonio y la mater-
nidad, reduciendo las tasas de fecundidad. La educación ha desempe-
ñado un papel decisivo, ya que las mujeres con mayor nivel educativo 
tienden a tener menos hijos y a planificar mejor sus familias. En países 
como Argentina y Chile, se observa una correlación inversa entre el 
nivel de educación de las mujeres y la tasa de fecundidad: las mujeres 
con educación terciaria tienen menos hijos en comparación con aque-
llas que solo cuentan con educación primaria o secundaria. Esto refle-
ja mayores oportunidades de empleo y aspiraciones de independencia 
económica y profesional entre las mujeres más educadas (ECLAC, 
2020). Además, la creciente prevalencia de la cohabitación y la dismi-
nución del matrimonio formal han alterado las dinámicas familiares 
tradicionales, impactando las decisiones reproductivas y los modelos 
de crianza. Estos cambios socioculturales también han influido en la 
informalidad laboral, ya que muchas mujeres optan por empleos in-
formales debido a la flexibilidad que ofrecen, permitiéndoles equilibrar 
las responsabilidades laborales y familiares (Conseil d’Orientation des 
Retraites, 2020). Sin embargo, esta flexibilidad tiene un costo signifi-
cativo al dejar a muchas mujeres fuera de la red de protección social.

La evolución de la estructura familiar tiene importantes impli-
caciones para la política social y económica. La creciente diversidad 
en las formas familiares y las decisiones reproductivas requieren una 
actualización de las políticas públicas para asegurar su inclusividad y 
apoyo a todas las formas de familia. Esto incluye políticas de apoyo a 
la parentalidad, licencias de maternidad y paternidad, y servicios de 
cuidado infantil accesibles y asequibles, que permitan a las familias 
equilibrar mejor sus responsabilidades laborales y domésticas (PAHO 
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& ECLAC, 2023; ILO, 2018). La participación de las mujeres en el 
mercado laboral ha contribuido significativamente al crecimiento eco-
nómico de la región, pero para sostener este crecimiento, es esencial 
implementar políticas que apoyen a las familias en la adaptación a estas 
nuevas dinámicas.

La disminución de la tasa de natalidad ejercerá presión sobre el fi-
nanciamiento de las pensiones no contributivas universales o focaliza-
das y las pensiones contributivas de reparto. La menor natalidad afecta 
el crecimiento del gasto esperado por cohorte de las pensiones no con-
tributivas y reduce la base contributiva que financia las pensiones de 
reparto. Además, impacta la tasa de crecimiento económico, ya que, 
para mantener dicha tasa en los niveles actuales, la menor contribución 
de la mano de obra debería ser sustituida por incrementos en la pro-
ductividad, algo que no ha ocurrido en la región (Cavallo et al., 2016). 
La disminución de la mortalidad infantil generalmente acelera la baja 
en la fertilidad, al reducir la necesidad de tener hijos “de reserva”, ca-
racterística de las economías agrícolas (Prettner & Bloom, 2020). En 
contraste, la reducción de la mortalidad en personas adultas en edad 
laboral puede mejorar la productividad y disminuir la relación de de-
pendencia, potenciando el crecimiento económico. No obstante, si la 
reducción de la mortalidad se concentra en la vejez, puede aumentar 
la población dependiente, ejerciendo una presión significativa sobre el 
gasto social.

La brecha entre el ahorro para la jubilación y las necesidades finan-
cieras de la población jubilada se ampliará en las próximas décadas. Se-
gún el Foro Económico Mundial & Mercer (2017), la brecha de aho-
rro de la población jubilada crecerá casi seis veces para 2050. En 2015, 
esta brecha ascendía a US$70 trillones para los ocho países incluidos en 
el cálculo (Australia, Canadá, China, India, Japón, Países Bajos, Reino 
Unido y Estados Unidos), asumiendo una tasa de reemplazo objetivo 
del 70% del último salario y considerando todas las fuentes de ingreso 
del sistema de pensiones. Las proyecciones del informe advierten una 
brecha de US$400 trillones en 2050, un escenario insostenible tanto 
financiera como socialmente.

A medida que la región afronta los retos del envejecimiento, se debe 
transformar esta aparente adversidad en una oportunidad para el desa-
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rrollo económico. En este contexto, el aumento del ahorro se convierte 
en una estrategia ineludible y fundamental para enfrentar el desafío de-
rivado de la disminución de la tasa de natalidad en América Latina y el 
Caribe (James et al., 2003). Por ejemplo, Sinn (1999) argumenta que 
el ahorro acumulado en sistemas de pensiones financiados puede com-
pensar la escasez de capital humano generado por la menor natalidad, 
mediante la creación de capital real, reduciendo la carga fiscal sobre las 
generaciones futuras. Más adelante, afirmamos que incluso esto podría 
no ser suficiente, por lo que comienza a ser imperativo considerar cam-
bios paramétricos y políticas integrales para extender en promedio el 
período de trabajo en el ciclo de vida de las personas. Ver también el 
“Recuadro 1” para una discusión sobre si la fertilidad ultra-baja no es 
un destino ineludible, según la experiencia internacional. 

Recuadro 1. ¿Es posible revertir la fertilidad ultra-baja? 

La fertilidad ultra-baja no es necesariamente un destino ineludible, sino 
el resultado de políticas, instituciones y normas sociales modificables. 
Históricamente, la relación entre ingresos y fertilidad ha sido negativa, 
pero en las últimas décadas algunos países de altos ingresos han mos-
trado una inversión en esta tendencia (Doepke et al., 2022; Galor & 
Weil, 2000). La compatibilidad entre metas familiares y profesionales, 
especialmente para las mujeres, influye en las tasas de fertilidad. Políti-
cas de cuidado infantil público y licencia parental remunerada reducen 
el costo de oportunidad de la maternidad, facilitando la combinación 
de carrera y familia (Becker, 1960). Suecia y Francia, con políticas de 
apoyo familiar robustas, presentan tasas de fertilidad relativamente más 
altas comparadas con otros países europeos, a pesar de una reciente dis-
minución (Stone, 2022). En contraste, Corea del Sur y Japón enfren-
tan desafíos significativos debido a normas sociales tradicionales que 
no apoyan a las mujeres en el mercado laboral (Arslangic-Little, 2022). 
Corea del Sur tiene la tasa de fertilidad más baja del mundo, con 0.7 
hijos por mujer, mientras Japón se sitúa en 1.21. Estos países necesitan 
reformas en políticas laborales y cambios culturales (Gauthier, 2015), 
ya que las normas sociales y culturales influyen en las decisiones de 
fertilidad. En Asia Oriental, la competencia educativa y las expectativas 
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de alto rendimiento presionan a los padres (Stone, 2022). Mowshowitz 
(2023a, 2023b, 2024) y Myong et al. (2021) señalan que la competen-
cia por el estatus y los altos costos de la educación privada afectan la 
fertilidad en Corea del Sur.

Revertir la tendencia de fertilidad ultra-baja requiere políticas de 
apoyo familiar y cambios culturales que valoren la igualdad de género 
y la conciliación laboral y familiar. Mejorar la disponibilidad y calidad 
del cuidado infantil, ofrecer licencias parentales remuneradas y propor-
cionar subsidios directos son medidas esenciales. También es crucial 
promover mercados laborales flexibles. En Estados Unidos, la tasa de 
fertilidad ha caído de 1.84 en 2015 a 1.64 en 2023, siendo las políticas 
de licencia parental y los costos de cuidado infantil barreras significa-
tivas. Sin embargo, la flexibilidad laboral y políticas de apoyo familiar 
pueden mitigar esta tendencia (Doepke et al., 2022; Lappegård & Kor-
nstad, 2020).

2.2. La longevidad y la posibilidad de un segundo bono 
demográfico

Las sociedades de América Latina y el Caribe están experimentando 
un notable aumento en la longevidad, acompañado de mejoras en la 
calidad de vida. Los datos demuestran una tendencia alentadora en la 
esperanza de vida ajustada por la capacidad de vivir en buen estado de 
salud (HALE, por sus siglas en inglés), calculada por la Organización 
Mundial de la Salud (OMS). La posibilidad de vivir más años en bue-
nas condiciones de salud se asemeja a la de Europa, mostrando una 
diferencia promedio de solo un año en comparación con el resto del 
mundo. Mantener esta tendencia ofrece a la región una valiosa oportu-
nidad para extender los períodos de trabajo activo y redefinir la etapa 
de jubilación en las próximas décadas. 

Los avances en medicina han sido determinantes en el incremento 
de la esperanza de vida y la reducción de la mortalidad infantil (Roser, 
2023; Mathers et al., 2015). Programas de salud pública, como las 
campañas de vacunación y tratamientos de enfermedades crónicas, han 
mejorado significativamente la salud de la población (PAHO, 2018). 
Un ejemplo es la campaña de vacunación contra el virus del papiloma 
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humano (VPH) en varios países de la región, que ha impactado posi-
tivamente en la prevención del cáncer cervical (Soto et al., 2023). En 
México, los programas de vacunación masiva han reducido la mortali-
dad infantil en un 45% desde el año 2000 (INEGI, 2020). En Brasil, 
el Sistema Único de Salud (SUS) ha sido fundamental para incremen-
tar la esperanza de vida, con programas como “Mais Médicos” que 
han mejorado la cobertura de salud en áreas rurales y desfavorecidas 
(OECD, 2022).

El aumento de la longevidad afecta transversalmente a todas las 
fuentes de ingresos en la jubilación. En los sistemas de reparto y bene-
ficios definidos, así como en las pensiones no contributivas, la exten-
sión de la duración de los beneficios pone en duda su sostenibilidad 
financiera, especialmente considerando la disminución en la fuente 
de financiamiento debido a la menor tasa de natalidad. Este efecto se 
magnifica en la región, dado que los sistemas de reparto y de benefi-
cio definido prometen altas tasas de reemplazo. En América Latina y 
el Caribe, una persona que contribuye durante toda su vida laboral, 
desde los 20 años hasta la edad mínima de jubilación, en sistemas de 
reparto y beneficio definido, recibe una tasa de reemplazo promedio 
del 63%. Esta cifra es 30 puntos porcentuales más alta que una pensión 
actuarialmente justa (Altamirano et al., 2023) y 15 puntos porcentua-
les superior al promedio de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE, 2022).

La variación regional es significativa. Países como Brasil, Ecuador, 
Paraguay y el sistema previo a la reforma de 1997 en México prome-
ten tasas de reemplazo superiores al 80%. En contraste, la mayoría de 
los países, incluidos Argentina, Bahamas, Barbados, Belice, El Salva-
dor, Guatemala, Guyana, Honduras, Surinam y Trinidad y Tobago, así 
como los componentes de beneficio definido de los sistemas mixtos de 
Costa Rica, Colombia, Panamá y Uruguay, ofrecen tasas de reemplazo 
entre el 50% y el 80%. Además, la longevidad también afecta a los 
sistemas de capitalización, donde un período de jubilación más prolon-
gado con un nivel constante de ahorro pone en duda la suficiencia de 
estos ahorros para ofrecer una jubilación adecuada y libre de pobreza.
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2.3. Envejecimiento y sistemas de pensiones

El envejecimiento poblacional en América Latina plantea retos para la 
sostenibilidad y suficiencia de los sistemas de pensiones. Las reformas 
de pensiones deben asegurar la viabilidad financiera de estos sistemas 
mientras garantizan beneficios adecuados para todas las personas jubi-
ladas (Altamirano et al., 2018; Berganza et al., 2020). Brasil ejemplifica 
esta estrategia con sus reformas de pensiones de 2019, que mejoraron 
la sostenibilidad del sistema mediante el aumento de la edad de jubi-
lación y la modificación de las tasas de contribución (OECD, 2022). 
Estas reformas demuestran cómo ajustes bien diseñados pueden pro-
longar la vida útil de los sistemas de pensiones sin comprometer la 
seguridad económica de las personas jubiladas. 

También es urgente abordar las diferencias de género en la acumu-
lación de pensiones. Las mujeres a menudo enfrentan interrupciones 
en sus carreras laborales debido a responsabilidades de cuidado, lo que 
afecta negativamente sus ahorros para la jubilación. Propuestas como 
los créditos de pensión por cuidado de hijos, implementados en algu-
nos países europeos, pueden ser soluciones efectivas para reducir estas 
disparidades (IHAPP, 2020). Este tipo de subsidios compensatorios 
para las mujeres existen en Bolivia, Chile y Uruguay. Brasil ha reducido 
su brecha en pensiones a niveles similares a los de Dinamarca gracias a 
un potente paquete de medidas compensatorias que incluyen la acredi-
tación de más años o requisitos más felxibles para acceder a la pensión 
por años cotizados. En Uruguay, la fórmula de beneficio del régimen 
de reparto permite a las mujeres computar un año adicional de servi-
cios por cada hijo nacido vivo o adoptado, hasta un máximo de cinco 
años. Chile ofrece subsidios por hijo nacido vivo a mujeres de bajos 
ingresos. Además, en ambos países se ha hecho un esfuerzo notable 
por incorporar al sector de servicios domésticos a la formalidad, pro-
moviendo el acceso a la seguridad social. Otro aspecto redistributivo 
intrageneracional por género es el uso de tablas de mortalidad unisex, 
existentes en Brasil y en Uruguay.

El futuro de la brecha de género en pensiones depende del acceso de 
las mujeres a empleos formales. Esto está relacionado con la promoción 
de acuerdos laborales flexibles, normativas que fomenten una mayor 



50

paridad entre los permisos de maternidad y paternidad, y a inversiones 
para promover políticas de atención infantil y de cuidado a la depen-
dencia para personas mayores. Estas acciones deben ir acompañadas 
por medidas en el sector de pensiones, tales como: (i) habilitar la con-
tribución de trabajadores de bajos ingresos y de tiempo parcial; (ii) 
implementar estrategias de promoción del ahorro pensional a través de 
herramientas tecnológicas y la aplicación de la economía del compor-
tamiento; y (iii) incorporar la dimensión de género en el diseño de los 
sistemas de pensiones.  

Al igual que Japón (ver “Recuadro 2”), los países de América Latina 
y el Caribe deben abordar los desafíos del envejecimiento de manera 
proactiva. Esto implica no solo reformar los sistemas de pensiones para 
garantizar su sostenibilidad, sino también implementar políticas que 
promuevan la inclusión laboral de las personas mayores, fomenten el 
ahorro para la jubilación y garanticen el acceso a servicios de salud de 
calidad para una población cada vez más longeva.

Recuadro 2. El caso de Japón: envejecimiento poblacional 
avanzado

Japón enfrenta un envejecimiento poblacional sin precedentes. Desde 
su pico de 127 millones de habitantes en 2008, se proyecta una reduc-
ción a 83 millones para 2100 (Chu, 2023). La fuerza laboral ha caído 
al 60% y la proporción de personas mayores de 65 años aumentó del 
9,1% en 1980 al 28,6% en 2020 (Winter, 2023). Este cambio ha im-
pactado negativamente en la economía, con un crecimiento que cayó 
del +3,8% en los años ochenta al +0,4% en los dos mil, reduciendo 
la demanda de vivienda y automóviles, mientras aumentan los servi-
cios de salud (Wang, 2023). Japón ha promovido la inclusión laboral 
de mayores y mujeres, así como la automatización, para enfrentar la 
escasez de mano de obra, aunque la tasa de natalidad no ha mejorado 
significativamente (Citi GPS, 2024).

El envejecimiento plantea desafíos para la sostenibilidad del sistema 
de pensiones y la atención médica. Las pensiones públicas ofrecen una 
tasa de reemplazo bruta del 32% y una neta del 37%, por debajo de la 
media de la OCDE, destinando el 10,2% del PIB a pensiones (OECD, 
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2021). Los ingresos fiscales estancados y la mayor longevidad agravan 
la situación. El gasto en salud aumentó del 4,6% del PIB en 1994 al 
8,6% en 2022 (OECD, 2018; Jiang, 2022), incrementando la presión 
sobre las finanzas públicas. La deuda pública pasó del 48% del PIB en 
1980 al 260% en 2022 (Citi GPS, 2024). Reformas como los ajustes 
automáticos de pensiones y el aumento de la edad de jubilación han 
sido insuficientes y enfrentan resistencia social (Chu, 2023).

El FMI ha recomendado cambiar gradualmente el financiamiento 
de los programas de seguridad social, del impuesto a la nómina al im-
puesto al consumo, y continuar con reformas estructurales e innova-
ciones para mejorar la productividad y el crecimiento (Wang, 2023). 
Japón debe encontrar soluciones creativas y políticas efectivas para 
transformar el envejecimiento en una oportunidad económica y de de-
sarrollo. Su experiencia ofrece lecciones valiosas para otras economías, 
resaltando la importancia de la adaptabilidad y la previsión en la for-
mulación de políticas audaces e innovadoras.

2.4. El parámetro incómodo: la edad de retiro

Sin mejoras continuas en la productividad, aumentar la edad de ju-
bilación es indispensable para garantizar pensiones dignas y financie-
ramente sostenibles (Pestieau, 2003; Lindbeck & Persson, 2006). Sin 
embargo, la decisión de abandonar el mercado laboral es voluntaria y 
multifacética, y su modificación no es tarea sencilla. Esta decisión surge 
de una interacción compleja de factores, que incluyen las preferencias 
individuales, la naturaleza del trabajo desempeñado, las características 
de la persona y su familia, las oportunidades laborales, los incentivos 
y la fiscalidad del sistema de pensiones y del impuesto a la renta para 
jubilados, las normas sociales y la legislación laboral, especialmente en 
lo que respecta a la discriminación por edad.

Modificar la edad de jubilación conlleva una complejidad política 
significativa, pero también puede generar beneficios sustanciales tanto 
a nivel individual como social. Aumentar la edad de jubilación no solo 
ampliaría la base de financiamiento de las pensiones de reparto y no 
contributivas, sino que también mantendría la suficiencia de las pen-
siones basadas en el ahorro. Clements et al. (2014) del FMI subrayan 



52

que elevar gradualmente la edad legal de jubilación promovería mayo-
res niveles de empleo y crecimiento económico. Prolongar los períodos 
de trabajo y los ingresos a lo largo de la vida podría incrementar el 
crecimiento del consumo real incluso a corto plazo y evitar recortes 
aún mayores en las tasas de reemplazo, reduciendo así el impacto de 
las reformas sobre la pobreza de las personas mayores. Además, señalan 
que el aumento de la edad de jubilación podría ser más aceptable para 
el público dada la creciente esperanza de vida. La OCDE también des-
taca la importancia de proporcionar mejores opciones e incentivos para 
que las personas continúen trabajando a edades avanzadas, considerán-
dolo esencial para enfrentar los desafíos del envejecimiento acelerado 
de la población (Rouzet et al., 2019).

Una resistencia legítima al aumento en la edad de retiro es la dis-
tribución desigual de las ganancias en la esperanza de vida entre dife-
rentes grupos en la sociedad (OECD, 2023a; Scott, 2021; Bazzana, 
2020). Las personas con mayores ingresos y mejor educación, así como 
las mujeres, presentan esperanzas de vida sistemáticamente superiores 
al resto, lo que podría exacerbar las brechas de desigualdad. Las dife-
rencias de género en la esperanza de vida al nacer pueden alcanzar hasta 
siete años a nivel global, y aunque estas diferencias se acortan con la 
edad, a los 60 años siguen siendo de entre tres y cuatro años. En algu-
nos países, las diferencias según el nivel educativo llegan hasta 15 años 
para hombres y 8.1 años para mujeres a los 30 años (OECD, 2023a; 
Ayuso et al., 2016). La heterogeneidad en la longevidad genera subsi-
dios cruzados entre grupos que oscilan entre el 20% y el 50% del valor 
de la pensión (Ayuso et al., 2016). Díaz-Saavedra (2022) señala que el 
impacto de la heterogeneidad en la longevidad equivale a un impuesto 
implícito de hasta 10% durante toda la vida laboral, cuando el diseño 
de los sistemas de pensiones no incorpora un enfoque de género o 
no previene transferencias no deseadas entre grupos socioeconómicos. 
El “Recuadro 3” profundiza en la importancia de construir tablas de 
mortalidad diferenciadas como una herramienta para abordar las des-
igualdades en la esperanza de vida y diseñar políticas que promuevan la 
equidad actuarial en los sistemas de pensiones.

La longevidad femenina desafía los sistemas de pensiones, pero 
también ofrece una gran oportunidad para la sociedad. El diseño de 
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los sistemas de pensiones puede reproducir, amplificar o reducir las 
brechas heredadas de participación, ingresos, edad de jubilación y lon-
gevidad. Por lo tanto, es esencial considerar estos factores para trans-
formar el envejecimiento en una oportunidad económica viable. Im-
plementar políticas que incentiven la prolongación de la vida laboral y 
que aborden las desigualdades inherentes permite a las sociedades no 
solo enfrentar los retos del envejecimiento, sino también aprovechar el 
potencial económico de un período extendido de trabajo. Este enfo-
que holístico es clave para convertir el envejecimiento en un segundo 
dividendo demográfico, un paso esencial hacia el desarrollo sostenible 
y equitativo.

Recuadro 3. El rol de los datos y mejores tablas de mortalidad

La precisión de las tablas de mortalidad es crucial para una gestión efec-
tiva del riesgo y la evaluación actuarial en los sistemas de pensiones (Fu-
llmer, 2023; Johnsen, 2023). Es fundamental utilizar tablas actualizadas 
que reflejen diferencias demográficas y socioeconómicas, ya que los gru-
pos más desfavorecidos tienen menor esperanza de vida, lo que deman-
da políticas específicas (Kallestrup-Lamb, 2023). La OCDE subraya 
la importancia de considerar el contexto histórico y socioeconómico 
en las tablas de mortalidad, ajustando las proyecciones a la realidad de 
cada población y aplicando técnicas innovadoras como el aprendizaje 
automático para mejorar su precisión (OECD, 2022b). Dowd y Blake 
(2022) sugieren buenas prácticas para la modelización de planes de pen-
siones, incluyendo factores como ocupación, género, riesgo de longevi-
dad y la integración de los períodos pre y post jubilación.

Las tablas de mortalidad diferenciadas son una herramienta para 
diseñar políticas que aborden las desigualdades en la esperanza de vida 
(Kallestrup-Lamb, 2023). Soluciones como modelos de rentas vitali-
cias variables y tontinas modernas contribuyen a distribuir equitativa-
mente los riesgos de longevidad, mejorando la sostenibilidad de los sis-
temas de pensiones y ofreciendo mayor flexibilidad (Fuentes, Fullmer, 
& García-Huitrón, 2024). En Estados Unidos, la escala de mejora de 
mortalidad MP-2021 incorpora datos del NCHS para proyectar lon-
gevidad en deciles socioeconómicos específicos, crucial para mantener 



54

la sostenibilidad y equidad del sistema de pensiones (OECD, 2023a). 
En Canadá, la tabla CPM2014 y la escala MI-2017 reflejan diferen-
cias ocupacionales y mejoras de mortalidad, facilitando proyecciones 
precisas y ajustes en políticas de pensiones (Kallestrup-Lamb, 2023). 
Uruguay y Corea del Sur también actualizan regularmente sus tablas 
de mortalidad para capturar diferencias sectoriales y garantizar la sol-
vencia del sistema, mientras que en Chile y Perú, las tablas se basan en 
datos locales recientes para reflejar las particularidades regionales y esti-
mar recursos necesarios para financiar pensiones a largo plazo (OECD, 
2022b; OECD, 2023a).

La adaptación de las tablas de mortalidad a las realidades específicas 
de cada país es indispensable para abordar las desigualdades y promo-
ver la equidad actuarial, permitiendo diseñar políticas que aseguren la 
sostenibilidad financiera y transformen el envejecimiento en una opor-
tunidad para el desarrollo económico sostenible.

Aunque los cambios paramétricos son necesarios para responder al 
envejecimiento de la población, no son suficientes por sí solos, espe-
cialmente en contextos de alta informalidad laboral. Incluso en países 
que han logrado aumentar la edad de jubilación y vincularla a la espe-
ranza de vida, enfrentaron resistencia y, en muchos casos, la implemen-
tación se ha estancado o revertido. Esta situación es particularmente 
relevante en nuestra región, donde los ajustes necesarios para asegurar 
la sostenibilidad financiera de los sistemas de pensiones de reparto y 
beneficios definidos, y la reducción de beneficios en los sistemas basa-
dos en el ahorro, no son socialmente aceptables ni políticamente via-
bles a menos que se realicen de manera gradual. El “Recuadro 4” ofrece 
valiosas lecciones de Suecia, los Países Bajos y Dinamarca, países que 
han experimentado con diferentes enfoques para ajustar la edad de re-
tiro y garantizar tanto la sostenibilidad financiera como la social de sus 
sistemas de pensiones.

Por ejemplo, estudios actuariales previos a la pandemia indicaron 
que las tasas de contribución necesarias para equilibrar los sistemas 
de beneficios definidos en algunos países del Caribe deberían situarse 
entre el 30% y el 40% de los salarios, el doble del promedio actual de 
la OCDE. Alternativamente, los beneficios de pensión tendrían que 
reducirse a la mitad de sus niveles actuales. En los sistemas de capi-
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talización individual y contribución definida, sin reformas, las tasas 
de reemplazo podrían disminuir en promedio un 15%, tomando en 
cuenta solo el aumento en la longevidad esperada hacia 2050. Este 
escenario se agrava al considerar el impacto de megatendencias como 
la tendencia secular de los rendimientos de los portafolios y tasas de 
interés, la transformación de los mercados laborales en el contexto de 
trabajo flexible, la economía de plataformas, la migración y el cambio 
climático, todas ellas con efectos materiales en las pensiones.

Recuadro 4. Edad de retiro y el balance entre sostenibilidad social 
y sostenibilidad financiera: tres casos de estudio

A comienzos del siglo XXI, Suecia implementó una reforma innova-
dora con cuentas nocionales y un sistema de compartición de riesgos 
agregados en un esquema de reparto con contribuciones definidas. Este 
modelo asegura la sostenibilidad financiera mediante la conexión en-
tre la tasa de interés nocional, la indexación de pensiones y un ajuste 
automático. A pesar de choques como la crisis financiera de 2008, las 
pensiones nominales se redujeron un 3,4% en 2010 y 2011, y un 2,7% 
en 2014, generando insatisfacción. Se prevé que la esperanza de vida 
aumente en cinco años para 2060, reduciendo las pensiones esperadas 
en un 20%. Para mitigar esto, el Parlamento elevó la edad de retiro y 
ajustó la indexación según la esperanza de vida.

El sistema de pensiones de los Países Bajos combina beneficios de-
finidos con capitalización colectiva y compartición de riesgos. Aunque 
los activos administrados se han duplicado desde principios de siglo, 
los pasivos han crecido más debido a la longevidad y la caída en las 
tasas de rentabilidad. Entre 2000 y 2020, el poder adquisitivo de los 
jubilados disminuyó un 16%, las contribuciones aumentaron un 40% 
y la pensión nominal se redujo un 1%. Esto resultó en transferencias 
intergeneracionales insostenibles, lo que llevó a la reforma actualmente 
en marcha, que limita dichas transferencias y mejora la transparencia.

Dinamarca incrementó la edad de retiro para mantener la sosteni-
bilidad financiera y la suficiencia social, introduciendo ajustes según la 
esperanza de vida. Las reformas de 2006 y 2011 elevaron la edad de 
retiro de 65 a 67 años, con un mecanismo semiautomático de compar-
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tición de riesgo de longevidad. Este sistema indexa la edad de jubila-
ción según la esperanza de vida, manteniendo un período de jubilación 
constante de 14,5 años. Entre 2008 y 2020, la tasa de empleo de per-
sonas mayores aumentó significativamente, destacando a Dinamarca 
como el único país donde el gasto en pensiones disminuirá hacia 2060 
y la tasa de reemplazo promedio aumentará debido al ahorro obligato-
rio del segundo pilar.

3. Empleabilidad de los adultos mayores

3.1. Participación laboral de las personas mayores trabajadoras

En América Latina y el Caribe, la participación laboral de las personas 
mayores, aquellas que han superado la edad de jubilación, es notable-
mente alta. Este fenómeno se atribuye a múltiples factores socioeco-
nómicos y estructurales (Murrugarra, 2011). Mientras que en algunos 
países de la OCDE la participación laboral promedio para personas 
mayores de 65 años es del 16% en hombres y del 8% en mujeres, 
en América Latina estas cifras son considerablemente superiores. En 
2021, la participación laboral alcanzó el 36% para hombres y el 17% 
para mujeres (IADB, OECD & UNDP, 2023). Bolivia, Perú, Ecuador 
y Paraguay presentan las tasas más altas de participación, mientras que 
Chile, Uruguay y Brasil muestran tasas más bajas (Queiroz, 2013). 
Adicionalmente, las personas mayores con niveles bajos de educación 
tienden a participar más en el mercado laboral (Aranco et al., 2022; 
Burtless, 2013).

La falta de cobertura en los sistemas de pensiones de la región im-
pulsa a muchas personas mayores a seguir trabajando, aunque existen 
otros factores que también influyen en esta decisión. Oliveri (2016) 
documenta una relación inversa entre la participación laboral de las 
personas mayores y el porcentaje de población que recibe pensiones en 
18 países de América Latina. Por ejemplo, en Bolivia, donde la cober-
tura del sistema de pensiones contributivo alcanza apenas el 20%, la 
participación laboral de las personas mayores asciende al 65% en hom-
bres y al 30% en mujeres. Situaciones similares se observan en Perú y 
Paraguay. En contraste, Uruguay, con una cobertura cercana al 90%, 
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presenta una participación laboral mucho menor entre los mayores. 
Además, los bajos ingresos percibidos al momento de la jubilación re-
trasan la edad de retiro, obligando a las personas a buscar empleo para 
complementar sus ingresos. Esta problemática también está vinculada 
a la falta de mercados de rentas vitalicias en la región (Cuéllar et al., 
2023).

La extensión de la vida laboral en la OCDE se ha convertido en una 
prioridad política, impulsando reformas que buscan incentivar la parti-
cipación de los adultos mayores en el mercado laboral. Estas iniciativas 
han adoptado diversas formas según los países:

Estrategias para fomentar la participación laboral de adultos 
mayores en países de la OCDE

Fuente: elaboración propia.

Los ejemplos anteriores señalan un enfoque orientado a transformar el 
envejecimiento en una oportunidad, aprovechando el potencial eco-
nómico de un período extendido de trabajo. No obstante, la efectivi-
dad de estas medidas depende en gran parte de la flexibilidad laboral 
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y la formación continua, elementos fundamentales para mantener la 
empleabilidad de este grupo demográfico, que se abordarán en las si-
guientes secciones. 

3.2. Envejecimiento e informalidad

La informalidad en América Latina y el Caribe representa un obstáculo 
significativo para la seguridad económica y el bienestar de los adultos 
mayores. En 2021, cerca del 80% de las personas mayores de 65 años 
estaban empleadas en el sector informal, según datos del Sistema de 
Información de Mercados Laborales y Seguridad Social del BID. Este 
porcentaje es considerablemente más alto en comparación con el 60% 
registrado entre la población menor de 65 años. Estudios como los de 
Rofman et al. (2015) documentan esta alta prevalencia de la informa-
lidad, que agudiza la vulnerabilidad económica y social de las personas 
mayores, sumiéndolas en un entorno de precariedad y desprotección.

Existe un amplio consenso en la literatura académica sobre los efec-
tos perniciosos de la informalidad laboral y fiscal, que van desde la 
reducción de la productividad y el crecimiento económico hasta la ero-
sión de la base tributaria y la precarización de las condiciones laborales. 
Las personas mayores en empleos informales suelen carecer de acceso a 
la seguridad social, enfrentan condiciones laborales precarias, empleos 
de baja productividad y salarios reducidos (Ulyssea, 2020). García et al. 
(2019) refuerzan esta visión al analizar el impacto de la informalidad 
en la seguridad social. Estas condiciones no solo amplifican las des-
igualdades económicas, sino que también intensifican las disparidades 
en salud, limitando el acceso a servicios médicos adecuados para las 
personas mayores que trabajan en la informalidad (Solar et al., 2018). 
Huynh et al. (2022) destacan cómo estas desigualdades afectan despro-
porcionadamente a los trabajadores informales en términos de salud. 

Erradicar la informalidad es fundamental para convertir el enveje-
cimiento poblacional en un motor de desarrollo económico y social, 
generando un segundo dividendo demográfico. Su reducción debe ser 
una prioridad estratégica en la región (Abramo, 2021; Maurizio, 2012). 
Lograr este objetivo requiere un esfuerzo concertado que incluya refor-
mas estructurales en los mercados laborales, el fortalecimiento de las 
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redes de protección social y la implementación de políticas inclusivas 
que promuevan empleos formales y dignos. Abordar la informalidad 
no solo mejorará la calidad de vida de las personas mayores trabajado-
ras, sino que también les proporcionará la seguridad y estabilidad nece-
sarias para una vejez digna y de alta calidad. Extender la vida laboral de 
manera saludable y productiva puede generar un impacto económico 
positivo, aprovechando la experiencia y conocimientos acumulados de 
las personas mayores, convirtiendo así el reto del envejecimiento en 
una valiosa oportunidad.

3.3. Políticas para fomentar el empleo formal y la capacitación 
continua

La informalidad laboral es un fenómeno complejo con raíces eco-
nómicas, institucionales y socioculturales. Sus consecuencias nega-
tivas afectan tanto a los trabajadores, quienes enfrentan condiciones 
laborales precarias y falta de protección social, como a las empresas, 
que ven limitado su potencial de crecimiento y desarrollo productivo 
(Funkhouser, 1996; Galiani & Weinschelbaum, 2012). Para reducir 
la informalidad de manera efectiva, es esencial adoptar un enfoque in-
tegral que considere los incentivos para la formalización, las barreras 
institucionales y los factores culturales que perpetúan esta condición 
(AAFP et al., 2024).

Fomentar el emprendimiento formal es un pilar clave para impulsar 
el crecimiento económico y reducir la informalidad laboral en América 
Latina y el Caribe. La evidencia empírica sugiere que la formalización 
de microempresas puede incrementar significativamente la producti-
vidad y los ingresos fiscales (Fernández et al., 2018). Para generar un 
segundo dividendo demográfico, las políticas públicas deben enfocarse 
en apoyar la transición de emprendedores informales hacia la forma-
lidad, facilitando el acceso a crédito, capacitación y protección social. 
Iniciativas como el programa “Mi Negocio” en Colombia (BID, 2023) 
demuestran el potencial de estas políticas para aumentar el número de 
negocios formales y mejorar la calidad de vida de los emprendedores.1 

1  Esta iniciativa ha demostrado ser efectiva al incrementar el número de negocios formales y mejorar 
la calidad de vida de los emprendedores. Específicamente, la Ley 1988 de 2019 en Colombia ha 
mostrado una disminución marginal en los niveles de informalidad entre los vendedores ambulan-
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Programas de asistencia social como “Familias en Acción”, destacan 
que las transferencias monetarias condicionadas pueden tener efectos 
diversos en la propensión a participar en el mercado laboral informal 
(Saavedra-Caballero & Ospina, 2018). En Brasil, políticas similares 
han incluido incentivos fiscales y medidas de formación empresarial 
para ayudar a las personas trabajadoras informales a establecer negocios 
formales (OECD, 2022).

Para fomentar la formalización laboral, es necesario crear un sis-
tema de incentivos que destaque los beneficios de operar dentro del 
marco legal. Esto implica mejorar la calidad y el valor percibido de los 
beneficios sociales, como el seguro de desempleo y los beneficios de 
maternidad, para ofrecer mayor seguridad en los ingresos y bienestar 
a los trabajadores (BID, 2023). Asimismo, simplificar los trámites y 
reducir los costos de transacción puede hacer que la formalización sea 
más atractiva para los emprendedores. Una fiscalización eficiente y la 
aplicación de sanciones a las entidades informales también son tam-
bién cruciales para disuadir la informalidad y promover una cultura de 
cumplimiento normativo.

La inversión en capital humano es una estrategia clave para mitigar 
la informalidad laboral en América Latina y el Caribe, especialmente 
considerando el envejecimiento y los cambios tecnológicos. Promover 
el acceso a educación de calidad, apoyar el desarrollo profesional conti-
nuo y facilitar la transición a la formalidad mediante sistemas de apoyo 
social puede reducir la informalidad y maximizar el potencial econó-
mico de la población. La capacitación y el reentrenamiento de traba-
jadores mayores, junto con la promoción de microcredenciales como 
los nanotítulos (Bersin, 2016), son esenciales para mantener una fuerza 
laboral competitiva y adaptable a las nuevas demandas del mercado.

La transformación digital del mercado laboral ofrece oportunidades 
para mitigar los efectos del envejecimiento poblacional. La adopción 
de tecnologías como la automatización y la robótica puede aumentar 
la productividad y optimizar la gestión de los recursos humanos, com-
pensando parcialmente la disminución de la fuerza laboral (Acemoğlu 
& Restrepo, 2018). Además, la digitalización de procesos administra-
tivos, como el pago de impuestos y contribuciones de seguridad social 

tes, subrayando la importancia de políticas integrales para lograr cambios significativos (Amado, 
2023). 
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(OECD, 2022), facilita la formalización laboral y promueve la inclu-
sión de los adultos mayores en la economía. La certificación de habi-
lidades adquiridas en el trabajo (BID, 2020b) también es clave para 
aprovechar el capital humano de este grupo demográfico y fomentar su 
participación activa en el mercado laboral.

Existe una correlación evidente entre la inversión en salud, el enve-
jecimiento activo, el aumento de la productividad laboral y la mayor 
participación en la fuerza de trabajo. Heijdra et al. (2012) sugieren que 
la longevidad, al permitir a los individuos permanecer más tiempo en 
el mercado laboral, puede contrarrestar los desafíos del envejecimiento 
poblacional en el crecimiento económico. Esto también puede reducir 
las presiones sobre los sistemas de pensiones, salud y cuidados de larga 
duración (Bloom et al., 2018). Un estudio en el Reino Unido identi-
ficó la mala salud, los impactos negativos del trabajo en la salud y la 
discriminación por edad como barreras percibidas para la extensión 
de la vida laboral (Edge et al., 2020). En la región, los datos muestran 
que las personas más saludables tienen más probabilidades de seguir 
trabajando más allá de las edades de jubilación legales. Por ejemplo, 
en Uruguay, mientras el 30% de las personas sin condiciones crónicas 
de salud trabajan después de los 60 años, solo el 17% de aquellas con 
condiciones crónicas lo hacen (ELPS, 2013).

El edadismo, como forma de discriminación en el mercado laboral, 
agrava los desafíos inherentes al envejecimiento poblacional, limitan-
do la participación plena de los adultos mayores en la fuerza laboral y 
perpetuando estereotipos negativos sobre su productividad y capacidad 
de adaptación.2 Esta forma de discriminación no solo impacta negati-
vamente la calidad de vida de las personas mayores, sino que también 
representa una pérdida económica significativa. En Estados Unidos, se 
estimó que el edadismo costó aproximadamente 850 mil millones de 
dólares en 2018, equivalente al 4% del PIB (Accius & Suh, 2020). Es 
imprescindible erradicar las políticas y prácticas discriminatorias que 
limitan las oportunidades de empleo y crecimiento para las personas 
mayores, a fin de aprovechar plenamente el potencial de esta fuerza 
laboral experimentada. Combatir el edadismo requiere una transfor-

2  La discriminación por edad es definida por la Organización Mundial de la Salud como “[usar] la 
edad para categorizar y dividir a las personas de manera que conduzca a daños, desventajas e injus-
ticias y erosione la solidaridad entre generaciones” (OMS, 2021). 
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mación cultural y la implementación de políticas que promuevan la 
igualdad de oportunidades. Según Citi GPS (2024), solo el 63% de 
los Estados miembros de la ONU cuentan con legislación nacional y 
estrategias de aplicación en este ámbito. Es fundamental promover un 
entorno laboral inclusivo que valore la diversidad etaria y reconozca el 
aporte de las personas trabajadoras de todas las edades. Esto incluye la 
eliminación de barreras para la participación de las personas mayores 
en el mercado laboral y el desarrollo de programas de mentoría y redes 
de apoyo que faciliten su integración y desarrollo profesional.

Finalmente, una condición base para combatir la informalidad es 
el crecimiento económico y el aumento de la productividad. Una eco-
nomía en expansión no solo significa mayor prosperidad a nivel ma-
croeconómico, sino que también se refleja en la microeconomía, con 
la proliferación de empresas formales que operan dentro del marco 
legal. Estas empresas, a su vez, emplean a trabajadores inscritos que 
contribuyen al sistema de seguridad social. Además, un entorno eco-
nómico saludable y en expansión incentiva a los inversionistas, tanto 
nacionales como extranjeros, a destinar recursos en áreas vitales como 
la infraestructura. Esta inversión no solo moderniza el país y facilita 
las operaciones comerciales, sino que también crea empleos e impulsa 
aún más el ciclo de crecimiento (Amin et al., 2020; Busso et al., 2012; 
Dabla‐Norris et al., 2008).

4. Envejecimiento y demanda de servicios de cuidados

El aumento de la demanda de servicios de cuidados de larga dura-
ción, impulsado por el envejecimiento poblacional en América Latina 
y el Caribe, plantea desafíos apremiantes para la sostenibilidad de los 
sistemas de salud y protección social, así como para el bienestar eco-
nómico y emocional de las familias. En Uruguay, se proyecta que esta 
demanda se triplique en los próximos 30 años, mientras que la oferta 
de cuidadores familiares disminuirá considerablemente (Matus-López 
& Chaverri-Carvajal, 2021; BID, 2022). De manera similar, en Costa 
Rica se están desarrollando políticas de cuidados de larga duración con 
el objetivo de mejorar la calidad de vida de las personas mayores depen-
dientes y sus cuidadores (Stampini et al., 2020; Matus-López, 2019).
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La creciente demanda de cuidados de larga duración exige una in-
versión estratégica en la formación y certificación de cuidadores pro-
fesionales, con el fin de garantizar la calidad y sostenibilidad de los 
servicios, así como la protección de los derechos y el bienestar de las 
personas mayores. Los programas de capacitación no solo mejoran las 
competencias de los cuidadores, sino que también promueven la profe-
sionalización del sector. Además, la adopción de tecnologías de asisten-
cia puede complementar su labor. El uso de dispositivos de monitoreo 
remoto y aplicaciones móviles para la gestión de la salud facilita una 
atención más personalizada y eficiente, aliviando la carga sobre los cui-
dadores y mejorando la calidad del cuidado recibido por las personas 
mayores (IHAPP, 2020).3

La inversión en sistemas de cuidados de larga duración, además de 
mejorar la calidad de vida de las personas mayores y sus cuidadores, 
también genera externalidades positivas en el mercado laboral y los 
sistemas de protección social. Al liberar tiempo para la participación 
laboral, especialmente de las mujeres, se incrementa la base de cotizan-
tes y se fortalecen los sistemas de pensiones contributivas, reduciendo 
la presión sobre los programas no contributivos. Evidencia de Stampini 
et al. (2020) en cuatro países latinoamericanos respalda esta relación, 
mostrando cómo el cuidado de familiares mayores afecta negativamen-
te la trayectoria laboral de las mujeres y su acceso a pensiones contri-
butivas. Mas aún, la expansión de la economía del cuidado no solo 
satisface una necesidad social apremiante derivada del envejecimiento 
poblacional, sino que también constituye un motor de creación de em-
pleo y formalización laboral. Experiencias como la de Corea del Sur, 
donde el sector de cuidados de larga duración generó medio millón 
de empleos en una década (Cafagna et al., 2019), demuestran este po-
tencial. En América Latina y el Caribe, estimaciones sugieren que la 

3  No obstante, la formación y la tecnología no son suficientes si no se mejoran también las condi-
ciones laborales de los cuidadores. Según la Organización Internacional del Trabajo (2020), estos 
trabajadores a menudo enfrentan bajos salarios, largas jornadas y falta de protección social. Estudios 
han demostrado que los cuidadores deben lidiar con una mayor exposición a factores de riesgo 
laborales y condiciones de trabajo más pobres en comparación con otros profesionales de la salud 
(Kim et al., 2022). Mejorar las condiciones laborales y ofrecer apoyo emocional y psicológico puede 
aumentar la retención de cuidadores y atraer a más personas a esta profesión vital. Políticas como 
el acceso a beneficios de seguridad social, la capacitación continua y el reconocimiento profesional 
son esenciales para hacer del trabajo en el sector de cuidados una opción más atractiva y sostenible 
(Savundranayagam et al., 2020).



64

economía del cuidado podría generar al menos 4 millones de empleos 
para 2030, contribuyendo significativamente a la reducción de la in-
formalidad y a la sostenibilidad de los sistemas de pensiones.

5. Tecnología y cambio demográfico

La tecnología se posiciona como un factor clave para abordar los de-
safíos socioeconómicos derivados del envejecimiento poblacional y la 
disminución de la fuerza laboral. La adopción de soluciones tecnológi-
cas innovadoras puede mejorar la productividad, facilitar la participa-
ción laboral de los adultos mayores y optimizar la provisión de servicios 
esenciales, contribuyendo así a la sostenibilidad de las instituciones so-
ciales (Brynjolfsson & McAfee, 2017). La inteligencia artificial (IA), 
la automatización y otras herramientas tecnológicas emergentes tienen 
el potencial de mitigar los posibles efectos adversos de las dinámicas 
demográficas en ausencia de reformas, catalizando un cambio de para-
digma en la informalidad, la productividad y la calidad de vida (Ace-
moğlu & Restrepo, 2020). Por ejemplo, la telemedicina en Argentina 
y otros países ha conectado a personas mayores en áreas rurales, con 
servicios de salud que trascienden las barreras geográficas y socioeconó-
micas, democratizando el acceso a la atención médica y demostrando 
el potencial de la tecnología para construir un futuro más equitativo 
(Kim & Lee, 2017). En Brasil, la automatización en la industria ma-
nufacturera ha aumentado la eficiencia, liberando a la fuerza laboral 
de tareas repetitivas y elevando la competitividad industrial (Baines 
& Lightfoot, 2018). En Estados Unidos, los empleos se han vuelto 
más amigables con la edad en los últimos 30 años, con menos trabajo 
físico y mayor flexibilidad y autonomía (Acemoğlu et al., 2022; Autor 
& Dorn, 2015). Estas transformaciones destacan cómo la tecnología 
puede ser un catalizador para convertir los desafíos del envejecimiento 
en oportunidades económicas, promoviendo un segundo dividendo 
demográfico.

La tecnología ha revolucionado el cuidado de las personas mayores, 
ofreciendo soluciones innovadoras que mejoran su autonomía, seguri-
dad y calidad de vida, y contribuyen a un envejecimiento más saluda-
ble y activo. Tecnologías de asistencia, como los robots en Japón y los 
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hogares inteligentes con sensores y sistemas de alerta, alivian la carga 
de los cuidadores y reducen la necesidad de cuidados institucionales, 
promoviendo un envejecimiento activo y saludable (IHAPP, 2020; 
BID, 2023). En Argentina, Brasil, Chile y Uruguay, estas innovaciones 
están mejorando el acceso a servicios de salud y la inclusión digital, lo 
que subraya el potencial transformador de la tecnología para elevar la 
calidad de vida de las personas mayores (van Hoof & Kort, 2019). Los 
hogares inteligentes, equipados con sensores, pueden detectar caídas y 
otros problemas de salud, notificando automáticamente a los servicios 
de emergencia o a familiares, incrementando la seguridad y el bienestar 
de los mayores y reduciendo la necesidad de cuidados institucionales, 
que suelen ser más costosos (OECD, 2022). 

Si bien la tecnología ofrece un enorme potencial para mejorar la 
calidad de vida de las personas mayores, su adopción efectiva requiere 
un marco de políticas públicas integrales. Tal como señala Rantanen 
(2016), el apoyo gubernamental es esencial para promover la difusión 
de tecnologías asistenciales, implementar programas de capacitación 
en competencias digitales para los adultos mayores y garantizar la acce-
sibilidad universal a estas herramientas, especialmente para los grupos 
más vulnerables. La integración de la tecnología en los servicios de 
salud y cuidado debe ser un proceso estratégico, diseñado para maxi-
mizar los beneficios y minimizar las brechas digitales. 

La robotización, las nuevas plataformas y el trabajo remoto pre-
sentan tanto oportunidades como riesgos en los mercados laborales 
(Acemoğlu & Restrepo, 2020). La tecnología puede enriquecer el con-
tenido del trabajo y ofrecer nuevos puestos de empleo, pero también 
puede causar la desaparición de otros y la necesidad de nuevas compe-
tencias. La inteligencia artificial está asumiendo tareas no solo físicas 
y rutinarias, sino también cognitivas, lo que afecta especialmente a los 
grupos medios y a los trabajadores del sector de servicios (Garlick et 
al., 2024).4 

4  Los desarrollos tecnológicos no solo cambian el contenido del trabajo, sino también las relaciones 
laborales. La economía de plataformas surge en sectores como el turismo, la hostelería, el comercio 
minorista y la educación. También en el cuidado en el hogar y en el sector creativo y cultural. Esto 
facilita el contacto directo entre trabajadores y clientes, aumentando la autonomía de los traba-
jadores independientes, pero generando un dilema político, ya que muchos no logran acumular 
suficientes pensiones por sí mismos. 
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Las dinámicas actuales del mercado laboral demandan una respues-
ta política audaz y proactiva. Los sistemas de protección social, como 
el seguro de desempleo, las políticas activas del mercado laboral y los 
programas de recalificación y reentrenamiento, adquieren una relevan-
cia estratégica para mitigar los riesgos de desempleo y desigualdad, así 
como para facilitar la transición hacia nuevos empleos y sectores en 
crecimiento (Brollo et al., 2024). Estas herramientas no solo brindan 
un salvavidas a los trabajadores desplazados, sino que también facili-
tan su transición hacia nuevas oportunidades laborales. En efecto, la 
tecnología también puede emparejar a las personas trabajadoras con 
puestos de trabajo en una economía más creativa y flexible (Citi GPS, 
2024). En una encuesta reciente de la consultora McKinsey, el 20% 
de las personas mayores encuestadas expresaron su deseo de trabajar, 
pero indicaron que la falta de información sobre las oportunidades la-
borales constituía una barrera significativa.5 Las plataformas digitales 
están emergiendo como soluciones eficaces para conectar el talento con 
las oportunidades, desde la economía colaborativa hasta la economía 
de los creadores, el drop-servicing, los nómadas digitales y los sitios de 
voluntariado. La digitalización de los sistemas de pensiones, como se 
discute en el “Recuadro 5”, puede ser una herramienta poderosa para 
abordar la informalidad laboral al facilitar la inclusión financiera y el 
acceso a la protección social para trabajadores informales.

El mercado laboral de América Latina y el Caribe se encuentra en 
un punto de inflexión, marcado por el envejecimiento de la fuerza 
laboral, la disminución de la entrada de jóvenes y la persistencia de 
la informalidad. En este contexto, la adaptación y la adquisición de 
nuevas habilidades se convierten en imperativos estratégicos (Gratton 
& Scott, 2017). La inteligencia artificial, con su potencial disruptivo, 
exige una reestructuración profunda de los sistemas de educación y 
formación profesional. Paralelamente, la modernización del seguro de 
desempleo, ampliando su cobertura y flexibilidad, puede actuar como 
un trampolín para que los trabajadores adquieran las competencias ne-
cesarias para prosperar en la economía digital. La formación continua 
a lo largo de la vida, como demuestran los casos de Singapur y Estados 

5  Ver McKinsey, “Age is Just a Number: How older adults view healthy aging”. May 2023. Citada en 
Citi GPs (2024).
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Unidos (Brollo et al., 2024), es esencial para facilitar esta transición y 
garantizar la empleabilidad en un entorno laboral dinámico.

Recuadro 5. Transformación digital, interoperabilidad y reformas

La tecnología juega un rol crucial en el sector de pensiones de cara al 
envejecimiento poblacional. Plataformas digitales que permiten a los 
trabajadores monitorear sus contribuciones y proyecciones de pensión 
fomentan una mayor participación y confianza en el sistema. La educa-
ción financiera es vital para que las personas comprendan la importan-
cia del ahorro para la jubilación y tomen decisiones informadas sobre 
su futuro financiero. La transformación digital, impulsada por tecnolo-
gías como la inteligencia artificial y el aprendizaje automático, impacta 
todas las actividades económicas, incluyendo los sistemas de pensiones.

La digitalización abre oportunidades para reformar estos sistemas, 
permitiendo la cobertura independientemente de la situación laboral 
y simplificando el proceso de ahorro. Además, la tecnología facilita la 
masificación de estrategias de ahorro y cobertura a través de instrumen-
tos financieros innovadores, como los bonos de jubilación. Un estudio 
del BID (2021) muestra cómo la tecnología puede reducir costos y 
mejorar los procesos de ahorro para el retiro, como en México, donde 
se ha reducido significativamente el tiempo y la necesidad de despla-
zarse para realizar trámites. Las nuevas tecnologías también promueven 
la innovación en el ahorro, los seguros sociales y los mecanismos de 
compartición de riesgos. 

Sin embargo, la adopción tecnológica varía en la región. Según el 
índice DiGiX 2022, Chile y Costa Rica están mejor posicionados en 
digitalización, mientras que Guatemala, El Salvador, Bolivia y Hon-
duras se encuentran rezagados.6 La tecnología también permite llegar 
a lugares antes inaccesibles, superando barreras geográficas gracias a 
aplicaciones móviles y la alta penetración de banda ancha. Un estudio 
de Tuesta (2019) en México muestra que tener un teléfono móvil au-
menta la probabilidad de ahorrar para pensiones en un 0,4%. Además, 
la digitalización es clave para las estrategias de fiscalización y cumpli-
miento de pagos al sistema de pensiones. La evasión de contribuciones 

6  Ver Cámara (2022).
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es un problema crítico en la región, y la tecnología puede ayudar a de-
tectar evasores y mejorar la gestión de aportes. Por ejemplo, la UGPP 
en Colombia utiliza inteligencia artificial para identificar evasores y 
formalizar el mercado laboral.

5.1. Inclusión digital para personas mayores

Promover la inclusión digital es esencial para empoderar a las perso-
nas mayores y convertir los retos del envejecimiento en oportunidades 
económicas y sociales. La inclusión digital no solo mejora el bienestar 
y la calidad de vida, sino que también facilita la participación activa en 
la sociedad, permitiendo a las personas mayores mantenerse conecta-
das y acceder a recursos y servicios (Niehaves & Plattfaut, 2014). Para 
avanzar en esta dirección, es imprescindible desarrollar programas de 
capacitación específicos en el uso de tecnologías digitales y asegurar 
el acceso a dispositivos y servicios de internet (Xie, 2012). Iniciativas 
como el programa “Conectados para Aprender” en Chile, que ha pro-
porcionado acceso a internet y dispositivos a personas mayores en áreas 
rurales, demuestran cómo la tecnología puede democratizar el acceso 
y fomentar la inclusión digital (Martínez et al., 2021). En Uruguay, el 
Plan Ceibal ha sido pionero en esta materia, entregando dispositivos y 
acceso a internet tanto a estudiantes como a personas mayores, eviden-
ciando el impacto positivo de políticas inclusivas y tecnológicas (BID, 
2023; Pittaluga & Rivoir, 2010).

Las políticas de inclusión digital deben adoptar un enfoque diferen-
ciado que reconozca las necesidades y barreras específicas de los distin-
tos grupos poblacionales, incluyendo a las personas mayores y a quienes 
viven en zonas rurales o remotas. La alfabetización digital es funda-
mental para que las personas mayores puedan acceder a información, 
servicios y redes sociales que mejoren su calidad de vida (Hunsaker & 
Hargittai, 2018). Programas de capacitación enfocados en este grupo 
etario pueden ayudar a superar barreras de uso y fomentar la confianza 
en la tecnología (OECD, 2023b), posibilitando que la inclusión digital 
se convierta en un motor de cambio y oportunidad. Además, es necesa-
rio invertir en infraestructuras adecuadas para garantizar una conexión 
a internet de alta calidad en todas las regiones, especialmente en áreas 
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rurales y remotas (Martínez et al., 2021). Con una infraestructura ro-
busta, las personas mayores no solo pueden acceder a servicios de salud, 
educación y entretenimiento, sino también participar activamente en 
la economía digital, transformando el envejecimiento en una oportu-
nidad de crecimiento y desarrollo económico.

6. Cambio climático y demografía

El cambio climático y el cambio demográfico son fenómenos interre-
lacionados que plantean desafíos profundos para América Latina. A 
medida que la población envejece, aumenta su vulnerabilidad ante los 
efectos de la crisis climática, como olas de calor, inundaciones y otros 
desastres naturales. Este vínculo entre demografía y clima exige políti-
cas de adaptación que aborden las necesidades específicas de las perso-
nas mayores y otros grupos vulnerables. En Argentina, las olas de calor, 
cada vez más frecuentes e intensas, representan un riesgo considerable 
para las personas mayores, cuya capacidad de termorregulación es re-
ducida (BID, 2023). En Brasil, las inundaciones y deslizamientos de 
tierra en áreas urbanas afectan desproporcionadamente a mayores que 
viven en asentamientos informales, exponiéndolos a peligros adiciona-
les (OECD, 2022). El cambio climático también tiene implicaciones 
para la gestión del agua en la región, afectando el consumo agrícola, 
que ya es significativo en América Latina y el Caribe (Salazar et al., 
2023). Además, es necesario fortalecer los sistemas de protección social 
para responder a los shocks climáticos y proteger a las poblaciones vul-
nerables (Costella et al., 2023).

La crisis climática también repercute en la disponibilidad de recur-
sos naturales y la seguridad alimentaria, impactando directamente la 
salud y el bienestar de las personas mayores. En regiones donde la agri-
cultura es particularmente vulnerable a cambios en las precipitaciones 
y temperaturas, la provisión de alimentos se ve comprometida, afectan-
do especialmente a quienes dependen de ingresos limitados y recursos 
locales (BID, 2023). Las fluctuaciones en la producción agrícola pue-
den llevar a un aumento en los precios de los alimentos, disminuyendo 
la capacidad de las personas mayores para mantener una dieta adecua-
da (López-Carr et al., 2022). La accesibilidad a recursos y servicios es 
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crucial para la resiliencia de las personas mayores. Esto incluye garan-
tizar que tengan acceso a información sobre cómo protegerse durante 
eventos climáticos extremos y cómo acceder a servicios de apoyo. Las 
campañas de sensibilización deben ser comprensibles y accesibles para 
esta población, asegurando que reciban la información necesaria para 
su protección y bienestar (Azócar et al., 2020).

Las políticas de adaptación y mitigación deben ser inclusivas y enfo-
cadas en las necesidades específicas de los grupos vulnerables, como las 
personas mayores y las trabajadoras del sector informal (Olmos, 2023). 
Mejorar la infraestructura urbana y proveer servicios de emergencia 
adaptados a este grupo demográfico es esencial. La planificación urba-
na debe incluir la construcción de refugios climáticos y la implementa-
ción de sistemas de alerta temprana diseñados específicamente para las 
personas mayores. Estos refugios deben ser accesibles y estar equipados 
para atender a personas con movilidad reducida y otras necesidades 
especiales. Fortalecer la resiliencia de las infraestructuras de salud es 
crucial para asegurar una respuesta adecuada ante eventos climáticos 
extremos (Andersen et al., 2017). A su vez, programas que promuevan 
la agricultura sostenible y resiliente pueden contribuir a garantizar la 
seguridad alimentaria y reducir la vulnerabilidad económica de las per-
sonas mayores en comunidades rurales. Fomentar prácticas agrícolas 
que conserven el agua y protejan el suelo ayudará a mitigar algunos de 
los impactos más severos del cambio climático (Bocco & Napoletano, 
2017). 

Los sistemas de protección social juegan un papel crucial en la mi-
tigación de los impactos del cambio climático en los hogares más vul-
nerables, ofreciendo una red de seguridad que amortigua los efectos 
negativos de eventos climáticos extremos y desastres naturales (Bagolle 
et al., 2023). La puesta en marcha de medidas como subsidios de emer-
gencia, apoyo económico temporal y programas de empleo público 
puede proporcionar un alivio inmediato a las comunidades afectadas, 
permitiéndoles recuperarse más rápidamente de las pérdidas y daños. 
Integrar criterios de vulnerabilidad climática en los sistemas de pro-
tección social fortalece la resiliencia a largo plazo, ayudando a las po-
blaciones vulnerables a adaptarse a las nuevas condiciones climáticas. 
El estudio de Bagolle et al. (2023) destaca cómo los sistemas de pro-
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tección social adaptativos pueden abordar las brechas y desafíos en la 
respuesta a amenazas climáticas, mientras que Costella et al. (2023) en-
fatizan la importancia de las lecciones aprendidas durante la pandemia 
de COVID-19 para fortalecer la preparación frente a futuros shocks 
climáticos. Estos enfoques proactivos no solo protegen los medios de 
vida de las personas más vulnerables, sino que también promueven una 
transición más justa y equitativa hacia economías resilientes al clima 
(Cárdenas et al., 2021; Núñez et al., 2020).

7. Urbanización y cambio demográfico

La urbanización ha sido un motor clave en los cambios demográficos 
de América Latina, donde más del 80% de la población vive en áreas 
urbanas (ECLAC, 2020). Este proceso ha influido en la disminución 
de tasas de natalidad y mortalidad, gracias al acceso a servicios de salud, 
educación y empleo para las mujeres (Guzman & Hakkert, 2016). Sin 
embargo, también ha generado desafíos como la expansión de barrios 
marginales y la desigualdad en el acceso a servicios básicos, con grandes 
sectores viviendo en asentamientos informales sin infraestructura ade-
cuada (Nascimento Neto & Procopiuck, 2022). Las políticas urbanas 
deben enfocarse en mejorar la infraestructura, ampliar el acceso a ser-
vicios básicos y promover un desarrollo urbano sostenible que reduzca 
desigualdades y mejore la calidad de vida (ONU, 2019; Soto et al., 
2023).

El envejecimiento de la población plantea nuevos retos al sector de 
la vivienda en América Latina. Las personas mayores requieren hogares 
accesibles y adaptados a sus necesidades físicas y emocionales (Acos-
ta-Maldonado, 2016). En Chile, se proyecta que para 2050, el 30% 
de la población mayor de 65 años vivirá sola, lo que incrementará la 
demanda de viviendas adaptadas (Figliuoli et al., 2018). Políticas como 
la de Costa Rica, que incluye redes de asistencia domiciliaria y centros 
de día, pueden servir como modelos para otros países (Stampini et al., 
2021; BID, 2020). Fomentar la construcción de viviendas intergenera-
cionales y comunitarias facilita la integración social y reduce la soledad 
(García & Aranda, 2019). La tecnología inteligente en viviendas, como 
sensores de movimiento y asistentes de voz, puede mejorar la seguridad 
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y comodidad de las personas mayores, ofreciendo además datos valio-
sos para cuidadores y profesionales de la salud (OECD, 2022).

8. Ahorro, inversión y cambio demográfico

Históricamente, la inversión empresarial tiende a disminuir con el en-
vejecimiento de la población (Goodhart & Pradhan, 2020), ya que el 
flujo de nuevos trabajadores para “equipar” con capital se ralentiza. 
Japón, por ejemplo, ha experimentado una disminución en la tasa de 
ahorro nacional debido a su alta proporción de personas mayores, lo 
que ha afectado la inversión en infraestructura y tecnología. A lo largo 
del tiempo, el trabajo y el capital han tendido a ser “complementarios” 
en la producción (Citi GPS, 2024). No obstante, la inversión en auto-
matización, inteligencia artificial (IA) y la transición hacia una econo-
mía baja en carbono puede sostener la inversión total. Estas tecnologías 
son fundamentales para compensar la menor disponibilidad de mano 
de obra y mantener la competitividad económica. Acemoğlu y Restre-
po (2018) sugieren que la automatización es una herramienta eficaz 
para mitigar los efectos del envejecimiento poblacional, aumentando 
la eficiencia y la productividad.

La tecnología y la automatización tienen el potencial de incremen-
tar la productividad y mejorar la gestión de los recursos laborales dispo-
nibles. Sin embargo, investigaciones recientes indican que la automa-
tización y la robótica pueden tener un impacto negativo en el empleo, 
especialmente en ocupaciones rutinarias y para trabajadores poco cali-
ficados (Acemoğlu & Restrepo, 2018). Por lo tanto, es crucial equili-
brar el avance tecnológico con políticas que promuevan la capacitación 
y la adaptación de la fuerza laboral a las nuevas realidades económicas.

La transición demográfica en América Latina presenta desafíos y 
oportunidades en términos de ahorro e inversión. Implementar políti-
cas que incentiven el ahorro y la inversión en tecnología y automatiza-
ción será fundamental para mantener la competitividad económica y 
asegurar un crecimiento sostenible a largo plazo. A medida que la po-
blación envejece, el ahorro nacional tiende a disminuir, ya que los ju-
bilados consumen sus ahorros en lugar de acumular y estos comienzan 
a ser una mayoría relativa. Esta tendencia se ha observado globalmente 
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en sociedades envejecidas, y América Latina no es la excepción. En 
Japón, por ejemplo, la alta proporción de personas mayores ha llevado 
a una reducción en la tasa de ahorro nacional, afectando la inversión 
en infraestructuras y tecnología (OECD, 2019). De manera similar, 
se espera que en nuestro continente la tasa de ahorro disminuya, limi-
tando la capacidad de inversión en sectores productivos y, por ende, 
reduciendo el impulso hacia el crecimiento económico (BID, 2022).

Para mitigar esta tendencia, es crucial adoptar políticas que fomen-
ten el ahorro privado y la inversión en fondos de pensiones. Estas es-
trategias pueden incluir incentivos fiscales, programas de educación 
financiera y la promoción de instrumentos de ahorro a largo plazo. 
Los cambios en las preferencias de inversión hacia activos más seguros, 
como bonos gubernamentales y fondos de pensiones, también ofre-
cen oportunidades para desarrollar nuevos instrumentos financieros 
adaptados a las necesidades de una población envejecida (BID, 2022). 
Los sesgos cognitivos y conductuales también influyen significativa-
mente en las decisiones de ahorro. Estudios como el de Kahneman et 
al. (1982) resaltan cómo sesgos como el sesgo presente y la atención 
limitada pueden llevar a decisiones subóptimas en este ámbito. Estas 
tendencias se reflejan en la menor capacidad de ahorro en la región en 
comparación con otras economías más avanzadas o de rápido creci-
miento en Asia. La investigación de Baxter & Crucini (1993) mues-
tra una alta correlación positiva entre las tasas de ahorro nacional y 
las tasas de inversión interna, subrayando la importancia de políticas 
que fomenten el ahorro para impulsar la inversión y el crecimiento 
económico. Además, el estudio de Chen et al. (2006) sugiere que el 
crecimiento de la productividad puede ser un motor clave del ahorro, 
como se evidenció en el caso de Japón en el siglo XX. Esto indica que 
políticas que aumenten la productividad también pueden contribuir a 
mayores tasas de ahorro.

La investigación de Cavallo et al. (2016) destaca que, a pesar de una 
transición demográfica favorable, las tasas de ahorro en América Latina 
y el Caribe no aumentaron tanto como en Asia. Este fenómeno se debe 
a una combinación de factores, incluyendo diferencias en políticas eco-
nómicas y estructuras sociales. Aunque el ahorro privado constituye la 
mayor parte del ahorro en la región, sigue siendo bajo en comparación 
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con otras áreas del mundo. Esto se refleja en la limitada cobertura de 
los sistemas de pensiones, lo que subraya la falta de preparación ante el 
rápido envejecimiento de la población.

La productividad laboral es esencial para que las empresas produz-
can a costos más bajos, vendan a precios competitivos y aumenten la 
demanda de bienes y mano de obra. Junto con la innovación y los in-
centivos empresariales, las habilidades de la fuerza laboral son un factor 
determinante de la productividad. Con una menor tasa de natalidad y 
una mayor esperanza de vida, los países deben enfocarse en maximizar 
la productividad de su fuerza laboral (BID, 2020b). Actualmente, el 
crédito interno otorgado al sector privado en América Latina y el Ca-
ribe representa el 47,4% del PIB, en comparación con el 198% en los 
Estados Unidos, lo que pone de manifiesto la necesidad de mejorar el 
acceso al crédito para fomentar la inversión (BID, 2022).

9. Gestión del riesgo de longevidad: oportunidades de 
innovación  

La baja cobertura en los sistemas de pensiones y el consecuente nivel 
insuficiente de ahorro han sido una barrera significativa para el de-
sarrollo de mercados de rentas vitalicias en la región. En sistemas de 
capitalización individual con bajos niveles de ahorro, las personas a 
menudo reciben pagos a suma alzada o se ven obligadas a adquirir pro-
ductos sin protección contra el riesgo de longevidad, como ocurre en 
Colombia y Chile (Bosch et al., 2013; Oliveri, 2016). En Colombia, 
solamente el 10% de los trabajadores que alcanzan la edad de retiro y 
reúnen las condiciones para recibir una pensión mayor a la mínima en 
el régimen de capitalización lo hacen a través de una renta vitalicia. El 
90% restante opta por el retiro programado, que no ofrece pagos vita-
licios y funciona más como una renta financiera, pues constitucional-
mente las pensiones no pueden ser menores al salario mínimo (Becerra 
et al., 2022).

Dinámicas regulatorias y de mercado adversas han elevado el costo 
de proporcionar garantías de ingresos y rendimientos por períodos pro-
longados, exacerbando la escasez de mercados de rentas vitalicias. En 
Perú, la “Ley 95.5” de 2016 eliminó en la práctica el mercado de rentas 
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vitalicias, lo que llevó al 90% de las personas pensionistas a optar por 
pagos a suma alzada, exponiéndolas a riesgos financieros en la vejez.7 
En Colombia, la reducción de proveedores de rentas vitalicias y la pre-
ferencia por retiros programados sin protección vitalicia contribuyen a 
una falta de seguridad financiera a largo plazo (Becerra et al., 2022).8 
Uruguay, por su parte, carece de aseguradoras privadas que ofrezcan 
rentas vitalicias desde 2004 (Fullmer et al., 2023). 

La ausencia de mercados funcionales de ingresos vitalicios es una 
falla de mercado de primer orden en la región, que deja a amplios 
segmentos de la población expuestos a la pobreza en la vejez y genera 
un pasivo contingente para el Estado.9 Chile es una excepción notable, 
con un mercado de rentas vitalicias que históricamente ha representa-
do cerca del 60% de las preferencias de los pensionados, aunque esta 
cifra ha disminuido en la última década. Los sistemas de reparto y be-
neficio definido, si bien ofrecen pagos vitalicios por definición, enfren-
tan problemas relacionados con la longevidad y los requisitos de años 
mínimos de cotización para acceder a las pensiones. En un contexto 
de alta rotación laboral e informalidad (Altamirano et al., 2019), estos 
requisitos limitan la cobertura y generan efectos regresivos, benefician-
do desproporcionadamente a personas de altos ingresos y con mayor 
expectativa de vida.

Ante este panorama, y con miras a transformar el envejecimiento 
en una oportunidad, resulta esencial abordar el riesgo de longevidad 
mediante soluciones innovadoras. La introducción de fondos de in-
gresos de longevidad, basados en la compartición actuarialmente justa 
del riesgo, ofrece una alternativa prometedora. Respaldada por orga-
nismos internacionales como la OCDE y el BID, esta propuesta ha 
sido explorada en diversas investigaciones, demostrando su capacidad 
para gestionar eficientemente el riesgo de longevidad (Milevsky et al., 

7  En 2016, el Congreso peruano aprobó la Ley N° 30425, llamada coloquialmente como “Ley del 
95.5”. Esta ley permitió a los afiliados al sistema privado de pensiones disponer de hasta el 95,5% 
de los fondos de su cuenta individual de ahorro obligatorio al momento del retiro. El 4,5% restante 
de los fondos es retenido por las administradoras de fondos de pensiones y transferido directamente 
al financiamiento de la cobertura de salud. 

8  Según Becerra et al. (2022), en Colombia, los proveedores de rentas vitalicias se han reducido de 13 
a 3 en la última década. 

9  Desde el punto de vista financiero y actuarial, el riesgo de longevidad se refiere a la incertidumbre 
alrededor de la esperanza de vida, tanto individual como colectivamente. 
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2018; Fullmer y García-Huitrón, 2022). La innovación radica en re-
solver un problema fundamental, especialmente relevante en los siste-
mas de pensiones basados en el ahorro: cómo financiar una obligación 
con un horizonte temporal incierto utilizando un monto de ahorro 
limitado, asegurando pagos vitalicios incluso en ausencia de un mer-
cado que ofrezca garantías de rentabilidad y longevidad. En América 
Latina, países como Colombia, Chile y Perú están considerando acti-
vamente la implementación de estas soluciones (Edwards & Valdés, 
1998; Edwards & Diaz, 2009, 2011; Fuentes et al., 2022; Fullmer y 
García-Huitrón, 2020; Fullmer et al., 2023). La experiencia interna-
cional en países como Australia, Canadá, Dinamarca y otros demuestra 
la viabilidad y eficacia de estos enfoques (Price et al., 2021; Fullmer y 
García-Huitrón, 2020).

10. Una posible hoja de ruta hacia un segundo bono 
demográfico

El envejecimiento poblacional en América Latina presenta un desa-
fío inminente, pero también una oportunidad transformadora. Este 
capítulo ha analizado los problemas asociados con el envejecimiento 
y la necesidad urgente de una respuesta coordinada y multisectorial 
por parte de gobiernos e instituciones. Sin embargo, también hemos 
examinado cómo la región puede aprovechar este cambio demográfico 
para impulsar un segundo bono demográfico. 

Para lograrlo, es crucial adoptar una visión a largo plazo y ejecutar 
reformas integrales, que incluyen:

• Ajustes en la edad de jubilación y en los parámetros de los sis-
temas de pensiones: Para garantizar la sostenibilidad financiera 
y la suficiencia de los beneficios, es necesario vincular el diseño 
de los sistemas a la creciente longevidad.

• Continuar la transición hacia sistemas de pensiones multipi-
lares: Estos sistemas, con un fuerte componente de ahorro, 
pueden distribuir mejor los riesgos y beneficios en un entorno 
económico incierto.
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• Reducción de la informalidad y aumento de la productividad: 
Estas medidas son fundamentales para fortalecer el mercado 
laboral y el crecimiento económico.

• 
Los ajustes en los parámetros, especialmente el aumento de la edad legal 
de jubilación, plantean desafíos políticos significativos. Para abordarlos 
de forma efectiva, como lo han hecho algunos países (ver “Recuadro 
4”), resulta esencial redefinir el concepto de jubilación, promoviendo 
el trabajo prolongado como una elección voluntaria. Partiendo de la 
edad de jubilación actual (alrededor de 65 años), conviene visualizar 
dos etapas en un ejercicio de reconceptualización de la jubilación. 

La primera etapa podría centrarse en generar las condiciones para 
el trabajo prolongado y saludable, o en su defecto, en una jubilación 
parcial —mientras se protege a quienes no pueden seguir trabajando 
por motivos de invalidez y trabajos pesados—, y se compensan los di-
ferenciales de esperanza de vida según el grupo socioeconómico. Ideal-
mente, se desarrollarían tablas de mortalidad detalladas para reflejar 
estas diferencias en los pagos de soluciones innovativas de desacumu-
lación. Además, es necesario establecer marcos legales, condiciones e 
incentivos para que los trabajadores mayores continúen en el mercado 
laboral, así como fomentar programas de salud y bienestar para un 
envejecimiento saludable, lo que a su vez puede reducir las cargas sobre 
los sistemas de salud y pensiones. La promoción de la inclusión digital 
y la capacitación continua también son fundamentales. Implementar 
o adaptar programas de educación y formación a lo largo de la vida 
puede ayudar a mantener la empleabilidad de los trabajadores mayores 
y mejorar la productividad laboral en un contexto de cambio tecnoló-
gico continuo. La siguiente tabla resume otras políticas públicas com-
plementarias revisadas en este capítulo. 
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Fuente: elaboración propia.

El aumento de la edad efectiva de jubilación abre la posibilidad de un 
“segundo dividendo demográfico”. Este concepto se refiere al potencial 
económico generado por un período extendido de trabajo, en el que 
una fuerza laboral envejecida, pero saludable y productiva, impulsa la 
economía de manera significativa. Para generar este dividendo, es nece-
sario que exista una demanda de capital humano mayor. En la región, 
la contratación de trabajadores mayores no es una práctica común, por 
lo que es relevante poner en marcha políticas públicas que fomenten la 
incorporación de adultos mayores en empleos formales. Los beneficios 
fiscales por su contratación podrían funcionar como un incentivo para 
que las empresas mantengan a los trabajadores más allá de los 65 años, 
así como para que los contraten a partir de esa edad. 

Una barrera cultural que limita la contratación de personas en edad 
avanzada es la percepción, errónea, de una caída esperada en la produc-
tividad conforme los individuos envejecen (Borsch-Supan & Weiss, 
2016). Sin embargo, empresas que promueven políticas de recursos 
humanos para aprovechar el potencial de este segmento de la fuerza 
laboral (como los programas de tiempo parcial emparejados con la re-
asignación a tareas específicas a la edad, los equipos de trabajo de edad 
mixta y los programas de tutoría) tienen una mayor productividad y un 
perfil de productividad más plano a lo largo de las edades de los traba-
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jadores; pues los trabajadores de 50 años o más experimentan solo un 
pequeño descenso de la productividad (Göbel & Zwick, 2009). Otra 
barrera es la visualización del mercado laboral como un juego de suma 
cero, en la que es necesario “jubilar” a los trabajadores mayores para 
abrir una oportunidad laboral para los trabajadores jóvenes, creencia 
la evidencia desmiente (Gruber et al., 2010; Munnel & Wu, 2012; 
Borsch-Supan, 2013; Autor, 2015; Kemmerling, 2016).

Singapur es un ejemplo exitoso de cómo generar un segundo divi-
dendo demográfico (ver “Recuadro 6”). A través de políticas que fo-
mentan el trabajo prolongado y saludable, la inversión en capital hu-
mano y un sistema de pensiones flexible con un fuerte componente de 
ahorro y planificación financiera a lo largo de la vida, el país ha logrado 
aumentar significativamente la edad de jubilación efectiva y mantener 
altas tasas de empleo para adultos mayores. Al igual que en La ronda de 
noche de Rembrandt, donde cada personaje, joven o viejo, juega un pa-
pel vital, cada generación es esencial para construir un futuro próspero 
y equitativo. La clave está en reconocer el valor de la experiencia y la 
sabiduría de las personas mayores, creando un entorno que les permita 
seguir contribuyendo activamente a la sociedad y a la economía.

Recuadro 6. Singapur: transformando al envejecimiento en una 
oportunidad

Singapur enfrenta un rápido envejecimiento poblacional, con una tasa 
de dependencia proyectada que pasará del 12% en 2020 al 61% en 
2050 y una edad media que aumentará de 37,5 a 53,7 años. Los ciu-
dadanos disfrutan de una esperanza de vida al nacer de 84,8 años y se 
jubilan a los 65, con una pensión promedio de 21 años. La esperanza 
de vida saludable (HALE) es la más alta del mundo, alcanzando los 
76,3 años (2016).

Singapur se destaca por sus políticas de envejecimiento con un en-
foque integrado. Las políticas sociales se actualizan para mejorar los sa-
larios y el nivel de vida de los menos calificados, mientras que las pen-
siones se ajustan para reflejar la mayor esperanza de vida. Programas 
complementarios promueven la inversión en capital humano, físico y 
organizativo, y el país lidera en digitalización y tecnologías financieras. 



80

El sistema de seguridad social, establecido en 1955, se basa en el Fondo 
Central de Previsión (CPF) y el ahorro obligatorio. Este sistema flexi-
ble y holístico equilibra el ahorro para vivienda, salud, capital humano, 
seguros de vida y consumo. El ahorro obligatorio del CPF representa 
el 80% del PIB, con una cobertura universal del 95% y una tasa de 
reemplazo comparable a los mejores casos de la OCDE.

Para enfrentar la longevidad, Singapur ha aumentado las cotiza-
ciones, ofrecido subsidios y mecanismos de ahorro voluntario, incre-
mentado gradualmente la edad de jubilación a 70 años para 2030, y 
facilitado la prolongación de la vida laboral mediante programas de 
reempleo y rediseño de seguros médicos. Desde 2012, más del 90% de 
los trabajadores que desean seguir trabajando al cumplir 65 años han 
sido reempleados sin recortes salariales. La edad de reempleo subirá de 
67 a 68 años en 2022 y a 70 en 2030. Además, Singapur promueve el 
empleo de adultos mayores mediante la reducción gradual de las tasas 
de contribución desde los 55 años, del 37% al 12,5%, lo que dismi-
nuye el costo del empleo formal y fomenta su contratación. La edad 
media de jubilación efectiva ha aumentado más rápidamente que la 
media de la OCDE, situando a Singapur entre los países con mayores 
tasas de empleo para personas de 55 a 64 años y mayores de 65.

La segunda etapa de la reconceptualización de la jubilación debe 
enfocarse en sancionar la seguridad financiera y el bienestar duran-
te la vejez avanzada. Esto implica implementar esquemas robustos de 
cuidado a largo plazo para los adultos mayores, asegurando que ten-
gan acceso a servicios de calidad que les permitan vivir con dignidad. 
Es esencial reconocer que las personas en edad adulta avanzada, cuya 
condición física a menudo les impide trabajar incluso a tiempo par-
cial, requieren un enfoque especializado. La necesidad de cuidado para 
este grupo está aumentando significativamente en América Latina. Se 
proyecta que para 2050 habrá 80 millones de personas mayores de 80 
años en la región (Cavallo et al., 2016). En ausencia de instalaciones de 
cuidado asequibles, las hijas de los adultos mayores suelen asumir esta 
responsabilidad, lo que restringe su participación en el mercado laboral 
y profundiza las brechas de género. Por lo tanto, invertir en sistemas 
de cuidado a largo plazo no solo es una cuestión de bienestar para los 
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adultos mayores, sino también una estrategia para promover la equidad 
de género y el desarrollo socioeconómico.

11. Conclusión

La senda hacia un segundo bono demográfico exige un cambio de pa-
radigma, donde el envejecimiento se perciba no como una carga, sino 
como un activo valioso. La clave reside en la puesta en marcha de polí-
ticas públicas integrales y coordinadas que fomenten la empleabilidad 
de los adultos mayores y la formalización laboral, impulsen la inversión 
en capital humano y fortalezcan los sistemas de protección social. A 
diferencia del primer bono demográfico, que surgió de forma natural 
a partir de la evolución demográfica, el segundo bono demográfico 
requiere una acción deliberada. La innovación social, institucional y 
tecnológica será fundamental en este proceso, permitiendo a América 
Latina adaptarse a las nuevas realidades demográficas y aprovechar el 
potencial de su población envejecida. 

La hoja de ruta propuesta en este capítulo, aunque no exhaustiva ni 
única, plantea una serie de medidas concretas para abordar los retos y 
oportunidades del envejecimiento. Al igual que en La ronda de noche 
de Rembrandt, donde la luz revela la importancia de cada figura en 
la escena, las políticas públicas deben actuar en armonía para lograr 
el crecimiento, la productividad y la formalización del empleo. Esta 
coordinación es crucial para transformar los desafíos demográficos en 
oportunidades, promoviendo la prosperidad y la cohesión social en la 
región. 

Desde la reconceptualización de la jubilación y la promoción del 
envejecimiento activo y saludable, hasta la inversión en sistemas de cui-
dados de larga duración y la adaptación de la infraestructura urbana, 
con medios de transporte amigables con las personas mayores dentro 
y entre ciudades, así como arreglos ergonómicos en el lugar de trabajo, 
estas políticas buscan crear un entorno propicio para que las personas 
mayores puedan seguir contribuyendo a la sociedad y disfrutar de una 
vejez digna y plena. 

La realidad cambiante de los mercados laborales, la transformación 
digital, la gestión financiera del riesgo de longevidad, las brechas de 
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género y la adaptación al cambio climático son ejes transversales que 
deben ser considerados en la formulación de políticas públicas. La tec-
nología puede ser un poderoso aliado para mejorar la productividad, 
facilitar la inclusión digital de las personas mayores y optimizar la pro-
visión de servicios esenciales. Aprovechar las oportunidades que plan-
tea la nueva era tecnológica requiere una redefinición de los enfoques 
actuales sobre educación, formación y políticas activas del mercado 
laboral a lo largo del ciclo de vida, con un enfoque particular en los 
segmentos potencialmente vulnerables de la fuerza laboral. La gestión 
eficiente del riesgo de longevidad, a través de soluciones innovadoras 
como los fondos de ingresos de longevidad, es crucial para ofrecer la 
tranquilidad de recibir ingresos vitalicios en la vejez. Y la adaptación al 
cambio climático, con un enfoque en las necesidades específicas de las 
personas mayores, es fundamental para proteger su salud y bienestar.

El camino hacia un segundo bono demográfico en América Latina y 
el Caribe no está exento de obstáculos. La informalidad laboral, la des-
igualdad en el acceso a servicios de salud y la brecha digital son desa-
fíos que persisten y requieren soluciones innovadoras y sostenibles. No 
obstante, la experiencia de otros países como Singapur, Corea del Sur y 
Dinamarca demuestra que es posible transformar el envejecimiento en 
una oportunidad de desarrollo. 

En definitiva, América Latina se encuentra en un momento decisi-
vo. Así como la percepción de La ronda de noche ha evolucionado con 
el tiempo, la región tiene la oportunidad de redefinir su futuro demo-
gráfico. El éxito dependerá de la capacidad de los países para imple-
mentar reformas audaces y coordinadas que aseguren no solo la soste-
nibilidad financiera de sus sistemas de protección social, sino también 
el bienestar de sus poblaciones en todas las etapas de la vida. 
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13. Anexo

La ronda de noche, Rembrandt van Rijn, 1642. Obtenida de la colec-
ción de imágenes del Rijksmuseum, Ámsterdam. 
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Capítulo 3
Oportunidades y desafíos económicos de la 
transición demográfica para América Latina

Ignacio Apella

1. Introducción 

América Latina se encuentra en proceso de transición demográfica, que 
tiene como resultado un gradual envejecimiento de la población. Ello 
se debe, entre otras cosas, a una reducción lenta pero sostenida de la 
mortalidad, que a su vez implica un incremento en la esperanza de vida 
y una caída en la fecundidad, lo cual sugiere una mayor capacidad de 
las familias para planificar el número de niños. Estas tendencias son 
el reflejo de una mejora en las condiciones económicas, de bienestar y 
desarrollo de los países.

Sin embargo, este proceso no es homogéneo al interior de la región. 
De acuerdo con Rofman y Apella (2020), países como Brasil, Chile, 
Costa Rica, El Salvador, Colombia y Uruguay se encuentran en una 
etapa avanzada de la transición demográfica, con tasas de fecundidad 
equivalentes a las de reemplazo, en tanto el resto de los países aún está 
en una fase temprana o media del proceso, con tasas de fecundidad 
algo superior a las de reemplazo, pero con tendencia decreciente.

Desde la política pública, se suele asociar al envejecimiento pobla-
cional con el desafío que conlleva en términos del incremento futuro 
del gasto social, en particular de los sistemas de pensiones. A partir 
de ello, muchos países comienzan a discutir reformas de los sistemas 
previsionales dirigidas a contener ese incremento, tratando de asegurar, 
al menos parcialmente, la sustentabilidad financiera. Sin embargo, los 
esfuerzos académicos y políticos también podrían dirigirse a reflexionar 
sobre cómo los países pueden acelerar su ritmo de crecimiento eco-
nómico, de manera que sea posible financiar, en el futuro, un mayor 
nivel de gasto social. Esto se torna aún más relevante al considerar que 



100

el cambio demográfico podría convertirse en una restricción al creci-
miento en el mediano y largo plazo. 

En efecto, si bien la transición demográfica se relaciona con varia-
bles que van más allá de la esfera económica, existe una dimensión de 
interacción entre la economía y la demografía que es fuente tanto de 
oportunidades como de desafíos respecto al crecimiento económico. 
Los análisis pioneros (Mason y Lee, 2006 y 2007, entre otros) sugieren 
que la etapa del bono demográfico, es decir, la ventana temporal en la 
cual la población en edad de trabajar y con capacidad de ahorro se en-
cuentra en sus niveles máximos, se caracteriza por ser la más favorable 
para el crecimiento. La de envejecimiento, en cambio, puede ser una 
fuente de restricciones e incluso de inestabilidad macroeconómica. 

Esta tesis se fundamenta en el argumento de que el crecimiento 
económico es una función de las dotaciones factoriales trabajo y ca-
pital (tanto físico como humano), más un componente residual, la 
productividad total de los factores. Por lo tanto, alcanzada la etapa de 
envejecimiento, una reducción del tamaño de la población en edad 
activa, es decir de la dotación del factor productivo trabajo, limitaría la 
capacidad de crecimiento del producto per cápita.

Sin embargo, previo a alcanzar el estado de envejecimiento, los paí-
ses de la región tienen una gran oportunidad: el bono demográfico. 
En este sentido, mientras desciende la tasa de fecundidad, es posible 
obtener dos tipos de dividendos demográficos (Mason y Lee, 2006). A 
partir de que la fecundidad disminuye, la tasa de dependencia infantil 
se reduce, mientras que el porcentaje de población en edad de traba-
jar aumenta y permanece elevado durante algunas generaciones. Ello 
representa una gran oportunidad en el corto plazo, gracias a que los 
países alcanzan su máximo nivel de la fuerza de trabajo, generando un 
crecimiento del producto y potencial ahorro. 

A medida que los cambios en la estructura etaria permiten aumen-
tos en la producción y en los recursos, puede surgir un “segundo divi-
dendo demográfico”. El incremento del nivel de ahorro doméstico po-
dría estar dirigido al financiamiento de una mayor inversión en capital 
físico y humano, lo que aumentaría el stock de capital por trabajador y, 
de ese modo, la productividad de la economía una vez ingresados a la 
etapa de envejecimiento. El primer dividendo, es decir, la contribución 
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de un mayor tamaño de la fuerza de trabajo al producto, constituye un 
fenómeno transitorio, mientras que el segundo dividendo, el aumento 
de la productividad, produce beneficios duraderos.  

Por tanto, si la transición demográfica conforma una fuerza promo-
tora del crecimiento económico, es probable que este pueda comenzar 
a estancarse a partir de la finalización del bono y que se requiera del im-
pulso de otras fuentes de crecimiento, como la aparición del segundo 
dividendo. En tanto la relación entre la población en edad de trabajar 
y la población total, comúnmente denominada razón de sustento, co-
mienza a descender, podría constituirse una contundente limitación al 
crecimiento. 

Por ese motivo, uno de los desafíos que enfrentan los países de la re-
gión es lograr mantener tasas sostenidas de aumento del PIB per cápita 
una vez alcanzada la etapa de envejecimiento. En otras palabras, el reto 
de América Latina es lograr “hacerse rica antes de hacerse vieja”. 

Esto resulta de suma importancia puesto que, debido a que las tra-
yectorias demográficas son lentas y tienen impacto en el largo plazo, 
no suelen ser consideradas en el planeamiento de la política pública. 
De acuerdo con Fanelli (2015), en el proceso de diseño de las políticas 
públicas las restricciones y oportunidades asociadas con la demografía 
ocasionalmente ocupan un primer plano. Los cambios demográficos 
se producen de forma muy gradual y, por ende, las políticas orientadas 
a enfrentar dichos cambios son con facilidad desplazadas de la agenda 
pública por las urgencias de la coyuntura económica. Un ejemplo pa-
radigmático se observa en el hecho de que los gobiernos recurren fre-
cuentemente a los fondos del sistema de seguridad social –destinados 
a solventar el déficit de ciclo de vida futuro– para financiar el déficit 
fiscal corriente. Es una forma de conseguir financiamiento generando 
un pasivo “invisible” para las cuentas públicas, que se deja como lega-
do a las generaciones venideras. Desde hace poco han comenzado a 
estar disponibles datos relativos a los ingresos y consumos específicos 
por cohorte, lo cual permite aumentar la visibilidad de las cuestiones 
demográficas sobre el ámbito de la política pública. Sin duda, estos 
desarrollos irán teniendo una influencia cada vez mayor en el diseño de 
políticas públicas (Mason y Lee, 2011).
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El objetivo del presente capítulo es estudiar el potencial impacto 
del cambio demográfico sobre las economías latinoamericanas, con 
foco en el crecimiento económico. En la siguiente sección se anali-
za y cuantifica el déficit del ciclo de vida y la razón de sustento en 
base a las estimaciones de Cuentas Nacionales de Transferencias. En la 
tercera sección, se discute la relación entre la transición demográfica, 
los dividendos demográficos y el crecimiento económico para, en la 
cuarta sección, presentar un ejercicio de descomposición factorial del 
crecimiento del PIB per cápita, con la finalidad de tener una mejor 
comprensión de la importancia de la demografía sobre el crecimiento. 
En la quinta sección se analizan los desafíos desde el punto de vista del 
mercado de trabajo y la acumulación de capital. Y, finalmente, en la 
sexta sección se discuten algunas áreas de política pública destinadas 
a promover el crecimiento económico, a medida que se transita hacia 
una economía más envejecida. 

2. El déficit de ciclo de vida y la razón de sustento del 
consumo

Los cambios demográficos plantean, en términos de consumo e in-
gresos, determinados efectos sobre la economía a través del comporta-
miento de las cohortes. Por tal motivo, resulta relevante incorporar al 
análisis demográfico la información sobre la conducta de las diferentes 
cohortes asociada sobre niveles de consumo e ingreso laboral, lo cual 
permitirá, a su vez, definir el déficit de ciclo de vida y los dividendos 
demográficos.

Los cambios en las estructuras etarias tienen efecto sobre el desem-
peño económico de un país, en tanto la conducta de los individuos es 
variable con la edad. De acuerdo con la teoría del ciclo de vida (Mo-
digliani, 1966), las etapas de las personas pueden ser divididas en tres: 
pre-laboral, laboral y post-laboral. En la primera y última etapa, las 
personas consumen más de lo que producen, mientras que, en la se-
gunda, producen más de lo que consumen.

Consecuentemente, durante la primera y última etapa las personas 
presentan un “déficit del ciclo vital”, dado que su consumo es mayor a 
los ingresos laborales. En ambas, ese déficit debe ser financiado a través 
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de transferencias intergeneracionales desde los adultos jóvenes en edad 
de trabajar hacia los niños y adultos mayores. 

Por lo mismo, no sólo el tamaño y composición de la población 
es un aspecto importante, sino también el cambio en su estructura 
etaria, dado que a lo largo del ciclo de vida los patrones de consumo e 
ingresos laborales se ven modificados. En este sentido, la participación 
económica y los niveles de consumo, ingresos y ahorro, entre otros 
fenómenos de relevancia socioeconómica, presentan perfiles caracterís-
ticos que hacen que el aumento o disminución del tamaño relativo de 
un determinado grupo de edad implique consecuencias sobre el nivel 
agregado del fenómeno en cuestión.

La información sobre perfiles de consumo e ingresos laborales se-
gún cohorte proviene de la metodológica de estimación del Sistema de 
Cuentas Nacionales de Transferencias (conocida como Sistema NTA, 
acrónimo de su nombre en inglés, National Transfers Account1). Estas 
cuentas ofrecen información del ingreso, consumo y en general flujos 
económicos por edad, permitiendo analizar relaciones entre edades. 

El gráfico 1 muestra, en promedio, la conducta de consumo y la ca-
pacidad de generación de ingresos laborales de cada una de las cohortes 
a de la sociedad. Se representa el perfil de consumo per cápita de la 
cohorte a por el coeficiente φa y el ingreso laboral per cápita por , para 
un conjunto de países seleccionados de América Latina.2 Se espera que 
en el caso de los grupos económicamente dependientes (menores de 14 
y mayores de 65 años) se observe que φa > γa  y que ocurra lo contrario 
con las cohortes en edad de trabajar. Cuando la curva correspondiente 
al consumo es inferior a la de ingresos, se registra un déficit de ciclo de 
vida per cápita (DCVPC) ya que ese déficit se define como la diferencia 
entre consumo e ingreso laboral de cada cohorte.

1  El National Transfer Accounts Project es un proyecto colaborativo internacional iniciado a principio 
de los años 2000 por Ronald Lee (University of California, Berkeley) y Andrew Mason (University 
of Hawái), con el objetivo de recopilar información sobre las transferencias inter-generacionales en 
más de 40 países. El sistema permite desagregar los principales componentes del Sistema de Cuentas 
Nacionales según edad, para entender cómo las familias, el mercado y el gobierno interactúan para 
sustentar los individuos a lo largo de las varias etapas de la vida. Ver http://www.ntaccounts.org/ 
para mayores detalles acerca de la metodología y de la extensión y alcance internacional del proyecto.

2 Siguiendo la metodología NTA, el consumo de las cohortes incluye el consumo financiado por el 
gobierno y las transferencias en especie (ver Mason y Lee, 2011). También de forma consistente con 
esa metodología, las variables φa y γa están expresadas en relación con el ingreso per cápita promedio 
de los trabajadores de entre 30 y 49 años (ym). 
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Gráfico 1. Perfil de consumo (φa) e ingreso (γa). Circa 2020
(Expresado en porcentaje del ingreso per cápita promedio de los trabajado-
res de entre 30 y 49 años)
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Gráfico 1. Perfil de consumo (φa) e ingreso (γa). Circa 2020
(Expresado en porcentaje del ingreso per cápita promedio de los trabajado-
res de entre 30 y 49 años)

Fuente: elaboración propia en base a NTA (http://www.ntaccounts.org/).

Los resultados permiten establecer que, por un lado, la relación entre el 
ingreso laboral y el consumo varía significativamente en función de las 
edades; y por otro, los grupos que tienden a generar déficit de ciclo de 
vida son los que no están en edad de trabajar. No obstante, se identifi-
can algunas diferencias que deben ser destacadas según países. 

Sobre el período en que las personas generan un superávit de ci-
clo de vida (ingreso laboral superior al consumo: DCVPCa< 0) y la 
cantidad de cohortes con capacidad de ahorro, Chile es el país con el 
período más extenso (32 años), el cual comienza a la edad de 27 años 
y concluye a los 59. Este comportamiento es similar al observado en 
la República de Corea, país que utilizamos como comparación puesto 
que ya atravesó la transición demográfica y podría ser el ejemplo a se-
guir. En segundo lugar, aparecen Argentina y Uruguay, con un período 
de 29 años de superávit de ciclo de vida, que va entre los 29 y 28 años 
hasta los 58 y 57 años respectivamente. Luego sigue Costa Rica (28), 
Perú (27), Brasil (26), Colombia (26) y Paraguay (21). Los casos par-
ticulares de El Salvador y México muestran que en ningún momento 
del ciclo de vida los ingresos laborales per cápita superan el consumo 
per cápita. Esta característica no significa que no haya una fuente de 
financiamiento para el consumo, sino que dichos recursos provienen 
de las remesas del exterior. 

Si la suma de los déficits de ciclo de vida per cápita a través de toda 
la vida es positiva, significa que el gasto de consumo supera al ingreso 
laboral y, por lo tanto, hay que recurrir a ingresos no laborales (trans-
ferencias privadas o del gobierno, renta de la propiedad o venta de 
activos existentes) para financiar la diferencia. Las decisiones sobre el 
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nivel del DCV y su financiamiento en el nivel microeconómico de las 
cohortes tienen consecuencias macroeconómicas de relevancia.

El gráfico 2 otorga una forma sintética de evaluar la posición de 
cada país. En él se grafica el cociente entre el ingreso laboral per cápita 
y el consumo per cápita (γa ⁄ φa ). Si el indicador es mayor a uno, revela 
la presencia de un superávit de ciclo de vida per cápita e implica que esa 
cohorte está contribuyendo en forma neta, con su ingreso laboral, al 
ahorro agregado. De la figura surge que la República de Corea y Chile 
mantienen una propensión a consumir per cápita bastante más baja 
que las que se observan en el resto de los países de América Latina. Los 
cocientes para el país asiático alcanzan un máximo de 1,7. 

Chile, entonces, resulta la excepción de la región, teniendo un in-
dicador similar al de la República de Corea, con un máximo de 1,57. 
Esta evidencia indica que, contrariamente a lo que ocurre en el resto 
de los países de América Latina, en Chile el grupo de ahorradores pri-
marios mantiene una propensión al consumo similar a la del país de 
ejemplo. 

Gráfico 2. Relación entre ingreso y consumo per cápita (γa ⁄ φa ) 
Circa 2020

Fuente: elaboración propia en base a NTA (http://www.ntaccounts.org).



107

Una inquietud importante que surge de la constatación de la transi-
ción demográfica se refiere a la capacidad de la población trabajadora 
para financiar a quienes dependen económicamente de ellos, mientras 
cambia la estructura etaria y aumenta su edad media. La categorización 
de personas entre trabajadores o dependientes en base a límites etarios 
arbitrarios limita este tipo de discusión, pues no permite reflexionar 
sobre las implicancias de los cambios de conducta socioeconómicos 
esperables en términos de participación en el mercado de trabajo, per-
manencia en el sistema educativo, entre otros. 

Asimismo, una tasa de dependencia puramente demográfica asume 
que la capacidad de generar ingresos y la propensión al consumo son 
homogéneas al interior del grupo de personas en edad de trabajar y 
dependientes. Sin embargo, aspectos como el desempleo, el salario y 
la propensión al consumo difieren según la edad, tal como se refleja en 
las estimaciones del ingreso laboral y consumo por edad discutidas con 
anterioridad.

Finalmente, no se debe olvidar que estas cifras sobre consumo e in-
greso están expresadas en términos per cápita de cada cohorte y que la 
cantidad de habitantes en cada una no es la misma. Por ejemplo, si bien 
el déficit de la cohorte de 90 años es muy alto, la cantidad de personas 
de esa edad es muy baja.

A partir de estas consideraciones, Mason y Lee (2007) proponen 
afinar la medida del indicador, tanto en lo referente a su numerador 
como a su denominador. En este sentido, se intenta que el numerador 
refleje mejor la generación de recursos efectiva (observada en términos 
económicos) y no potencial (en base a medidas demográficas), por lo 
que se pretende ajustar el tamaño de la población en edad de trabajar 
por el ingreso promedio de cada cohorte. De igual forma, se busca que 
el denominador capture el uso de los recursos, por lo que se ajusta el 
tamaño de la población por el consumo promedio por edades. 

En otras palabras, se trabaja con los conceptos de consumidores 
efectivos (Nt ) y productores o trabajadores efectivos (Lt). Si se denomi-
na con xat a la cantidad de personas en la cohorte a en el momento t y 
la edad máxima que se puede alcanzar es ω, entonces es posible definir 
que:
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 (1)

 (2)

Es decir, que la cantidad de consumidores efectivos a tomar en cuenta 
en cada cohorte depende no sólo de la cantidad de personas que com-
ponen la cohorte en cada punto del tiempo xat, sino también del con-
sumo per cápita de cada una de ellas φa. La cantidad de trabajadores 
efectiva se computa de la misma forma, considerando los ingresos per 
cápita por cohorte γa. 

En base a estas definiciones es posible preguntar, de manera más 
precisa que sobre la base sólo de la tasa de dependencia demográfica, 
qué ocurre a través de la transición demográfica con la capacidad que la 
población activa tiene para mantener a quienes dependen de ellos. Con 
tal propósito, se define la razón de sustento del consumo (RS) como la 
relación entre la cantidad de trabajadores efectivos y de consumidores 
efectivos:

 (3)

Si la RSt  sigue una trayectoria ascendente, la capacidad para sustentar 
el consumo de la sociedad aumentará aun teniendo en cuenta no sólo 
los diferentes tamaños de las cohortes, sino también el hecho de que 
cada una de ellas genera un déficit de ciclo de vida per cápita diferente. 
A partir de la estimación de la razón de sustento del consumo, el coefi-
ciente RSt  sube en la medida en que el país se encuentra en la ventana 
de oportunidad demográfica y comienza a descender en el momento 
de salida del bono demográfico. El gráfico 3 muestra que, efectivamen-
te, ese es el caso de los países de la región. 

Este movimiento, primero ascendente y luego descendente, es típi-
co de los países que a partir de un cierto punto experimentan el bono 
demográfico. Como se puede observar, estos ingresaron a la ventana 
de oportunidad en diferentes momentos, entre la década del setenta y 
noventa. Lo significativo es que ningún país llega a la marca de 1. Sola-
mente Chile tiene los valores más altos, junto con la República de Co-
rea, alcanzando su máximo (0,86) a mediados de la década del 2020. 
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Este resultado se encuentra en concordancia con una mayor duración 
de la ventana demográfica y con una menor propensión al consumo 
de las cohortes, que reduce el valor de los consumidores efectivos (Nt). 

Gráfico 3. Razón de sustento del consumo. Años 1950-2100

Fuente: elaboración propia en base a NTA (http://www.ntaccounts.org) y World Population Prospects 
2022, División de Población, Naciones Unidas. 

Considerando la definición de consumidores y trabajadores efectivos 
–teniendo en cuenta que los coeficientes γa y φa están normalizados 
en base a γm

3–, el consumo agregado total (C) y el ingreso laboral total 
(YL) de la población se pueden expresar como:

 (4)

 (5)

En base a esto se puede definir, a su vez, una variable clave para com-
prender la influencia de la demografía sobre la macroeconomía par-
tiendo de las decisiones de las cohortes en el nivel microeconómico: el 
déficit de ciclo de vida (DCV) agregado. Esta variable es la diferencia 

3 Nótese que:                                                                   , es decir, que el ingreso promedio per cápita 
de los asalariados de entre 30 y 49 años es igual al ingreso total salarial de esos asalariados dividido 
la cantidad de habitantes de esas cohortes de edad.
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entre el consumo total (C) de todas las cohortes y el ingreso laboral de 
las mismas (YL):

 (6)

Y en términos del YL de la población:

 (7)

Esta expresión revela la existencia de una relación directa entre la evo-
lución de la razón de sustento, la propensión a consumir en relación 
con el ingreso laboral y el déficit de ciclo de vida agregado. Dadas las 
características demográficas, cuando la RS se eleva el déficit agregado 
se reduce, puesto que, como muestra el gráfico 3, la RS tiene valores 
menores que uno.4 Esto es lo que ocurre en la etapa del bono y, por 
ello, un menor déficit permite en principio ahorrar más ya que la so-
ciedad puede destinar menos de su ingreso laboral a solventar el déficit. 
La propensión para ahorrar no subirá, por supuesto, si se dan movi-
mientos compensatorios en la propensión a consumir en relación con 
el salario (C/YL). Por ejemplo, los coeficientes φa podrían aumentar si 
los agentes sienten que al tener un menor déficit no es necesario seguir 
ahorrando con la misma fuerza o si, en base a una mayor recaudación 
en la etapa del bono, el gobierno proveyera bienes de consumo que pre-
viamente eran financiados por las familias, liberando recursos privados 
que los particulares deciden destinar al consumo y no al ahorro.

En el gráfico 4 se presenta la evolución de la relación DCV/YL en las 
últimas décadas y su proyección futura, considerando sólo el efecto de 
la demografía (esto es, asumiendo que el ingreso y consumo per cápita 
permanecen constantes).

4 Y si SR>1 la economía genera superávit. Por lo que, si SR sube, el superávit sube.
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Gráfico 4. Déficit de ciclo de vida agregado en relación con el 
ingreso laboral total. Años 1950-2100

Fuente: elaboración propia en base a NTA (http://www.ntaccounts.org) y World Population Prospects 
2022, División de Población, Naciones Unidas. 

Para todos los países seleccionados, la razón  tiende a subir hasta unos 
años antes de ingresar al bono demográfico, donde alcanza un máxi-
mo y luego cae de manera sistemática, esperándose que la tendencia 
continúe en los próximos años. La diferencia en el nivel en las curvas 
se encuentra asociada con los diferentes niveles de consumo e ingresos 
por cohorte y el tamaño de cada cohorte en cada uno de los países. 
El Salvador y México presentan el mayor DCV, precisamente por su 
estructura de consumo e ingreso laboral por edad visto anteriormente. 
Por su parte, la tendencia decreciente constante del DCV en Paraguay 
se relaciona con que es el país más joven de la región. Finalmente, 
Chile es el país que menor DCV presenta a lo largo de todo el período, 
similar al registrado por la República de Corea.

3. Los dividendos demográficos

Como veíamos anteriormente, el primer dividendo de crecimiento se 
da durante el período en el cual se incrementa la participación relativa 
de la población en edad de trabajar, debido específicamente a una re-
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ducción de la participación de los niños y jóvenes sobre el total. Esto 
implica que, durante dicha etapa, la población involucrada directa-
mente en la producción de bienes y servicios aumenta en relación con 
la población dependiente (niños, jóvenes y adultos mayores). Como 
consecuencia del cambio en la estructura etaria, se genera un escenario 
favorable para el crecimiento del PIB per cápita, en tanto la dotación 
del factor productivo trabajo se encuentra en sus niveles máximos. Sin 
embargo, este primer dividendo demográfico es transitorio, e incluso 
se revierte cuando se ingresa en la etapa de envejecimiento poblacio-
nal, período en el cual comienza a crecer la participación de los grupos 
dependientes de ingresos de terceros sobre el total, particularmente los 
adultos mayores.

El proceso de envejecimiento reduce no solo la dotación del factor 
trabajo sino también la capacidad agregada de ahorro, en tanto dis-
minuiría la proporción de personas activas con capacidad de ahorro 
(prime savers) y aumentaría la de personas que desahorran, como se 
desprende de la hipótesis del ciclo vital. Este efecto plantea inquietudes 
respecto de la capacidad de las economías para mantener el ritmo de 
crecimiento del PIB per cápita. 

No obstante, de aprovecharse la ventana de oportunidad, es posible 
la aparición del segundo dividendo demográfico ya mencionado, que 
se explica por el hecho de que en la etapa del bono demográfico se da 
un incremento de la proporción de la población considerada “ahorra-
dores primarios” (el ingreso disponible excede al gasto en consumo). 
Esta situación, en que se favorece el incremento de la tasa de ahorro 
de la economía, puede ser aprovechada para incrementar también la 
inversión y por tanto el stock de capital físico y humano por trabajador. 
Ello permitiría que la productividad global de la economía, entonces, 
aumente, siendo la fuente del crecimiento económico al ingresar en la 
etapa de envejecimiento. A diferencia del primer dividendo, el segundo 
dividendo produce beneficios duraderos materializados en una mayor 
productividad y en un crecimiento sostenido. 

Puede apreciarse que la transición demográfica dista de ser un pro-
ceso neutro respecto a la dinámica del crecimiento económico. La 
ausencia de neutralidad se relaciona, precisamente, con los dos divi-
dendos. El primero impacta sobre la disponibilidad del factor trabajo, 
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generando condiciones favorables para la expansión de la economía 
durante la etapa del bono demográfico. Por el contrario, durante la 
etapa de envejecimiento poblacional su efecto se revierte y comienza a 
presionar a la baja. Por su parte, el segundo dividendo demográfico ac-
túa sobre las condiciones de ahorro de la economía, impactando de for-
ma indirecta en la capacidad de financiar proyectos de inversión y, por 
lo tanto, sobre la acumulación de capital tanto físico como humano. 
Si bien su impacto recae de forma directa sobre las condiciones para la 
acumulación de capital, dado que la dinámica de la productividad total 
de factores se encuentra estrechamente asociada con la acumulación de 
capital y con la concreción de mejoras en los niveles educativos de la 
población, es esperable un efecto adicional de este segundo dividendo 
a través de la productividad total de factores.

A modo de ejemplo, los países denominados tigres asiáticos, que 
comenzaron su transición demográfica unas décadas antes que Amé-
rica Latina, han estado transitando por un sendero de crecimiento 
económico durante varias décadas. De acuerdo con Ha y Lee (2016), 
una parte significativa de dicho crecimiento se encuentra asociada a 
los dividendos demográficos. No obstante, no resulta seguro que ese 
fenómeno se mantenga en el tiempo en todos los países de Asia, debido 
a que la magnitud de los dividendos es diferente según cada país. Si 
la transición demográfica constituye una fuerza impulsora del creci-
miento económico, es probable que este pueda comenzar a estancarse 
a partir de la finalización del bono demográfico y se requiera de otras 
fuentes para su impulso. 

Young (1995) argumenta que el milagro de los tigres asiáticos se 
debe, principalmente, a la acumulación de factores. Desde el punto 
de vista de los dividendos, esta acumulación se explica en gran medida 
por los cambios que tienen lugar durante la transición demográfica, 
en particular el crecimiento más acelerado de la población en edad de 
trabajar en relación con los consumidores, es decir el primer dividendo 
demográfico. En definitiva, esto aumenta directamente el aporte eco-
nómico, mientras que el segundo –aumento del ahorro y la inversión 
con acumulación de riqueza– hace que el capital físico y humano por 
trabajador se incremente y, con ello, también lo haga la productividad. 
Del mismo modo, Deaton y Paxson (1997) y Lee et al. (2003) mostra-
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ron que la transición demográfica de Asia aumentó significativamente 
la tasa de ahorro, lo que permitió realizar el segundo dividendo demo-
gráfico jugando un papel importante en la convergencia económica 
con el resto de los países desarrollados.

El argumento discutido plantea que, de no aprovecharse el primer 
dividendo, cuando los ahorradores primarios representan una propor-
ción mayor que la población dependiente, se deja pasar una ventana 
de oportunidad que podría culminar en una trampa de equilibrio de 
ingresos medios y bajos.

4. Razón de sustento y crecimiento económico5 

La contribución de los cambios demográficos al crecimiento econó-
mico puede ser mensurada a partir de un ejercicio tradicional de des-
composición factorial del producto per cápita. Ello no solo permite 
obtener una aproximación a la contribución acumulada de los factores 
primarios de producción, trabajo y capital, sino también al aporte de la 
productividad total de los factores. Apella (2022) plantea el siguiente 
modelo, en el cual la función de producción agregada o PIB viene dada 
por:

 (8)

Donde:

es el PIB en el año t;
representa la productividad total de los factores (PTF) en el año t;
es el stock de capital físico en t; 
es la fuerza de trabajo en t; 
es el capital humano por trabajador en t, y
es la participación de los retornos del capital en el PIB.

Al dividir (8) por el tamaño de la población Nt en t, y realizando al-
gunos pasos algebraicos, el PIB per cápita puede ser representado por:

5  La presente sección se basa en Apella (2022).

 
 
 



115

 (9)

Donde: 

es el stock de capital por trabajador en t; 
es la tasa de empleo y,         es la población entre quince 
y 64 años en el año t; 
representa la relación de sustento demográfica, i.e., la 
inversa de la relación de dependencia demográfica.

Aplicando logaritmo y diferenciando totalmente con respecto al tiem-
po la ecuación (9), la variación puede factorizarse de la siguiente mane-
ra, donde g(.) representa la tasa de crecimiento: 

(10)

De acuerdo con esta factorización, es posible identificar la contribu-
ción del primer dividendo al crecimiento: g(mi). La posibilidad de 
que exista un segundo dividendo se relaciona con los incentivos a aho-
rrar durante la ventana de oportunidad demográfica y, además, con el 
cambio en la participación relativa de las cohortes con capacidad de 
ahorro. A diferencia del primer dividendo, el segundo actúa a través del 
ahorro y de la acumulación de capital, por lo que su impacto se verá 
reflejado en un mayor dinamismo de la productividad laboral y de la 
productividad total de los factores. Esto significa que el segundo divi-
dendo solo ocurrirá si el comportamiento del ahorro es tal, que permi-
ta un incremento en la dotación de capital mayor al de la cantidad de 
trabajadores efectivos durante la ventana de oportunidad. El gráfico 5 
muestra los resultados del ejercicio de factorización del crecimiento del 
PIB per cápita, en el período 1960-2014, para un conjunto de países 
seleccionados de América Latina.

 



116

Gráfico 5. Descomposición factorial del crecimiento del PIB per 
cápita según país. Años 1960-2014 
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Fuente: Apella (2022).

El gráfico 5 muestra que la contribución de la demográfica al creci-
miento del PIB per cápita, medida a través de la razón de sustento (l), 
ha sido del 20% para la mayoría de los países. Dicha contribución fue 
tan importante como el aporte realizado por el stock de capital huma-
no. Ello se encuentra potenciado por el crecimiento del empleo (m). 
De hecho, la subida del porcentaje de población en edad de trabajar, 
sin la necesaria creación de empleo formal y productivo, no tendría 
efecto alguno. No obstante, la contribución de la demografía no resulta 
ser constante en el tiempo y no perdura por más de dos o tres décadas. 
Este hecho se encuentra asociado al carácter transitorio del primer di-
videndo, en el que la dinámica poblacional por sí sola permite atravesar 



118

un período donde se observa la mayor proporción de población en 
edad de trabajar (y la menor proporción de la población dependiente).

Por su parte, el stock de capital físico por trabajador (k) representa, 
en promedio, aproximadamente el 50% del crecimiento económico en 
cada década. En el caso del capital humano, su aporte es menor que 
otros factores y oscila entre el 10% y el 20%, independientemente del 
nivel de ingresos en la mayoría de los países.

En resumen, si la transición demográfica constituye una fuerza im-
pulsora del crecimiento económico, es probable que este pueda comen-
zar a estancarse a partir de la finalización del bono demográfico y que se 
requiera del impulso de otras fuentes de crecimiento. A medida que la 
razón de sustento comienza a descender (gráfico 3), podría constituir-
se en una limitación para el crecimiento económico en el largo plazo 
(dependiendo de la dinámica del mercado laboral y la acumulación de 
capital).

5. Mercado de trabajo y acumulación de capital

Tal como se discutió en la sección anterior, la dinámica del merca-
do laboral, es decir, el nivel y el tipo de empleo, conforma un factor 
complementario a la razón de sustento. Los resultados del ejercicio de 
descomposición factorial muestran la importancia del empleo en el 
crecimiento del producto per cápita de los países seleccionados. Por tal 
motivo, y principalmente durante el período en que transcurre el bono 
demográfico, resulta relevante generar las condiciones macro y micro-
económicas que permitan crear niveles de empleo de calidad para esta 
creciente población activa.  

La dinámica del mercado laboral es relevante en un contexto de 
cambio demográfico, en tanto esto último tiene efectos aparentes sobre 
dos grandes dimensiones de la fuerza de trabajo: i) su nivel y ii) sus 
características. 

La magnitud de la fuerza de trabajo define el tamaño del grupo po-
blacional dependiente de ingresos de terceros (inactivos) y el del grupo 
de ahorradores primarios, o sea, la cantidad de personas con superávit 
del ciclo de vida y con capacidad para generar ahorro. Mientras la tran-
sición demográfica avanza, ceteris paribus, el número de personas en 
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edad de trabajar se reduce y con ello una de las principales fuentes de 
crecimiento económico. 

Asumiendo que las participaciones activas por edad se mantienen 
constantes, basados en la proyección de la población por edad y sexo, 
se simulan, a continuación, las tendencias de la población económi-
camente activa (PEA) para un conjunto de países seleccionados hasta 
el año 2100. En otras palabras, el gráfico 6 presenta la evolución de la 
PEA asumiendo que lo único que cambia es la composición etaria de 
la población.

Gráfico 6. Proyección de la población económicamente activa. 
2015-2100

Fuente: elaboración propia en base a Encuestas de Hogares y World Population Prospects 2022, División 
de Población, Naciones Unidas. 

Los resultados hallados permiten observar dos características de la re-
gión. La primera, se encuentra asociada con la heterogeneidad en la 
brecha de género en términos de participación laboral. En este sentido, 
Perú y Uruguay presentan los menores índices de brecha de género, 
mientras que en el otro extremo se observa que República Dominica-
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na, México, El Salvador y Bolivia mantienen índices significativos. La 
heterogeneidad es una característica propia de América Latina en varias 
dimensiones (no sólo económicas y sociales sino también culturales), 
lo cual implica que el diseño de políticas públicas se encuentra sujeto 
a las condiciones básicas de cada país. En este sentido, si bien en to-
dos los países existe espacio para lograr incrementos de participación 
económica, particularmente a partir de una mayor inserción femenina, 
algunos deberán realizar un esfuerzo mayor. 

La segunda característica que se observa es que, más allá de las dife-
rencias de nivel que pueden encontrarse entre los países seleccionados, 
la tendencia del porcentaje de la población activa es decreciente a me-
dida que los países salen del bono demográfico. En este sentido, de no 
haber cambios conductuales de las personas que impliquen un incre-
mento de las tasas de participación al interior de cada grupo etario, la 
demografía por sí sola conlleva una reducción de la razón de sustento 
de la economía, tal como fuera analizado más arriba. 

Dada la generalidad de los supuestos asumidos, la magnitud esti-
mada de este fenómeno es sólo indicativa. No obstante, este ejercicio 
confirma la validez de una inquietud acerca de la potencial caída de la 
razón de sustento de la economía en el largo plazo, debida a la hetero-
geneidad de la tasa de participación económica por edad y evolución 
del tamaño de los grupos etarios. 

Con el objetivo de compensar el efecto negativo del envejecimiento 
poblacional sobre el tamaño de la fuerza de trabajo, y por tanto sobre 
la capacidad de crecimiento en el largo plazo, las opciones tradicio-
nales de política pública apuntan al incremento de la participación 
femenina o el retraso en la edad de retiro. Ambas iniciativas implican 
un incremento de la participación al interior de grupos específicos de 
la población. 

Siguiendo a Miller et al. (2016), las importantes transformaciones 
en la estructura etaria –una gran reducción de la proporción de jóvenes, 
la considerable concentración de la población en edad de trabajar y el 
inicio del proceso de envejecimiento– generan condiciones favorables 
para el incremento de la participación de las mujeres en las actividades 
económicas. En primer lugar, la población femenina se está concen-
trando en los grupos de edad activa, lo que significa que hay un mayor 
número de mujeres disponibles para participar en la fuerza de trabajo. 
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En segundo lugar, la caída en la tasa de fecundidad implica una reduc-
ción de la “carga” de cuidado infantil que en general ha recaído sobre 
las mujeres –dada la distribución desigual de tareas domésticas entre 
géneros–, liberando tiempo para la actividad económica remunerativa, 
en especial, durante el período en el que la proporción de adultos ma-
yores dependientes no aumente significativamente. 

A continuación, se simula la tendencia potencial de la PEA dado un 
incremento de la participación femenina. Para ello, se plantea un esce-
nario límite, el cual asume un cierre completo de la brecha de género 
en términos de participación, es decir, que las mujeres tienen tasas de 
participación equivalentes a las que prevalecen entre los hombres en 
cada grupo etario.6 

Gráfico 7. Proyección de la población económicamente activa con 
cierre de brecha de género. 2015-2100 

Fuente: elaboración propia en base a Encuestas de Hogares y World Population Prospects 2022, División 
de Población, Naciones Unidas. 

6  En el presente trabajo se simula sólo un escenario de cierre de brecha de género. Apella y Troiano 
(2015) muestran que el efecto del retraso en la edad de retiro no tiene un impacto significativo sobre 
el nivel de la PEA futura.



122

Los resultados coinciden con los presentados por Amarante y Co-
llace (2016) para el caso uruguayo y por Apella y Troiano (2015) para 
el argentino: un aumento en la participación de las mujeres, aun su-
poniendo el caso límite de cierre completo de brecha de género, sig-
nificaría un aumento del nivel de la tasa de participación en cada uno 
de los países, aunque no detiene la tendencia decreciente. Esto como 
consecuencia de que una vez que las tasas femeninas alcancen el nivel 
supuesto, el impacto del efecto demográfico no se ve afectado.

No obstante, en algunos países el incremento de la participación 
femenina permitiría sostener el tamaño de la fuerza de trabajo en las 
próximas décadas. Ciertamente, al comparar la evolución de la PEA 
con efecto demográfico puro en el año 2105 con la evolución de la 
PEA con efecto demográfico y cierre de brecha en años siguientes, se 
advierte que en Bolivia, El Salvador, México y República Dominicana 
existe un incremento neto del porcentaje de la población económica-
mente activa. Este efecto se encuentra estrechamente relacionado con 
las grandes brechas de género que se registran actualmente, lo cual im-
plica que existe un espacio muy amplio para incrementar la participa-
ción económica. Contrariamente, en Perú y Uruguay aun cerrando la 
brecha de género en las tasas de participación, el envejecimiento de la 
población resulta en una reducción de la población activa. 

La relevancia de la evolución futura de la tasa de actividad radica en 
que, de no mediar cambios en otros factores que contribuyen al creci-
miento económico, una caída de ella tendería a promover un descenso 
del PIB per cápita. Por tal motivo, el desafío en el mediano y largo pla-
zo es hallar mecanismos que permitan incrementos de la productividad 
global de la economía. 

El bono demográfico es una gran oportunidad para incrementar el 
nivel de ahorro. Lo que se debe, como se discutió más arriba, a las tra-
yectorias de consumo e ingresos de las personas a lo largo del ciclo de 
vida. Los individuos mantienen diferentes propensiones a ahorrar du-
rante su vida: generalmente baja en edades tempranas, alcanzando un 
valor máximo entre las edades de 40 y 55 años, y posteriormente baja 
de nuevo durante el retiro. Por lo mismo, la transición demográfica 
implica que la mayoría de los países de la región estarán en su apogeo 
en cuanto a la proporción de ahorradores primarios sobre el total de 
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la población y, como consecuencia, en mejores condiciones que nunca 
para incrementar sus tasas de ahorro nacional. 

Sin embargo, el impacto positivo de la demografía en el ahorro no 
parece ser suficiente para cerrar la brecha observada con, por ejem-
plo, países como la República de Corea (gráfico 8). La alta propen-
sión al consumo junto con mercados laborales segmentados, limitan 
la generación de ahorro en los países de la región. En otras palabras, 
los países latinoamericanos no están aprovechando completamente el 
primer dividendo, lo cual debilita la potencial realización del segundo 
dividendo y, como resultado, dificulta el objetivo de hacerse rico antes 
de envejecer.

Gráfico 8. Tasa de ahorro bruto como porcentaje del PIB. Años 
1980-2022

Fuente: Banco Mundial, World Development Indicators.

En este contexto, resulta imperante preguntarse cuáles son las opciones 
de política pública para mitigar los potenciales efectos adversos que el 
envejecimiento poblacional plantea sobre la dotación del factor pro-
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ductivo trabajo, generando las bases que favorezcan un crecimiento del 
producto per cápita sostenido en el largo plazo.

6. Fuentes de crecimiento económico más allá de los 
dividendos demográficos

Sostener que, debido a la disminución del tamaño de la fuerza de tra-
bajo el envejecimiento poblacional tiene efectos negativos irreversibles 
sobre la tasa de crecimiento del producto per cápita de una economía, 
conlleva a asumir que las dotaciones de factores productivos son las 
únicas variables explicativas del crecimiento. Sin embargo, ya desde los 
primeros trabajos de Solow (1956) y los posteriores desarrollos de la 
teoría del crecimiento endógeno (Romer, 1986; Lucas, 1988; Rebelo, 
1991; entre otros), es posible señalar que no sólo las dotaciones de 
factores productivos son variables determinantes, sino que también se 
puede añadir el incremento de la productividad total de los mismos 
factores. 

A partir de la ecuación (8), el crecimiento del producto per cápi-
ta depende de cuatro grandes factores. El primero es la dotación del 
factor productivo trabajo g(l) y g(m) . El segundo es la intensidad o 
profundización del capital g(k), el cual captura el incremento del stock 
de capital por trabajador. El tercero es el crecimiento de la calidad del 
trabajo, g(h), y el cuarto es el crecimiento de la productividad total de 
los factores g(A). 

Esta última fuente de crecimiento es la motivación de los desarrollos 
más recientes de la teoría del crecimiento. En tanto la perspectiva tra-
dicional lo consideraba exógeno, las más nuevas presentan argumentos 
a partir de los cuales el factor en cuestión puede ser el resultado de 
fuerzas endógenas dentro del mismo proceso de acumulación.

Considerando esto, entonces, es posible sugerir que existen al menos 
cuatro áreas de política pública de mediano y largo plazo para fomentar 
un crecimiento sostenido del producto per cápita, incluso en un escena-
rio de envejecimiento poblacional. Ellas son: i) la expansión de la pobla-
ción económicamente activa (l); ii) el incremento de la relación capital 
por trabajador (k); iii) el aumento de la inversión en capital humano (h) 
que permita mejorar la productividad parcial del trabajo; y iv) la creación 
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de incentivos hacia la generación de conocimiento y cambio tecnológico, 
logrando una constante mejora en la organización de los factores de ma-
nera tal de incrementar la eficiencia económica (A).

6.1. Expansión de la PEA

La percepción del impacto que la transición demográfica tendría sobre 
el mercado de trabajo, y a través de él sobre el nivel del producto y 
bienestar social de la población, ha sido tradicionalmente escéptica. 
En general, se asume que el primer dividendo dado por el período de 
mayor razón de sustento, se encuentra definido según la distribución 
etaria de la población. Por tanto, al finalizar la transición, el enveje-
cimiento terminaría reduciendo la dotación total de trabajo y conse-
cuentemente poniendo límites a la capacidad de crecimiento sostenido 
del producto. 

Sin embargo, la definición de la ventana de oportunidad a partir de 
los grupos etarios pierde de vista el proceso de toma de decisiones de 
los propios individuos, particularmente en relación con su participa-
ción en el mercado de trabajo. En efecto, es posible la existencia de al 
menos dos fenómenos que le otorguen cierta dinámica al bono demo-
gráfico, más allá de la edad media de la población: el incremento de la 
participación económica de las mujeres y el retraso en la edad de retiro 
del mercado de trabajo por parte de los trabajadores adultos mayores. 

El primer fenómeno se encuentra asociado por la activación de las 
mujeres. En este sentido, el aumento de la tasa de actividad en los paí-
ses de la región en los últimos 30 años fue generado mayoritariamente 
por el incremento de la participación laboral femenina. Entre los prin-
cipales factores que explican este comportamiento suele considerarse 
la reasignación de recursos desde la industria manufacturera al sector 
terciario, lo que aumentaría la demanda de mujeres, así como la reduc-
ción de las brechas salariales entre mujeres y hombres, que afectaría la 
asignación de las tareas dentro y fuera del hogar. También debe con-
siderarse el efecto del aumento del nivel educativo de las mujeres, así 
como el incremento de los retornos a la educación a partir de la década 
de los noventa, entre otros. 
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Por otra parte, tanto los incentivos generados desde el propio siste-
ma de pensiones como los niveles de capital humano acumulado du-
rante la vida laboral, retrasan el retiro del mercado de trabajo de un 
grupo importante de adultos mayores, sosteniendo al menos parcial-
mente la dotación de trabajadores. En este aspecto, las rigideces propias 
de los sistemas contributivos de pensiones, en términos de requisitos 
de elegibilidad (cantidad de años de contribución y edad), limitan el 
retiro de la actividad. Alternativamente, el incremento de la participa-
ción en el sistema formal educativo y por tanto la mayor acumulación 
de capital humano, aumenta la probabilidad de participación activa 
en el mercado de trabajo de los adultos mayores. Esto último asociado 
con el costo de oportunidad del capital humano acumulado que una 
persona debe afrontar al retirarse del mercado de trabajo, sugiriendo 
que a mayor nivel educativo mayor probabilidad de permanecer en 
el mercado de trabajo después de la edad mínima de retiro. En otras 
palabras, mientras más capital invertido en educación, más interés del 
individuo de seguir obteniendo el retorno sobre dicho capital. 

Además, la generación de incentivos (particularmente financieros) 
para la homogeneización de la edad legal y efectiva de retiro permitiría 
suavizar la reducción de la fuerza de trabajo. En este sentido, es posible 
asumir que el sistema previsional podría generar incentivos al retraso 
en el retiro en términos de ganancia financiera del trabajador. Tal ga-
nancia se encuentra constituida por dos componentes: el valor presente 
del salario obtenido en la actividad, junto con un beneficio previsional 
mayor asociado con un “premio” por la cantidad adicional de períodos 
de contribución adquiridos y menor cantidad de años de goce del be-
neficio esperado.7 

Dicho incentivo opera naturalmente en el régimen de capitaliza-
ción, en tanto un período de contribución más prolongado favorece la 
generación de un mayor fondo de jubilaciones y pensiones, que suma-
do a la misma cantidad de años como beneficiario conlleva el percibi-
miento de un mayor beneficio. 

No obstante, no hay que perder de vista que el primer dividiendo 
es un fenómeno de carácter potencial, por ende su aprovechamiento se 
encuentra sujeto a las condiciones del mercado de trabajo que permi-

7  Ver, por ejemplo, Stock y Wise (1990).
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tan la máxima utilización de la fuerza de trabajo, no sólo en términos 
de cantidad de empleo generado sino, también, de su calidad.

Aun en condiciones de mercado de trabajo favorable, la expansión 
de la participación laboral de aquellos grupos que tradicionalmente 
permanecen inactivos permitiría suavizar el potencial efecto negativo 
sobre el crecimiento del producto per cápita, pero no lo elimina en el 
largo plazo, dado que una vez agotados todos los recursos inactivos, el 
envejecimiento termina definiendo una menor tasa de actividad. 

6.2. Incremento del stock de capital per cápita

La segunda fuente de crecimiento del producto per cápita, el aumento 
de la razón capital por trabajador, podría verse afectada por los cam-
bios demográficos de dos maneras. La primera es un ajuste mecánico 
asociado con el tiempo que requiere el stock de capital para adaptarse a 
los cambios en la dotación de trabajo, dada cualquier relación de equi-
librio. En el corto plazo ello implica un incremento de la relación K/L 
en respuesta al envejecimiento de la población. La segunda, es el cam-
bio en la relación de equilibrio de largo plazo. Esta relación puede ex-
perimentar modificaciones como consecuencia de diferentes factores, 
tales como los posibles cambios en la calidad del trabajo –otra fuente 
directa de crecimiento de la productividad laboral– y las variaciones en 
el perfil global de demanda entre los sectores que mantienen diferentes 
intensidades en la utilización del capital como factor productivo. En 
este sentido, los cambios inducidos por el envejecimiento en el perfil 
de consumo entre sectores con diferentes intensidades de capital pue-
den tener implicancias sobre la productividad laboral, las cuales no son 
triviales.8

Como fuera mencionado, la importancia del aumento del stock de 
capital por trabajador se encuentra asociada al concepto de segundo 
dividendo demográfico. El período durante el cual transcurre el bono 
demográfico o ventana de oportunidad es propicio para el desarrollo 
económico, ya que el superávit del ciclo de vida agregado, es decir, la 
8  Si el perfil de consumo es diferente según grupo etario, y se asume que la demanda de los adultos 

mayores está mayormente dirigida a bienes y servicios cuyo proceso de producción es capital intensi-
vo, entonces, el envejecimiento poblacional implica un cambio en el perfil de demanda global hacia 
sectores capital intensivos, generando incentivos agregados a la acumulación de capital y por tanto 
el incremento de la relación K/L. Para mayor detalle ver Guest (2011).
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sumatoria de la diferencia entre ingresos y consumo de los grupos de 
trabajadores con capacidad de ahorro, permite incrementar el ahorro y, 
por tanto, a través del buen direccionamiento del mismo, la inversión. 
Siguiendo a Mason y Lee (2011), el segundo dividendo tiene efectos 
positivos sobre el crecimiento que se asocian con el período previo al 
envejecimiento y que no son transitorios. Este opera básicamente a tra-
vés del incremento del ahorro y la consiguiente acumulación de capital 
físico y de activos externos. Al incrementar la relación capital/trabajo 
sube la productividad, y al elevar el stock de activos externos mejora el 
ingreso nacional. 

Por supuesto, este segundo dividendo surgirá en la medida en que 
los marcos institucionales y de políticas induzcan a los individuos, a las 
empresas y a los gobiernos a incrementar la tasa de ahorro nacional y 
que este ahorro sea direccionado al financiamiento de la acumulación 
de capital. En un contexto de tipos de interés bajos, de mercados finan-
cieros no desarrollados, volatilidad macroeconómica, sin alternativas 
de inversiones, resulta poco viable que los ahorradores primarios pue-
dan sostener las inversiones requeridas para mantener la acumulación 
de capital y, por tanto, la productividad y el crecimiento económico. 

En este contexto, las iniciativas de política pública que se imple-
mentan durante la ventana de oportunidad o bono demográfico juegan 
un papel importante. Tanto el primer como el segundo dividendo son 
tributarios de este bono y resulta importante generar condiciones que 
incentiven el ahorro por parte de los agentes económicos, en particular 
de aquellos que se encuentran en la etapa superavitaria del ciclo de 
vida. 

6.3. Inversión en capital humano 

El concepto de capital humano se encuentra latente en toda función 
de producción. De manera implícita en la teoría tradicional del creci-
miento, a través del concepto de calidad del trabajo (h), y de manera 
explícita en los nuevos modelos de crecimiento endógeno como de-
terminante del cambio tecnológico (A). En este sentido, la inversión 
dirigida a mejorar las capacidades y habilidades de la fuerza de traba-
jo constituye en sí misma una fuente importante del crecimiento del 
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producto per cápita. Dentro de este concepto de inversión puede ser 
incluido las erogaciones destinadas a financiar la educación formal, el 
entrenamiento laboral e inclusive el cuidado de la salud. 

Es posible identificar dos grupos poblacionales en los cuales centrar 
la atención en materia de formación de capital humano. Por un lado, 
la población joven que transita por el proceso de educación formal. 
Al respecto, los esfuerzos dirigidos no sólo a expandir la cobertura del 
sistema educativo (tasa de escolaridad), sino también su calidad, cons-
tituyen claramente el objetivo de la política de formación de capital 
humano. 

Durante el período en que transcurre el bono demográfico la tasa 
de dependencia escolar va disminuyendo y ello libera recursos que, con 
el mismo nivel de gasto total en educación, permitirían incrementar el 
nivel de inversión per cápita, de manera tal de mejorar la calidad de esta 
en términos de insumos requeridos y de conocimientos transmitidos. 

Toda iniciativa que incentive la inversión en educación durante la 
etapa de la niñez y juventud genera retornos en el largo plazo, tanto 
en mejores capacidades básicas como técnicas, y a través de la mayor 
productividad alcanzada mayor es el ingreso laboral. La expansión de 
la cobertura del sistema educativo formal no implica solamente traba-
jar sobre un mayor porcentaje de la población objetivo, sino también 
extender la cantidad de años de estudios. En general, se identifica una 
tendencia al retraso en la edad de entrada al mercado de trabajo por 
parte de los jóvenes, lo que se encuentra ligado con una permanencia 
más prolongada en el sistema formal de educación. Fomentar esta con-
ducta constituye una clara política de formación de capital humano. 

Por otro lado, la población adulta joven, es decir la que participa 
activamente en el mercado de trabajo, debería encontrar incentivos a la 
continuidad de su inversión en la formación laboral. La participación 
por parte de los trabajadores actuales en los procesos de formación 
continua permite una mejor adaptación al cambio tecnológico nece-
sario para mantener, e incluso incrementar, su nivel de productividad 
laboral. 

Becker et al. (1990) postula la existencia de equilibrios múltiples en 
la producción de capital humano. Podría observarse, en primer lugar, 
una tendencia decreciente en la rentabilidad de dicho tipo de inversión, 
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o sea, una especie de círculo vicioso característico de las economías en 
vías de desarrollo en las que el capital humano es escaso. Los individuos 
invierten cada vez menos en educación porque la rentabilidad es, al 
mismo tiempo, cada vez menor. En consecuencia, la acumulación de 
capital humano tiende a agotarse. 

Alternativamente, podría presentarse el caso donde se exhibe un 
comportamiento creciente que corresponde a países desarrollados con 
gran stock de capital. Estos países experimentan una especie de círculo 
virtuoso pues, a medida que se invierte más en capital humano, se 
obtiene una mayor rentabilidad y existen incentivos para seguir invir-
tiendo. Para cortar el círculo vicioso una alternativa para que los indivi-
duos inviertan en capital humano consiste en otorgar un subsidio que 
compense la disminución de la rentabilidad de la inversión. 

Las estrategias de subsidios a la educación podrían reducir los costos 
y modificar la tendencia decreciente de la tasa de retorno de la inver-
sión en capital humano. Esta propuesta de subsidio ha sido formulada 
por Lucas (1988) y Becker et al. (1990) para países que tienen un stock 
de capital escaso y cuya tasa interna de retorno es decreciente. 

En cuanto a los incentivos generados hacia la población joven, los 
programas de transferencias de ingresos a los hogares constituyen un 
instrumento comúnmente utilizado. Estos costean el costo de oportu-
nidad del hogar a cambio de la asistencia de los niños del mismo hogar 
a los establecimientos educativos. 

Respecto de las iniciativas de promoción de los programas de forma-
ción continua, el fundamento detrás de estas se sostiene en la posible 
conducta pasiva que los trabajadores de mayor edad tengan sobre ellas. 
Es posible asumir que a medida que avanza el envejecimiento la edad 
promedio de los trabajadores aumenta, y que estos sean menos activos 
en términos del tiempo dedicado a la inversión en capital humano, 
producto del relativo bajo rendimiento marginal de la educación. 

El entrenamiento de los trabajadores como política para incremen-
tar el capital humano y compensar una caída de productividad asocia-
da a la edad está teniendo mayor relevancia en el debate. Economías 
con una estructura etaria más envejecida comenzaron a impulsar fuer-
temente este tipo de intervenciones ya en los primeros años del nuevo 
siglo, para enfrentar problemas de oferta de fuerza de trabajo y soste-
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nibilidad fiscal del sistema de pensiones. En particular, los países de la 
Unión Europea consolidaron la experiencia de intervenciones aisladas 
en términos de educación formal, educación de adultos, capacitación 
y formación laboral, y así acercarse mayormente a un sistema integral 
de formación continua que abarque todas las etapas del ciclo de vida 
de los individuos.

Heckman et al. (1998) revela que los procesos de aprendizaje post 
escuela, incluido el proceso de learning by doing, representan entre un 
tercio o la mitad del total de las capacidades formativas que la fuerza de 
trabajo adquiere en la economía moderna. Este renovado interés de la 
política en los programas de formación continua fue acompañado por 
una vasta producción de la literatura sobre la estimación empírica de 
los impactos de los programas de educación y formación en la produc-
tividad de los trabajadores, medida a través de cambios en los salarios 
(Blundell et al., 1999; Carneiro y Heckman, 2004; entre otros). Aun-
que todos estos estudios se enfocan en la experiencia de países desarro-
llados, ofrecen, no obstante, una referencia para ejercitar cambios en el 
perfil de productividad en los países que aún se encuentran atravesando 
el bono demográfico.

 
6.4. Investigación y desarrollo 

La creación de conocimiento a través de actividades explícitas de in-
vestigación y desarrollo es una extensión adicional de la acumulación 
de capital, que merece especial atención. Se ha argumentado que la 
inversión en capital humano constituye un factor importante de creci-
miento económico, a partir del incremento en la calidad de trabajo que 
esta implica. Sin embargo, el crecimiento del capital humano no es una 
condición suficiente para el crecimiento autosostenido, menos si no se 
destina dicho stock de capital hacia la generación de conocimiento y 
capacidades tecnológicas. 

En este sentido, se ha argumentado que parte del crecimiento del 
producto per cápita se explica por la productividad total de los factores. 
La idea detrás de este concepto es que los factores productivos, en su 
conjunto, pueden presentar rendimientos marginales crecientes a esca-
la. El esfuerzo destinado a mejorar cualquier proceso productivo per-
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sigue, como último objetivo, mejorar la productividad conjunta de los 
factores productivos y así obtener el mismo nivel de output a un costo 
menor. Por tal motivo, el incentivo propio de los sectores productivos 
por buscar mecanismos que permitan mejoras en la organización de sus 
factores y así ser más eficientes, resulta, en términos agregados, en lo 
que se ha denominado precisamente como g(A). Es decir, la búsqueda 
constante de mejoras tecnológicas permite la creación de rendimientos 
marginales a escala y, por lo tanto, se convierte en sí misma en una 
fuente de crecimiento económico.

La generación de capacidades tecnológicas o innovación intenta cap-
turar esta idea, que abarca no sólo a la creación de nuevas tecnologías 
de producción, sino que también incluye las actividades de compra, 
adaptación y cambio de tecnologías existentes (Chudnovsky, 1999).

Así, debido a la generación de economías de escala en el proceso 
productivo, parte del crecimiento del producto autosostenido es el re-
sultado del avance tecnológico. Pero, al mismo tiempo, aunque no se 
generen rendimientos crecientes al interior de la firma que implementa 
un cambio tecnológico, igual podrían generarse a nivel global de la 
economía. Ello debido a que el conocimiento se constituye como un 
factor de producción que se caracteriza por ser no rival y parcialmente 
excluyente. Estas características de bien público permiten la presencia 
de rendimientos crecientes a escala a nivel global, dada la generación 
de efectos externos ocasionados por el proceso de investigación y desa-
rrollo de una firma y los spillovers derivados, afectando el stock de co-
nocimiento disponible para el resto de las firmas. Este es el argumento 
propuesto por Romer (1986), quien incorporó el cambio tecnológico a 
los modelos económicos en los que se sitúa a la innovación en el núcleo 
del crecimiento del producto, como un factor adicional de producción. 
A partir de ello, la innovación deja de ser ya un elemento exógeno, en 
la medida en que se reconoce que este es el fruto de la inversión inten-
cional de recursos por parte de las firmas maximizadoras de beneficios 
(endógeno).

De este modo, se considera al cambio tecnológico como una fuerza 
esencial para el crecimiento económico, ya que incentiva la continui-
dad en la acumulación de capital. En conjunto, la acumulación de 
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capital y el cambio tecnológico son los responsables de gran parte del 
incremento en el producto obtenido por hora trabajada.

Sin embargo, las características de este tipo de inversión, que favo-
recen la existencia de economías de escala, también generan incentivos 
para el alcance de niveles subóptimos de inversión. La producción de 
conocimiento e innovación se desarrolla en un contexto de asimetría 
de información y de existencia de externalidades. La presencia de fallas 
de mercado genera el alcance de equilibrios subóptimos en relación 
al óptimo social, y ello justifica la intervención del Estado. En este 
sentido, los principales objetivos de la política científica y tecnológica 
pasan por asegurar una corriente continua de innovaciones y favorecer 
su difusión en la estructura productiva.

El conocimiento es considerado un bien no rival y no excluyente. 
Por lo mismo, las firmas rivales podrían aprovecharse de la inversión en 
innovación realizada por una empresa, generando un diferencial entre 
el retorno privado y social de dicha inversión. Lo que genera claros 
desincentivos a la inversión privada en la producción de conocimiento. 

Por otro lado, una segunda característica en la producción de este 
tipo de bien es el grado de incertidumbre en el que se enmarca. De 
acuerdo con Hall (2002), el retorno de la inversión en innovación es 
más incierto e incluye períodos de gestación más largos. Ello produce 
limitaciones, particularmente cuando el inversionista es un agente dis-
tinto al inventor. Por tal motivo, el mercado donde inversionistas con 
capacidad de financiamiento e inventores se encuentran para lograr una 
asociación suele parecerse al mercado de los limones de Akerlof (1970). 
Los primeros, quienes cuentan con menor nivel de información, son 
más escépticos a financiar un proyecto con alto grado de incertidum-
bre, o exigen una tasa de retorno mayor, excluyendo del mercado a 
los proyectos con menor incertidumbre (problema de selección adversa). 
Esto se potencia por el hecho de que los innovadores podrían mostrar 
reticencia a revelar información detallada acerca de sus proyectos debi-
do al riesgo de derrame (las externalidades). 

En este contexto, resulta importante para las economías en desarro-
llo alcanzar un consenso público-privado de largo plazo sobre la im-
portancia de mantener el apoyo público y de actualizar constantemen-
te las políticas de innovación. Asimismo, es imprescindible fomentar la 
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adopción de tecnología extranjera, la generación de infraestructura de 
investigación y la inversión en capital humano. Esto último junto con 
el apoyo a la investigación aplicada en sectores estratégicos previamente 
identificados, sumado a una protección inicial de los derechos de pro-
piedad intelectual.

Los países en vías de desarrollo encuentran mayores restricciones 
para avanzar en el proceso de creación de nuevas tecnologías, debi-
do no sólo a restricciones en el financiamiento, tamaño de mercados 
y absorción de riesgo, sino también por al stock de capital humano 
acumulado. Sin embargo, ello no implica una restricción para que se 
dé el avance tecnológico. A modo de ejemplo, la República de Corea 
comenzó a ser más activa en la adaptación de tecnologías extranje-
ras mediante la innovación imitativa e ingeniería inversa. Para esto, 
las empresas coreanas empezaron a invertir más intensivamente en el 
desarrollo de capacidades tecnológicas locales, sobre todo a través de 
licencias tecnológicas y acuerdos de transferencia de saberes técnicos 
(know-how) con empresas multinacionales instaladas en el país. 
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Capítulo 4
Inclusión financiera de la economía 
plateada en América Latina: análisis de la 
situación actual y desafíos al futuro

Diana Mejía y Jesús David Gutiérrez1

1. Introducción

De acuerdo con la OCDE (2015), la inclusión financiera es el proce-
so de promoción de un acceso asequible, oportuno y adecuado a una 
amplia gama de servicios y productos financieros regulados y la am-
pliación de su uso hacia todos los segmentos de la sociedad, mediante 
la aplicación de enfoques innovadores hechos a la medida, con activi-
dades de sensibilización y educación financiera que buscan promover 
tanto el bienestar financiero como la inclusión económica y social.

Existe una amplia evidencia acerca de la relación entre la inclusión 
financiera con la reducción de brechas de equidad y pobreza, así como 
con una mayor productividad y mayores niveles de bienestar financie-
ro. Por lo mismo, la inclusión financiera se presenta como un elemento 
clave para el desarrollo de los países. De hecho, está considerada un ha-
bilitador relevante para el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS), ya que puede tener un impacto significativo en 13 
de los 17 ODS que se deberían alcanzar en 2030 (Mejía y Azar, 2021).

La inclusión financiera es un concepto de carácter multidimensio-
nal que incorpora elementos tanto del lado de la oferta de productos 
financieros como de la demanda, siendo sus dimensiones básicas el 
acceso, el uso, la calidad y el impacto sobre el bienestar financiero de 
las personas, familias y hogares, así como sobre la innovación, produc-
tividad y crecimiento de las empresas. 

La inclusión financiera conecta a las personas con el sistema finan-
ciero formal, facilitando la vida cotidiana y permitiéndoles generar 
1  Los autores son Especialista Senior en Inclusión Financiera y Consultor Externo en CAF – banco 

de desarrollo de América Latina y el Caribe, respectivamente. 
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activos, mitigar las crisis relacionadas a emergencias, enfermedades o 
lesiones, ahorrar para el retiro y realizar inversiones productivas a través 
del uso efectivo de los principales tipos de servicios financieros: pagos, 
ahorro, crédito, inversión, remesas y seguros.

La dimensión de calidad de la inclusión financiera se refiere al gra-
do de satisfacción de las necesidades de los distintos segmentos de la 
población con los servicios ofrecidos por este tipo de mercado. En esta 
medida, es importante identificar los segmentos que tradicionalmente 
han sido excluidos o subatendidos por el sistema financiero tradicional, 
tales como las mujeres, la población rural, los migrantes, las poblacio-
nes indígena y afros, la población en condición de discapacidad, los 
jóvenes y los adultos mayores (Mejía y Gutiérrez, 2024), con el objeti-
vo de desarrollar productos financieros y no financieros que permitan 
cerrar las brechas en inclusión financiera de estos grupos. 

Con relación a la población mayor a 60 años, o la denominada 
“economía plateada”, es importante partir de un enfoque de ciclo de 
vida en el que se plantee el desarrollo de productos financieros que se 
ajusten a sus necesidades.

Los países en América Latina y el Caribe tienen el reto de desarrollar 
productos que den soporte a las personas en la última etapa del ciclo de 
vida. Este reto es muy importante, porque la mayoría de la población 
llegará desprotegida por haberse desempeñado en la economía infor-
mal, sin oportunidades de construir el soporte financiero necesario. 
Por ende, es fundamental que los programas de inclusión financiera 
aborden esta problemática en todas las etapas del ciclo de vida de las 
personas, con énfasis en mejorar el proceso de ahorro para la vejez, en 
el que la acumulación de ahorros durante la fase activa se convierte en 
un factor determinante para balancear el bienestar intertemporal de las 
personas. 

Trabajar en el diseño de políticas, programas y productos finan-
cieros para promover la inclusión financiera de la economía plateada 
es crucial por varias razones: i) facilita el acceso a servicios bancarios, 
créditos, inversión, ahorros y seguros, lo que contribuye al bienestar 
financiero y a la seguridad económica de los adultos mayores; ii) al 
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tener acceso a servicios financieros, estas personas pueden participar 
activamente en la economía, impulsando el consumo y el crecimien-
to económico; iii) la inclusión financiera les permite tomar decisiones 
autónomas sobre sus finanzas; y iv) facilita la planificación financiera a 
largo plazo, asegurando una jubilación más estable y cómoda.

El presente análisis se basa en los resultados de las más recientes 
encuestas de capacidades financieras realizadas por CAF – banco de 
desarrollo de América Latina y el Caribe, en seis países de la región: 
Chile (2023), Costa Rica (2023), Panamá (2022), Paraguay (2022), 
Perú (2022) y Uruguay (2022), con el objetivo de presentar evidencia, 
desde la demanda, de las actitudes y comportamientos de ahorro y aho-
rro para el retiro de la población según el rango de edad, así como de la 
tenencia y uso de productos y servicios financieros tanto tradicionales 
como digitales en estos países. Adicionalmente, se incluye un análisis 
de las capacidades financieras, de los resultados de la vulnerabilidad y 
resiliencia financieras y de sus efectos en el bienestar financiero de la 
población por rangos etarios. También se analizan los datos de acceso a 
internet y dispositivos móviles, y la confianza en el uso de los servicios 
financieros digitales de los grupos de mayor edad. 

En promedio, en los seis países los encuestados se distribuyen en 
diferentes grupos de edad, de la siguiente manera: 18% tiene entre 18 
y 25 años, 30% tiene entre 26 y 39 años, 19% tiene entre 40 y 49 años, 
16% tiene entre 50 y 59 años, y 17% tiene 60 años o más (tabla 1).

Tabla 1
Proporción de encuestados según el rango de edad

País 18 a 25 
años

26 a 39 
años

40 a 49 
años

50 a 59 
años

60 años o 
más

Chile 18% 27% 19% 19% 17%

Costa Rica 18% 30% 19% 13% 20%

Panamá 17% 31% 19% 17% 16%
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País 18 a 25 
años

26 a 39 
años

40 a 49 
años

50 a 59 
años

60 años o 
más

Paraguay 22% 34% 17% 13% 15%

Perú 19% 34% 20% 14% 13%

Uruguay 14% 26% 18% 19% 23%

Promedio general 18% 30% 19% 16% 17%

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

El capítulo se centra en analizar diferentes comportamientos financie-
ros relacionados con el ahorro, los planes de jubilación y la tenencia 
de productos financieros de la población mayor, para luego hacer una 
comparación de su nivel de inclusión financiera en los seis países exa-
minados. Asimismo, se revisan los resultados de las encuestas relacio-
nados con las capacidades financieras, entendidas como el conjunto 
de conocimientos, habilidades, actitudes y comportamientos de las 
personas para tomar decisiones financieras que conduzcan a un mayor 
bienestar en este ámbito. Posteriormente, se hace un análisis del ac-
ceso y uso que hacen las personas mayores de los dispositivos móviles 
y los servicios financieros digitales, así como del bienestar financiero 
en su dimensión objetiva, relacionada con la resiliencia financiera, y 
subjetiva, relacionada con actitudes que conducen a la satisfacción y 
confianza en la situación financiera actual. Por último, se presentan las 
conclusiones y algunas recomendaciones de política. 

2. Conductas de ahorro 

El ahorro es esencial tanto para el bienestar financiero individual como 
para el crecimiento económico. A pesar de que los gobiernos buscan 
estimular a sus ciudadanos a ahorrar más o a hacerlo de manera más 
adecuada, favoreciendo a las instituciones formales en lugar del ahorro 
informal y promoviendo la diversificación, existen obstáculos significa-
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tivos para esto, como el acceso limitado a los mercados financieros de 
ciertos grupos, la complejidad de los productos financieros y las asime-
trías en la información disponible (Lewis y Messy, 2012).

Los resultados de las encuestas demuestran que la propensión al 
ahorro es baja para los rangos de mayor edad en los seis países (figu-
ra 1). Una de las principales razones por la que las personas mayores 
tienen una capacidad de ahorro menor es el escaso acceso al sistema 
financiero, ya sea por falta de confianza en las instituciones o por falta 
de productos de ahorro diseñados para atender las necesidades de este 
grupo poblacional.

Figura 1 
En los últimos 12 meses, ¿usted ha estado ahorrando dinero (así 
ya no lo tenga)?  (%)

* Porcentaje de encuestados que afirman ahorrar.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Respecto a las formas en las que ahorran las personas en los seis paí-
ses, en la modalidad de “ahorrar en efectivo en la casa”, la proporción 
de quienes usan este método es significativamente mayor en Panamá 
(75%), Uruguay (75%), Chile (66%) y Costa Rica (63%) para el gru-
po de 18 a 25 años, en comparación con las personas de otras edades, 
mientras que Perú destaca como el país donde las personas de 60 años o 
más son quienes ahorran de esta manera en mayor porcentaje (73%). Al 
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analizar el promedio general, se observa que el uso de este tipo de ahorro 
disminuye a medida que aumentan los rangos de edad (figura 1.1).  
Figura 1.1 
Ahorra efectivo en la casa (alcancía, “debajo del colchón”) o en la 
billetera (%)

(*) Base: encuestados que ahorran.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Con relación al método de “dejar el dinero en una cuenta de depósito 
de ahorro”, en Panamá y Costa Rica se observa una mayor tendencia de 
esta forma de ahorro para todas las edades, mientras que en Uruguay se 
evidencia una tendencia a ahorrar a través de cuentas de ahorro a me-
dida que aumenta la edad, lo que sugiere una preferencia por métodos 
formales por parte de las personas mayores. Estos tres países son los 
únicos en donde el 50% o más de las personas de 60 años utilizan las 
cuentas de ahorro para guardar su dinero (figura 1.2). 

Figura 1.2 
Deja dinero en una cuenta de depósito de ahorro (%)

(*) Base: encuestados que ahorran.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.
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Con respecto al método de “ahorrar o invertir pensando en su jubila-
ción (sin considerar un régimen obligatorio de pensión complementa-
rio o un plan de pensión voluntario)”, se observa que la proporción de 
personas de 50 a 59 años que lo usan es significativamente mayor en 
Costa Rica, Chile, Panamá y Paraguay, en comparación con las perso-
nas de otras edades, lo que sugiere que en estos países aquellas personas 
que se encuentran en etapa productiva y están próximas a alcanzar la 
edad de jubilación aseguran los recursos para su vejez a través del aho-
rro voluntario (figura 1.3).

Figura 1.3 
Ahorra o invierte pensando en su jubilación (sin considerar un 
régimen obligatorio de pensión complementario o un plan de 
pensión voluntario) (%)

(*) Base: encuestados que ahorran.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

3. Planes para la jubilación 

En cuanto a los hallazgos de las encuestas frente a los planes de jubila-
ción, ante la pregunta “¿Qué tan confiado se siente sobre si ha hecho 
un buen trabajo con relación a los planes financieros para su jubila-
ción?”, se observa una mayor seguridad en sus planes en las personas 
de 60 años o más en comparación con las personas de otras edades 
en Uruguay (56%), Costa Rica (50%) y Chile (43%) (figura 2). Por 
otra parte, Paraguay destaca como el país donde menor proporción de 
personas de 60 años o más sienten seguridad en sus planes financieros 
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para la jubilación (13%), seguido de Perú (23%) y Panamá (37%). Pa-
raguay se destaca como el país en que las personas de todas las edades 
afirman, en mayor proporción, no tener un plan para la vejez, oscilan-
do entre un 50% y 53%. En promedio, para los seis países, el 24% de 
las personas de 18 a 25 años, el 28% de las personas de 26 a 39 años y 
de las personas entre 40 a 49 años, el 33% de las personas de 50 a 59 
años y el 37% de las personas de 60 años o más se sienten seguras de 
que han hecho un buen trabajo en relación a los planes financieros para 
la jubilación, lo que sugiere que mientras más cercanas están las per-
sonas a esta etapa, aumenta la atención hacia los esfuerzos que deben 
realizar para sus planes de pensión. 

Figura 2 
¿Qué tan confiado se siente sobre si ha hecho un buen trabajo con 
relación a los planes financieros para su jubilación? (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Sobre la forma en la que las personas obtendrán o están obteniendo los 
recursos para su jubilación, en promedio para los seis países según ran-
gos etarios, el porcentaje de personas que manifiestan que obtendrán 
sus recursos a través de un plan obligatorio de pensión por su trabajo 
oscila entre un 34% y 41%, donde el 39% de las personas de 60 años 
o más afirman estar obteniendo los recursos para la jubilación de esta 
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forma. Uruguay es el país donde se observa el mayor acceso a produc-
tos pensionales para todos los rangos de edad, oscilando entre el 74% 
y 84%, lo cual se explica por la amplia cobertura de los programas de 
pensiones en este país en comparación con los estándares latinoameri-
canos. Casi el 90% de la población mayor de 65 años está cubierta por 
el sistema de pensiones (Bucheli, Forteza y Rossi 2008). Por su parte, 
Perú es el país con menor acceso a planes de pensión para todos los 
rangos de edad, oscilando entre 13% y 19% (figura 2.1). 

Figura 2.1 
Obtendrá o está obteniendo los recursos para su jubilación 
recurriendo a un plan obligatorio de pensión (%)

(*) Base: encuestados que afirman tener un plan para la vejez.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

En cuanto a la pregunta relacionada con depender en la vejez de un 
cónyuge o compañero que lo respalde económicamente, en promedio 
para los seis países, el porcentaje de personas que así lo manifiesta os-
cila entre un 16% y 19%, donde Panamá, Paraguay y Uruguay son los 
países en los cuales, en todos los rangos de edad, las personas mayorita-
riamente afirman obtener los recursos para la jubilación de esta forma. 
Panamá es donde hay una mayor proporción de personas de 60 años o 
más que dependen de un cónyuge o compañero (42%), mientras que 
Chile y Perú registran una menor proporción de personas de 60 años o 
más que afirma tener esta dependencia (4%) (figura 2.2). 
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Figura 2.2 
Obtendrá o está obteniendo los recursos para su jubilación 
dependiendo del cónyuge o compañero/a que lo respalda (%)

(*) Base: encuestados que afirman tener un plan para la vejez.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Respecto a depender de los hijos/as o familiares para obtener los recur-
sos para la jubilación, en promedio para los seis países, el porcentaje 
de personas que responden positivamente oscila entre un 10% y 22%, 
evidenciándose una tendencia de aumento en la proporción de perso-
nas que afirma obtener los recursos para la jubilación de esta forma a 
medida que aumenta la edad, lo que sugiere una dependencia de los 
hijos por parte de los adultos entre más se acercan a la edad de la ju-
bilación. Paraguay y Panamá son los países donde, en todos los rangos 
de edad, las personas mayormente afirman depender de la familia para 
obtener los recursos para su jubilación, observándose una diferencia 
entre las personas de 50 años o más en comparación con las de menor 
edad, donde entre el 41% y 52% de las personas de 50 años o más en 
estos dos países afirman depender de los familiares en sus planes de 
jubilación (figura 2.3). 
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Figura 2.3 
Obtendrá o está obteniendo los recursos para su jubilación 
dependiendo de los/as hijos/as o de otros miembros de familia 
que lo respaldan (%)

(*) Base: encuestados que afirman tener un plan para la vejez.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Con relación a usar los ahorros propios como recursos para la vejez, 
Panamá y Uruguay sobresalen como los países donde las personas de 
todas las edades más establecen depender de sus ahorros para obtener 
su jubilación y, en promedio para todas las edades, el porcentaje de 
personas que afirma depender de esta modalidad oscila entre un 16% y 
33%, evidenciándose una tendencia decreciente a medida que aumen-
ta la edad, lo que muestra algo evidente, y es que esta etapa de la vida 
se caracteriza por una desacumulación de activos, incluido el ahorro 
(figura 2.4). 

Figura 2.4 
Recurrir a sus ahorros (%)

(*) Base: encuestados que afirman tener un plan para la vejez.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

En promedio para los seis países según la edad, entre el 31% y 57% de 
las personas afirman que su estrategia para obtener sus recursos para la 
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jubilación es seguir trabajando, siendo esta la modalidad para adquirir 
recursos para la jubilación más implementada, donde un 31% de las 
personas de 60 años o más aseguran utilizar esta forma, lo que sugiere 
que casi una tercera parte de los adultos en edad de jubilación sigue 
trabajando para obtener los recursos para su retiro. Además, se eviden-
cia una tendencia decreciente a medida que aumenta la edad, lo que 
indica que las personas jóvenes en edad de trabajar tienden a planificar 
la obtención de los recursos para su vejez por medio de sus trabajos y 
no a través de un plan de pensiones. Paraguay, Panamá y Uruguay son 
los países donde las personas mayormente planean obtener o están ob-
teniendo los recursos para su jubilación trabajando (figura 2.5).

Figura 2.5 
Continuar trabajando (%)

(*) Base: encuestados que afirman tener un plan para la vejez.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Por último, en promedio para los seis países, entre el 16% y 31% de 
las personas afirman depender de un negocio propio para obtener sus 
recursos para la jubilación, evidenciándose una tendencia decreciente 
de la proporción de personas que asegura obtener los recursos para la 
jubilación de esta forma a medida que aumenta la edad, lo que sugiere 
que las personas más jóvenes tienden a emprender negocios, en mu-
chos casos por los altos niveles de informalidad de las economías. Pana-
má, Uruguay y Paraguay son los países donde las personas mayormente 
afirman obtener o estar obteniendo los recursos para su jubilación por 
medio de un negocio propio; además, se destaca Panamá como el país 
donde esta modalidad es la más implementada entre todos los rangos 
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de edad, donde la proporción de personas que depende de un negocio 
propio oscila entre un 44% y 73% (figura 2.6).

Figura 2.6 
Depender de los ingresos de un negocio propio (%)

(*) Base: encuestados que afirman tener un plan para la vejez.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Estos resultados sugieren que aún hay una proporción significativa de 
personas de todas las edades en estos seis países de la región que no 
tienen acceso a productos de pensión, y que están recurriendo a otras 
modalidades para obtener esos recursos, como continuar trabajando 
o depender del cónyuge o hijos, incluyendo a las personas en edad 
de jubilación. Esto podría deberse a los significativos niveles de infor-
malidad en estos países, así como a la falta de productos financieros 
innovadores que incentiven el ahorro para la jubilación. En América 
Latina, la tasa de empleo informal para todos los grupos de edad oscila 
entre el 36,9% y el 54%, reportándose las mayores tasas en las personas 
más jóvenes, es decir, quienes tienen entre 15 a 24 años (46,2%), y las 
personas de mayor edad, o sea, quienes tienen 65 años o más (54,4%) 
(OIT, 2022). Además, menores niveles de ingresos se asocian a mayo-
res niveles de trabajo informal (Espejo, 2022). Esta situación presenta 
una barrera en el acceso a productos formales para la vejez y limita la 
capacidad de ahorro.

4. Tenencia de productos financieros 

La tenencia de productos financieros es crucial para la estabilidad eco-
nómica y la inclusión financiera. Productos como cuentas bancarias, 
tarjetas de crédito, préstamos, productos de inversión y seguros, am-
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plían el acceso al sistema financiero. Sin ellos, las oportunidades se 
reducen, dificultando la gestión de ingresos y ahorros. La diversidad 
de productos ofrece opciones según las necesidades y objetivos de cada 
segmento poblacional y la importancia de estos varían según la etapa 
en el ciclo de vida; por ejemplo, los jóvenes podrían priorizar tener 
cuentas bancarias para recibir sus salarios y empezar a ahorrar, los adul-
tos pueden buscar préstamos para vivienda, educación y emprendi-
mientos, y las personas mayores priorizar la seguridad y las pensiones.

Dentro de los resultados de las encuestas se observan, en promedio, 
brechas en la tenencia de productos de pago según la edad, eviden-
ciándose una menor tenencia a medida que esta aumenta. De los seis 
países analizados, Chile y Costa Rica presentan un mayor porcentaje 
de personas de todas las edades con tenencia de productos de pago 
(figura 3.1). 

Figura 3.1 
Tenencia de productos de pago (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Con relación a los productos de ahorro se observan, en promedio, 
brechas en la tenencia de este tipo de productos, evidenciándose una 
menor tenencia a medida que aumenta la edad, a excepción de las 
personas de 26 a 39 años, las cuales registran el mayor porcentaje de 
tenencia (39%), lo que sugiere un mayor acceso a estos productos por 
parte de las personas que ya se encuentran activas en el mercado labo-
ral. Sobresale el caso de Uruguay, en donde el 53% de las personas de 
60 años o más tienen productos de ahorro, solo por detrás del 60% de 
las personas de 25 a 39 años, y siendo el país donde una proporción 
superior de personas de mayor edad antes de la jubilación (40 a 49 y 



151

50 a 59) y en edad de jubilación (60 años o más) adquieren estos pro-
ductos (figura 3.2).

Figura 3.2
Tenencia de productos de ahorro (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

En cuanto a la tenencia de seguros financieros se observa, en promedio 
para los seis países, que el porcentaje de personas que tienen este tipo 
de productos oscila entre el 19% y 28%. Destaca nuevamente el caso 
de Uruguay, en donde una mayor proporción de personas de 60 años 
o más tienen seguros financieros, en comparación con las personas de 
otras edades y de los demás países; y el de Perú, donde una considerable 
proporción de personas entre las edades de 26 a 49 años tienen seguros 
financieros (figura 3.3).

La importancia de una amplia y diversa oferta de seguros finan-
cieros en la vejez radica en las necesidades específicas que este tipo de 
productos puede satisfacer. Un ejemplo de esto es la renta vitalicia, la 
cual es posible definir como un seguro que protege contra el riesgo 
de agotar los ahorros durante la vejez, facilitando la disponibilidad de 
recursos por el resto de la vida de la persona (Banco Mundial, 2005). 
Este modalidad de seguro proporciona beneficios dependiendo de la 
tasa de interés, la esperanza de vida y los aportes periódicos definidos 
por la persona.

De acuerdo con Tapia Troncoso et al. (2023), en países de Latinoa-
mérica como Uruguay, Chile y Colombia, ya se están explorando estos 
seguros para la vejez, mientras que en países como Australia, Canadá, 
Dinamarca, Estados Unidos, Islandia, Israel, Países Bajos, Singapur y 
Suecia, ya se encuentran consolidados en el mercado de seguros. Los 
autores también destacan que la falta de proveedores privados de se-
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guros de rentas vitalicias es una falla de mercado de primer orden en 
América Latina y el Caribe. Esta es una de las principales barreras en 
la implementación de estos productos innovadores para la vejez en la 
región.

Figura 3.3
Tenencia de seguros financieros (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

5. Índice de inclusión financiera 

La inclusión financiera se refiere a la promoción del acceso y uso de 
servicios financieros regulados de manera asequible, oportuna y ade-
cuada. Esto se logra mediante enfoques adaptados y novedosos, inclu-
yendo actividades de sensibilización y educación financiera. El objetivo 
es promover tanto el bienestar financiero como la inclusión económica 
y social en todos los segmentos de la sociedad (OCDE, 2013).

El índice de inclusión financiera mide el acceso y uso de productos 
financieros, el conocimiento de estos y la capacidad de elegirlos vo-
luntariamente antes de adquirirlos, además del respaldo financiero de 
personas cercanas (figura 4.1).
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Figura 4.1
Dimensiones del índice de inclusión financiera

Fuente: adaptado de la OCDE (2022).

El puntaje de inclusión financiera muestra, en promedio para los seis 
países, brechas en las personas de 60 años o más en comparación con 
las personas de otras edades, en donde los mayores obtienen el puntaje 
más bajo (29 puntos), mientras que las personas de 26 a 39 años obtie-
nen el más alto (41 puntos), evidenciándose una tendencia decreciente 
a medida que aumenta la edad. Uruguay destaca como el país donde las 
personas que están cerca de la edad de jubilación (50 a 59 años), y las 
personas en edad de jubilación (60 años o más), obtienen los puntajes 
de inclusión financiera más altos (44 puntos). Paraguay, en cambio, es 
el país donde estos grupos obtienen los puntajes más bajos (16 y 17 
puntos respectivamente) (figura 4.2).
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Figura 4.2
Puntaje promedio de inclusión financiera

* El índice de inclusión financiera tiene una escala de 0 a 100.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

6. Fuentes de información para elegir productos financieros

Al momento de tomar decisiones financieras, es fundamental contar 
con información precisa y confiable. Por lo tanto, las diferentes fuen-
tes de información disponibles para ayudar a seleccionar los productos 
financieros influyen en la elección acertada de aquellos que mejor se 
adaptan a las necesidades propias. De acuerdo con un estudio realizado 
por Cárdenas et al. (2020) para países de América Latina, las personas 
que tienen el hábito de comparar en diferentes instituciones financie-
ras antes de adquirir un nuevo producto, y buscan asesoramiento en 
medios masivos o toman consejos de expertos o no expertos, logran un 
mayor bienestar financiero que quienes no tienen ese hábito.

Con relación a la comparación de productos entre varias entidades 
financieras antes de adquirirlos, se observa que, en promedio para los 
seis países, el 19% de las personas de 18 a 25 años siguen esta práctica, 
siendo el grupo que menos compara entre entidades financieras, mien-
tras que el 28% de las personas de 40 a 49 sí lo hacen, siendo el grupo 
que en mayor proporción realiza una comparación. Uruguay y Costa 
Rica destacan como los únicos países donde existe una mayor propor-
ción de personas de 60 años o más que comparan entre varias entidades 
financieras antes de adquirir un producto (figura 5.1).
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Figura 5.1
Compara entre varias entidades financieras antes de adquirir un 
producto (%)

(*) Base: encuestados que eligieron un producto financiero.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Por otra parte, respecto a recurrir a fuentes de información poco es-
pecializadas antes de adquirir un producto financiero, tales como un 
anuncio o folleto, recomendación de amigos, información del personal 
del banco, entre otras, se observa en promedio para los seis países una 
menor proporción de personas de 60 años o más que recurren a estas 
fuentes de información (46%). Chile y Uruguay destacan como los 
países donde las personas de todas las edades más acuden a este tipo de 
fuentes, en comparación con los demás países (figura 5.2).

Figura 5.2 
Recurre a fuentes de información poco especializadas (por 
ejemplo, un anuncio o folleto, recomendación de amigos, 
información del personal del banco u otras) para informarse sobre 
productos financieros (%)

(*) Base: encuestados que eligieron un producto financiero.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Por último, en cuanto a recurrir a fuentes de información especializa-
das, tales como guías de compra en revistas especializadas, sitios web 
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de comparación de precios, tasas y tarifas o recomendaciones de un 
asesor financiero independiente, se observa que, en promedio para los 
seis países, el porcentaje de personas que recurren a estas fuentes de 
información oscilan entre un 14% y 25%, evidenciándose una tenden-
cia decreciente en la proporción de personas a medida que aumenta la 
edad, sugiriendo en general el bajo acceso a este tipo de fuentes de in-
formación, que se agudiza más en personas de mayor edad (figura 5.3).

Figura 5.3
Recurre a fuentes de información especializadas (por ejemplo, una 
guía de compra, sitio web de comparación de precios, tasas y 
tarifas, recomendación de un asesor financiero independiente) 
para informarse sobre productos financieros (%)

(*) Base: encuestados que eligieron un producto financiero.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

7. Uso de productos financieros para la gestión de los ingresos 
del hogar 

La inclusión financiera abarca tanto el acceso a productos financieros 
como su uso pertinente para satisfacer necesidades específicas de las 
personas. Por lo tanto, existen productos financieros que desempeñan 
un papel fundamental en la gestión eficiente de los ingresos personales. 
Las cuentas bancarias son uno de ellos, ya que más que solo medios 
para depósitos de dinero actúan como una puerta de entrada al mundo 
de los medios digitales y canales electrónicos. Su relevancia no se limita 
al acceso, sino también a cómo se utilizan para administrar los ingresos 
y hacer planificaciones financieras.
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Con relación a las acciones que realizan las personas que reciben los 
ingresos del hogar mediante un depósito en una cuenta, se evidencia 
que el grupo de 60 años o más retira en mayor proporción la totalidad 
del dinero depositado de una vez, en comparación con las personas de 
otras edades (35%). En todos los países, a excepción de Uruguay, se 
muestra que dicho grupo etario es el que más sigue esta práctica (figura 
6.1).

Figura 6.1
Personas que retiran la totalidad del dinero depositado en su 
cuenta de una sola vez (%)

(*) Base: encuestados que reciben los ingresos del hogar (salario, pensión, remesas, 
etc.) mediante un depósito en una cuenta.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Por otra parte, en cuanto a las personas que utilizan el dinero deposi-
tado en su cuenta para hacer compras y pagos con tarjeta de débito, 
crédito y transferencias, en promedio para los seis países, se evidencia 
una menor proporción de personas de 60 años o más (27%) que usan 
estos servicios financieros en comparación con las personas de otras 
edades. Panamá destaca como el único país en donde las personas de 
60 años o más utilizan en mayor proporción el dinero depositado en 
su cuenta para pagos electrónicos (34%), mientras que en Chile, Costa 
Rica, Uruguay y Perú se registra una menor proporción de personas de 
60 años o más que hace uso de estas herramientas financieras en com-
paración con los otros rangos etarios (figura 6.2).
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Figura 6.2
Personas que utilizan el dinero depositado en su cuenta para 
hacer compras y pagos con tarjeta de débito, de crédito y 
transferencias (%)

(*) Base: encuestados que reciben los ingresos del hogar (salario, pensión, remesas, 
etc.) mediante un depósito en una cuenta.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Estos resultados destacan el bajo nivel de uso de servicios financieros 
digitales por parte de las personas de mayor edad, lo que sugiere tam-
bién una preferencia por el dinero en efectivo por parte de este grupo. 
De acuerdo con Age UK2 (2016), muchos adultos mayores optan por 
los servicios de banca en sucursal física, debido a que prefieren un ser-
vicio cara a cara, la interacción social y la seguridad de ver cómo se 
realiza su transacción bancaria y recibir un registro en papel que lo 
acredite. Estas diferencias pueden influir significativamente en la ges-
tión y planificación financiera de los adultos mayores, y por ende en su 
inclusión financiera efectiva. 

8. Índice de capacidades financieras

Las capacidades financieras se refieren a una combinación de concien-
cia financiera, conocimientos, habilidades, actitudes y comportamien-
tos financieros necesarios para tomar decisiones acertadas y lograr el 
bienestar en este ámbito (OCDE/INFE, 2022). Las capacidades finan-
cieras pueden permitir a las personas tomar decisiones informadas y 
tener un mayor control sobre sus asuntos económicos, así como tam-

2  Organización benéfica líder en el Reino Unido dedicada a ayudar a las personas a aprovechar al 
máximo la vejez. Además, cuenta con la red internacional Age International, que trabaja en más de 
30 países en desarrollo.
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bién ayudarlas a evitar estafas y tener la confianza necesaria para aden-
trarse en nuevos aspectos del panorama financiero. Además, fomentan 
el ahorro, la inversión y la gestión de ingresos a corto y largo plazo 
(OCDE/INFE, 2023).

El índice de capacidades financieras mide los conocimientos, com-
portamientos y actitudes financieras de las personas (figura 7.1).

Figura 7.1 
Dimensiones del índice capacidades financieras

Fuente: adaptado de la OCDE (2023).

El puntaje de capacidades financieras muestra, en promedio para los 
seis países, brechas en las personas de 60 años o más en comparación 
con las personas de otras edades, en donde estas obtienen el puntaje 
más bajo (51 puntos), mientras que las personas de 26 a 39 años obtie-
nen el más alto (57 puntos), evidenciándose una tendencia decreciente 
de los puntajes a medida que aumenta la edad. Uruguay destaca como 
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el país donde las personas cercanas a la edad de jubilación (50 a 59 
años) y las personas en edad de jubilación (60 años o más) tienen los 
puntajes de capacidades financieras más altos de los seis países (57 y 56 
puntos respectivamente), que además son superiores al puntaje de las 
personas de 18 a 25 años en este país (55 puntos), mientras que Para-
guay es donde estos grupos obtienen los puntajes más bajos (48 y 44 
puntos respectivamente) (figura 7.2).

Figura 7.2
Puntaje promedio de capacidades financieras

* El índice de capacidades financieras tiene una escala de 0 a 100.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

9. Conectividad digital: acceso a dispositivos, internet y uso de 
servicios financieros digitales 

El acceso a dispositivos digitales es una puerta de entrada al uso de 
servicios financieros de este tipo, los cuales, a través de plataformas di-
gitales, permiten realizar transacciones y operaciones financieras desde 
cualquier lugar. Esto agiliza los procesos y evita desplazamientos físicos 
a entidades bancarias. Además, estas opciones benefician a personas en 
áreas rurales o con movilidad reducida. Aunque existen riesgos ciberné-
ticos, las instituciones financieras implementan cada vez más medidas 
de seguridad avanzadas en sus plataformas. El acceso digital también es 
más seguro que llevar grandes cantidades de efectivo y contribuye a la 
educación financiera mediante aplicaciones y herramientas que ofrecen 
capacitaciones sobre presupuesto, inversiones y ahorro, entre otras.

De acuerdo con los resultados de las encuestas, se observan brechas 
en la tenencia de teléfonos celulares inteligentes con plan de datos. 



161

En promedio, se evidencia que esa tenencia es menor a medida que 
aumenta la edad. Las personas de 60 años o más son las que tienen 
acceso en menor proporción a dispositivos digitales. A pesar de estas 
diferencias, Chile y Uruguay registran el mayor porcentaje de personas 
de 40 años o más que poseen teléfonos celulares inteligentes con plan 
de datos, en comparación con otros países (figura 8.1).

Figura 8.1
Tiene teléfono celular inteligente con plan de datos (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

En el contexto digital actual, el acceso a internet se ha convertido en 
un pilar fundamental para la inclusión financiera y el desarrollo eco-
nómico. Tanto las redes fijas como las móviles desempeñan un papel 
crucial al conectar a las personas con servicios financieros, oportunida-
des laborales y recursos educativos por medio de dispositivos digitales.

Respecto a las suscripciones a servicios de internet banda ancha, se 
observa que, en promedio para los seis países, existen 19 suscripcio-
nes por cada 100 personas. Uruguay es el país con mayor número de 
suscripciones a internet banda ancha fija por cada 100 personas (33), 
seguido de Chile (23) y Costa Rica (21), quienes se encuentran por 
encima del promedio general. Perú es el país con menor número de 
suscripciones por cada 100 personas (9), seguido de Paraguay (11) y Pa-
namá (15), quienes están por debajo del promedio general. (figura 8.2).
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Figura 8.2
Suscripciones a internet banda ancha fija (por cada 100 personas)

* Datos del año 2022.
Fuente: datos obtenidos del Banco Mundial.3 (Promedio general elaborado 
internamente).

En cuanto a las suscripciones activas a servicios de internet banda an-
cha móvil,4 se observa en promedio para los seis países, 96 suscripcio-
nes por cada 100 personas. Uruguay es el país con mayor número de 
suscripciones activas a internet banda ancha móvil por cada 100 per-
sonas (116), seguido de Chile (110), Panamá (97) y Costa Rica (97), 
quienes se encuentran por encima del promedio general de suscripcio-
nes. Paraguay es el país con menor número de suscripciones a internet 
banda ancha móvil por cada 100 personas (71), seguido de Perú (85), 
los que están por debajo del promedio general (figura 8.3).

3  Prosperity Data360. “Indicadores económicos”.

4  Suma de las suscripciones activas basadas en teléfonos móviles y suscripciones de banda ancha móvil 
basadas en computadora (USB/dongles) al internet público. Unión internacional de Telecomunica-
ciones (2022).
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Figura 8.3
Suscripciones activas a internet banda ancha móvil (por cada 100 
personas)

* Datos del año 2022.
Fuente: datos obtenidos del Banco Mundial (promedio general elaborado 
internamente).

Estos resultados destacan el acceso limitado a servicios de internet fijo 
y el accesos considerable a servicios de internet móvil en América La-
tina. Uruguay y Chile lideran en suscripciones a servicios de internet 
fijo y móvil, y tienen la mayor proporción de personas mayores de 60 
años con acceso a teléfonos celulares inteligentes con plan de datos. Por 
otro lado, Perú y Paraguay tienen el acceso más limitado en cuanto a 
suscripciones de servicios de internet fijo y móvil, registrando la menor 
proporción de personas mayores de 60 años con acceso a estos disposi-
tivos en cuestión. De acuerdo con el Banco Mundial (2022), la banda 
ancha móvil a través de teléfonos inteligentes es el principal medio de 
acceso a internet para los hogares en América Latina y el Caribe. Esto 
sugiere que el acceso a conectividad de internet influye en la adopción 
de dispositivos móviles digitales por parte de los adultos mayores.

Con relación al uso de servicios financieros digitales tales como 
transferencias de dinero en línea (figura 8.4), compras por internet (fi-
gura 8.5) y pago de facturas en línea (figura 8.6), las personas de mayor 
edad registran un menor uso. Esto puede deberse a la falta de alfabeti-
zación digital, falta de confianza en las plataformas tecnológicas o a la 
preferencia de operaciones financieras por métodos presenciales, entre 
otras razones. En América Latina, la falta de motivación y habilidades, 
así como el desconocimiento de los beneficios, es una barrera significa-
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tiva en la adopción de este tipo de tecnologías por parte de la población 
mayor (Sunkel y Ullmann, 2019).

Figura 8.4
Realizó transferencias de dinero en línea (bancarias o por medio 
de billetera digital, a través de internet mediante un computador 
o un celular) en el último año (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Figura 8.5
Realizó compras por internet (con tarjeta débito/crédito o 
plataformas de pago) en el último año (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Figura 8.6
Pagó facturas en línea (a través de internet mediante un 
computador o un celular) en el último año (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.
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10. Índice de capacidades financieras digitales 

Las capacidades financieras digitales se refieren a una combinación de 
conciencia financiera, conocimientos, habilidades, actitudes y com-
portamientos necesarios para que las personas conozcan y utilicen de 
forma segura los servicios financieros digitales y las tecnologías, con el 
objetivo de contribuir a su bienestar en este ámbito (OCDE, 2024).

El índice de capacidades financieras digitales mide los conocimien-
tos, comportamientos y actitudes financieras digitales de las personas 
(figura 9.1).

Figura 9.1 
Dimensiones del índice de capacidades financieras digitales

Fuente: adaptado de la OCDE (2023).

El puntaje de capacidades financieras digitales muestra, en promedio 
para los seis países, menores puntajes para las personas de 60 años o 
más en comparación con las personas de otras edades, en donde las pri-
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meras obtienen el puntaje más bajo (52 puntos) y las personas de 26 a 
39 años obtienen el más alto (60 puntos), evidenciándose una tenden-
cia decreciente a medida que aumenta la edad, tanto en el promedio 
general como en los seis países analizados. Costa Rica destaca como el 
país donde las personas en edad de jubilación (60 años o más) obtienen 
los puntajes de capacidades financieras más altos (56 puntos), seguido 
de Chile y Uruguay (55 puntos), mientras que Paraguay es donde este 
grupo obtiene los puntajes más bajos (41 puntos) (figura 9.2).

Figura 9.2 
Puntaje promedio de capacidades financieras digitales

* El índice de capacidades financieras digitales tiene una escala de 0 a 100.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

11. Índice de bienestar financiero 

El bienestar financiero se refiere al grado en que las personas pueden 
satisfacer sus necesidades y compromisos financieros actuales, hacer 
frente a los choques financieros negativos y sentirse seguros sobre su 
propio futuro financiero, con la capacidad de tomar decisiones que les 
permitan alcanzar sus respectivas metas. Se considera que el bienestar 
financiero tiene una perspectiva tanto objetiva, la llamada resiliencia fi-
nanciera, relacionada con la disponibilidad de recursos para hacer fren-
te a choques financieros negativos, así como una perspectiva subjetiva, 
que está relacionada con la satisfacción con la situación financiera y 
los sentimientos de estrés relacionados a estos asuntos (OCDE, 2023).

El índice de bienestar financiero mide el bienestar objetivo (resi-
liencia financiera), el cual evalúa la capacidad financiera para enfrentar 
choques negativos, así como el bienestar subjetivo, que evalúa el grado 
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de satisfacción con la situación financiera personal, la confianza y sen-
timientos de seguridad relacionados con los asuntos financieros (figura 
10.1).

Figura 10.1 
Dimensiones del índice de bienestar financiero

Fuente: adaptado de la OCDE (2023).

La resiliencia financiera hace referencia a la disponibilidad de recur-
sos financieros para hacer frente a choques negativos en este aspecto. 
(OCDE, 2023). La resiliencia es crucial para la estabilidad económica 
de las personas mayores. De acuerdo con el Global Partnership for 
Financial Inclusion (GPFI) y la OCDE (2019), muchos adultos llegan 
a la vejez sin tener suficientes ahorros, seguros o pensiones para cubrir 
sus necesidades financieras diarias. Algunos continúan trabajando o 
piden préstamos para enfrentar esta incertidumbre, mientras que otros 
dependen de la asistencia social o de sus familias. La incapacidad para 
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cubrir sus gastos puede generar estrés financiero, problemas de salud 
mental y aislamiento social. Además, los choques de ingresos, como 
enfermedades o pérdidas familiares, pueden crear dificultades financie-
ras significativas.

De acuerdo con las preguntas referentes a la resiliencia financiera, 
los resultados de las encuestas muestran que, en promedio, en los seis 
países las personas mayores tienen más dificultades para llegar a fin 
de mes en comparación a los jóvenes. La proporción de personas que 
podría cubrir un gasto imprevisto sin recurrir a deuda oscila entre un 
34% y 39% (figura 10.2). Lo anterior puede explicarse por los bajos 
niveles de ahorro de la población en general, así como por la infor-
malidad laboral y la falta de protección social, donde los trabajadores 
informales a menudo carecen de acceso a seguridad social, seguros de 
salud y pensiones, lo que dificulta su capacidad para ahorrar o invertir 
y aumenta su vulnerabilidad ante choques económicos (OIT, 2013). 

Figura 10.2 
Si enfrenta un gasto imprevisto hoy, equivalente a su ingreso 
mensual personal, sería capaz de cubrir estos gastos sin pedir un 
crédito o pedir ayuda a familiares o amigos (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

En promedio para los seis países, la proporción de personas a quienes 
los ingresos les alcanzan para cubrir sus gastos mensuales oscila entre 
un 34% y 45%, donde el 39% de las personas de 60 años o más afirma 
poder cubrirlos, solo superadas por el grupo etario de 18 a 25 años 
(45%), los más jóvenes en edad de trabajar del cuadro comparativo. 
Chile destaca como el único país donde las personas de 60 años o más 
pueden cubrir los gastos del hogar con sus ingresos mensuales por en-
cima de las personas de otras edades, mientras que Paraguay es donde 
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este segmento de la población afirma que podría hacerlo en menor 
proporción (21%) en comparación con el resto de los grupos etarios 
(figura 10.3). 

Figura 10.3 
Los ingresos alcanzan a cubrir los gastos mensuales (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Respecto a la capacidad de cubrir los gastos del hogar por tres meses o 
más si se pierde la principal fuente de ingresos, en promedio para los 
seis países según la edad, la proporción de personas que afirma poder 
hacerlo oscila entre el 26% y 34%, donde se evidencia un comporta-
miento de U invertida, lo que sugiere que quienes se encuentran en 
la etapa laboral activa logran aumentar gradualmente su capacidad de 
ahorro y después, al acercarse a la edad de jubilación, entran en una 
etapa descendente en su capacidad productiva, que implica una menor 
capacidad de ahorro y, por tanto, una menor capacidad de depender 
de activos propios para hacer frente a choques financieros (figura 10.4). 
Este patrón de U invertida también se alinea con la teoría del ciclo vital 
de Franco Modigliani,5 en donde los jóvenes tienen menos capacidad 
de ahorro debido a ingresos más bajos, los trabajadores consolidados 
tienen mayor capacidad de ahorro y las personas jubiladas gastan sus 
ahorros disminuyendo estos activos, por lo que su capacidad para cu-
brir gastos si pierden su principal fuente de ingresos es menor.

5  Ganador del Premio Nobel de Economía en 1985. Nobel Prize Outreach AB. (2024).
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Figura 10.4
Podría cubrir los gastos del hogar 3 meses o más sin la fuente 
principal de ingresos (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

En promedio para los seis países, la proporción de personas a las que 
les sobra dinero a fin de mes oscila entre 17% y 29%, evidenciándose 
una tendencia decreciente a medida que aumenta la edad. Costa Rica 
destaca como el país donde las personas de todas las edades afirman, en 
mayor proporción, tener dinero de sobra a fin de mes, oscilando entre 
un 31% y 51%, y siendo las personas de 18 a 25 años las únicas por 
encima del 50% en tener dinero de sobra (figura 10.5).

Figura 10.5 
De acuerdo con “Me sobra dinero a fin de mes” (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

El bienestar subjetivo hace referencia al grado de satisfacción de las 
personas con su situación financiera y los sentimientos de estrés rela-
cionados con asuntos financieros (OCDE, 2023). Este bienestar emo-
cional es muy importante para la estabilidad económica y mental de las 
personas mayores. Según la OMS (2023), los adultos mayores son más 
propensos a enfrentar eventos adversos como la pérdida de un familiar, 
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una reducción de los ingresos o un menor sentido de propósito con la 
jubilación, lo que puede afectar su salud mental. De acuerdo con el 
GPFI y la OCDE (2019), la combinación de orientación financiera, 
asesoramiento y diseño de productos, junto con esquemas apropiados 
de protección al consumidor, pueden mejorar la planificación financie-
ra a lo largo de la vida de las personas. Además, los productos financie-
ros diseñados para mejorar la seguridad financiera, el ahorro, seguros 
para enfermedades graves o productos de cuidados de larga duración, 
pueden proporcionar una mayor tranquilidad emocional en la vejez.

En cuanto a las preguntas referentes al bienestar subjetivo, los re-
sultados de las encuestas muestran que, en promedio, en los seis países 
no hay diferencias significativas entre las personas de 26 años o más 
respecto a la satisfacción de la situación económica actual, mientras 
que las personas de 18 a 25 años son quienes, en su mayoría, afirman 
estar más satisfechos (44%). Costa Rica, Chile y Uruguay son los países 
donde las personas de 60 años o más sostienen mayoritariamente estar 
satisfechos con su situación económica actual, en comparación con las 
personas de otras edades (figura 10.6). 

Figura 10.6 
De acuerdo con “Estoy satisfecho con su situación económica 
actual” (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

En cuanto a la capacidad de las personas de hacer las cosas que consi-
deran importantes de acuerdo a su situación financiera (figura 10.7) y 
su percepción sobre su grado de endeudamiento actual (figura 10.8), se 
evidencia, en promedio para los seis países, un comportamiento en for-
ma de U en la proporción de personas que afirma que sus finanzas no 
limitan esa capacidad y que no tienen demasiadas deudas actualmente, 
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lo que muestra que, a medida que aumenta la edad, las personas per-
ciben que sus finanzas no son una limitante para poder hacer las cosas 
que son importantes para ellas y, adicionalmente, que no mantienen 
demasiadas deudas. 

Figura 10.7 
En desacuerdo con “Mis finanzas limitan mi capacidad para hacer 
las cosas que son importantes para mí” (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Figura 10.8 
En desacuerdo con “Tengo demasiadas deudas ahora mismo” (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Por último, de acuerdo con los puntajes del índice de bienestar finan-
ciero se observa, en promedio para los seis países, menores resultados 
para las personas de 40 años o más en comparación con las personas 
menores de 40, en donde las primeras obtienen el puntaje más bajo 
(33 puntos), mientras que las personas de 18 a 25 años obtienen el más 
alto (39 puntos) y los de 26 a 29 años un promedio de 35 puntos, evi-
denciándose una tendencia decreciente de los puntajes a medida que 
aumenta la edad hasta los 40 años, y manteniéndose en ese nivel para 
las personas mayores. En países como Perú, Uruguay, Panamá y Para-
guay se evidencia una tendencia decreciente en los puntajes promedio 
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de inclusión financiera, lo que sugiere un menor bienestar financiero 
para las personas de edades mayores en comparación con las personas 
más jóvenes en estos países. Por otra parte, en Costa Rica y Chile se ob-
servan los puntajes más altos de bienestar financiero en las personas de 
60 años o más (41 y 40 puntos respectivamente), donde además Chile 
destaca como el único país en que el puntaje de bienestar financiero es 
mayor para este grupo (figura 10.9). Vuelve a destacar el caso de Chile 
como el único país donde las personas de 60 años o más obtienen un 
mayor puntaje en bienestar financiero en comparación con las otras 
edades (40 puntos). De acuerdo con un informe del Observatorio So-
cial de Chile (2020), en 2017, el 8,6% de la población nacional estaba 
en situación de pobreza monetaria, pero solo el 4,5% de las personas de 
60 años o más se encontraban en esta situación, cifra inferior al porcen-
taje nacional; además, la mayoría de las personas de esta edad (85,8%) 
se consideraban autovalentes, es decir, capaces de realizar actividades 
básicas o instrumentales de la vida diaria sin depender de otros. Esto 
sugiere, en términos relativos, que los adultos mayores podrían enfren-
tar menos dificultades económicas que el resto de la población.

Figura 10.9 
Puntaje promedio de bienestar financiero

* El índice de bienestar financiero tiene una escala de 0 a 100.
Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

12. Confianza en las finanzas abiertas (open finance), servicios 
financieros digitales y medidas de ciberseguridad

En un contexto global cada vez más digitalizado, la confianza se con-
vierte en un pilar fundamental para el mayor uso de los servicios fi-
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nancieros digitales. La adopción masiva de tecnologías digitales, como 
aplicaciones móviles y bancas en línea, plantea desafíos y oportunida-
des en términos de seguridad, privacidad y accesibilidad. La confianza 
de las personas impacta en su relación con las instituciones financieras 
y plataformas tecnológicas. Además, el grado de disposición a compar-
tir datos financieros personales con otras entidades financieras también 
influye en la efectividad de políticas regulatorias que busquen promo-
ver el diseño, acceso y uso de productos financieros especializados y a 
la medida de las necesidades de cada consumidor.

En cuanto a los hallazgos de las encuestas frente a permitir que las 
instituciones financieras compartan los datos con otras instituciones, 
sobre la afirmación “Permitiría a otras entidades compartir mi infor-
mación financiera con las entidades del sistema financiero para acceder 
a mejores condiciones al solicitar un producto financiero”, se observa 
en promedio para Chile, Costa Rica y Perú, una proporción de perso-
nas que están en desacuerdo con esta frase, que oscila entre el 65% y 
76%, evidenciándose una mayor preferencia por la privacidad de sus 
datos o desconfianza en las entidades del sistema financiero por parte 
de las personas mayores (figura 11.1). Estos resultados destacan la poca 
disposición de las personas a que se compartan sus datos y, principal-
mente, muestran una mayor aversión a compartir información finan-
ciera con otras instituciones por parte de las personas de mayor edad. 
De acuerdo con IPSOS y el Foro Económico Mundial (2019), las prin-
cipales razones que motivan lo anterior son no saber cómo se utiliza la 
información compartida, la desconfianza en cómo las organizaciones 
utilizan sus datos y el hecho de que valoran más su privacidad, además 
de que piden mayor transparencia y garantías de confidencialidad y 
seguridad.
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Figura 11.1
Permitiría a otras entidades compartir mi información financiera 
con las entidades del sistema financiero para acceder a mejores 
condiciones al solicitar un producto financiero (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

Respecto a la oferta de servicios financieros en línea, sobre la afirmación 
“Confío en los servicios financieros que brindan las entidades financie-
ras por internet y las Fintechs que cambian monedas, dan préstamos 
por internet o billeteras digitales”, se observa en promedio para los seis 
países, una proporción de personas que está de acuerdo con la frase 
que oscila entre el 18% y 31%, evidenciándose una menor confianza 
en los servicios financieros en línea por parte de las personas de edades 
mayores. Al observar los resultados por países, en Chile, Costa Rica, 
Panamá, Paraguay y Perú hay una menor proporción de personas de 
60 años o más que confían en los servicios financieros en línea en com-
paración con los otros rangos etarios. Uruguay es el único país donde 
las personas de 60 años o más no presentan porcentajes más bajos en 
comparación con los demás rangos de edad, y además es donde los 
adultos de 60 años o más confían en mayor proporción en los servicios 
financieros en línea en comparación con los otros países (figura 11.2). 
Estos resultados destacan el bajo nivel de confianza en esta clase de 
servicios, donde de acuerdo con el Banco Mundial (2022), más de dos 
tercios de los hogares conectados en América Latina y el Caribe están 
preocupados por la privacidad y la seguridad al usar internet, como 
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también evidencian brechas de confianza en los servicios financieros 
digitales ofrecidos por las instituciones financieras y las Fintechs según 
la edad. Las personas de mayor edad muestran un menor grado de con-
fianza en estos servicios en comparación con las personas más jóvenes, 
donde destaca el caso de Uruguay como el país en el que las personas 
mayores tienen un poco más de confianza en los servicios en línea. 

Figura 11.2
Confío en los servicios financieros que brindan las entidades 
financieras por internet y las FinTechs que cambian monedas, dan 
préstamos por internet o billeteras digitales (%)

Fuente: elaboración propia basada en la encuesta CAF de capacidades financieras.

La adopción de canales digitales depende en gran medida de la se-
guridad cibernética. Las amenazas digitales afectan tanto a individuos 
como a organizaciones, y proteger la información es crucial para la 
confianza en los servicios financieros de este tipo. Un estudio del BID 
y la OEA (2020) muestra que los usuarios de países con leyes avanzadas 
de seguridad cibernética reportan una mayor confianza en el uso de 
internet, lo cual está relacionado con una mayor seguridad derivada de 
leyes específicas en TIC y protección de datos. 

El índice de ciberseguridad global mide el compromiso de los Esta-
dos miembros de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) con 
la ciberseguridad (tabla 2). 
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Tabla 2
Pilares de la ciberseguridad global definidos por la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones6

Ciberseguridad global

Medidas legales Existencia de marcos jurídicos relativos a la ciberseguridad y 
la ciberdelincuencia.

Medidas técnicas
Existencia de instituciones y marcos técnicos que se ocupan 
de la ciberseguridad, teniendo equipos activos de interven-
ción en casos de incidentes informáticos activo y participa-
ción en equipos de intervención regionales.

Medidas organi-
zativas

Existencia de instituciones de coordinación, políticas y estra-
tegias para el desarrollo de la ciberseguridad a nivel nacional.

Medidas de desa-
rrollo de capaci-
dades 

Existencia de programas de investigación y desarrollo, educa-
ción y formación, profesionales certificados y organismos del 
sector público que fomentan el desarrollo de capacidades y 
sensibilización.

Medidas de coo-
peración

Existencia de asociaciones, marcos de cooperación y redes de 
intercambio de información.

* Fuente: adaptado del informe “Índice Mundial de Ciberseguridad 2020” de la 
Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT).

Los resultados del índice de ciberseguridad global para los seis paí-
ses muestran que Uruguay tiene el mayor puntaje (75,2 puntos). Al 
analizar los puntajes de Uruguay a partir de las medidas específicas 
que componen el índice, se observa que es el único país en el que las 
áreas de mayor fortaleza relativa son el de desarrollo de capacidades 
(19 puntos) y las medidas técnicas (18,3 puntos), además de ser las de 
mayor puntuación entre los seis países (tabla 3). Las medidas técnicas 

6  Organismo especializado en telecomunicaciones de la Organización de las Naciones Unidas, encar-
gado de regular las telecomunicaciones a nivel internacional entre las distintas administraciones y 
empresas operadoras.
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de ciberseguridad incluyen criterios mínimos de seguridad y acredita-
ción para aplicaciones y sistemas informáticos, así como organismos y 
marcos nacionales para la vigilancia, alerta y respuesta a incidentes ci-
bernéticos. A su vez, las medidas de desarrollo de capacidades abarcan 
campañas de concientización y grupos de investigación que abordan 
la ciberseguridad desde perspectivas tecnológicas, socioeconómicas y 
políticas (UIT, 2020). Por lo tanto, un marco técnico sólido de ciber-
seguridad y un enfoque sociodemográfico específico en las necesidades 
de cada segmento de la población pueden contribuir significativamen-
te al fortalecimiento y desempeño de la ciberseguridad del ecosistema 
digital, lo que posiblemente influya en los mayores niveles de confianza 
de los adultos mayores en los servicios financieros digitales en Uruguay, 
en comparación con los otros cinco países.

Tabla 3
Índice de ciberseguridad global y sus componentes7

País Medidas 

legales

Medidas 

técnicas

Medidas 

organiza-

tivas

Desa-

rrollo de 

capaci-

dades

Medidas 

cooperati-

vas

Puntaje de 

ciberse-

guridad 

global

Uruguay 13.9 18.3 12.1 19.0 11.8 75.2

Chile 17.2 9.4 15.8 11.1 15.3 68.8

Costa 

Rica

17.6 9.1 12.7 12.1 15.9 67.5

Paraguay 14.2 10.9 13.1 6.8 12.1 57.1

Perú 20.0 11.6 5.6 5.3 13.2 55.7

7  El índice de ciberseguridad global es la suma de sus cinco componentes, donde cada uno toma 
valores de 0 a 20.
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País Medidas 

legales

Medidas 

técnicas

Medidas 

organiza-

tivas

Desa-

rrollo de 

capaci-

dades

Medidas 

cooperati-

vas

Puntaje de 

ciberse-

guridad 

global

Panamá 10.4 10.9 2.4 6.1 4.3 34.1

Promedio 

general

15.5 11.7 10.3 10.1 12.1 59.7

* Datos del año 2020.
* El índice de ciberseguridad global tiene una escala de 0 a 100.
Fuente: datos obtenidos del informe “Índice Mundial de Ciberseguridad 2020” de 
la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT). (Promedio general elaborado 
internamente).

13. Conclusiones y recomendaciones de política

Las intervenciones de inclusión financiera, para que sean efectivas y de 
calidad, deben diseñarse teniendo en cuenta las necesidades de los dis-
tintos grupos poblacionales. Es por esto que es clave considerar siempre 
un enfoque de ciclo de vida que incorpore las principales necesidades 
en la juventud, cuando se inicia la vida laboral, en la madurez cuando 
se alcanzan responsabilidades financieras como la educación de los hi-
jos, los créditos, las hipotecas, entre otros, y al final de la vida laboral en 
donde empieza una etapa de desacumulación de lo ahorrado a lo largo 
de la vida. En todas las etapas, uno de los objetivos fundamentales es el 
ahorro para la vejez y el aporte continuo a los planes de pensión, con el 
objeto de llegar al final de la vida laboral con la seguridad y la confian-
za de contar con ingresos periódicos que permitan vivir esta etapa en 
plenitud y con tranquilidad. 

No obstante, de los resultados de las encuestas de capacidades finan-
cieras para los seis países de América Latina (Chile, Costa Rica, Pana-
má, Paraguay, Perú y Uruguay), observamos que los niveles de ahorro 
de las personas mayores de 60 años son bajos, y que además muestran 
una escasa confianza en sus planes de retiro. En su mayoría, estos pla-
nes están relacionados con seguir trabajando, depender de un negocio, 
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su cónyuge o hijos, y en menor medida recurrir a un plan de pensión, 
lo que evidencia la importancia de diseñar productos de ahorro para 
la vejez que permitan que esta población tenga los recursos suficientes 
para cubrir sus gastos de vida en esta etapa. 

Dentro de este tipo de productos están los Beneficios Económicos 
Periódicos (BEPs) de Colpensiones de Colombia (Ministerio de Justi-
cia y del Derecho, 2022), los cuales son una alternativa de ahorro para 
que la población de bajos ingresos pueda recibir un ingreso de por 
vida, una vez cumplida la edad de retiro. De igual manera, productos 
financieros digitales como Millas para el Retiro de México (Comisión 
Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, 2017), permiten apor-
tes periódicos programados para el retiro, además de incorporar en su 
diseño los hallazgos de la economía conductual como la predisposición 
al presente y la aversión a la pérdida, con el objeto de promover el aho-
rro a través del consumo y los pagos. 

Por su parte, los bonos SELFIES son una opción de inversión me-
diante la cual se obtienen ingresos mensuales extra en el retiro, ga-
rantizando ganancias por encima de la inflación. En Brasil, el Tesoro 
Nacional emite este tipo de bonos desarrollados en base a las investi-
gaciones de los profesores Robert C. Merton (ganador del Premio No-
bel de Economía en 1997) y Arun Muralidhar, denominados RendA+ 
(Tesouro Direto, 2023). La Tesorería RendA+ adapta el concepto de 
pensiones privadas a los títulos públicos, simplificando el proceso de 
inversión, aportando más seguridad y accesibilidad a la planificación 
de pensiones. Con estos se invierte en la acumulación de valores duran-
te la vida laboral y cuando llegue el momento de la jubilación, se reci-
ben los rendimientos de la inversión mensualmente durante 20 años.

Asimismo, las hipotecas inversas son productos diseñados para per-
sonas mayores que son propietarias de vivienda y quieren tener un in-
greso complementario, quienes podrán hipotecar su inmueble a cam-
bio de una renta mensual.

Además del diseño de productos específicos para cubrir las necesida-
des de ahorro de la economía plateada, es importante diseñar progra-
mas y productos no financieros que mejoren los niveles de resiliencia 
financiera de esta población, así como sus capacidades financieras y sus 
niveles de educación financiera digital. 



181

Teniendo en cuenta la amplia penetración de las tecnologías móvi-
les y de los servicios financieros digitales, es clave diseñar productos fi-
nancieros que incorporen alfabetización digital para personas mayores 
con el objeto de que este grupo poblacional, que tradicionalmente ha 
estado incluido financieramente, no resulte excluido por cuenta de la 
digitalización. Para esto, es fundamental diseñar productos inclusivos 
para esta población que tengan en cuenta: i) diseño digital inclusivo, 
esto es adoptar un diseño digital que facilite el acceso y uso de servicios 
financieros digitales. Implica tipografías legibles, colores de alto con-
traste y ubicación adecuada de elementos en la pantalla; ii) experiencia 
de usuario mejorada mediante una comunicación clara y concisa, in-
corporando imágenes y videos para facilitar la comprensión y generar 
confianza; iii) utilizar iconos y patrones de navegación reconocibles 
para transmitir confianza y familiaridad ; iv) visualización de datos ac-
cesible a través de la transformación de datos financieros complejos en 
gráficos y tablas comprensibles, lo cual promueve la cultura del ahorro 
e inversión; y v) personalización y acompañamiento, esto se puede rea-
lizar mediante el uso de la inteligencia artificial para ofrecer productos 
personalizados pero también a partir de alianzas a través de las cuales 
las instituciones financieras pueden trabajar con fundaciones u organi-
zaciones de la sociedad civil, las que pueden ofrecer acompañamiento 
a los adultos mayores para mejorar sus niveles de alfabetización digital 
como ocurre en Portugal (Santa Casa de Misericórdia de Lisboa, 2023). 

En conclusión, se observa que la economía plateada enfrenta retos 
importantes relacionados con el acceso y uso de productos y servicios 
financieros, los cuales tienen que diseñarse con criterios de calidad, es 
decir que sean pertinentes y se centren en las necesidades específicas de 
este segmento de la población. Esto debe ir acompañado de programas 
de educación financiera y digital que promuevan una mejor toma de 
decisiones financieras, que tengan impactos positivos en la confianza, 
seguridad y bienestar financiero de la población mayor.  
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Capítulo 5
Retos y políticas públicas para las personas 
mayores en Colombia

Juan Pablo Alzate

1. Introducción

Colombia no ha sido una excepción dentro del proceso de envejeci-
miento que viene enfrentando la región de América Latina. De acuer-
do con el Departamento Nacional de Estadísticas (DANE), para 2025 
su población mayor de 60 años será de 8.1 millones de personas de un 
total estimado de 53.1 millones. Es decir, un 15.4% de colombianos 
será adulto mayor. 

Lo que más llama la atención es que la proporción de personas ma-
yores de 60 sobre la población total, en el año 2000, era de 8%, y para 
2050 se proyecta que sea del 26% (DANE - Dirección de Censos y 
Demografía, 2023). O sea, en un período de 50 años este segmento 
poblacional se incrementará en 18 puntos porcentuales. Durante ese 
período, Colombia pasará de tener 3.1 millones de personas mayores 
en el año 2000 a casi 15 millones en el 2050, según las proyecciones 
del DANE. 

Este acelerado proceso de envejecimiento se explica por varias razo-
nes. Una de ellas es la disminución significativa que han tenido los na-
cimientos en el país. De acuerdo con el DANE, en 2023pr1 se alcanzó 
un total de 510 357 nacimientos, cifra que por segundo año consecu-
tivo reporta la reducción anual más alta de la serie, con -11,0% frente 
al 2022 y -23,7% comparado con el 2014, lo cual equivale a 158 780 
nacimientos menos entre 2014 y 2023pr. (DANE, 2024). 

1  pr: cifras preliminares. Las cifras 2014-2022 corresponden a nacimientos procesados con bases de 
cifras definitivas. La cifra 2023pr corresponde a cifras preliminares, nacimientos ocurridos entre el 1 
de enero y el 31 de diciembre de 2023, reportados hasta el 31 de enero de 2024.
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Gráfica 1. Número y variación de los nacimientos en Colombia 
Total, nacional (años 2014-2023)

Fuente: DANE, Estadísticas vitales, 2024. (Cifra preliminar).

El origen de la caída dramática de los nacimientos en Colombia se 
explica, a su vez, principalmente por la baja de su Tasa Global de Fe-
cundidad (TGF). Este indicador ha disminuido de forma constante en 
los últimos diez años, pasando de 1,8 hijos nacidos vivos por mujer en 
2014 a 1,2 en 2023 (DANE, 2024). La tasa está incluso por debajo 
de las registradas en Europa en 2022, donde la TGF era de 1.5 hijos 
nacidos vivos por mujer (CEPAL, 2023).

Ante el incremento acelerado de la población mayor en Colombia, 
surge una cantidad de interrogantes que no tienen respuestas precisas 
aún. ¿Cuál será la principal fuente de ingresos de estas personas? ¿Cómo 
será su estado de salud? ¿Quién se encargará de proveer y pagar por el 
cuidado que demandarán? ¿Cuál será el impacto sobre el presupuesto 
nacional? Estas son, quizás, algunas de las preguntas más frecuentes 
que rondan las discusiones relacionadas con la transición demográfica. 

Sin embargo, una visión un poco menos ortodoxa y tradicional aña-
de otras inquietudes, tales como: ¿cuál será el impacto de este proceso 
en el mercado laboral? ¿Qué implicaciones trae esta transición para la 
composición de las empresas en Colombia? ¿Qué negocios se crearán 
a partir de este cambio demográfico? ¿Cuáles serán los sectores eco-
nómicos que más se fortalecerán ante esta nueva realidad?, junto con 
otra serie de preguntas que, como afirma el profesor Joseph Coughlin, 



191

sencillamente no se han planteado todavía. El error más devastador de 
todos es el que es imposible de medir: la falta de innovación. ¿Cuán-
tos posibles productos que mejorarían la vida de las personas mayo-
res nunca llegarán a existir, ya sea porque las empresas se negaron a 
considerar a los consumidores mayores como dignos de innovación? 
(Coughlin, 2017).

En el presente capitulo se hará una descripción general de la pobla-
ción mayor colombiana de hoy y del futuro próximo. Se presentará un 
análisis de su situación social y productiva y de sus niveles de pobreza. 
Asimismo, se hará un breve análisis de los principales indicadores del 
mercado laboral de esta población y de su participación en la econo-
mía nacional a la luz de los micronegocios. Finalmente, se presentarán 
una serie de recomendaciones a partir de experiencias exitosas lideradas 
desde el sector social en Colombia, que pueden aportar en la genera-
ción de políticas ante el proceso de envejecimiento que enfrenta su 
población económicamente activa. 

2. Caracterización de la población mayor en Colombia

Con base en las proyecciones hechas a partir del Censo Nacional de 
población y vivienda realizado en Colombia el año 2018, su población 
total sería de 52.7 millones de personas. De este grupo, el 51% eran 
mujeres (27 millones) y el 49% hombres (25.7 millones). En términos 
de los grandes grupos de edad su composición sería la siguiente: el 22% 
se encuentra entre los 0-14 años, el 63% entre los 15 y los 59 años y 
el 15% son mayores de 60. En 2024, habría 7 891 331 millones de 
personas mayores de 60 años. 

De estas, el 56% (4 383 480) son mujeres y el 44% (3 507 851) 
hombres. Y en términos de los grandes grupos de edad su composición 
es: 55.6% de la población mayor estaría en el rango 60-69 años, el 
30.4% entre los 70-79 años y el 14% restante serían mayores de 80 
años. De acuerdo con las cifras oficiales del DANE, para 2024 se pro-
yectaba la existencia de 18 mil centenarios, de los cuales el 60% eran 
mujeres.  
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Tabla 1. Estructura de la Población mayor de 60 años en 
Colombia (2024)

Rangos de edad Hombres Mujeres Total Participación

60-69 años 1 993 201 2 397 769 4 390 970 55.6%

70-79 años 1 054 871 1 340 889 2 395 760 30.4%

80-89 374 683 518 571 893 254 11.3%

90-99 77 897 115 369 193 266 2.4%

100 años y más 7 199 10 882 18 081 0.2%

Total 3 507 851 4 383 480 7 891 331 100.0%

Fuente: DANE. Dirección de Censos y Demografía. (Actualización: marzo de 
2023).

Ahora bien, el proceso de envejecimiento de la población colombiana 
no se presenta de manera homogénea en todo el país, que se divide 
en 32 departamentos. En algunos de estos territorios el porcentaje de 
personas mayores de 60 años supera el 20% de la población total de ese 
departamento, mientras que en algunos casos está por debajo del 6%. 
De los 7.8 millones de mayores registrados en Colombia, el 51% de 
ellos se ubican en tan solo cinco regiones. De acuerdo con el DANE, 
en 2024 más de cuatro millones de personas mayores de 60 años habi-
tan en Bogotá (16%), Antioquia (14%), Valle del Cauca (10%), Cun-
dinamarca (7%) y Atlántico (5%). 

3. Inclusión social y productiva de la población mayor en 
Colombia 

La Fundación Saldarriaga Concha, una de las organizaciones de la so-
ciedad civil con mayor experiencia en el desarrollo de investigaciones 
sobre la longevidad en el país, desarrolló en 2017 un índice multidi-
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mensional que permite estimar los niveles de inclusión de las personas 
mayores. 

Esta herramienta, que actualmente se encuentra en proceso de 
transferencia metodológica para que el Departamento Nacional de Es-
tadísticas lo adopte como medida oficial de la inclusión en Colombia, 
incorpora varios elementos que vale la pena resaltar. 

El primero de ellos es que pone sobre la mesa el concepto de doble 
inclusión, que se viene desarrollando en espacios académicos y de polí-
tica pública en la región desde hace poco tiempo. Una de las institucio-
nes que ha publicado algunos documentos que lo aborda es la CEPAL. 
Según esta organización, la doble inclusión pretende dar cuenta, por un 
lado, de la necesidad de garantizar un nivel básico de bienestar a toda la 
población a través del acceso universal a la educación, la salud y la pro-
tección social —incluidos las políticas y los servicios de cuidado—, así 
como a infraestructura básica (energía, agua potable y saneamiento), 
independientemente del nivel de ingresos y otras características de los 
hogares. Y por otro lado, se busca dar cuenta también de la necesidad 
de garantizar la participación de las personas en el trabajo remunerado 
en condiciones dignas, con empleos de calidad que le otorguen ingre-
sos estables y con acceso a la protección social (CEPAL, 2017). 

Bajo este marco conceptual, lo que presenta el índice de la Funda-
ción Saldarriaga Concha es un indicador que descompone la inclusión 
en dos grandes dimensiones igual de importantes, la inclusión social 
y productiva. De esta manera, se categoriza a las personas mayores en 
cuatro categorías, los que están doblemente incluidos (social y produc-
tivamente), los que están incluidos solo en una de las dos dimensiones 
(dos categorías) y aquellos que están doblemente excluidos. 
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Figura 1. Intersección de los componentes de inclusión social e 
inclusión productiva

Fuente: Elaboración propia a partir de Fundación Fundación Saldarriaga Concha e 
Inclusión SAS.

Otra innovación que incluye este índice hace referencia a la unidad de 
análisis. En este caso, se hace un ajuste a la metodología para garanti-
zar que la situación de inclusión de los adultos mayores tenga mayor 
peso relativo (60%) que la situación de los demás miembros del ho-
gar (40%). Teniendo en cuenta que el índice utiliza como fuente de 
información la “Gran Encuesta Integrada de Hogares de Colombia”, 
se corría el riesgo de que, si se usaba como unidad de análisis el hogar, 
se terminara invisibilizando estadísticamente la situación específica de 
los mayores. Este es un tema altamente sensible en variables como el 
ingreso per cápita, si en un hogar hay una persona mayor que no tiene 
ningún ingreso y que termina siendo arrastrada por los demás miem-
bros que sí tienen y que incrementan el promedio del hogar analizado. 

La actual estructura del índice en su dimensión social está confor-
mada por 9 indicadores agrupados en 3 dimensiones: i) Educación, ii) 
Acceso a salud y iii) Vivienda y servicios públicos. En la primera se mi-
den variables como el alfabetismo y el logro educativo. Luego, en salud, 
se calcula el aseguramiento en salud y las restricciones a los servicios 
de salud relacionadas con aspectos financieros. Estos indicadores son 
calculados tanto para la persona mayor como para los demás miembros 
del hogar.

En el caso de la Vivienda y servicios públicos, la unidad de análisis 
es el hogar y se estiman variables como el acceso a fuentes de agua 
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mejorada, la adecuada eliminación de excretas, los pisos y paredes ade-
cuados y el hacinamiento.

En el caso de la inclusión productiva, este componente contiene 4 
indicadores agrupados en dos dimensiones: i) Ingresos y ii) Acceso a 
trabajo de calidad. Aquí se tienen en cuenta factores como la ocupa-
ción, las cotizaciones, si la persona trabaja máximo 48 horas semanales 
y si presenta subempleo por competencias. Todos los indicadores en 
este componente son estimados tanto para la persona mayor como para 
los demás miembros del hogar (FSC e Inclusión SAS, 2023). 

4. Resultados de inclusión

Para el período 2012-2021, la clasificación en las cuatro categorías que 
ofrece el índice multidimensional de inclusión social y productiva fue 
la siguiente: 

Gráfica 2. Distribución de la población mayor de 60 años por 
categorías de inclusión, 2012-20212

Fuente: Cálculos Fundación Saldarriaga Concha e Inclusión SAS a partir de 
DANE-GEIH 2012-2021.

2  En 2020 no fue posible realizar la estimación del índice debido a las dificultades en materia de 
recolección de información estadística por la pandemia de COVID-19.
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A nivel general, se observa una mejora continua de la doble inclusión 
de las personas mayores en Colombia, que pasó de un 41% en 2012 
a un 55,3% en 2021. Por su parte, la doble exclusión disminuyó de 
27% a un 15,2% en el mismo período. Al analizar los resultados entre 
hombres y mujeres para 2021, se encontró que las mujeres presentaban 
una proporción ligeramente superior de doble inclusión, mientras que 
la proporción de exclusión era prácticamente equiparable entre ambos 
géneros. No obstante, analizando por separado la inclusión social y 
productiva, se evidenció que las mujeres tenían una mayor represen-
tación en el primer grupo, mientras que los hombres estaban inclui-
dos productivamente en un porcentaje mayor (FSC e Inclusión SAS, 
2023). 

Donde se presentan las mayores diferencias es cuando se comparan 
los resultados entre las zonas urbanas y las zonas rurales. Para el año 
2021, el 33% de las personas mayores de 60 años que habita en zona 
rural se encontraba en doble inclusión, frente a un 61% en zona urba-
na; mientras que en exclusión había un 25,9% en la zona rural versus 
un 12,5% en la zona urbana. El comportamiento de la doble inclusión 
y la exclusión en la zona rural tiene claras desventajas en comparación 
con lo observado para el total del país o la zona urbana, donde la doble 
inclusión siempre ha superado a la exclusión a lo largo del período de 
referencia; en contraste, en la zona rural la exclusión fue superior a la 
doble inclusión hasta el año 2019 (FSC e Inclusión SAS, 2023).

Finalmente, este índice permite determinar cuáles son las principa-
les variables que explican la doble exclusión que enfrentan las personas 
mayores en Colombia. A nivel social, los indicadores con mayor pro-
porción de población en privación son: bajo logro educativo indivi-
dual, bajo logro educativo del resto del hogar, analfabetismo individual 
y analfabetismo de los demás miembros del hogar. El 70,5% de las per-
sonas mayores de 60 se encontraba en privación en el indicador de bajo 
logro educativo individual, es decir, que acumulaba menos de nueve 
años aprobados de educación. Para los demás miembros del hogar este 
indicador era del 53.6%. De igual manera, un 13,5% de las personas 
mayores de 60 se encontraba en privación en el indicador de analfabe-
tismo individual. Para el resto del hogar este valor fue del 9.8%. 
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En términos de inclusión productiva, las privaciones más altas se 
presentaron en los indicadores de No cotizante a pensión a nivel in-
dividual (71,6%), No ocupación individual (71,6%), No cotizante a 
pensión resto de integrantes del hogar (65,6%) y No ocupado resto de 
integrantes del hogar (59,5%).3

5. Pobreza monetaria de las personas mayores 

De acuerdo con la Misión Colombia Envejece 2, una de cada cuatro 
personas (25%) en edad de pensión en Colombia realmente obtiene 
este beneficio (Fundación Saldarriaga Concha, Fedesarrollo, PROESA 
y DANE., 2023). Pero, a pesar de la baja cobertura que tiene el siste-
ma pensional colombiano, los niveles de pobreza monetaria y pobreza 
extrema para este segmento de la población no es tan alta cuando se 
compara con otros grupos. Según cifras del DANE, en el año 2022 el 
27.2% de los hombres jefes de hogar mayores de 60 vivían en condi-
ciones de pobreza. A su vez, el 10% de los hombres mayores vivían en 
condiciones de pobreza extrema. En el caso de las mujeres esta propor-
ción era del 29% y del 10.5% respectivamente. 

De estos resultados se pueden extraer algunas conclusiones intere-
santes. La primera de ellas es que si bien hay un alto porcentaje de 
personas mayores que enfrentan esta situación, la pobreza monetaria y 
la pobreza extrema en Colombia está concentrada principalmente en el 
segmento poblacional de los 10-18 años. Para ese grupo la incidencia 
de la pobreza en 2022 fue del 55.5% en los hombres y 56.4% en muje-
res. Al comparar ambos grupos de edad se observa una diferencia de 28 
puntos porcentuales para los hombres y 27 para las mujeres. 

3  Para conocer más detalles sobre los resultados del índice, su estructura, metodología y resultados 
detallados visitar: https://www.saldarriagaconcha.org/indice-multidimensional-inclusion-perso-
nas-mayores/ 
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Tabla 2. Pobreza monetaria y pobreza monetaria extrema según 
sexo y grupo etario del jefe de hogar. Total nacional 2022

Grupos de 
edad

Pobreza monetaria

 

Pobreza monetaria extrema

Hombre Mujer Bre-
cha

Hombre Mujer Brecha

10 a 18 años 55.5 56.4 -0.9 26.4 31.6 -5.2

19 a 28 años 39.2 51.3 -12.1 13.4 23.3 -9.9

29 a 59 años 34.1 44.4 -10.3 11.9 17.9 -6.0

60 o más 
años

27.2 29.0
-1.8

10.0 10.5
-0.5

Fuente: DANE. Gran Encuesta Integrada de Hogares GEIH 2022.

También es importante destacar que en el grupo de las personas mayo-
res de 60 años es donde se presentan las menores brechas entre hom-
bres y mujeres en el caso de la pobreza extrema. Acá la diferencia es de 
tan solo de 0.5 puntos porcentuales. En el caso de la pobreza monetaria 
solo es el segundo grupo con la menor brecha, y allí la diferencia es de 
1.8 p.p. 

El hecho de que un porcentaje importante de las personas mayores 
en Colombia no sea pobre por ingreso, a pesar de los bajos niveles de 
cobertura pensional, se puede explicar por dos razones en particular: 
su alta participación en el mercado laboral y el desarrollo de empren-
dimientos. 

6. Participación laboral de las personas mayores en Colombia

El impacto del proceso de envejecimiento en el mercado laboral se 
puede identificar de varias formas. Uno de los indicadores que evi-
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dencia este fenómeno es el tiempo de permanencia en la actividad, 
medido en años brutos de vida activa.4 En el caso de América Latina, 
este indicador aumentará en poco más de 11 años: en 1980, se estimó 
en alrededor de 33,5 años y, para 2050, se prevé que ascenderá a 45 
años. En cuanto a Colombia, la situación no es diferente. En el caso de 
las mujeres, para 1980 los años brutos de vida activa eran ligeramente 
inferiores a 20. Para 2050 se estima que sean más de 40 años (CEPAL, 
2023). 

Este crecimiento en la participación de las personas mayores en los 
mercados de trabajo viene consolidándose de manera importante du-
rante los últimos años. De acuerdo con la Misión Colombia Envejece 
2, para 2021 la tasa de ocupación de las personas mayores en el país fue 
del 30.4%. Al analizar los resultados por grandes grupos de edad, se 
encuentra que en el rango de 60-69 años, en 2021, la tasa de ocupación 
era del 43.8%, y en el segmento de 70-79 años fue de 19.4% (Fun-
dación Saldarriaga Concha, Fedesarrollo, PROESA y DANE, 2023).

Sin embargo, a pesar de que la participación de los mayores en el 
mercado laboral ya es una realidad, las condiciones en las que deben 
realizar su trabajo no son las mejores. La Misión Colombia Envejece 2 
también muestra cómo, a medida que avanza la edad, el porcentaje de 
trabajadores por cuenta propia igual aumenta. Al respecto, el estudio 
expone que para las personas de 50 a 59 años este tipo de empleo es de 
un 57,5%, para el siguiente grupo (60 a 69 años) el porcentaje pasa a 
69,3% y supera el 82% en mayores de 70 años (Fundación Saldarriaga 
Concha, Fedesarrollo, PROESA y DANE, 2023). 

4  Es el número medio de años que una persona de una cohorte hipotética permanecerá en la actividad 
económica si, durante su vida activa, tuvieran vigencia las tasas de actividad por edades del período 
en estudio y no estuviera sometida a riesgos de mortalidad antes de salir de la fuerza de trabajo por 
jubilación. Se obtiene sumando las tasas de actividad quinquenales y multiplicandas por cinco (CE-
PAL, 2012).
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Gráfica 3. Tasa de ocupación por grupo de edad en Colombia, 
2021

Fuente: DANE, GEIH 2021 (Fundación Saldarriaga Concha, Fedesarrollo, 
PROESA y DANE, 2023).

Este incremento en la proporción de personas mayores con empleo por 
cuenta propia puede ser consecuencia de la discriminación por edad 
que enfrentan en los mercados de trabajo, por las barreras normativas 
que dificultan su proceso de contratación (reten social5) o bien puede 
estar indicando una mayor incidencia del emprendimiento y la bús-
queda de mayor libertad laboral y financiera, como afirma el estudio 
liderado por la F. Saldarriaga Concha. 

7. Emprender en la vejez. Una alternativa

Bien sea que lo hacen por necesidad u oportunidad, las personas ma-
yores de 60 años están buscando crear sus propios negocios para gene-
rar los ingresos que satisfagan sus necesidades. Esto ha sido tema no 
solo de investigación por la Fundación Saldarriaga Concha, sino que 
también ha motivado iniciativas que apuntan a posicionar el empren-
dimiento como un mecanismo alternativo para garantizar seguridad 
económica en la vejez. 

Una primera aproximación al mundo de los pequeños negocios 
lo ofrece la Encuesta de Micronegocios que realiza el DANE, EMI-
CRON. En su versión 2022, esta muestra que el 18.5% de los mi-
5  En el ordenamiento jurídico colombiano existen las figuras del retén social y la estabilidad laboral 

reforzada para los prepensionados.
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cronegocios en Colombia son propiedad de personas mayores de 60 
años (DANE, 2022).6 Al incluir en este grupo, además, a las personas 
mayores de 50, que algunos estudios internacionales clasifican como 
emprendedores sénior (Thomas Schøtt, 2017), la proporción de em-
prendedores asciende al 40% del total de los micronegocios. En el país, 
1 de cada 5 emprendimientos es propiedad de una persona mayor de 
50 años.  Y, a pesar del gran aporte que significan para la economía 
colombiana, son escasamente tenidos en cuenta en los programas de 
apoyo financiero del Estado. De acuerdo con la EMICRON, el 64.4% 
de los micronegocios liderados por emprendedores mayores de 60 años 
tiene como principal fuente de financiación sus ahorros personales.  

La misma encuesta muestra cuáles son las principales razones por las 
que estas personas no utilizan el sistema crediticio. La más frecuente es 
el miedo a las deudas. 1 de cada 2 emprendedores mayores está en esta 
categoría (49%). No cumplir con los requisitos mínimos exigidos (ga-
rantías, codeudores, avales, fiadores) es el caso del 20.6% de los micro 
emprendedores silver. 

Ante las dificultades que enfrenta este grupo para encontrar recur-
sos que financien la creación y el fortalecimiento de sus negocios, en 
particular en el caso de los adultos mayores, la Fundación Saldarriaga 
Concha, en alianza con las Fundaciones Arturo y Enrica Sesana y la 
Fundación Ramírez Moreno, crearon un fondo de apoyo a emprende-
dores mayores de 60 años denominado Fondo Mayor, que ofrece ayuda 
tanto financiera como no financiera en toda Colombia. 

A nivel financiero, Fondo Mayor entrega a los emprendedores silver 
desde el capital semilla hasta créditos que pueden ser utilizados para 
el fortalecimiento de la capacidad instalada de sus negocios. Desde el 
punto de vista no financiero, el Fondo ofrece procesos de formación y 
capacitación en áreas de marketing digital, finanzas para emprendedo-
res, innovación en modelos de negocio, propósito superior y propues-
tas de valor y estrategias de crecimiento. Para complementar el proceso 
de apoyo, los emprendedores también reciben entrenamiento y capaci-
tación para fortalecer habilidades blandas. Finalmente, como parte de 

6  De acuerdo con el Departamento Nacional de Estadísticas (2022), un micronegocio es una unidad 
económica con máximo nueve (9) personas ocupadas, que desarrolla una actividad productiva de 
bienes o servicios, con el objeto de obtener un ingreso, actuando en calidad de propietario o arren-
datario de los medios de producción. 



202

un proceso integral, todos los miembros del programa reciben asesoría 
de mentores especializados de la red de egresados de la Universidad de 
los Andes de Colombia, UNIANDINOS. 

Desde su creación, Fondo Mayor ha entregado alrededor de 
US$52.000 dólares de apoyo financiero. De estos recursos, el 61% ha 
sido bajo la modalidad de capital semilla y el 39% restante a través de 
créditos. Las ventas generadas por este grupo de emprendedores, desde 
enero de 2021 a marzo de 2024, superan los US$ 2,2 millones (Fondo 
Mayor – Resultados Generales 2024).

A pesar de su pequeña escala, este programa ha permitido a las tres 
fundaciones a cargo generar información, datos y conocimiento para 
realzar un ejercicio de incidencia con algunas de las instituciones que 
lideran el ecosistema de emprendimiento en Colombia. Este es el caso 
de Innpulsa, entidad que tiene a cargo la agenda de emprendimiento 
en el país y con la cual las fundaciones en cuestión firmaron un memo-
rando de entendimiento, con el fin de escalar y replicar los aprendizajes 
de Fondo Mayor en todo el territorio. 

8. Conclusiones y recomendaciones

Colombia pasó de tener 3.1 millones de personas mayores en el año 
2000 a tener casi 8 millones en 2024 y, según las proyecciones del 
DANE, alrededor de 15 millones como proyección para el 2050. Este 
incremento en la población mayor tendrá grandes efectos sobre la eco-
nomía del país. Para enfrentarlos desde el punto de vista laboral y eco-
nómico, los gobiernos de la región deben diseñar políticas públicas que 
vayan más allá de las reformas pensionales. Las pensiones no son, ni 
serán, el único mecanismo de protección económica que tendrán las 
personas mayores para satisfacer sus necesidades en la vejez. 

En ese sentido, es necesario ofrecer otro tipo de alternativas, y es ahí 
donde el emprendimiento surge como una posible herramienta para 
ser abordada. Garantizar la participación en igualdad de condiciones 
por parte de los mayores en los programas que ofrecen las organiza-
ciones del ecosistema de emprendimiento es fundamental. Y se deben 
implementar en todas las etapas de la cadena de valor del emprendi-
miento. Desde los procesos de ideación y puesta en marcha por parte 
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de emprendedores sénior, pasando por los procesos de fortalecimiento 
financiero y no financiero hasta procesos de aceleración. Quizás, por 
qué no, los nuevos unicornios del emprendimiento en América Latina 
sean liderados por hombres y mujeres mayores.
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Capítulo 6
Economía plateada en Chile: diagnóstico, 
oportunidades y proposiciones de política

Juan Bravo
Marco Morales

1. Introducción 

De acuerdo con la Comisión Europea (2018), la economía plateada se 
define como la suma de toda la actividad económica que satisface las 
necesidades de las personas de 50 años o más, incluidos los productos y 
servicios que compran directamente y el movimiento de capital adicional 
que genera este gasto. Por lo tanto, la economía plateada abarca todas 
las actividades económicas relacionadas con la producción, el consumo 
y el comercio de bienes y servicios relevantes para las personas mayores, 
ofrecidas por organizaciones públicas o privadas, e incluye sus efectos 
directos e indirectos.

En base a la información reportada en Okumura et al. (2020), la 
participación de los mayores de 60 años en el consumo agregado de un 
país debiera estar entre un 25% y 50%, dependiendo del nivel de en-
vejecimiento de la población de cada uno. Por otra parte, se estima que 
este grupo de edad explicaría entre 30% y 60% del crecimiento en el 
consumo entre 2015 y 2030.

Según datos del Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía 
(CELADE), hace 50 años en América Latina por cada 100 personas en 
edad de trabajar, entre 15 y 64 años, había aproximadamente 7 personas 
en edad de retiro, que superaban los 65 años. En tanto, recientemente 
este número de personas en retiro ha aumentado a 11 y se espera que en 
50 años más la cifra llegue en torno a 30 personas de más de 65 años, por 
cada 100 en edad de trabajar.  A su vez, la expectativa de vida de quienes 
alcanzan 65 años también se ha incrementado significativamente: desde 
77, hace 50 años, a 83 en la actualidad.

Por otra parte, en el caso de Chile, en base a la Encuesta Casen 2022 
la población de 60 años y más corresponde al 18,4% del total del país. 
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Este porcentaje para 2050 es proyectado por Naciones Unidas en 31,6%. 
Adicionalmente, la misma encuesta estima que la población a partir de 
los 80 años representa un 16,4% de los mayores de 60. Esta cifra proyec-
tada por Naciones Unidas para 2050 alcanza un 27,6%.

Estas proyecciones implican la profundización del acelerado proceso 
de envejecimiento de la población que ya está ocurriendo en la economía 
chilena. De acuerdo con las estimaciones de población de la Encuesta 
Nacional de Empleo del Instituto Nacional de Estadísticas (INE), du-
rante la última década, es decir, entre el trimestre marzo-mayo 2014 y 
marzo-mayo 2024, la población de 15 a 24 años se redujo en 10,6%. 
Por el contrario, la de 60 a 79 años se expandió en 47,2% en ese mismo 
período, mientras que la de 80 años y más lo hizo en 37,6%, como se 
puede observar en la Figura 1.

Figura 1
Variación % de la población por tramo etario entre marzo-mayo 
2014 y marzo-mayo 2024

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.
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Dado lo anterior, la economía plateada nos plantea múltiples desafíos, 
que de ser bien abordados pueden constituir oportunidades significati-
vas de crecimiento económico. Por el contrario, no tomar en cuenta la 
relevancia que esta economía representa y, por lo tanto, no implemen-
tar las políticas públicas apropiadas, puede llevarnos no solo a perder 
el potencial de crecimiento que ella nos ofrece, sino que también a 
empeorar la calidad de vida de nuestros adultos mayores, quienes cada 
vez representarán una mayor proporción de la población del país.

Las próximas dos secciones describen las múltiples oportunida-
des de crecimiento que nos ofrece la economía plateada, así como las 
condiciones que idealmente deberían tener los lugares de trabajo para 
aprovechar al máximo la experiencia y capital humano acumulado por 
trabajadores de mayor edad. Posteriormente, las siguientes tres seccio-
nes se enfocan en Chile, en términos del estado actual del mercado del 
trabajo, los servicios de cuidado a la dependencia y el sistema de pen-
siones, como principales ejes de la necesaria adecuación a la economía 
plateada en el país. Finalmente, la última sección ofrece algunas con-
clusiones y recomendaciones de política derivadas de la información y 
análisis presentado en este capítulo.

2. Oportunidades de crecimiento que ofrece la economía 
plateada

De acuerdo con el “white paper” del World Economic Forum (2016), 
la Consulta a Expertos de la OECD-GCOA (2014) y el informe de la 
Comisión Europea (2018), entre las áreas en las que se debe invertir 
para potenciar la economía plateada, destacan las siguientes:

a. Bienes/servicios médicos y de cuidados para personas depen-
dientes

b. Ocio, estilo de vida y apoyo para la vida diaria de adultos ma-
yores

c. Industria de alimentos para adultos mayores
d. Industria de la construcción habitacional e infraestructura pú-

blica funcional a adultos mayores autovalentes
e. Industria financiera
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f. Industria de la educación técnico profesional y universitaria 
amigable con adultos mayores

g. Transporte público adecuado para adultos mayores con movi-
lidad limitada.

a. Se esperan altos retornos de la inversión para estos productos y 
servicios, ya que existe una alta correlación entre la edad (avanza-
da) y los problemas funcionales asociados a enfermedades cróni-
cas y demanda por servicios de cuidados a la dependencia, desde 
leve a severa. De esta forma, productos como aparatos de audi-
ción, dispositivos de alarma cardiaca/vascular o caídas, relojes 
inteligentes que permitan ubicar a un adulto mayor extraviado, 
así como toda la industria de cuidados domiciliarios, en centros 
diurnos o residencias de largo plazo, deberían ver aumentada su 
demanda en forma sostenida en los próximos años. Asociado a 
lo anterior, se requerirá un incremento significativo en los profe-
sionales de la salud y de cuidados, cuyo número ya evidencia bre-
chas importantes para satisfacer la demanda actual de los adultos 
mayores.

b. En este punto destacan los productos y servicios adaptados para 
personas de edad avanzada o con limitaciones funcionales, tales 
como paquetes turísticos en temporada baja, cruceros y centros 
vacacionales con personal de salud incluido o productos cosmé-
ticos específicos para edades avanzadas. Por otra parte, hay un 
gran potencial para servicios de apoyo en el hogar, como limpie-
za, cocina o delivery de supermercados y restaurantes. También 
se incluye en esta área el uso de servicios de taxis privados, cho-
feres personales y automóviles autónomos.

c. Se proyecta una demanda creciente por alimentos enfocados en 
adultos mayores con dietas o alergias alimentarias, así como ali-
mentos blandos o con sabores/aromas mejorados que faciliten su 
consumo por parte de personas de edad avanzada que pueden su-
frir problemas dentales o pérdida de gusto/olfato. En particular, 
se requiere de productos envasados en porciones individuales, 
fáciles de abrir y listos para ser consumidos (pescados, mariscos, 
sopas, guisos, legumbres, etc.), así como frutas y verduras conge-
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ladas que permitan su división en pequeñas porciones, sin perder 
la cadena de frío, evitando su descomposición. Finalmente, los 
productos deben contar con información nutricional clara, legi-
ble y lo más descriptiva posible para los adultos mayores.

d. La construcción de ambientes para adultos mayores, tanto pú-
blicos como privados, debiera convertirse un motor de inversión 
en viviendas, oficinas en infraestructura pública. Esto incluye lu-
gares de trabajo amigables y viviendas confortables/funcionales 
para personas mayores autovalentes (por ejemplo, remodelacio-
nes con estilo “retro”), así como espacios públicos adaptados para 
personas de edad avanzada y con problemas de movilidad (con 
rampas, ascensores y veredas que permitan uso de sillas de ruedas 
o minimicen el riesgo de accidentes).

e. La industria financiera podría jugar un rol fundamental en aseso-
rar a las personas de todas las edades en su planificación financie-
ra a lo largo de todo el ciclo de vida, particularmente con miras 
a costear una etapa de retiro cada vez más prolongada, bajo un 
sistema de pensiones basado principalmente en el ahorro indivi-
dual. Por otra parte, la prolongación de la vida laboral asociada 
al aumento de la longevidad y a una mayor edad legal de retiro, 
extiende el horizonte temporal para el endeudamiento de los su-
jetos de crédito, ampliando el mercado para la intermediación 
financiera. Adicionalmente, la industria de fondos de inversión 
debiera facilitar el financiamiento para el desarrollo de nuevos 
productos y servicios enfocados a satisfacer las necesidades de los 
adultos mayores. Finalmente, la industria de seguros puede jugar 
un papel fundamental a través de la creación o perfeccionamien-
to de productos para cubrir el riesgo de longevidad y dependen-
cia severa en adultos de edad avanzada.

f. La formación técnico-profesional y académica debe adaptarse 
para facilitar la creación de programas que permitan aumentar 
la empleabilidad de adultos mayores, así como su productividad, 
contribuyendo a una vida laboral más prolongada. En particular, 
es necesario que dichos programas fomenten el uso de tecnolo-
gías de información y herramientas de inteligencia de negocios, 
de forma que los trabajadores de mayor edad puedan adaptarse 
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y seguir siendo un aporte en sus ambientes de trabajo, por sobre 
las ventajas que ya poseen producto de sus años de experiencia 
laboral. Adicionalmente, es importante que las instituciones de 
educación superior ofrezcan programas de entrenamiento para 
emprendedores de la tercera edad, que estén interesados en desa-
rrollar sus propios proyectos de negocios.

g. El transporte público debe ser amigable con los adultos mayores 
con movilidad restringida, ayudando a su integración social y 
evitando su aislamiento, así como facilitando su independencia 
y participación en el mercado laboral. Entre otras cosas, esto im-
plica que los buses urbanos y trenes de metro estén acondiciona-
dos para un fácil ascenso y descenso de personas con discapaci-
dades o que utilicen sillas de rueda u otros dispositivos de apoyo 
a la movilidad, también que las estaciones y andenes del metro 
permitan un fácil acceso en los casos mencionados.

3. Ambiente laboral amigable con el envejecimiento

El Consejo para una Sociedad que Envejece, del World Economic 
Forum, propone los siguientes principios para alcanzar empresas ami-
gables con la edad:

a. Un lugar de trabajo que apoye a todos sus empleados y reconozca 
su aporte laboral, sin importar su edad

b. Aprendizaje y participación continua, ofreciendo oportunidades 
de entrenamiento y mentoría a todos los trabajadores

c. Aporte a las contribuciones de salud y ahorro para pensión de 
los trabajadores

d. Contribución a la educación financiera de los trabajadores, para 
mejorar planificación financiera de largo plazo y vida laboral más 
prolongada

e. Envejecimiento saludable, fomentando el deporte, alimentación 
de calidad y vida social

f. Apoyo a trabajadores que tienen responsabilidades de cuidados 
de menores o adultos con dependencia.
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Adicionalmente, se pueden implementar medidas de apoyo para alcan-
zar los principios anteriores, tales como:

• Crear un diálogo a nivel nacional sobre el envejecimiento entre 
el gobierno, empresas, sindicatos y organizaciones no guberna-
mentales

• Asegurar por vía legal o reglamentaria la no discriminación por 
edad en los contratos de trabajo

• Desarrollar servicios de apoyo en la búsqueda de oportunida-
des laborales para adultos mayores

• Producir reportes periódicos de participación laboral de traba-
jadores de mayor edad, así como del avance en la incorpora-
ción de los principios descritos más arriba

• Implementar campañas para promover la diversidad de edades 
en los trabajadores, combatir el “edadismo”, ofrecer oportuni-
dades de entrenamiento y actualización a trabajadores mayores

• Aumentar la edad legal de retiro, ampliando la participación de 
los adultos mayores en la fuerza de trabajo.

4. Mercado de trabajo, participación laboral y empleo de 
adultos mayores en Chile

Desde el punto de vista económico, la última etapa del ciclo de vida 
se caracteriza por el retiro del mercado laboral y la utilización de los 
recursos acumulados en la fase activa de la vida para el consumo.

El segmento de adultos mayores va teniendo un peso cada vez más 
importante dentro de la población, dado que está ocurriendo un pro-
ceso de envejecimiento etario producto de la reducción de la tasa de 
fertilidad y del aumento de la esperanza de vida.

Este proceso de cambio demográfico tiene consecuencias muy rele-
vantes en el mercado laboral, pues el segmento de adultos mayores tie-
ne una tasa de participación laboral mucho menor a la de la población 
en edad de trabajar de 25 a 59 años (Figura 2), lo que se traducirá en 
las próximas décadas en una mayor proporción de población inactiva 
y una menor porción de personas que realizan las tareas productivas.
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Figura 2
Tasa de participación laboral por tramo etario (%, trimestre 
marzo-mayo 2024)

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.

Aunque una fracción significativa de la población de 60 años y más 
deja de formar parte de la fuerza laboral, tal como se observa en la Fi-
gura 2, más del 30% de este segmento sigue activo laboralmente. 

Los formatos de empleo ejercidos por los adultos mayores, sin em-
bargo, tienen patrones muy distintos a los observados entre los traba-
jadores de menor edad. Muchos adultos mayores se insertan en lo que 
en la literatura se ha denominado como “empleo puente”, que corres-
ponde a algún trabajo de carácter transicional posterior a la salida del 
empleo en donde la persona se desarrolló o después de que se comienza 
a recibir la pensión de vejez y previo al retiro definitivo de la fuerza la-
boral. Esta transición suele materializarse en empleos menos intensivos 
en esfuerzo y con mayor autonomía.
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Por otra parte, mientras algunos adultos mayores se ven forzados a 
mantenerse activos por necesidades económicas, otros se ven forzados 
al retiro a pesar de querer mantenerse económicamente activos. Y en 
algunos casos, el retiro laboral no necesariamente es definitivo, ya que, 
bajo ciertas circunstancias, los adultos mayores pueden regresar a la 
fuerza laboral.

En definitiva, la etapa laboral de los adultos mayores puede tomar 
múltiples formas, lo que implica la necesidad de políticas públicas di-
ferenciadas ante realidades heterogéneas.

4.1. Salud y mercado laboral

La salud se vuelve un factor altamente relevante en la dinámica del 
mercado laboral a medida que las personas van envejeciendo. Su de-
terioro puede afectar negativamente el capital humano de la persona 
y, por ende, su productividad laboral, generando con ello un impacto 
negativo en los ingresos laborales. En estas circunstancias el trabajo se 
hace más difícil de realizar y menos satisfactorio, al mismo tiempo que 
se puede requerir de más tiempo para destinar al cuidado de la salud. 
Todo esto va inclinando la balanza hacia el retiro del mercado laboral 
o al menos a una transición que implique migrar a empleos menos 
demandantes, ya sea en cuanto a tiempo de trabajo, cumplimiento de 
horarios, traslados, situaciones de estrés, etc. De esta manera, la eviden-
cia empírica encuentra que los problemas de salud entre las personas de 
mayor edad incentivan el retiro y el paso a la inactividad (Fuchs, 1982, 
Dwyer y Mitchell, 1999; Quinn, 1999; Cahill, Giandrea y Quinn, 
2006; Schuring et al., 2007; Lindeboom y Kerkhofs, 2009; Kerr y Ar-
mstrong-Stassen, 2011; McPhedran, 2012; Blundell et al., 2017). Para 
algunos, este retiro por motivos de salud puede ser percibido como 
involuntario, puesto que su preferencia sería seguir trabajando si su 
salud así lo permitiese.

Así, una de las repercusiones de lo anterior en el ámbito del trabajo 
es que a medida que aumenta la edad, se eleva la proporción de perso-
nas que está fuera de la fuerza laboral por razones de salud. En efecto, 
de acuerdo con los datos de la Encuesta Nacional de Empleo (ENE) 
para el trimestre marzo-mayo 2024, entre la población de 15 a 24 años 
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solo el 1% declara estar en la inactividad laboral por razones de salud 
permanente. Esta cifra sube de manera gradual en tanto los tramos eta-
rios son más altos, llegando al 9,1% en el caso de las personas de 60 a 
69 años y al 16,3% en el segmento de 70 años y más, lo que evidencia 
cómo el deterioro de salud a medida que aumenta la edad lleva a que 
haya una mayor proporción de la población que sale de la fuerza labo-
ral por estos motivos (ver Figura 3). 

Figura 3
Porcentaje de la población que está inactiva por razones de salud 
permanentes según tramo etario
(trimestre marzo-mayo 2024)

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.

Otro de los efectos que puede causar el deterioro de la salud es un ma-
yor ausentismo entre las personas ocupadas por estos motivos. Según 
las cifras de la SUSESO, en el año 2022, en el tramo entre 25 a 54 años 
el número de días de licencia pagados promedio por trabajador al año 
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está en torno a los 16 días. Sin embargo, para el segmento de 55 a 64 
años se observa un fuerte aumento, con 19,8 días de licencias médicas 
en promedio al año, cifra que escala a 22 días en el segmento de 65 
años y más. Este fenómeno también refleja la asociación entre la edad 
y el deterioro del estado de salud (Figura 4).

Figura 4
Número de días de licencia médicas pagados en promedio por 
trabajador en el año 2022

Fuente: elaborado en base a estadísticas de SUSESO.

El estado de salud también puede influenciar el tipo de formato laboral 
en el que se insertan los adultos mayores. Esto se discutirá más adelante 
en esta sección.

4.2. Insuficiencia de ingresos en la vejez y participación laboral

La insuficiencia de ingresos en la vejez es un factor que también afecta 
la participación laboral en este segmento, ya que la falta de recursos 
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para alcanzar un determinado estándar de vida puede llevar a las per-
sonas a tener que permanecer económicamente activos, incluso a pesar 
de no querer hacerlo. 

Existe evidencia que muestra que mientras más altos sean los ingre-
sos de la pensión y de otras fuentes, mayor es el incentivo para retirarse 
de la fuerza laboral (Henkens y Siegers, 1991; Heyma, 2004). Las esti-
maciones econométricas para Chile reportadas en el informe de resul-
tados de la Encuesta de Calidad de Vida Adulto Mayor e Impacto del 
Pilar Solidario (ENCAVIDAM), de 2018, mostraron un importante 
efecto negativo de un aumento en el ingreso no laboral sobre la ocu-
pación y la participación laboral de los adultos mayores. En esa misma 
línea, Apella et al. (2019) señalaron que cuando la pensión esperada es 
baja, se reduce la probabilidad de retirarse del mercado laboral.

La instauración de la Pensión Garantizada Universal (PGU) a partir 
de febrero de 2022 implicó, inicialmente, mejorar los beneficios del 
pilar no contributivo a personas que ya eran parte del Pilar Solidario y, 
a través de modificaciones posteriores, se amplió la cobertura de bene-
ficiarios para incluir a todas las personas de 65 años o más pertenecien-
tes al 90% más vulnerable de la población. En consecuencia, aumen-
tó tanto el número de beneficiarios como el monto de los beneficios. 
Dado que uno de los objetivos de esta política pública era evitar que los 
adultos mayores se vean forzados a tener que trabajar para satisfacer sus 
necesidades más elementales, es esperable que la reforma tenga algún 
impacto en reducir la tasa de participación laboral del segmento de 65 
años y más. Si bien se requieren estudios formales para verificar esta 
hipótesis, en principio los datos apuntan en esa dirección. La Tabla 1 
indica que en el trimestre móvil inmediatamente anterior a la instaura-
ción de la PGU (noviembre 2021-enero 2022), el 81,1% de la pobla-
ción de 65 años y más estaba fuera de la fuerza laboral. Al desglosar, el 
22,4% declaraba estar inactivo por razones de pensión, mientras que el 
58,8% declaraba otras razones como el motivo primordial para estar en 
la inactividad laboral. Al trimestre marzo-mayo 2024 la proporción de 
la población de 65 años o más que estaba fuera de la fuerza laboral se 
redujo a 78,9%, es decir, una disminución de 2,2 puntos porcentuales 
(pp) respecto al período pre-PGU, en línea con el aumento genera-
lizado de la tasa de participación laboral que se observó a través de 
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los distintos segmentos etarios durante este período. Sin embargo, la 
población de 65 años o más inactiva por razones de pensión se elevó a 
23%, es decir, un alza de 0,6 pp en ese mismo lapso. Por el contrario, 
el porcentaje de la población de 65 años o más que estaba inactiva por 
razones distintas a pensión se redujo en 2,9 pp.

Tabla 1
Porcentaje de la población de 65 años y más fuera de la fuerza 
laboral: desglose
(trimestres noviembre 2021-enero 2022 y marzo-mayo 2024)

Las cifras de la tabla fueron redondeadas a un decimal, por lo que la suma de los 
componentes puede diferir ligeramente del total. 
Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.

De esta manera, posiblemente la PGU contribuyó a reducir el porcen-
taje de adultos de 65 años o más que se veían obligados a trabajar a pe-
sar de no querer hacerlo, lo que puede implicar algún efecto en reducir 
la tasa de participación laboral de este segmento etario.

4.3. Prácticas y políticas organizacionales que incentivan al 
retiro del adulto mayor

El retiro y la exclusión laboral de los adultos mayores se ve influenciada 
por los estereotipos negativos. La evidencia muestra que los emplea-
dores a menudo perciben a las personas de este segmento etario como 
inflexibles o poco adaptables al cambio, entre otros atributos negati-
vos, y ello impacta en las políticas de la empresa sobre capacitación, 
reclutamiento, promoción, retención de trabajadores y otras (Bendick, 
Brown y Wall, 1999; Chiu et al., 2001; Taylor, 2001; Gringart, Helmes 
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y Speelman, 2005; Karpinska, Henkens y Schippers, 2011). Debido 
a dichas prácticas, los adultos mayores pueden enfrentar barreras de 
acceso al empleo, o ser desplazados si es que se encuentran trabajando. 
Si las empresas tienen políticas de contratación que deliberadamente 
los excluyen y esta exclusión es percibida por los grupos afectados, los 
puede desalentar de buscar empleo, llevándolos así a la salida de la fuer-
za laboral. La encuesta de CEVE-UC y OTIC del Comercio, Servicios 
y Turismo de 2018 refleja esta percepción, puesto que el 80% de las 
personas de 55 a 74 años que no trabaja declaró estar de acuerdo con 
la afirmación “Hoy en día es difícil encontrar trabajo para las personas 
mayores”, mientras que el 74% de ellos estuvo de acuerdo con que “las 
empresas prefieren contratar más a personas jóvenes que a personas 
mayores”. Como veremos más adelante, las cifras revelan que el desa-
liento es bastante importante en el segmento de adultos mayores y este 
tipo de prácticas puede contribuir a ello.

Ligado a lo anterior, también puede haber presiones informales al 
retiro, ya sea por parte del empleador o de los colegas, por ejemplo, 
al hacer sentir a los trabajadores que se deberían jubilar antes de una 
edad determinada. Dichas presiones reducen la satisfacción laboral, 
incentivando así a los adultos mayores a materializar su retiro (Snape 
y Redman, 2003; Gustman y Steinmeier, 2004; Potocnik, Tordera y 
Peiró, 2010). 

La falta de flexibilidad en cuanto a la duración de las jornadas es 
otro factor importante en este aspecto. Los requerimientos de un míni-
mo de horas para desempeñar un empleo se vuelven restrictivos cuan-
do el trabajador desea trabajar jornadas inferiores a ese mínimo, lo que 
conduce a tener que decidir entre trabajar una jornada superior a la 
deseada o dejar de trabajar. La evidencia empírica señala que este es un 
factor que influye en que los adultos mayores abandonen la fuerza la-
boral (Gustman y Steinmeier, 2004; Charles y DeCicca, 2007; Gielen, 
2009). 

4.4. Cambio tecnológico, entrenamiento y obsolescencia

Si bien la evidencia ha demostrado que los estereotipos negativos res-
pecto a los trabajadores adultos mayores existen y, por lo tanto, hay 
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un componente asociado a los prejuicios que influye en las prácticas 
organizacionales, también existen ciertos elementos ligados a la racio-
nalidad económica que pueden inhibir la adaptación y aprendizaje de 
los adultos mayores ante los avances tecnológicos. 

Desde el punto de vista de la teoría del capital humano, en el caso 
de los adultos mayores hay menos incentivos a capacitarse puesto que 
el tiempo para obtener los retornos del aprendizaje es reducido, por la 
cercanía de la fecha del retiro laboral. De igual manera, para las em-
presas, como la capacitación implica costos en dinero, tiempo de los 
trabajadores, instalaciones, etc., hay menos incentivo en entrenar a los 
adultos de mayor edad, pues los beneficios potenciales del aumento del 
capital humano del trabajador se aprovecharían por un horizonte de 
tiempo menor en comparación a los trabajadores de generaciones más 
jóvenes.  

El constante cambio tecnológico exige estar continuamente apren-
diendo para evitar la obsolescencia, pero si hay pocos incentivos al en-
trenamiento de los adultos mayores, ya sea por el propio trabajador o 
por las empresas, entonces puede haber un rezago en la utilización de 
las nuevas tecnologías por parte de este grupo etario. La consecuencia 
de esto es que se deterioran sus posibilidades laborales. 

La evidencia tiende a apoyar que la motivación de los trabajado-
res por el aprendizaje y la capacitación disminuye con la edad (Kan-
fer y Ackerman, 2000; Kooji et al., 2011). Bartel y Sicherman (1993) 
encontraron evidencia de que los cambios inesperados en la tasa de 
cambio tecnológico inducen a los adultos mayores a retirarse más tem-
prano, debido a que el costo de reentrenarse se considera como una 
inversión poco atractiva, en línea con la teoría del capital humano. En 
forma similar, Friedberg (2003) encontró que el inminente retiro de 
los adultos mayores reduce el incentivo de los trabajadores a adquirir 
nuevas habilidades para poder manejar los avances tecnológicos, me-
dido por el uso de computadoras, pero que aquellos que sí son capaces 
de utilizar la tecnología tienen incentivos a retirarse más tarde para 
aprovechar esas habilidades. Por su parte, la evidencia de Messe, More-
no-Galbis y Wolff (2014) muestra que los adultos mayores en empleos 
con alta probabilidad de embarcarse en programas de capacitación para 
actualizar sus habilidades, hace que el cambio tecnológico tenga un 
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efecto positivo sobre la propensión a retrasar la edad de retiro. Sin em-
bargo, en ausencia de entrenamiento, el cambio tecnológico reduce esa 
propensión.

Desde el punto de vista de la empresa, Beckmann (2007) provee 
evidencia de que la adopción de innovaciones tecnológicas y organi-
zacionales reduce la demanda de las firmas por trabajadores adultos 
mayores e incrementa la de trabajadores jóvenes. Es decir, las nuevas 
tecnologías y prácticas organizacionales serían complementarias a los 
trabajadores jóvenes y sustitutas de los trabajadores mayores. En esa 
línea, Aubert, Caroli y Roger (2006) encontraron que las nuevas tec-
nologías afectan a los trabajadores de mayor edad por la vía de reducir 
sus oportunidades de contratación. 

Con todo, es importante acotar que, aunque el incentivo para el 
aprendizaje y la capacitación tienda a disminuir en los segmentos eta-
rios mayores, esto no significa que la disponibilidad a embarcarse en 
estos procesos sea inexistente. En efecto, en la encuesta realizada por 
CEVE-UC y OTIC del Comercio, Servicios y Turismo de 2018, al-
rededor de un tercio de los trabajadores de 55 a 74 años manifestó su 
disposición a asistir a un curso de capacitación. 

Esta arista resulta particularmente relevante dado el acelerado pro-
ceso de cambio tecnológico en el que vivimos, que implica el desafío 
de adquirir ciertas competencias mínimas para desempeñarse laboral-
mente. Una de las más elementales en el mundo actual es el uso de 
internet, una herramienta tecnológica que abarca cada vez más aspec-
tos de la vida. Sin embargo, las cifras de la Casen 2017 muestran una 
enorme brecha intergeneracional en su utilización entre los trabajado-
res. Mientras que entre los ocupados de 15 a 24 años solo el 5,3% no 
usa internet, entre los trabajadores de 65 años y más el 59,2% no lo 
hace. Además, como se observa en la Tabla 2, entre los ocupados que sí 
utilizan internet las personas de mayor edad tienden usarlo en menor 
proporción –especialmente en comparación con el tramo etario de 25 
a 39 años– para realizar tareas como obtener información, comunicarse 
por correo electrónico, hacer operaciones bancarias, educación, capaci-
tación y trámites, entre otros. 
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Tabla 2
Porcentaje de los ocupados que usa internet para realizar la 
actividad correspondiente, según tramo etario

Fuente: elaborado en base a Casen 2017.

La ausencia de este tipo de competencias mínimas implica una carencia 
de alfabetización digital que, como se mencionó anteriormente, puede 
inducir a las personas al retiro y, paralelamente, a inhibir la contrata-
ción de adultos mayores por parte de las firmas, elementos que final-
mente redundan en exclusión laboral para este segmento etario.

4.5. Desocupación, desaliento y desempleo de larga duración 

Un patrón que se observa al analizar las tasas de desempleo por tramo 
etario es que a medida que la edad aumenta, la tasa de desempleo dis-
minuye (Figura 5). A pesar de lo anterior, lo cierto es que el segmento 
de personas de mayor edad tiene serias dificultades de inserción labo-
ral. Esto se debe a que la tasa de desempleo oficial no captura adecua-
damente dichas dificultades en este segmento etario.
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Figura 5
Tasa de desempleo (%), marzo-mayo 2024

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.

El fenómeno del desaliento tiende a ser más prevalente entre las per-
sonas de mayor edad. En la estadística de mercado laboral oficial de 
Chile, se considera que una persona está fuera de la fuerza laboral por 
razones de desaliento cuando no buscó empleo en las últimas 4 sema-
nas y declara que se cansó de buscar un empleo porque cree que no 
lo encontrará por algún motivo relacionado al mercado laboral (por 
ejemplo, cree que por su edad no lo encontrará), pero que estaría dis-
ponible para iniciar un trabajo en las 2 semanas siguientes. Así, cuando 
la búsqueda de un trabajo remunerado ha sido infructuosa, y espe-
cialmente, cuando esta ha durado largo tiempo, algunos trabajadores 
dejan de buscar. Esto significa que, desde el punto de vista de la esta-
dística, dejan de formar parte de la fuerza laboral y pasan a conformar 
la población inactiva. Por esta razón, la tasa de desempleo tradicional 
puede inducir a conclusiones erradas, pues no toma en cuenta en su 
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cálculo a las personas desalentadas que pueden considerarse como una 
forma de desempleo encubierto, ya que son personas que estarían dis-
ponibles para trabajar de inmediato en caso de haber oportunidades 
laborales disponibles, pero la razón por la que dejan de buscar empleo 
es alguna dificultad relacionada al mercado laboral. 

Las cifras de la Tabla 3 dan cuenta que el porcentaje de la población 
que está inactiva por desaliento aumenta de manera importante a par-
tir del segmento de 50 a 59 años, elevándose aún más en el tramo de 
60 a 64 años. Si se “corrige” la tasa de desempleo para incorporar en el 
cálculo a quienes están en esta situación, se observa que la tasa de des-
empleo “corregida” por desaliento aumenta a 7,6% para el segmento 
de personas entre 50 a 59 años,1 alcanza el 8,1% en el tramo de 60 a 64 
años y llega al 8% en el grupo de 65 años y más. De esta manera, si se 
ajusta por el fenómeno del desaliento se rompe el patrón descendente 
por edad que exhibe la tasa de desempleo oficial.

Tabla 3
Indicadores de desempleo y desaliento (trimestre marzo-mayo 
2024)

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.

1  La tasa de desempleo corregida por desaliento se calcula como el ratio (Desocupados+desalentados)/
(Fuerza laboral+desalentados).
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Sin embargo, no solo importa la prevalencia de desempleo, sino 
también su duración. Y este es uno de los problemas más graves que 
enfrentan las personas de mayor edad en materia laboral, pues, una vez 
que caen en el desempleo pasan, en promedio, mucho más tiempo en 
ese estatus en comparación a grupos etarios de menor edad. Factores 
como los explicados anteriormente, entre ellos, el deterioro de la salud 
a medida que aumenta la edad, las brechas digitales o los prejuicios 
contra el adulto mayor pueden ayudar a explicar este fenómeno.2 Los 
períodos extensos de desempleo suelen conllevar los efectos más per-
judiciales para quienes pasan por esta situación, en comparación a los 
períodos breves de desempleo, que tienen costos mucho menores en 
términos sociales. Por ejemplo, existe evidencia de que períodos largos 
de desempleo tienen efectos negativos sobre varias dimensiones per-
sonales, como el capital humano de los trabajadores (Mincer y Ofek, 
1982; Edin y Gustavsson, 2008; Nichols, Mitchell y Lindner, 2013; 
Speiser, 2021), la salud mental (Payne y Jones, 1987; Winefield et al., 
2005; Peterie et al., 2019) y la salud física de las personas (Sullivan y 
Von Watcher; 2009), que a la larga repercuten en la pérdida de des-
trezas, redes, motivación y habilidades, disminuyendo la probabilidad 
de poder encontrar nuevamente un empleo. Esto puede producir una 
dinámica que tiende a perpetuar la desocupación. Además, estos perío-
dos aumentan el riesgo de caer en la pobreza. 

Al trimestre marzo-mayo 2024, los desocupados de 15 a 24 años lle-
van en promedio 3,7 meses buscando activamente un empleo. La cifra 
sube a 4,6 meses entre los desocupados de 25 a 39 años. Por su parte, 
en el segmento de desocupados que tienen entre 40 y 59 años la dura-
ción promedio de esa búsqueda es de 7,4 meses, cifra que se dispara a 
11 meses entre los desocupados de 60 años y más, tiempo que es muy 
superior al observado en los tramos etarios de menor edad (Figura 6). 

2  En Acuña y Bravo (2023) se analizan en detalle los factores que contribuyen a explicar por qué la 
duración del desempleo es mayor a medida que aumenta la edad.
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Figura 6
Duración promedio del desempleo según tramo etario 
(número de meses, trimestre marzo-mayo 2024)

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.

Un indicador relevante a la hora de analizar la duración del desem-
pleo es el porcentaje de desocupados que se encuentra en desempleo 
de larga duración, es decir, la proporción de desocupados que llevan 
buscando un empleo por 12 meses o más. Se observa que en el caso de 
los desocupados del tramo etario entre 15 a 24 años, el 8,9% está en 
desempleo de larga duración, mientras que la cifra se eleva al 12,1% 
entre los desocupados de 25 a 39 años, a 16,6% entre los desocupados 
de 40 a 59 años y a 22,9% en el segmento de desocupados de 60 años 
y más (Figura 7), cifra que está por encima del resto de tramos etarios, 
sobre todo de los más jóvenes.
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Figura 7
Porcentaje de desocupados en desempleo de larga duración por 
tramo etario 
(trimestre marzo-mayo 2024)

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.

4.6. Formatos laborales en que se insertan los adultos mayores 

La edad influye de manera gravitante en el tipo de empleo en que las 
personas se insertan. Como se puede observar en la Tabla 4, a medida 
que la edad aumenta la prevalencia en empleos asalariados en el sector 
privado disminuye. Así, mientras en el trimestre marzo-mayo 2024 el 
77,8% de los ocupados de 15 a 24 años ejercen como asalariados del 
sector privado, entre los ocupados de 50 a 59 años el 55,2% lo hace en 
esta modalidad laboral, cifra que baja a un 44,6% entre los ocupados 
de 60 años y más. En contraparte, la prevalencia en empleos por cuenta 
propia aumenta a mayor edad, tanto los que se ejercen en la formali-
dad (actividades económicas registradas ante el Servicio de Impuestos 
Internos) como en la informalidad. Así, solo el 1,5% de los ocupados 
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de 15 a 24 años trabaja por cuenta propia formal, mientras que en el 
caso de los ocupados de 60 años y más el 10% realiza una ocupación en 
esta modalidad. Por su parte, el 11,2% de los ocupados de 15 a 24 años 
ejerce un trabajo por cuenta propia informal, cifra que se eleva a 24,2% 
entre los ocupados de 60 años y más. Cabe destacar que si bien ambos 
formatos del trabajo por cuenta propia, tanto formal como informal, 
ganan terreno a medida que aumenta la edad, las cifras son claras en 
mostrar que este tipo de trabajo se ejerce mayoritariamente en la infor-
malidad laboral, situación que ocurre en todos los tramos etarios.

Tabla 4 
Porcentaje de ocupados que ejerce empleos asalariados en el sector 
privado, empleos por cuenta propia formal y empleos por cuenta 
propia informal según tramo etario
(trimestre marzo-mayo 2024)

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.

Este patrón obedece en parte a las mayores dificultades de inserción de 
las personas de mayor edad en empleos asalariados formales en el sec-
tor privado, debido a la renuencia de algunos empleadores a contratar 
adultos mayores, lo que dificulta su inserción en este tipo de empleos. 
Esto los obliga a tener que recurrir a formatos de autoempleo como el 
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trabajo por cuenta propia si desean mantenerse ocupados. Así, en pre-
sencia de asimetrías de información, los estereotipos negativos sobre los 
mayores de edad pueden repercutir negativamente en sus posibilidades 
en el mercado laboral (Finkelstein, Burke y Raju, 1995).  En este senti-
do, no es sorprendente que la evidencia encuentre que la falta de opor-
tunidades de empleo empuja a los adultos mayores a tener que recurrir 
al autoempleo (Walker y Webster, 2007; Moulton y Scott, 2016). 

Por otra parte, como se señaló anteriormente, el deterioro de la 
salud asociado al aumento en la edad lleva a los adultos mayores –y 
personas cercanas a esa etapa de la vida– a salir de la fuerza de trabajo, 
pero también puede darse una transición previa al retiro, que impli-
ca pasar de empleos asalariados al autoempleo (Zissimopoulos y Ka-
roly, 2007, 2009; Zucchelli, Harris y Zhao, 2012; Cahill, Giandrea y 
Quinn, 2013). De esta forma, la falta de buena salud genera limitacio-
nes para el trabajo que pueden influenciar a algunas personas a optar 
por la inactividad, mientras que a otras, dependiendo del grado en que 
esté afectada la salud, no necesariamente las excluye de participar por 
completo del mercado laboral. Bajo un estado de deterioro de la salud 
ejercer un trabajo tradicional asalariado puede ser poco llevadero, pero 
las personas estarían dispuestas a participar y realizar un trabajo si lo 
pueden hacer bajo sus propias reglas, lo cual es posible bajo formatos 
de autoempleo que otorgan mayor flexibilidad y condiciones más có-
modas. Por otro lado, los empleadores pueden ser renuentes a contratar 
trabajadores adultos mayores debido a la mayor probabilidad de sufrir 
problemas de salud y su consiguiente impacto en la productividad la-
boral. Así, la menor posibilidad de encontrar empleos dependientes 
para este segmento etario empuja a quienes necesitan o desean perma-
necer activos a tener que ejercer por cuenta propia. Este es otro factor 
que ayuda a explicar por qué entre los trabajadores adultos mayores hay 
una mayor tasa de inserción en empleos por cuenta propia en compa-
ración a trabajadores de menor edad.

Con todo, a veces la inserción en empleos por cuenta propia en-
tre personas de mayor edad obedece a una preferencia por formatos 
laborales con mayor autonomía y flexibilidad horaria y, en consecuen-
cia, puede ser una elección personal no necesariamente inducida por 
exclusión del empleo dependiente. Entre las razones voluntarias para 
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autoemplearse, y así permanecer activo en el mercado laboral, están 
el sentido de independencia, el deseo de mantenerse ocupados, tener 
actitudes favorables al emprendimiento, la flexibilidad del formato de 
autoempleo, el que permite evitar las limitaciones e imposiciones que 
implica un empleo dependiente, entre otras (Lissenburgh y Smeaton, 
2003; Cahill, Giandrea y Quinn, 2008; Kerr y Armstrong-Stassen, 
2011; Van Solinge, 2014). Los empleos dependientes bajo subordina-
ción exigen cumplimiento de órdenes y horarios, y los adultos mayores 
pueden preferir formatos más flexibles, más acordes a la etapa de la vida 
en que están, en donde puedan ser “jefes de sí mismos”. A medida que 
la persona envejece podría eventualmente ir reduciendo su jornada en 
forma gradual hasta el retiro. Sin embargo, cuando la duración de la 
jornada presenta inflexibilidades, esto es, cuando el empleador exige un 
mínimo de horas para desempeñar un determinado puesto de trabajo, 
entonces el trabajador se ve forzado a elegir entre tener que trabajar 
más horas de lo deseado o dejar de ejercer el empleo. Por lo anterior, 
quienes desean permanecer activos laboralmente pueden buscar alter-
nativas diferentes al formato tradicional de empleo asalariado a jornada 
completa. Tanto los formatos de trabajo de jornada parcial voluntaria 
como los de autoempleo –o una combinación de estos– ofrecen a la 
persona mayor flexibilidad y autonomía. 

La búsqueda de formatos laborales que se adapten mejor a las nece-
sidades de las personas, en particular, en cuanto a horarios de trabajo, 
puede llevarlas a elegir empleos de jornada parcial (30 horas semanales 
o menos). A medida que aumenta la edad, las personas pueden estar 
menos disponibles por diversos motivos a ejercer empleos de jornada 
completa pero aun así querer mantenerse trabajando, por lo que es 
posible optar por empleos a jornada parcial.

La Tabla 5 muestra el porcentaje de los ocupados de cada tramo 
etario que ejercen un empleo a jornada parcial (es decir, que trabajan 
habitualmente 30 horas o menos a la semana), desglosado en función 
de si se realiza de manera voluntaria o involuntaria. Se considera que 
la jornada parcial se hace en forma voluntaria cuando al ocupado que 
la ejerce no le gustaría o no está disponible para trabajar más horas de 
manera inmediata. Por el contrario, se considera que la jornada parcial 
se realiza en forma involuntaria cuando la persona desea trabajar más 
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horas y estaría disponible para hacerlo de manera inmediata. En este 
último caso la persona está subempleada por insuficiencia de horas, ya 
que no puede aportar todo el tiempo que desea a actividades produc-
tivas en el mercado laboral. Las cifras al trimestre marzo-mayo 2024 
dan cuenta de que, si bien entre los ocupados de 15 a 24 años el 23,9% 
ejerce su empleo en modalidad de jornada parcial voluntaria, si se ex-
cluye este grupo tiende a aumentar la prevalencia en empleos a jornada 
parcial voluntaria a medida que aumenta la edad, llegando a 25,2% 
entre los ocupados de 60 años y más. Por el contrario, la prevalencia 
de subempleo por insuficiencia de horas tiende a ser más alta entre los 
jóvenes, sin mostrar un claro patrón al alza a medida que aumenta la 
edad. 

Tabla 5
Porcentaje de ocupados a jornada parcial por modalidad según 
tramo etario 
(trimestre marzo-mayo 2024)

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Nacional de Empleo 
del INE.
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5. Dependencia en Chile: caracterización, servicios y posibles 
impactos económicos3

5.1. Dependencia en la vejez en Chile

De acuerdo con la Comisión Europea (2018), la población que enve-
jece se puede dividir en activa, frágil y dependiente, con una fuerte co-
rrelación entre edad y la probabilidad de tener discapacidad: 32% para 
las personas de 55 a 64 años, 44% para personas de 65 a 74 años, 60% 
para personas de 75 a 84 años y 70% para personas de 85 años o más.

En el caso de Chile, la esperanza de vida de una mujer de 60 años es 
cercana a 25 años, mientras en el caso de un hombre es 4 años menor 
(aproximadamente 21 años). Sin embargo, de esta expectativa de vida 
se espera que las mujeres vivan los últimos 6 años en condiciones de 
enfermedad, y que los hombres lo hagan durante los últimos 5 años. 
Es decir, entre 20% y 25% de la esperanza de vida de los adultos de 60 
años y más se dará bajo condiciones de mala salud.

Uno de los factores relevantes detrás del proceso de envejecimien-
to de la población que vive Chile es el aumento de la expectativa de 
vida. Esto ha elevado la proporción de personas del subgrupo de mayor 
edad, que se ha denominado en la literatura como la cuarta edad, la 
cual está en torno a los 80-85 años y abarca los últimos años de la vejez 
(Pifer y Bronte, 1986; Blanchard-Fields y Kalinauskas, 2009). Como 
se señaló previamente, este segmento etario irá ganando terreno en la 
población a un ritmo acelerado en las próximas décadas. 

La distinción del segmento de adultos mayores en dos grupos per-
mite reconocer que en las etapas más avanzadas de la vejez se produce 
un marcado declive físico y psicológico, que hace al adulto mayor más 
dependiente del cuidado de terceros para poder desarrollar actividades 
elementales de la vida diaria. En definitiva, la fase de la cuarta edad se 
caracteriza por una creciente pérdida de autonomía.

Al respecto, la evidencia es bastante contundente. Ebly et al. (1994) 
mostraron que a partir de los 85 años se incrementa dramáticamente 
la prevalencia de demencia en comparación con los adultos mayores 
de 75 a 84 años. El estudio de Smith (2001) da cuenta de que en el 

3  Esta sección se basa parcialmente en Molina et al. (2020).
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segmento de 85 años y más la prevalencia de enfermedades físicas, pro-
blemas de visión y de audición, así como dificultades cognitivas, era 
significativamente superior a la del segmento de 70 a 84 años. Singer et 
al. (2003) presentaron evidencia de una disminución más acelerada a 
partir de los 78 años en aspectos como la memoria, velocidad y fluidez. 
Los hallazgos de Cohen-Mansfield et al. (2013) mostraron un declive 
significativo en la función cognitiva a partir de los 85 años.

Con todo, es importante acotar que, aunque los estudios ubican 
esta línea de separación en torno a los 80 años, esta no es estática, pues 
depende de los avances en el campo de la salud y por tanto es inheren-
temente móvil. Por ende, lo relevante del concepto de cuarta edad es el 
momento en donde se evidencia marcadamente el proceso de deterioro 
de la salud, que eleva significativamente la dependencia de terceros. 

La dependencia puede ser leve, moderada o severa, siendo esta úl-
tima la situación más grave, pues implica que la presencia de otras 
personas sea indispensable para realizar las actividades más esenciales 
de la vida diaria. Desde el punto de vista operativo, la Casen 2022 
considera que una persona tiene dependencia severa cuando necesita 
ayuda siempre para realizar alguna de las siguientes actividades (primer 
grupo): alimentarse, asearse o lavarse, moverse o desplazarse dentro de 
la casa, usar el baño (WC), acostarse o levantarse de la cama, vestirse. 
También se considerará que tiene dependencia severa si requiere ayuda 
muchas veces en 2 o más de estas actividades. 

Se considera que la persona tiene dependencia moderada si requiere 
ayuda muchas veces para realizar una de las actividades mencionadas 
anteriormente. También se considera que existe dependencia modera-
da si la persona necesita ayuda siempre para realizar 2 o más de las si-
guientes actividades (segundo grupo): salir a la calle, realizar sus tareas 
del hogar, hacer o recibir llamadas o usar otro medio para comunicarse, 
hacer compras o ir al médico. También se clasificará como dependencia 
moderada si la persona requiere ayuda muchas veces en 3 o más de las 
actividades del segundo grupo.

Finalmente, se considera que existe dependencia leve cuando ne-
cesita ayuda siempre para realizar una de las actividades del segundo 
grupo o, alternativamente, si necesita ayuda muchas veces para realizar 
1 o 2 actividades del segundo grupo.
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De acuerdo con la Encuesta Casen 2022, el 9,2% de las personas 
de 60 años o más declara tener dependencia moderada a severa (Tabla 
6). Este porcentaje aumenta a 30,3% si se consideran los adultos de 80 
años y más (182 000 personas aproximadamente), confirmando así los 
hallazgos de la evidencia empírica internacional de que en la fase de 
la cuarta edad se manifiesta un declive significativo de las capacidades 
físicas y psicológicas.

Tabla 6
Porcentaje de la población en situación de dependencia por tramo 
etario, según grado de dependencia

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Casen 2022.

Cabe destacar que, entre la población de 60 años y más, las mujeres 
presentan mayores niveles de dependencia que los hombres, tal como 
se aprecia en la Tabla 6.

Si bien a nivel agregado el 4,9% de la población de 60 años y más 
está en situación de dependencia severa, la prevalencia de este fenóme-
no es mayor mientras menor es el nivel de ingreso per cápita del hogar, 
de acuerdo con la Encuesta Casen 2022. Como se aprecia en la Tabla 
7, el 6,6% de la población de 60 años y más perteneciente al primer 
quintil de ingresos (el de menor ingreso) tiene dependencia severa, ci-
fra que baja al 3,2% entre la población de 60 años y más perteneciente 
al quinto quintil de ingresos (el de mayor ingreso). Así, la prevalencia 
de este fenómeno está claramente asociada a la condición socioeconó-
mica de las personas.
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Tabla 7
Porcentaje de la población de 60 años o más en situación de 
dependencia severa por quintil de ingreso autónomo per cápita 
del hogar

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Casen 2022.

Las cifras de la Tabla 8, basadas en la Casen 2022, revelan que el 84,8% 
de la población de 60 años y más en situación de dependencia severa 
cuenta con asistencia o ayuda permanente de algún integrante del ho-
gar (40,5% solo recibe la ayuda de algún integrante del hogar, mientras 
que el 44,2% además de recibirla de algún integrante del hogar cuenta 
con la asistencia de una persona externa al hogar). El 12,2% solo recibe 
ayuda o asistencia permanente de alguna persona externa al hogar y el 
3% no tiene ninguna asistencia o ayuda permanente. 

Tabla 8
Distribución de la población de 60 años y más en situación de 
dependencia severa según tipo de asistencia o ayuda permanente

La suma de las categorías es de 99,9% por redondeo a 1 decimal.
Fuente: elaborado en base a datos procesados de la Encuesta Casen 2022.
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Respecto a quienes ejercen como cuidadores de adultos mayores en 
situación de dependencia, las cifras indican que estas labores recaen 
fundamentalmente en mujeres. De acuerdo con la Encuesta Nacional 
de Discapacidad y Dependencia 2022 (ENDIDE 2022), el 75,1% de 
la población de 60 años y más en situación de dependencia tiene como 
cuidadora principal una mujer (Tabla 9). En el caso de los adultos de 
60 años y más en situación de dependencia severa, casi el 80% tiene 
como cuidadora principal una mujer.

Tabla 9
Distribución de la población de 60 años y más en situación de 
dependencia que cuenta con persona cuidadora, por sexo de la 
persona cuidadora principal y grado de dependencia

Fuente: elaborado en base a datos procesados de la ENDIDE 2022.

Dado el aumento en la demanda por cuidados de dependencia aso-
ciados al envejecimiento de la población chilena, es fundamental que 
dicha demanda sea cubierta tanto por el Estado como por el sector 
privado, ya sea con o sin fines de lucro. Solo en los servicios residencia-
les de largo plazo se estima que la brecha de cuidadores profesionales 
alcanza alrededor de 75 000 personas.
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5.2. Chile Cuida: Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados

La oferta pública de servicios de cuidado es responsabilidad –principal-
mente– del Ministerio de Desarrollo Social y Familia, a través del Ser-
vicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA) y del Servicio Nacional 
de la Discapacidad (SENADIS). En 2017, con el objetivo de coordinar 
los servicios para la dependencia ofrecidos por estos organismos, se 
crea el Sistema Nacional de Apoyos y Cuidados (Chile Cuida), cuya 
operación se inicia en un número limitado de comunas del país, con 
la intención de ir aumentando la cobertura nacional en forma gradual.

De esta forma, los programas públicos se pueden clasificar en pres-
taciones directas o en transferencias monetarias. Entre las primeras es-
tán los programas de cuidados a domicilio, los centros diurnos y los 
centros de atención residencial (o de largo plazo), así como los servicios 
ofrecidos para el apoyo de cuidadores familiares. En términos de trans-
ferencias monetarias, el Ministerio de Salud administra un programa 
de pago de un estipendio para cuidadores de personas con discapacidad 
(de cualquier edad) o de adultos mayores con dependencia.

i) Programas de cuidados a domicilio: 

Existen tres programas públicos de cuidados a domicilio. El primero, 
ofrecido por el SENAMA, se enfoca en personas económicamente vul-
nerables de 60 años y más, con dependencia moderada o severa, que 
no cuenten con cuidador en su hogar. El beneficio consiste en la visita 
de un cuidador 2 veces por semana, 3 horas cada día, prestando apoyo 
en actividades básicas como higiene personal, preparación de alimen-
tos, administración de medicamentos y uso de dispositivos tecnológi-
cos para tratamiento de patologías complejas y cuidados paliativos. El 
SENAMA no ofrece el servicio en forma directa, sino que transfiere 
recursos a municipalidades o instituciones sin fines de lucro para su 
provisión.

Por su parte, Chile Cuida ofrece servicio domiciliario a personas 
económicamente vulnerables con dependencia moderada o severa, de 
cualquier edad, que sí cuentan con cuidador familiar. En este caso, el 
cuidador realiza visitas por 8 horas a la semana, con un máximo de 32 
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horas mensuales. Las tareas de apoyo del cuidador se definen de acuer-
do con un plan personal, diseñado caso a caso.

Finalmente, el Ministerio de Salud ofrece servicios domiciliarios a 
personas con dependencia severa, de cualquier edad, entregando un 
beneficio integral en base al plan individual establecido para cada per-
sona.

ii) Centros diurnos:

Estos centros se orientan a los adultos mayores con dependencia mo-
derada, principalmente con demencia diagnosticada. Adicionalmente, 
ofrecen talleres de formación para cuidadores familiares.

Los Centros de Día del Adulto Mayor (CEDIAM) deben cumplir 
estándares mínimos en términos de servicios, infraestructura y perso-
nal. Los beneficiarios son personas económicamente vulnerables, de 60 
años y más, con dependencia leve o moderada.

Por su parte, los Centros de Apoyo Comunitario atienden a perso-
nas con demencia leve o moderada, a partir de los 60 años, ofreciendo 
atención geriátrica integral, atención de salud mental, así como in-
tervención grupal y familiar. Estos centros pueden pertenecer a una 
municipalidad o gobierno regional, recibiendo financiamiento del Mi-
nisterio de Salud. El servicio puede extenderse entre 6 y 9 meses, con 
un período de seguimiento de 3 meses adicionales.

iii) Residencias de largo plazo:

Los servicios de cuidado residencial de largo plazo están dirigidos a per-
sonas con dependencia moderada o severa, que viven en condiciones 
económicas vulnerables. El SENAMA provee un monto de dinero por 
persona, que es complementado con aportes de los residentes que no 
pueden superar el 85% de su pensión.

Adicionalmente, el SENAMA ofrece subsidios (a través de fondos 
concursables) a centros de largo plazo que atiendan a personas vulnera-
bles, con dependencia desde leve hasta severa. El monto de dichos sub-
sidios depende del nivel de dependencia de los residentes atendidos.
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Por último, existen las llamadas Residencias Protegidas del Ministe-
rio de Salud, que atienden a personas con discapacidad mental, parti-
cularmente a adultos mayores con alzhéimer, aunque están dirigidas a 
pacientes de cualquier edad.

iv) Otros servicios:

Chile Cuida también considera otros servicios especializados como 
gestión de trámites, subsidios para transporte, fisioterapia, etc. Para 
acceder a estos beneficios, las municipalidades definen una lista de ser-
vicios y el Ministerio de Desarrollo Social y Familia transfiere los recur-
sos para su financiamiento.

Dentro de los servicios exclusivos que ofrece Chile Cuida, se en-
cuentra la adaptación de viviendas mediante la instalación de rampas, 
agarraderas en duchas y baños, etc. En la misma línea, el Programa de 
Viviendas Tuteladas del SENAMA busca tanto solucionar el proble-
ma habitacional como promover la autonomía de los adultos mayores. 
Este programa es para personas autovalentes de 60 años y más, vulnera-
bles económicamente, que no cuentan con una solución habitacional.

Por otra parte, también existen programas de envejecimiento activo 
dependientes del SENAMA, Ministerio de Salud y de la Presidencia. 
Estos incluyen la adaptación de espacios urbanos, actividades sociales y 
de recreación, alfabetización digital, cursos de capacitación laboral con 
certificación del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SEN-
CE), así como apoyo económico a emprendedores de la tercera edad e 
incentivos a las empresas para la contratación de adultos mayores.

Finalmente, entre las políticas impulsadas por el SENAMA con 
miras a mejorar la calidad de vida de los adultos mayores, destacan 
aquellas que buscan incentivar el turismo social, el voluntariado y la 
participación en organizaciones civiles.

5.3.  Servicios ofrecidos por el sector privado

Los servicios privados pueden clasificarse en cuatro tipos: domicilia-
rios, diurnos, residenciales y de teleasistencia.
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v) Servicios a domicilio: 

Las instituciones privadas sin fines de lucro ofrecen servicios de cuida-
do a domicilio, apoyadas en el financiamiento público disponible, que 
a su vez tiene como contraparte la correspondiente fiscalización del 
organismo que provee los recursos.

Por otra parte, las instituciones con fines de lucro ofrecen servicios 
de enfermería y hospitalización domiciliaria, además de existir empre-
sas que conectan a los demandantes de servicios de cuidado a domicilio 
con cuidadores cuyas competencias están verificadas y que reciben una 
calificación por la calidad de sus servicios, a través de una plataforma 
web.

Sin perjuicio de lo anterior, al no existir registro oficial de las empre-
sas privadas con fines de lucro que ofrecen este tipo de servicios, no es 
posible dimensionar con certeza el tamaño de su mercado.

vi) Centros diurnos:

Como se mencionó más arriba, las instituciones privadas sin fines de 
lucro pueden acceder al subsidio del SENAMA para proveer servicios 
diurnos a personas con dependencia leve o moderada. En forma si-
milar, algunas municipalidades han creado Centros de Día que se fi-
nancian con el presupuesto propio de la comuna más el aporte de los 
adultos que reciben la atención, sin acceder a subsidios estatales.

Por su parte, los Centros Diurnos administrados por instituciones 
con fines de lucro, si bien no existen datos oficiales, se sabe que forman 
un mercado en crecimiento con un tamaño limitado aún.

vii) Residencias de largo plazo:

Aproximadamente el 95% de las residencias de largo plazo adminis-
tradas por el sector privado tienen fines de lucro y se enfocan en seg-
mentos de ingresos medios y altos de la población. Los precios de estas 
residencias dependen de los servicios y comodidades ofrecidos, pudien-
do ir desde aproximadamente US$ 500 a US$ 4.000 mensuales. De 
hecho, en los últimos años se ha observado un importante crecimiento 
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en el mercado de “hoteles” o residencias “premium” para adultos ma-
yores, que apuntan al segmento de mayores ingresos de la población.

Por su parte, las residencias de largo plazo sin fines de lucro o bien 
son gratuitas o cobran precios que no superan el 85% de la pensión 
del adulto mayor (es decir, no más de US$ 450 mensuales aproxima-
damente).

viii) Teleasistencia:

El servicio consiste en la entrega de un dispositivo electrónico que co-
necta, a la persona dependiente, en todo momento con una central de 
apoyo. Este servicio puede incluir recordatorios para la administración 
de medicamentos, asistencia en caso de caídas o accidentes, manejo de 
síntomas específicos, etc.

Por otra parte, estas empresas pueden realizar una evaluación de las 
viviendas para hacer recomendaciones de seguridad y adaptaciones que 
faciliten las actividades diarias de los adultos mayores.

Las empresas que ofrecen estas prestaciones usualmente cobran en-
tre US$ 20 y US$ 25 por cada dispositivo, aunque pueden tener des-
cuentos en planes que incluyen más de una persona dependiente en el 
hogar.

Finalmente, estos servicios pueden también ser contratados por 
municipalidades que posteriormente los extienden en forma gratuita a 
los vecinos de la comuna.

5.4. Envejecimiento, dependencia y posibles impactos en el 
mercado laboral 

Dado que en el segmento de la cuarta edad la probabilidad de sufrir 
dependencia severa se eleva considerablemente y que este grupo se in-
crementará de forma acelerada en las próximas décadas, existen impor-
tantes implicancias de este fenómeno en materia laboral.

El envejecimiento de la población conlleva una mayor prevalencia 
de personas con dependencia severa, por lo que la demanda por servi-
cios de cuidados especializados registrará un importante aumento en 
el tiempo y, por ende, de los trabajadores que realicen estas activida-
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des. Esto, tanto por la necesidad de otorgar cuidados adecuados a este 
grupo de la población como para ayudar a aliviar la carga de tareas 
soportadas por las familias. 

Sin embargo, aunque es deseable el cuidado por parte de personas 
especializadas, lo cierto es que muchas veces las familias no desean o no 
pueden delegar esas tareas en ellas. De esta manera, los miembros del 
hogar son quienes muchas veces ejercen este tipo de labores, como cui-
dadores informales. En efecto, de acuerdo con Senama (2009) este es el 
tipo de cuidado que predomina. No obstante, estas tareas no remune-
radas son ejercidas en forma desproporcionada por las mujeres, lo que 
significa que son fundamentalmente ellas quienes afrontan los costos 
en materia laboral que implica este fenómeno. Las cifras presentadas en 
la Tabla 9 mostraban que alrededor del 75% de la población de 60 años 
y más en situación de dependencia tiene como cuidadora principal una 
mujer, cifra que se eleva hasta casi el 80% en el caso de los adultos de 
60 años y más en situación de dependencia severa.

Lo anterior tiene varios efectos en materia laboral. El más evidente 
es que, dado que son las mujeres quienes esencialmente se dedican a 
este tipo de cuidados, si este fenómeno no es absorbido a través del 
cuidado formal, podría provocarse un incremento en la proporción 
de mujeres que se restarán de participar del mercado laboral o que 
solo podrán acceder a alternativas de empleo bajo formatos de jornada 
parcial.

Con todo, los altos costos monetarios de cuidado de una persona 
con dependencia severa pueden llevar a los hogares a tener que incre-
mentar su oferta laboral para poder sortear dichos gastos (Jenson y 
Jacobzone, 2001). No obstante, este eventual incremento de la oferta 
laboral no necesariamente será por parte de las mujeres que viven en el 
hogar de la persona con dependencia severa.

Carmichael y Charles (1998) argumentan que puede haber otros 
efectos para los cuidadores. Uno de ellos lo denominan “efecto res-
piro”, que consiste en que el desgaste psicológico de abocarse a tareas 
de cuidado de adultos mayores (los cuales son mucho más altos en 
los casos de dependencia severa) eleva los beneficios no monetarios de 
tener un empleo, puesto que permite al cuidador enfocar su mente en 
otras labores, otorgándole momentos concretos de distracción y alivio 
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de las presiones asociadas al cuidado de la persona dependiente. Así, en 
la medida que las condiciones de ese empleo sean compatibles con las 
responsabilidades de cuidado, es posible que los cuidadores participen 
en el mercado laboral, aunque sea con empleos de unas cuantas horas.

El segundo efecto que postulan Carmichael y Charles es que los cui-
dadores de personas dependientes que participen en el mercado laboral 
sufrirán un impacto negativo en sus salarios, debido a que las responsa-
bilidades de cuidado pueden disminuir su productividad laboral. Ello, 
a través de un mayor ausentismo o a restricciones para abordar más 
responsabilidades, por ejemplo. Esto significa que pueden ser relegados 
a ocupaciones menos demandantes o por debajo de sus calificaciones y, 
por tanto, los hace más propensos al subempleo.

Los resultados de Carmichael y Charles muestran que las labores 
de cuidado incrementan la probabilidad de participar en el mercado 
laboral entre las mujeres cuidadoras informales, que deben destinar 
20 horas o menos a dichas labores pero tienden a trabajar menos ho-
ras por semana en comparación a aquellas que no son cuidadoras. Sin 
embargo, entre las mujeres que destinan más de 20 horas a labores de 
cuidado, es más baja la probabilidad de que participen en el mercado 
laboral, y en el caso de que efectivamente estén ocupadas, sus remune-
raciones son aproximadamente 10% menores que el de las mujeres no 
cuidadoras. De esta manera, la evidencia apunta a que existen impac-
tos altamente perniciosos en materia laboral para aquellas mujeres que 
destinan una gran proporción de horas semanales a labores de cuidado 
informal, por lo que serían esencialmente los casos de dependencia 
severa en la vejez, más que la dependencia leve o moderada, los que 
provocarían estos costos. 

De esta manera, habrá efectos contrapuestos sobre el mercado labo-
ral femenino de un aumento de la población con dependencia severa, 
ya que por un lado subirá la demanda por cuidadores especializados, 
servicio que suele ser prestado por mujeres, pero al mismo tiempo pue-
de restar de participar en la fuerza laboral o solo permitirles acceder a 
empleos de jornada parcial a quienes realizan estas labores de cuidado 
de manera informal a otros miembros de la familia, las cuales son esen-
cialmente mujeres. Sin embargo, lo más probable es que el efecto final 
sea reducir con mayor fuerza la participación laboral de las mujeres 
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con bajos niveles educativos, puesto que los empleos ligados al cuidado 
especializado requieren ciertos mínimos de formación técnica y profe-
sional. En consecuencia, el diseño de las políticas públicas tiene un rol 
relevante en contribuir a evitar o reducir las potenciales consecuencias 
negativas que puede traer aparejada la esperada alza en la prevalencia de 
dependencia severa, especialmente entre mujeres con menores niveles 
educativos.

6. Ajustes necesarios al sistema de pensiones en Chile

El aumento en las expectativas de vida, así como las probabilidades 
de requerir servicios de cuidado por dependencia en edades avanza-
das, impone la necesidad de que el sistema de pensiones en Chile haga 
ajustes paramétricos en los niveles de contribución y la edad legal de 
retiro (particularmente para las mujeres), así como que incorpore com-
ponentes de seguro para la cuarta edad (seguro de longevidad) y para 
cuidados de largo plazo (seguro de dependencia). 

Ajustes paramétricos

Aumentar la tasa de cotización obligatoria (actualmente en 10% del 
salario) tiene un efecto lineal sobre el monto de pensión, por lo que 
es posible llegar a niveles mayores de ahorro considerando que Chi-
le muestra una de las menores tasas de cotización obligatoria a nivel 
internacional. Relacionado con lo anterior, aumentos en el máximo 
imponible equivalen a aumentos en la tasa de cotización, ofreciendo 
aumentos de pensión proporcionales bajo la misma tasa de cotización 
obligatoria.

Tal como se mencionó con anterioridad, la expectativa de vida viene 
aumentando sostenidamente, lo que continuará reduciendo los mon-
tos de pensión que obtienen los trabajadores. Ante esta situación, lo 
lógico es ir ajustando regularmente la edad de retiro de hombres y 
mujeres, de forma tal de evitar el continuo deterioro de los ingresos 
en la etapa de desacumulación producto del aumento en la longevi-
dad de la población. En este sentido, parece apropiado que la edad de 
retiro aumente gradualmente cada vez que se actualizan las tablas de 
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mortalidad (y sus factores de mejoramiento), de manera de mantener 
relativamente estable el número de años que debemos financiar al pasar 
a la etapa de retiro. Finalmente, dada la mayor expectativa de vida que 
se estima para las mujeres y los cinco años de diferencia en la edad de 
retiro entre géneros, resulta urgente aumentar la edad de retiro legal de 
las mujeres en forma acelerada para reducir –al menos– la brecha actual 
con la edad de retiro de los hombres.

Seguro de longevidad

Uno de los mayores desafíos que enfrenta actualmente el Sistema de 
Pensiones en Chile es el rápido crecimiento en las expectativas de vida 
de los pensionados, lo que implica un deterioro constante en los ingre-
sos que estos recibirán durante la etapa de retiro (cada año adicional en 
esperanza de vida implica un 2-3% menos de pensión).  Lo anterior, 
unido a las bajas pensiones promedio que ofrece el Sistema de Capita-
lización Individual, hace urgente implementar soluciones efectivas que 
permitan, simultáneamente, cubrir el riesgo de longevidad (probabili-
dad de agotar los ingresos o no alcanzar niveles que aseguren el están-
dar de vida esperado al retirarse) y aumentar el nivel de las pensiones.

El seguro de longevidad tiene como primera ventaja el proporcio-
nar cobertura de longevidad a todos los pensionados, en particular a 
quienes contratan un Retiro Programado, cuya pensión disminuye gra-
dualmente a lo largo de su etapa de retiro. Adicionalmente, dado que 
la cuarta edad está cubierta por este seguro, los fondos acumulados en 
la AFP pueden destinarse a pagar mayores pensiones entre la edad de 
retiro y la edad a la que comience a pagar el seguro en cuestión (85 
años, por ejemplo). Es decir, al tener asegurado el financiamiento de la 
última etapa de la vida, podemos distribuir nuestro ahorro previsional 
en el período que tenemos una mayor probabilidad de estar vivos y 
disfrutar de pensiones mejores dado que debemos financiar un menor 
número de años con este fondo.

Finalmente, es importante destacar que dependiendo de si el pen-
sionado es hombre o mujer, así como del número de beneficiarios y 
modalidad de pensión seleccionada a la edad de retiro, el aumento en 
pensión puede llegar a niveles significativos cercanos a un 25%-30% 
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respecto de las obtenidas bajo el sistema actual (ver Berstein & Mora-
les, 2021).

Seguro de dependencia severa

A nivel de países desarrollados el 20% de los pensionados requiere cu-
brir altos gastos por dependencia severa. Esto es, gastos en instituciones 
especializadas en el cuidado de adultos mayores no autovalentes, cuida-
dos a domicilio por personal especializado de salud, etc.

Este tipo de gasto puede llegar a consumir el 100% de la pensión 
–en los últimos años de vida– de las personas. De esta forma, un seguro 
de dependencia que cubra los elevados gastos que afectan transversal-
mente a un quinto de los pensionados, se hace altamente necesario 
para asegurar condiciones dignas en los últimos años de vida de nues-
tros adultos mayores.

Como vimos en la sección anterior, sobre la atención para la depen-
dencia en Chile, la cobertura pública disponible en el país está focaliza-
da en los adultos mayores vulnerables, mientras el sector privado ofrece 
servicios principalmente a segmentos de mayores ingresos, por lo que 
los segmentos de ingresos medios tienen un acceso limitado a cuidados 
por dependencia, haciendo muy relevante la incorporación de un segu-
ro universal de dependencia a través del sistema de pensiones.

7. Conclusiones y recomendaciones de política

En base a la evidencia y análisis presentados en el presente capítulo, es 
posible identificar múltiples oportunidades de crecimiento económico 
y mejoras en la calidad de vida de los adultos mayores en Chile, siem-
pre y cuando se implementen políticas adecuadas que permitan apro-
vechar dichas oportunidades, así como corregir distorsiones y acortar 
las brechas observadas, principalmente en los mercados del trabajo, los 
servicios de cuidados para la dependencia y en el sistema de pensiones.

Hay varias políticas que se requiere impulsar de manera urgente en 
el ámbito laboral del país para promover la empleabilidad de las per-
sonas de mayor edad. Es crucial mejorar la cobertura de subsidios a la 
empleabilidad de estas personas. A la fecha de escritura de este texto, 
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solo existe la línea “Experiencia Mayor” del Programa de Formación 
en el Puesto de Trabajo, el cual cuenta con una línea de bonificación 
por contratación y una línea opcional de capacitación donde se entre-
ga un subsidio a aquellas empresas que opten por este beneficio. Sin 
embargo, la cobertura del programa es ínfima. El Proyecto de Ley de 
Presupuestos 2024 indica que en aquellos subsidios que apuntan a la 
inserción de otros grupos poblacionales, como jóvenes y mujeres, se 
proyecta una cobertura de más de 300 000 subsidios, mientras que 
para el Programa de Formación en el puesto de Trabajo (programa al 
que pertenece el subsidio “Experiencia Mayor”), se consideran sola-
mente 500 cupos. 

Esto refleja un desequilibrio en cuanto a apoyos fiscales a la emplea-
bilidad entre segmentos con dificultades de inserción, lo que, de no 
mediar modificaciones, dará paso a una estructura de subsidios inade-
cuada ante el acelerado proceso de cambio demográfico que vive Chile. 
Adicionalmente, sería relevante que en la estructura de subsidios a la 
empleabilidad en el país se contemple un incentivo de mayor magni-
tud en aquellos casos en que la persona se encuentre en desempleo de 
larga duración, tal como ocurre en países como Alemania y España, es-
pecialmente considerando que este fenómeno afecta en mayor medida 
a las personas de mayor edad. Junto con lo anterior es esencial que el 
subsidio vaya de la mano con programas de capacitación y formación 
continua, que permitan reparar las distintas brechas respecto a grupos 
etarios de menor edad, en especial las brechas digitales. 

Asimismo, dado que uno de los activos más valiosos del segmento 
de trabajadores de mayor edad es la experiencia, sería valioso fomentar 
programas de preparación de formadores para que así, los trabajado-
res mayores puedan enseñar (y con ello mejorar la empleabilidad de 
este segmento) y, al mismo tiempo, puedan entregar conocimientos y 
enseñanzas basados en su experiencia laboral a trabajadores más jóve-
nes o estudiantes, especialmente en la enseñanza técnico profesional. 
Finalmente, dado el rol crucial de la salud en la participación laboral 
del adulto mayor, las políticas que promuevan estilos de vida saludable 
y la instauración de las recomendaciones ergonómicas en los lugares 
de trabajo son factores muy importantes a la hora de prolongar la vida 
activa de los adultos mayores y evitar el retiro prematuro.
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Por su parte, en el caso de los cuidados por dependencia, se debe 
incentivar un aumento de la cobertura territorial y hacia los sectores 
de ingresos medios del país, tanto por medio de los programas públi-
cos como de la oferta del sector privado, esto último probablemente 
a través de subsidios a las empresas o a los adultos mayores con de-
pendencia. En particular, se requiere aumentar de manera significativa 
el número de cuidadores y personal de salud asociado a las tareas del 
cuidado en Chile.

Finalmente, el sistema de pensiones requiere ajustes urgentes en los 
niveles de ahorro previsional y en la edad de retiro, principalmente 
tendiendo a igualar la edad legal entre hombres y mujeres, además de 
indexarla a los aumentos de longevidad reflejados en las tablas de mor-
talidad. Además, es fundamental incorporar seguros de longevidad y 
dependencia severa para la cuarta edad, de forma que los pensionados 
puedan vivir la última etapa de su vida con un nivel de ingresos que les 
permita cubrir sus necesidades de subsistencia y salud.



248

8. Referencias

Acuña, J. y Bravo, J. (2023). “Análisis de la desocupación en Chile: ¿cuánto dura y 
cuál es la magnitud del desempleo de larga duración?”. Informe Nº22 OCEC 
UDP.

Apella, I., Packard, T., Joubert, C. y Zumaeta, M. (2019). “La fuerza laboral 
chilena frente al envejecimiento poblacional”. En Retos y oportunidades del 
envejecimiento en Chile. Santiago de Chile: Banco Mundial.

Aubert, P., Caroli, E. y Roger, M. (2006). “New technologies, organization and age: 
firm-level evidence”. The Economic Journal 116(509): 73-93.

Bartel, A. y Sicherman, N. (1993). “Technological change and retirement decisions 
of older workers”. Journal of Labor Economics 11: 162–183.

Beckmann, M. (2007). “Age-biased technological and organizational change: firm-
level evidence and management implications”. WWZ Discussion Paper 03/07, 
Basel.

Bendick, M., Brown, L. y Wall, K. (1999). “No foot in the door: an experimental 
study of employment discrimination against older workers”. Journal of Aging 
and Society Policy 10(4): 5-23.

Berstein, S., and M. Morales (2021), “The Role of a Longevity Insurance 
for Defined Contribution Pension Systems”, Insurance: Mathematics & 
Economics, 99:233-240

Blanchard-Fields, F. y Kalinauskas, A. (2009). “Challenges for the current status 
of adult development theories; A new century of progress”. En Smith, M. 
y Defrates-Densch, N. (Eds.), Handbook of research on adult learning and 
development. New York: Routledge.

Blundell, R., Britton, J., Costa Dias, M. y French, E. (2017). “The impact of health 
on labour supply near retirement”. IFS Working Paper W17/18, Instituto de 
Estudios Fiscales, Londres.

Comisión Europea (2018). The Silver Economy. Final Report. Disponible en: 
https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/a9efa929-3ec7-11e8- 
b5fe-01aa75ed71a1/language-en/format- PDF/source-search

Cahill, K., Giandrea, M. y Quinn, J. (2006). “Retirement patterns from career 
employment”. The Gerontologist, 46(4): 514–523.

Cahill, K., Giandrea, M. y Quinn, J. (2008). “A Micro-Level Analysis of Recent 
Increases in Labor Force Participation among Older Workers”. Working Paper 
2008–8, Chestnut Hill, MA: Center for Retirement Research, Boston College.

Cahill, K., Giandrea, M. y Quinn, J. (2013). “New evidence on self‐employment 
transitions among older Americans with career Jobs”. U.S. Bureau of Labor 
Statistics Working Paper 463, U.S. Department of Labor, Washington, DC.

Carmichael, F. y Charles, S. (1998). “The labour market costs of community care”. 
Journal of Health Economics 17(6): 747–765.

Centro UC Estudios de Vejez y Envejecimiento (CEVE - UC) y OTIC del 
Comercio, Servicios y Turismo (2018). Trabajo y personas mayores en Chile: 



249

Lineamientos para una política de inclusión laboral - Estudio nacional en 
personas entre 55 y 74 años. Santiago: Salesianos Impresores.

Charles, K. y DeCicca, P. (2007). “Hours flexibility and retirement”. Economic 
Inquiry 45(2): 251–267.

Chiu, W., Chan, A., Snape, E. y Redman, T. (2001). “Age stereotypes and 
discriminatory attitudes towards older workers: an East–West comparison”. 
Human Relations 54(5): 629–661.

Cohen-Mansfield, J., Shmotkin, D., Blumstein, Z., Shorek, A., Eyal, N. y Hazan, 
H. (2013). “The old, old-old, and the oldest old: Continuation or distinct 
categories? An examination of the relationship between age and changes in 
health, function, and wellbeing”. International Journal of Aging and Human 
Development, 77(1): 37-57.

Dwyer, D. y Mitchell, O. (1999). “Health problems as determinants of retirement: 
are self-rated measures endogenous?”. Journal of Health Economics 18(2): 173-
193.

Ebly, E., Parhad, I., Hogan, D., Fung, T. (1994). “Prevalence and types of dementia 
in the very old: Results from the Canadian Study of Health and Aging”. 
Neurology 44: 1593–1600.

Edin, P. y Gustavsson, M. (2008). “Time out of work and skill depreciation”. ILR 
Review Vol.61 No. 2.

Finkelstein, L., Burke, M. y Raju, N. (1995). “Age Discrimination in Simulated 
Employment Contexts: An Integrative Analysis”. Journal of Applied Psychology 
80: 652-663.

Friedberg, L. (2003). “The impact of technological change on older workers: 
evidence from data on computer use”. Industrial and Labor Relations Review 
56: 511–529.

Fuchs, V. (1982). “Self-Employment and Labor Force Participation of Older 
Males”. The Journal of Human Resources, 17(3): 339-357.

Gielen, A. (2009). “Working hours flexibility and older workers’ labour supply”. 
Oxford Economic Papers 61(2): 240–274.

Gringart, E., Helmes, E. y Speelman, C. (2005). “Exploring Attitudes Toward 
Older Workers Among Australian Employers: An Empirical Study”. Journal of 
Aging and Social Policy, 17(3): 85–103.

Gustman, A. y Steinmeier, T. (2004). “Minimum hours constraints, job 
requirements and retirement”. Working Paper 10876, NBER, Cambridge, MA.

Henkens, K. y Siegers, J. (1991). “The decision to retire: the case of Dutch men 
aged 50 –64”. European Journal of Population 7: 231 –249.

Herrera, M., Kornfeld, R. y Belloni, C. (2018).  Trabajo y personas mayores en 
Chile: Lineamientos para una política de inclusión laboral. Estudio Nacional en 
personas entre 55 y 74 años. Santiago: Pontificia Universidad Católica de Chile.

Heyma, A. (2004). “A structural dynamic analysis of retirement behavior in the 
Netherlands”. Journal of Applied Econometrics 19(6): 739 –759.



250

Jenson, J. y Jacobzone, S. (2000). “Care Allowances for the Frail Elderly and Their 
Impact on Women Care-Givers”. OECD Labour Market and Social Policy 
Occasional Papers, No. 41. OECD Publishing.

Kanfer, R. y Ackerman, P. (2000). “Individual differences in work motivation: 
Further explorations of a trait framework”. Applied Psychology: An 
International Review 49: 470–482.

Karpinska, K., Henkens, K. y Schippers, J. (2011). “The recruitment of early 
retirees: A vignette study of the factors that affectmanagers’ decisions”. Ageing 
& Society 31(4): 570–589.

Kerr, G. y Armstrong-Stassen, M. (2011). “The Bridge to Retirement: Older 
Workers Engagement in Post-Career Entrepreneurship and Wage-and-Salary 
Employment”. Journal of Entrepreneurship 20(1): 55–76.

Kooij, T., de Lange, A., Jansen, P., Kanfer, R. y Dikkers, J. (2011). “Age and work-
related motives: Results of a meta-analysis”. Journal of Organizational Behavior 
32: 197-225.

Lindeboom, M. y Kerkhofs, M. (2009). “Health and work of the elderly: Subjective 
health measures, reporting errors and endogeneity in the relationship between 
health and work”. Journal of Applied Econometrics, 24(6): 1024-1046.

Lissenburgh S. y Smeaton, D. (2003). “Employment transitions of older workers: 
The role of flexible employment in maintaining labour market participation 
and promoting job quality”. The Policy Press in association with the Joseph 
Rowntree Foundation.

McPhedran, S. (2012). “The Labor of a Lifetime? Health and Occupation Type as 
Predictors of Work-force Exit Among Older Australians”. Journal of Aging and 
Health 24(2): 345–360.

Messe, P., Moreno-Galbis, E. y Wolff, F.C. (2014). “Retirement intentions in the 
presence of technological change: theory and evidence from France”. IZA 
Journal of Labor Economics 3:8.

Mincer, J. y Ofek, H. (1982). “Interrupted work careers: Depreciation and 
restoration of human capital”. The Journal of Human Resources. Vol. 17 (1): 3 
-24.

Molina, H., L. Sarmiento, N. Aranco y P. Jara. (2020). “Envejecimiento y atención 
a la dependencia en Chile”. Nota técnica del BID IDB-TN-2004. Washington, 
DC: Banco Interamericano de Desarrollo. Disponible en: http://dx.doi.
org/10.18235/0002678

Moulton, J. y Scott, J. (2016). “Opportunity or necessity: Disaggregating self-
employment and entry at the older ages”. Social Forces, 94, 1539–1566.

Nichols, A. Mitchell, J. y Lindner, S. (2013). “Consequences of Long-Term 
Unemployment”. The Urban Institute. Washington D.C.

Okumura, M., M. Stampini, C. Buenadicha, A. Castillo, F. Vivanco, M. Sánchez, 
P. Ibarrarán y P. Castillo. (2020). “La economía plateada en América Latina 
y el Caribe: El envejecimiento como oportunidad para la innovación, el 
emprendimiento y la inclusión”. Washington, DC: Banco Interamericano de 
Desarrollo. Disponible en: https://doi.org/10.18235/0002598.



251

Organisation for Economic Co-operation and Development (2014). “The Silver 
Economy as a Pathway for Growth: Insights from the OECD-GCOA Expert 
Consultation”. http://www.oecd.org/sti/the-silver-economy-as-a-pathway-to-
growth.pdf 

Payne, R. y Jones, G. (1987) “The effects of long-term unemployment on attitudes 
to employment”. Journal of occupational behavior. Vol.8 pp. 351-358

Peterie, M., Ramia, G., Martson, G. y Patulny, R. (2019). “Emotional 
compliance and emotion as resistance: Shame and anger among the long-term 
unemployed”. Work, employment and society. Vol. 33 (5) pp. 794-811.

Pifer, A., y Bronte, L., (Eds.) (1986). Our aging society: Paradox and promise. New 
York: W. W. Norton.

Potocnik, K., Tordera, N. y Peiró, J. (2010). “The influence of the early retirement 
process on satisfaction with early retirement and psychological well-being”. The 
International Journal of Aging and Human Development 70(3): 251–273.

Quinn, J. (1999). “Retirement patterns and bridge jobs in the 1990s”. EBRI Issue 
Brief Number 206. Washington, DC: Employee Benefit Research Institute.

Schuring, M., Burdorf, L., Kunst, A. y Mackenbach, J. (2007). “The effects of ill 
health on entering and maintaining paid employment: evidence in European 
countries”. Journal of Epidemiology & Community Health 61(7): 597–604.

Servicio Nacional del Adulto Mayor – SENAMA (2009). “Estudio Nacional 
de la Dependencia en las Personas Mayores. Santiago de Chile: SENAMA”. 
Disponible en http://www.senama.gob.cl/storage/docs/Dependencia-Personas-
Mayores-2009.pdf

Singer, T., Verhaeghen, P., Ghisletta, P., Lindenberger, U. y Baltes, P. (2003). “The 
fate of cognition in very old age: Six-year longitudinal findings in the Berlin 
Aging Study (BASE)”. Psychology and Aging 18: 318-331.

Smith, J. (2001). “Well-being and Health from Age 70 to 100: Findings from the 
Berlin Aging Study”. European Review 9(4): 461-477.

Snape, E. y Redman, T. (2003). “Too old or too young? The impact of perceived 
age Discrimination”. Human Resource Management Journal 13(1): 78–89.

Speiser, A. (2021). “Back to work: the effect of a long-term carreer interruption on 
subsequent wages in Switzerland”. Swiss Journal of Economics and Statistics. 
Vol 157 (1) 

Subsecretaría de Previsión Social (2018). “Principales resultados de la Encuesta de 
Calidad de Vida del Adulto Mayor, e Impacto del Pilar Solidario”. Encuesta 
desarrollada por el Centro de Encuestas y Estudios Longitudinales UC.

Sullivan, D. y von Watcher, T. (2009) “Job displacement and mortality: an analysis 
using administrative data”. The Quarterly Journal of Economics 124(3)

Taylor, P. (2001). “Analysis of ways to improve employment opportunities for older 
workers”. Report to the European Commission, Noviembre 2001.

Van Solinge, H. (2014). “Who opts for self‐employment after retirement? A 
longitundinal study in the Netherlands”. European Journal of Ageing 11: 261– 
272.



252

Walker, E. y Webster, B. (2007). “Gender, age and self-employment: Some things 
change, some stay the same”. Women in Management Review, 22(2): 122–135.

Winefield, A., Marika, T., Winefield, H. y Goldney R. (2005). “Growing up with 
unemployment. A longitudinal study of its psychological impact”. Routledge, 
New York.

World Economic Forum White Paper (2016). “The Silver Economy: How 21st-
Century Longevity Can Create Markets, Jobs and Drive Economic Growth”. 
Disponible en: https://www3.weforum.org/docs/IP/2016/HE/B20_WEF_
GACAgeing_23%20March.pdf

Zissimopoulos, J. y Karoly, L. (2007). “Transitions to Self-Employment at Older 
Ages: The Role of Wealth, Health, Health Insurance, and Other Factors”. 
Labour Economics 14: 269-295.

Zissimopoulos, J. y Karoly, L. (2009). “Labor force dynamics at older ages: 
Movements into self‐employment for workers and non‐workers”. Research on 
Aging 31(1): 89– 111.

Zucchelli, E., Harris, M. y Zhao, X. (2012), “Ill‐Health and Transitions to 
Part‐Time Work and Self‐Employment among Older Workers”. Health, 
Econometrics and Data Group Working Paper, University of York, York, UK.



253

Capítulo 7
La economía del envejecimiento en Costa 
Rica: desafíos y oportunidades

Edgar Robles

1. Introducción

El mundo está experimentando cambios demográficos sin precedentes, 
caracterizados por un envejecimiento poblacional debido a una rápida 
y notoria caída en la tasa de fecundidad y un crecimiento pausado pero 
continuo en la expectativa de vida. 

Por ejemplo, los avances en la medicina, el progreso tecnológico que 
ha llevado a una expansión del sector de servicios y a actividades que 
requieren menos esfuerzos físicos, el mejoramiento en los estándares 
de vida, entre otros, han propiciado un incremento en la esperanza 
de vida, especialmente para las personas mayores de 65 años. Esto ha 
provocado, a su vez, un incremento en la proporción de los adultos 
mayores dentro de la población global.

Si bien, este proceso de envejecimiento puede parecer desafiante, 
también es posible identificar algunas oportunidades, lo cual ha dado 
origen a lo que se ha denominado como economía plateada o eco-
nomía del envejecimiento. Esta se refiere al desarrollo de actividades 
económicas que surgen de las necesidades y contribuciones de la po-
blación de adultos mayores; por ejemplo, servicios médicos, hogares de 
cuido, transporte y empleo. 

Dentro de esta corriente es que encontramos a la cobertura del siste-
ma de pensiones, la que se constituye como uno de los principales me-
dios para poder financiar las actividades vinculadas al envejecimiento. 
Así, en gran medida, una buena estructuración del sistema de pensio-
nes le permitirá a cada país aprovechar las oportunidades que pueden 
surgir con el envejecimiento de su población. 

Aunque la economía plateada tiene dimensiones multifacéticas, el 
presente documento pretende revisar la forma en que el sistema pen-
sional ha evolucionado en Costa Rica de cara al proceso de envejeci-
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miento. Esto con el fin, justamente, de visualizar los principales desa-
fíos y explorar estrategias para aprovechar el potencial que generan las 
nuevas actividades de la economía planteada, y así lograr un desarrollo 
sostenible en el tiempo. 

En la siguiente sección se hace un repaso de la transformación de-
mográfica en Costa Rica. Luego, se realiza un recuento de la potencia-
lidad de la economía plateada para generar el desarrollo económico. 
Posteriormente, se describen las diferentes leyes y programas imple-
mentadas en el país para fomentar este sector de la economía. Por úl-
timo, se describe el desarrollo de la economía plateada y el estado del 
sistema de pensiones de Costa Rica. 

2. Implicaciones de las tendencias demográficas para Costa 
Rica

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud de las Naciones 
Unidas, en el año 2019 existían en el mundo alrededor de 1.000 millo-
nes de personas mayores de 60 años. Se espera que esa población crezca 
a 1.400 millones en 2030 y a 2.1 millones en 2050.1 La mayor parte de 
este crecimiento ocurrirá en los países en desarrollo y a una velocidad 
mucho más rápida que la observada en los países desarrollados que ya 
transitaron por esta etapa demográfica. De hecho, los dos países más 
populosos del mundo, China y la India, están experimentando incre-
mentos sustanciales en su población de adultos mayores, lo cual, si se 
suma a las bajísimas tasas de fecundidad y al reducido tamaño de las 
familias, tendrán profundas implicancias sociales y económicas.

La región latinoamericana no se salva de dicha tendencia. Por ejem-
plo, la figura 1, tomada de Bosch, Pagés y Ripani (2018), muestra que 
la media de los países de América Latina y el Caribe tardarán alrededor 
de 25 años en duplicar el porcentaje de adultos mayores (del 10% al 
20% de la población). Este proceso tardó entre 50 y 75 años en los paí-
ses desarrollados, lo cual significa que, con la excepción de Argentina y 
Uruguay,2 la región contará con menos de una tercera parte del tiempo 
para diseñar políticas de protección para la vejez y aprovechar las ven-
tajas de la economía plateada. Costa Rica se ubica entre los países en 
1  Extraído de https://www.who.int/health-topics/ageing#tab=tab_1 el 5 de junio de 2024. 

2  Estos dos países se adelantaron en la transición demográfica y experimentaron tiempos similares a 
los de los países desarrollados.
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donde esta transición demográfica ocurrirá de forma más rápida, pues 
en un lapso de 22 años se duplicará el porcentaje de adultos mayores 
dentro de la población.

El proceso de envejecimiento en Costa Rica se manifiesta claramen-
te al observar las pirámides poblacionales de la figura 2 en distintos 
momentos de su historia. Partiendo de una pirámide poblacional muy 
bien definida en el año 1950, caracterizada por altas tasas de fecundi-
dad y una relativamente baja esperanza de vida, se ve un debilitamiento 
de la base de dicha pirámide para el año 2000, como consecuencia de la 
caída en la tasa de fecundidad y el aumento en la expectativa de vida. A 
partir de ese año, este proceso se acelera rápidamente, conforme la tasa 
de fecundidad sigue cayendo con mayor fuerza, tanto que el porcen-
taje de adultos mayores se incrementa mientras mejora la expectativa 
de vida del país. Así, para el año 2024 se observa un ensanchamiento 
considerable de la población mayor de 50 años y en especial de las per-
sonas mayores de 65, con una estructura poblacional casi rectangular. 
Se puede visualizar la forma en que la pirámide poblacional se empieza 
a invertir al punto de que, para 2050, pierde su forma y comienza a 
verse invertida de forma más evidente. 

Figura 1. Años para que la proporción de adultos mayores de 65 
años pasen del 10% al 20% de la población
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Fuente: Reproducido de Bosch, Pagés y Ripani (2018).

Solo para poner las cifras en perspectivas, en 1950 existían en el país 
623 personas mayores de 90 años y 14 mayores de 100 años. Para la 
fecha del presente estudio (2024), hay en Costa Rica 21 306 personas 
mayores de 90 años y 324 mayores de 100. Para 2050 se espera que 
vivan en el país 48 548 adultos mayores de 90 años y 994 centenarios.
 
Figura 2. Costa Rica: pirámides poblacionales para años 
seleccionados

Fuente: elaboración propia con información del Instituto Nacional de Estadística y 
Censos.

Son muchas las razones que explican el envejecimiento de la población 
y se combinan factores educativos, culturales, sanitarios, laborales y 
sociales, entre otros. Por ejemplo, la caída en la tasa de fecundidad, o 
sea, el número de hijos por mujer fértil, es uno de los elementos que 
experimentan violentos cambios en el corto plazo. La figura 3 mues-
tra su tendencia entre los años 2000 y 2024, en donde esta se reduce 
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prácticamente a la mitad, de un valor de 2,42 hijos por mujer al inicio 
del período a 1,24 al final de él, y con una clara propensión a seguir 
cayendo de una forma incluso más pronunciada, tal como lo muestran 
las cifras de la última década. Según la última revisión del Instituto Na-
cional de Estadística y Censos (INEC) (2024), la tasa de fecundidad se 
proyecta que alcance 1,14 hijos por mujer en el año 2031 y se estabilice 
en 1,26 para el 2050. 

Sin embargo, es probable que esas cifras sean ambiciosas, pues una 
proyección lineal de los últimos 20 años de la tasa de fecundidad lleva-
ría el indicador a 0,80 hijos por mujer fértil en el año 2034. Cabe hacer 
la salvedad de que, en ausencia de migraciones relevantes, una región 
requiere de una tasa de fecundidad de 2,1 para mantener su población 
estable en el largo plazo. Por lo tanto, las cifras muestran que, en el fu-
turo próximo, el total de habitantes de Costa Rica empecerá a decrecer 
y como lo niños para mantener el equilibrio poblacional no nacen, 
la población del país será cada vez más envejecida. El INEC (2024) 
estima que este proceso de reducción de la población iniciará en el 
año 2045, alcanzando un valor máximo de 5,4 millones de habitantes 
frente a los 5,2 millones que existen en la actualidad.

Figura 3. Costa Rica: tasa global de fecundidad (por mujer) entre 
2000 y 2024

Fuente: elaboración propia con estadísticas del INEC.

La otra cara del envejecimiento es la expectativa de vida de la pobla-
ción, la cual también ha venido creciendo en el mundo por diversos 
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motivos, dentro de los que se encuentran una mejor educación y salu-
bridad, la tecnificación y la mejora y el mayor acceso a las redes de sa-
lud. Desde sus inicios como república, Costa Rica ya se distinguía por 
excelentes indicadores de salud y por una alta expectativa de vida. Sin 
embargo, esta ha venido creciendo más rápidamente de lo observado 
en otros países del mundo.

Por ejemplo, la figura 4 muestra la evolución de la expectativa de 
vida al nacer desde el año 1950. Varios son los aspectos a resaltar en 
estos datos. El más evidente es que en ese lapso de 75 años la espe-
ranza de vida creció, en promedio, 23,8 años, o sea, hoy la gente en 
Costa Rica espera vivir 41,6% más tiempo que al inicio del período 
en cuestión. Por otro lado, no solo la esperanza de vida es mayor entre 
mujeres, lo cual pasa principalmente por motivos biológicos, sino que 
también esta se incrementó para ellas más fuertemente, pues una mujer 
que nace hoy se espera que viva 43,3% más tiempo que otra que nació 
hace 75 años, mientras que un varón que nace hoy solo se espera que 
viva 39,8% más. Esta tendencia no se ha detenido, pues para el año 
2050 el INEC espera que la expectativa de vida al nacer aumente a 
84,3 años y que para 2100 sea de 89,6.

Figura 4. Costa Rica: esperanza de vida al nacer, 1950-2024 (en años)

Fuente: elaboración propia con estadísticas del INEC.
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A pesar de lo anterior, la expectativa de vida que realmente es rele-
vante para la economía plateada es la que tienen las personas mayores 
de 65 años. La figura 5 presenta justamente este indicador y muestra 
que, mientras en 1950 un adulto mayor de 65 años tenía en promedio 
una esperanza de vida de 14,1 años adicionales (o sea, se esperaba que 
muriera a los 79,1 años), un adulto mayor que alcanzara los 65 años en 
2024 tendría una sobrevida esperada de 21,0 años. En el mismo lapso, 
esto representa un incremento en la esperanza de vida de las personas 
de 65 años de 49,1%, cifra aun mayor que el crecimiento general. Esta 
situación genera la necesidad de desarrollar la economía plateada para 
que los adultos mayores tengan tanto la capacidad de financiar más 
años de sobrevida, como de disfrutar de un retiro saludable y feliz. 

Figura 5. Costa Rica: esperanza de vida a los 65 años, 1950-2023

Fuente: elaboración propia con estadísticas del INEC.

Destaca en esta figura 5 que la esperanza de vida a los 65 años se man-
tuvo relativamente constante entre 1950 y 1970, período en el cual 
sí ocurre un incremento fuerte en la esperanza general de vida (ver 
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figura 4). A partir de 1970 empieza a crecer este indicador de forma 
más acelerada que el índice general. El aumento es más pronunciado 
entre mujeres que entre los hombres. Por último, a partir de 2020 y 
hasta 2022, las estadísticas muestran la caída en la esperanza de vida a 
raíz de la crisis de COVID-19. Sin embargo, esa caída se estabiliza de 
inmediato, pues solo tuvo efectos temporales en virtud de que no se 
trató de un fenómeno permanente que afectara las tasas de mortalidad 
hacia el futuro.

En este punto, vale la pena mencionar que Costa Rica posee la mayor 
proporción de nonagenarios varones como porcentaje de la población 
total en el mundo.3 De la figura 5 también se observa que las mujeres 
de 65 años tienen mayor sobrevida que los varones, y que la distancia 
en la esperanza de vida entre ambos grupos se viene ampliando en el 
tiempo. Sin embargo, aunque está en los primeros lugares del mundo, 
la proporción de nonagenarias es mayor en otros países como Japón. 
En la región norte de Costa Rica también se ubica una de las 5 zonas 
azules del planeta que, de acuerdo con Buettner (2023), corresponden 
a lugares en donde la longevidad es muy superior al promedio mun-
dial. Las otras zonas azules reconocidas se ubican en Cerdeña de Italia, 
en Okinawa de Japón, Icaria de Grecia, y Loma Linda, California.

Lo discutido hasta el momento se resume en la figura 6, que mues-
tra la evolución de la razón o relación de dependencia de la población. 
Este concepto agrupa a la población menor de 15 años y a la población 
mayor de 65 años, quienes son mayoritariamente dependientes de la 
población en edad de trabajar definida como los individuos que están 
entre los 15 y 64 años. La figura muestra que la proporción de la po-
blación en edad de trabajar empieza a decrecer a partir del año 2031. 
Este es el punto en donde empieza a agotarse el bono demográfico, si-
tuación en donde esta población activa es mayor a la población depen-
diente. Durante todo el lapso analizado, la proporción de la población 
menor de 15 años disminuye por la caída en la tasa de fecundidad y la 
proporción de la población mayor a 65 años crece por el incremento en 
la esperanza de vida. Alrededor del año 2030, los adultos mayores de 
65 años serán más numerosos que la población menor de 15 años. Es 
muy probable que conforme se vayan refinando las estimaciones, esta 

3  Para mayores detalles véase Rosero-Bixby (2008).
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situación se adelante, pues en el pasado, a pesar de que los demógrafos 
tienden a ser cautelosos, sus estimaciones sobre el crecimiento pobla-
cional han tendido a sobreestimarse pues la tasa de fecundidad es muy 
difícil de pronosticar ya que se basa en decisiones de carácter personal, 
muy cambiantes en corto tiempo.

Figura 6. Costa Rica: relación de dependencia de la población, 
1950-2050

Fuente: elaboración propia con estadísticas del INEC.

3. Los impactos económicos del envejecimiento poblacional

El envejecimiento poblacional tiene implicaciones económicas am-
plias. Por un lado, genera desafíos como el incremento en los costos del 
cuidado médico, la sostenibilidad de los sistemas de pensiones y salud, 
y caídas potenciales en la oferta laboral. Por otro lado, ofrece oportuni-
dades como el crecimiento económico a través del desarrollo de nuevos 
mercados, la creación de productos y servicios amigables con el enve-
jecimiento y el aprovechamiento del conocimiento y la experiencia de 
los adultos mayores. 

Por ejemplo, Robles y Cortés (2022) muestran que Costa Rica, con 
un gasto modesto en salud pública del 5,4% del PIB, ha logrado dar 
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cobertura casi universal entre los adultos mayores, como se mostra-
rá más adelante. A pesar del desafío de reforzar la sostenibilidad del 
sistema de salud público al futuro, el país posee una estabilidad en el 
financiamiento y la planificación del sector salud, goza de una atención 
primaria sobresaliente y existe un diálogo efectivo entre los usuarios y 
los administradores de los servicios de salud a nivel local. Sin embargo, 
ante los crecientes gastos en la atención de la salud de la población 
adulta mayor, el país requiere priorizar sus esfuerzos en la prevención 
en lugar de esperar a que la gente enferme. Para ello se debe reforzar la 
prevención primaria y secundaria. 

El primero de estos casos consiste en evitar que se produzca la enfer-
medad, por ejemplo, favoreciendo la salud mental y hábitos de vida y 
alimentación más saludables. La prevención secundaria se basa en reali-
zar diagnósticos de enfermedades en las etapas más tempranas posibles, 
con el fin de reducir el costo de la atención.

Como se analizará más adelante, un punto crucial dentro de la eco-
nomía del envejecimiento es asignar suficientes recursos a los sistemas 
de salud para atender la demanda creciente de servicios y cuidados 
médicos por lapsos más extensos. Esto involucra invertir en infraes-
tructura relacionada con las necesidades de este grupo etario, adiestrar 
a los profesionales de la salud y extender la cobertura para los adultos 
mayores. Tampoco se puede dejar de lado la necesidad de promover 
medidas preventivas para reducir la incidencia de enfermedades cróni-
cas y reducir el costo de la atención médica, mediante campañas públi-
cas de salud que promuevan el bienestar y el envejecimiento saludable. 

En general, se pueden identificar áreas claves dentro de la economía 
plateada. La posibilidad de sacar provecho de estas oportunidades de-
pende de la capacidad de los gobiernos para crear una institucionalidad 
que permita el desarrollo de un sector que será cada vez más relevante 
dentro del total de la población. Existen cuatro puntos que se pueden 
tratar en este aspecto.

En primer lugar, como se ha mencionado, el sector más evidente 
que se puede desarrollar alrededor de la economía plateada es el de 
cuidados de la salud y bienestar general de la población adulta mayor. 
El sector de la salud es un pilar básico dado el crecimiento esperado en 
la demanda de servicios médicos, los productos farmacéuticos y otros 
productos de bienestar general para los adultos mayores. 
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Dentro de los servicios del sector salud se pueden citar los servicios 
médicos y el cuidado de larga estancia. Conforme la población enveje-
ce, se requiere de una infraestructura robusta de hospitales clínicas, ho-
gares de enfermería y servicios de cuidados médicos para el hogar. Las 
facilidades de cuidado de larga estadía son especialmente importantes 
para aquellas personas con condiciones médicas crónicas que requieren 
ayuda continua.

Al mismo tiempo, la población adulta mayor es un consumidor re-
levante de medicamentos y dispositivos médicos. Esto quiere decir que 
existen oportunidades en la innovación para el desarrollo de medicinas, 
herramientas de diagnóstico y tecnologías de asistencia para mejorar la 
calidad de vida de los adultos mayores.

Además, se pueden desarrollar programas preventivos diseñados 
para promover un envejecimiento saludable. Ello incluye programas 
de ejercicios, suplementos alimenticios, servicios de salud mental y 
proyectos de bienestar holísticos que se enfoquen en mantener la salud 
física y mental. 

Una segunda gran área que se puede desarrollar alrededor de la eco-
nomía analizada es la de vivienda y hogares de estancia para adultos 
mayores, con el fin de crear espacios de convivencia que sean amigables 
con el envejecimiento. Por ejemplo, se pueden crear complejos habita-
cionales, esto es, comunidades de retiro que provean facilidades de vida 
asistidas y que ofrezcan servicios y amenidades diseñadas para atender 
las necesidades específicas de los adultos mayores, promoviendo la in-
teracción social y el sentido de comunidad. 

También, muchos adultos mayores prefieren envejecer en sus luga-
res de residencia habitual, provocando una creciente demandada por 
remodelaciones para mejorar la seguridad y accesibilidad de sus casas. 
Esto también promueve el uso de tecnologías inteligentes como sis-
temas de detección de tropiezos y respuesta en casos de emergencias, 
iluminación automática y asistentes automáticos de voz.

Por último, dentro de la economía plateada también están ganando 
popularidad los hogares compartidos y multigeneracionales. Este tipo 
de convivencia promueve las relaciones sociales y proveen redes de apo-
yo, reduciendo el riesgo de la soledad y el aislamiento.

Una tercera área del desarrollo de la economía plateada se relacio-
na con la transportación y la movilidad para asegurar que los adul-
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tos mayores puedan mantener su independencia y el acceso a servicios 
esenciales. Por ejemplo, los sistemas de transporte público requieren 
adaptaciones para satisfacer las necesidades de este grupo de la pobla-
ción, lo cual incluye buses con pisos bajos, asientos preferenciales y es-
pacios amplios y convenientes para la accesibilidad. También, los viajes 
compartidos y servicios de transporte por demanda proveen medios 
convenientes y confiables de transporte para los adultos mayores que 
no pueden o no desean manejar vehículos. Por último, ayudas para la 
movilidad como sillas de ruedas, scooters y caminadoras juegan un rol 
esencial para mejorar la movilidad e independencia de la población 
plateada, especialmente en una época en donde el desarrollo tecnoló-
gico está permitiendo una mayor disponibilidad de implementos cuyo 
uso son cada día más eficientes y amigables.

La cuarta área para aprovechar la economía del envejecimiento, y 
que es la más relevante para el presente estudio, está relacionada con 
las pensiones, el empleo y la participación de los adultos mayores en 
la fuerza de trabajo. En primera instancia, el envejecimiento está re-
configurando el mercado laboral, pues cada vez más adultos mayores 
eligen permanecer en él, tanto si ya cumplieron su edad de retiro bajo 
los sistemas de pensiones o porque el requisito de la edad se ha venido 
incrementando en el tiempo. 

Estas tendencias han provocado que los acuerdos laborales sean más 
flexibles, pues los horarios parciales, el trabajo remoto y el trabajo com-
partido tomaron mayor relevancia entre adultos mayores. Este tipo de 
flexibilidades les permite balancear el trabajo con las necesidades per-
sonales y de salud. 

En este punto, el desarrollo de programas para promover habili-
dades durante estas edades es esencial para mantener a la población 
mayor empleada en actividades productivas. Es necesario reforzar, ade-
más, los programas de entrenamiento con el fin de actualizar las habi-
lidades en campos como el cierre de las brechas digitales y la adopción 
de nuevas tecnologías, para que ellos se adapten a las nuevas demandas 
de un mercado laboral cambiante. 

La promoción de espacios de colaboración intergeneracionales pue-
de fomentar la transferencia del conocimiento y la innovación. Los 
sitios de trabajo que facilitan los programas de tutorías y crean lugares 
donde múltiples generaciones trabajan conjuntamente se benefician 
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de perspectivas y experiencia diversas. Por ello, es conveniente crear 
espacios de trabajos que sean amigables con el envejecimiento y que 
aprecien la experiencia y las habilidades de los trabajadores mayores. 
Esto incluye diseñar políticas que rechacen la discriminación por edad, 
proveer espacios de trabajo ergonómicos y promover la cultura de in-
clusividad y respeto.  

Lamentablemente, a pesar de la valiosa contribución de los trabaja-
dores mayores, la discriminación por edad continúa siendo una barrera 
en el mercado laboral. Por ello, se deben contrarrestar los estereotipos 
en contra de esta población y promover imágenes positivas del enveje-
cimiento para cambiar las percepciones sociales y las actitudes hacia los 
adultos mayores. Superar estos estereotipos y crear espacios laborales 
inclusivos que valoren sus conocimientos y experiencias se convierten 
en aspectos esenciales para maximizar su participación en el mercado 
laboral. 

Cabe mencionar que existe una extensa evidencia empírica que re-
chaza la falacia de un número fijo de puestos de trabajo en una eco-
nomía y que, por tanto, al crecer la cantidad de estos para las personas 
adultas mayores se provoca una reducción similar de trabajos para las 
personas más jóvenes, derivando en altas tasas de desempleo para ese 
colectivo. Esta postura se ha probado incorrecta. De hecho, reciente-
mente para la reforma de pensiones del Uruguay, Saldaín y Martínez 
(2023) reportan que la Comisión de Expertos en Seguridad Social so-
licitó un estudio sobre el tema y no encontró evidencia que logre com-
probar esta tesis. 

Por el contrario, existe evidencia amplia de que el efecto es el inver-
so, pues la mayor cantidad de trabajos para adultos mayores está rela-
cionada de forma positiva con más trabajos para personas jóvenes. Un 
estudio reciente del Banco Mundial realizado por Jasmin and Rahman 
(2021) para un grupo extenso de países, muestra una clara asociación 
positiva entre el empleo joven (15-24 años) y el empleo de adultos ma-
yores (55-64 años), tal y como se reproduce en la figura 7. A conclusio-
nes similares llegan otros escritos de la OIT, los cuales buscan mejorar 
las condiciones para generar empleo entre adultos mayores en medio 
de una sociedad que se envejece. La misma situación ha ocurrido con 
el incremento en el empleo femenino y las migraciones, en cuyos casos 
las economías han logrado crear mayores puestos de trabajo y generar 
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mayor crecimiento económico producto, a su vez, de una mayor canti-
dad de consumo y generación de ingresos.

Figura 7. Tasas de empleo de trabajadores jóvenes y mayores en 
países de la OCDE y del ASEAN

Fuente: reproducido de Jasmin y Rahman (2021).

Por lo tanto, el gobierno puede jugar un papel esencial en el rediseño 
de la economía para considerar el envejecimiento a través de la innova-
ción de políticas. Esto incluye el desarrollo de infraestructura amigable, 
incentivar a que los negocios contraten trabajadores mayores y refor-
mar los sistemas de pensiones.

En materia de reforma de pensiones y seguridad social, es obvio que 
el envejecimiento está presionando la sostenibilidad de estos progra-
mas. Por lo tanto, los diseñadores de políticas públicas deben promover 
reformas para asegurar la sostenibilidad financiera de los planes de pen-
siones y de acceso a la red de seguridad social para los adultos mayores, 
que les permita contar con un apoyo adecuado durante la vejez. Aparte 
de las reformas tradicionales como el incremento gradual en la edad 
de retiro, lo cual va de la mano con el desarrollo en la flexibilidad del 
mercado de trabajo comentado, las políticas también deben fomentar 
el ahorro privado durante la etapa laboral activa, a través de incentivos 
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tributarios y planes de retiro patrocinados por los empleadores, que 
permitan complementar los sistemas públicos de pensiones. También 
se deben promover ahorros privados para pensiones a través del uso de 
herramientas de comportamiento y de programas basados en el con-
sumo. 

En el caso de los trabajadores en los segmentos más bajos de la 
distribución del ingreso, el Estado debe garantizar algún nivel de co-
bertura para evitar la pobreza en la vejez, lo cual muchas veces va acom-
pañado del abandono del adulto mayor por parte de sus familiares. Por 
último, en el caso de los sistemas contributivos, el desarrollo de estrate-
gias de inversión de ciclos de vida permite diversificar los portafolios de 
inversión de los fondos de pensiones y mejorar las rentabilidades para 
fortalecer los beneficios que pagan estos sistemas. Es claro indicar que 
el fortalecimiento de los sistemas de pensiones, además de darle seguri-
dad económica a los adultos mayores durante el retiro, permite finan-
ciar los bienes y servicios demandados dentro de la economía plateada.

4. Incentivos para el desarrollo de la economía plateada en 
Costa Rica

En 1999 se aprueba en Costa Rica la Ley Integral para la Persona Adul-
ta Mayor (Ley 7935). Esta ley marca un hito, no solo por su capacidad 
visionaria sobre el futuro demográfico del país, sino también porque 
por primera vez se reconoce con carácter legal el respeto a los derechos 
de este segmento de la población, mediante principios basados en la 
igualdad de oportunidades y vida digna en todos los ámbitos, garanti-
zándoles su protección y acceso a la seguridad social. 

La ley fortalece los derechos de los adultos mayores mediante la 
ejecución de programas que promueven el acceso a la educación; la 
participación en actividades recreativas, culturales y deportivas; la vi-
vienda digna; el acceso al crédito que otorgan las entidades financieras 
públicas y privadas; el acceso a un hogar sustituto u otras alternativas 
de atención; la atención hospitalaria inmediata, de emergencia, preven-
tiva, clínica y de rehabilitación; la pensión concedida oportunamente, 
haya contribuido o no a un régimen de pensiones; la asistencia social, 
en caso de desempleo, discapacidad o pérdida de sus medios de subsis-
tencia; la participación en el proceso productivo del país, de acuerdo 
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con sus posibilidades, capacidades, condición, vocación y deseos; la 
protección jurídica y psicosocial a las personas adultas mayores afec-
tadas por la violencia física, sexual, psicológica y patrimonial; el trato 
preferencial cuando efectúe gestiones administrativas en las entidades 
públicas y privadas; y la unión con otros miembros de su grupo etario 
en la búsqueda de soluciones para sus problemas. 

Por ejemplo, en materia laboral la ley no permite la discriminación 
en función de la edad. Los adultos mayores deben contar con horarios 
laborales y planes vacacionales adecuados a sus necesidades, y disfrutar 
de los mismos derechos que los otros trabajadores. En el caso de los 
hospitales públicos, se crean servicios de geriatría con personal especia-
lizado, recursos adecuados, físicos, humanos y financieros para garanti-
zar una atención de alto estándar al adulto mayor. Vale la pena indicar 
que la CCSS cuenta con un hospital nacional exclusivo de geriatría y 
gerontología.

Por medio de la ley, los adultos mayores no pagan boletos por el ser-
vicio de transporte público colectivo. Todas las empresas e institucio-
nes públicas o privadas deben contar con líneas de atención prioritaria 
y zonas de atención exclusiva suficientemente adaptada para ellos. Ade-
más, deben tener personal capacitado para la atención especializada de 
sus necesidades. 

Entre otras cosas, gozan de descuentos en transporte aéreo y maríti-
mo, entradas a centros de entretenimiento, hospedajes, clínicas y hos-
pitales privados, medicamentos, implementos médicos y tienen acceso 
a tasas de interés preferenciales por préstamos hipotecarios para vivien-
da. De acuerdo con la ley, todos los beneficios dejados de percibir por 
las empresas privadas ocasionados por estos descuentos o concesiones 
son deducibles del impuesto sobre la renta.

En el sector vivienda, el Estado costarricense posee un programa 
de subsidios de monto fijo para personas catalogadas como pobres co-
nocido como el bono de vivienda. Este subsidio se combina con un 
préstamo hipotecario para viabilizar la construcción de una primera 
vivienda. La ley 7935 establece una igualdad de condiciones para que 
las personas adultas mayores tengan acceso a este programa de bonos. 

La formulación de políticas públicas y planes nacionales en mate-
ria de envejecimiento está a cargo del Consejo Nacional de la Persona 
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Adulta Mayor (CONAPAM), que es un órgano de desconcentración 
máxima4 adscrito a la Presidencia de la República. Este consejo tiene 
dentro de sus fines proteger y fomentar los derechos de las personas 
adultas mayores e impulsar su atención por parte de las entidades pú-
blicas y privadas, velando por el funcionamiento adecuado de los pro-
gramas y servicios destinados a ellas.

El CONAPAM también funciona como instancia de denuncia 
ante la sospecha de agresión física, psicológica, patrimonial, sexual o 
de explotación. La ley contempla sanciones que van desde el ámbi-
to administrativo hasta el encarcelamiento. Dentro del ordenamiento 
legal, se le faculta al CONAPAM iniciar procedimientos legales para 
solicitar a quien administre el dinero de una persona adulta mayor, de 
una pensión de cualquier índole o régimen, que demuestre con prueba 
documental la utilización o el destino de los recursos asignados y, de 
comprobarse un manejo inadecuado, existe una pena de hasta dos años 
de cárcel en adición a la reparación civil. Además, el CONAPAM está 
encargado de acreditar los establecimientos o programas que atienden 
a adultos mayores.

Por ejemplo, en el año 2022, este organismo se hizo cargo del costo 
de la atención de 815 adultos mayores en condición de abandono o si-
tuación de calle, mediante el giro de recursos hacia organizaciones para 
atender las necesidades de estas personas y mejorar su calidad de vida. 
La atención se brinda en hogares de larga estancia de organizaciones de 
bienestar social y son casos que ingresan por centros de salud, delega-
ciones policiales, juzgados y redes comunitarias, entre otras.

El CONAPAM también ofrece una línea telefónica gratuita que 
opera las 24 horas del día, denominada línea dorada, mediante la cual 
se brinda atención a personas adultas mayores, se proporciona orien-
tación, solicitudes de asistencia social y se ingresan denuncias de casos 
de estas personas en condición de indigencia, situaciones de riesgo y 
violencia o condición de abandono.

4  Este tipo de entes permite presupuestar recursos y goza de la misma autonomía funcional que, por 
ejemplo, las superintendencias financieras.
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5. Desarrollo de la economía plateada en Costa Rica

De conformidad con los principales puntos desarrollados en este do-
cumento vinculados a la economía plateada, a continuación se analiza 
la forma en que estas áreas se han venido desarrollando en Costa Rica, 
especialmente en lo relacionado a políticas públicas para atender las 
necesidades de una población en proceso de envejecimiento.

De conformidad con la Encuesta de Hogares (EH) del INEC, el 
Seguro de Enfermedad y Maternidad (SEM) de la Caja Costarricense 
de Seguro Social (CCSS) posee una cobertura prácticamente del 100% 
de los adultos mayores. Estos porcentajes se alcanzaron luego de un 
esfuerzo del Estado a partir del año 2009 por asegurar a toda la pobla-
ción adulta mayor, independientemente de si cotizaron o no para la 
seguridad social. Estas cifras pueden observarse en la figura 8.

Figura 8. Costa Rica: cobertura del seguro de enfermedad público 
entre adultos mayores de 65 años

Fuente: Encuestas de Hogares, INEC.
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La población pensionada bajo los diferentes esquemas de seguridad 
social cuenta con una cobertura directa por medio del Seguro de En-
fermedad y Maternidad (SEM). Quienes cotizaron para la CCSS du-
rante su etapa laboral activa y consolidaron derecho de pensión, que-
dan automáticamente cubiertas por el SEM. En el caso de regímenes 
sustitutos como los del Magisterio Nacional y el del Poder Judicial, los 
pensionados deben cotizar de manera obligatoria para el SEM durante 
su etapa activa y una vez pensionados. La población que no posee pen-
sión está cubierta por el SEM a través del Estado, a quien la CCSS le 
traslada el costo de la atención para su pago. 

Como se explicó en su momento, el SEM es un sistema reconoci-
do internacionalmente como óptimo y cubre todos los padecimientos. 
No obstante, producto del mismo envejecimiento y de la morosidad 
del Estado en el pago de sus cuotas, el sistema presenta deficiencias 
especialmente en lo que respecta a listas de espera, particularmente 
para procedimientos quirúrgicos que de acuerdo con el padecimiento 
pueden superar más de 2 años. A pesar de ello, los adultos mayores tie-
nen prioridad de atención según la urgencia de su enfermedad, aunque 
existen también listas de espera entre ellas. A nivel de atención prima-
ria, la CCSS tiene un programa de visitas de enfermería a domicilio 
para aquellos adultos mayores con dificultades de movimiento o para 
trasladarse a los centros de salud y los servicios incluyen tratamientos 
preventivos. 

En el caso de seguros privados, no existe ningún programa público 
específico diseñado para la población adulta mayor, más allá de los des-
cuentos ofrecidos de acuerdo con lo explicado en el capítulo anterior. 
Todos los seguros están sujetos a una tasa del Impuesto al Valor Agre-
gado preferencial, pero ello aplica para la colectividad. Por su costo, 
este tipo de seguros están orientados a los grupos de mayor ingreso del 
país y existe un gran espacio para el desarrollo de la economía plateada 
alrededor de este servicio financiero.  
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Figura 9. Costa Rica. Porcentaje de adultos mayores que residen 
en vivienda propia

Fuente: Encuestas de Hogares, INEC.

En temas de acceso a la vivienda, las estadísticas muestran un nivel 
de cobertura amplio de sitios habitacionales entre la población adulta 
mayor. La figura 9 se construye con base en la EH del INEC, la cual 
estima que alrededor del 87% de los adultos mayores viven en una casa 
de su propiedad o de su núcleo familiar. Ese porcentaje se ha mante-
nido relativamente estable en los últimos 20 años, con excepción del 
período de la crisis financiera mundial del año 2008. En cuanto al 
estado de esas viviendas, la EH reporta que el 7,2% de las casas posee 
un estado deficiente.

En relación con la generación de ingresos de los adultos mayores 
se debe indicar que la incidencia de la pobreza es mayor al promedio 
nacional. Es más, dependiendo del año que se considere, las personas 
adultas mayores son el grupo poblacional con la mayor tasa de pobre-
za del país. Esta situación empeora conforme la edad de la persona 
aumenta, pues la tasa de pobreza de las personas mayores de 80 años 
casi duplica el porcentaje de pobres de personas de 60 años o más. La 
figura 10 muestra que alrededor de 1 de cada 4 adultos mayores viven 
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en pobreza, aunque las cifras han tenido una ligera mejora en la última 
década y media.

Figura 10. Costa Rica: porcentaje de adultos mayores de 65 años 
en condición de pobreza

Fuente: Encuestas de Hogares, INEC.

Como ocurre con cualquier grupo poblacional, la pobreza tiene causas 
multidimensionales. Sin embargo, en el caso de los adultos mayores 
inciden la baja escolaridad, el limitado acceso a pensiones de carácter 
contributivo y la baja participación en el mercado laboral por la poca 
disponibilidad de empleos para este grupo etario. 

Muchos adultos mayores de 65 años se ven en la imposibilidad de 
obtener una pensión del régimen contributivo y tampoco califican a 
una pensión no contributiva. Por ello se ven obligados a trabajar hasta 
edades avanzadas. Según la EH del INEC, alrededor del 16% de los 
adultos mayores participan en el mercado laboral. Este porcentaje se 
ha venido incrementando lentamente en los últimos 10 años, pero no 
es tan diferente cuando se compara con el mismo indicador hace dos 
décadas, tal y como puede apreciarse en la figura 11. Lo mismo ocurre 
con la tasa de desempleo, la cual ha oscilado alrededor del 2%, un 
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porcentaje muy reducido cuando se compara con el promedio nacional 
que es 5 veces superior. De hecho, ambas series están correlacionadas 
negativamente en un -54%.

Cabe destacar que el 85% de los trabajadores mayores de 65 años 
que participan en la fuerza laboral se encuentran retirados, o sea, per-
ciben una pensión. Esto implica que a muchos de ellos no les alcanza 
dicha pensión para costear sus gastos en vejez y en promedio trabajan 
32 horas a la semana. 

Además, el 63% de los adultos mayores son jefes de hogar y aportan 
el 55% del ingreso familiar. De hecho, el INEC estima que el porcen-
taje de hogares que pasan de ser pobres a no pobres por el efecto de los 
ingresos de estas personas es igual a 26%, lo que significa que la tasa de 
pobreza nacional se duplicaría sin el ingreso aportado por ellos. En el 
país, solamente el 22% de los adultos mayores viven solos.

Figura 11. Costa Rica: tasa de participación en el mercado laboral 
de los adultos mayores de 65 años (en porcentajes)

Fuente: Encuestas de Hogares, INEC.

Calcular la cobertura de pensiones de la población adulta mayor no es 
tarea sencilla en un país como Costa Rica, el cual posee un sistema de 
pensiones fraccionado. Por ejemplo, existen adultos mayores que pue-
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den tener 2 o más pensiones por vejez bajo regímenes diferentes y hay 
otros regímenes que, aunque ya están cerrados en su mayoría, permiten 
el retiro no con la edad sino con los años cotizados, lo cual provoca que 
trabajadores puedan optar por la pensión a inicios de sus años 50. En 
otros casos, como el del Régimen de Capitalización Colectiva del Ma-
gisterio Nacional, la edad mínima de pensión son 57 años y un mes. 
Por tanto, la cifra de pensiones otorgadas sobre la población mayor de 
65 años puede sobreestimar los datos de cobertura. 

Alternativamente, se puede confiar en la EH del INEC para lograr 
un dato más certero. La figura 12 presenta la porción de las personas 
mayores de 65 años que están pensionadas. Así se puede observar que 
su proporción ha sido relativamente estable y ha topado en 50% desde 
2010. Este porcentaje sí se ha incrementado en comparación con la dé-
cada de los 2010, pues al inicio del período rondaba el 40%. A pesar de 
ello, la realidad del país es que más de la mitad de los adultos mayores 
de 65 años no gozan de una pensión contributiva y tienen que buscar 
mecanismos alternativos para financiar sus gastos en vejez. 

A estas cifras de cobertura se les debe agregar el porcentaje de adul-
tos mayores de 65 años que reciben una pensión del Régimen no Con-
tributivo. Estas pensiones son administradas por la CCSS y se finan-
cian con un aporte directo del gobierno. El monto del beneficio no se 
actualiza por inflación y se ha mantenido constante en 82.000 colones 
(aproximadamente US$150 en valores actuales) en los últimos 5 años. 
Además, la posibilidad de extender la cobertura se limita a las priorida-
des fiscales del gobierno de turno. 

Estas pensiones están destinadas a adultos mayores en condiciones 
de pobreza extrema o indigencia. Aunque la pensión representa un in-
greso relevante para el receptor, el monto es muy modesto si se com-
para con el costo de vida y está muy lejos del salario mínimo de un 
trabajador activo, el cual es cercano a 4 veces el monto de esa pensión. 
Cuando las pensiones no contributivas se agregan a las de pensiones 
contributivas, el porcentaje de cobertura se acerca al 70%, mismo por-
centaje que se alcanzó a inicios de la década del 2000. Como se men-
cionó, esta cobertura esconde grandes problemas de suficiencia de la 
pensión. 
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Figura 12. Costa Rica: porcentaje de los adultos mayores de 65 
años que se encuentra pensionado

Fuente: Encuestas de Hogares, INEC.

Otros estudios que utilizan metodologías homogéneas para calcular la 
cobertura de los sistemas de pensiones alrededor del mundo llegan a 
porcentajes similares al del caso de Costa Rica. Por ejemplo, en la figu-
ra 13 Tapia et al. (2023) muestran que en 2021 la cobertura del siste-
ma de pensiones del país era de 67%, un porcentaje que es cercano al 
promedio regional del 59% de los países de América Latina y el Caribe. 

Figura 13. Tasa de cobertura pasiva de pensiones por país
(% de la población mayor de 65 años, circa 2021)

Fuente: tomado de Tapia et al. (2023). 
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6. Conclusiones

La economía del envejecimiento es un aspecto complejo y dinámico en 
el panorama económico mundial. Conforme la población envejece, es 
esencial comprender y enfrentar los desafíos y oportunidades asociadas 
a este cambio demográfico irreversible. 

Un paso fundamental es reconocer la contribución de los adultos 
mayores al crecimiento económico de los países. Más allá de los pre-
juicios que se deben ir rechazando, este fenómeno ofrece la posibilidad 
de innovar y ofrecer productos destinados al consumo y las habilidades 
para el trabajo de los adultos mayores, que permitan el crecimiento 
sustentable y mejoren el bienestar general de esta población. Por lo 
tanto, el futuro de la economía plateada va a depender de los esfuerzos 
colaborativos de los individuos, las empresas y diseñadores de políticas 
públicas para crear ambientes más inclusivos y de apoyo.

Para países como Costa Rica, la población de adultos mayores repre-
senta un mercado significante, lucrativo y creciente en una diversidad 
de bienes y servicios como cuidado médico, medicamentos, entreteni-
miento, viajes y vivienda, solo por nombrar algunos. A nivel institu-
cional, como es común en Costa Rica, el país cuenta con un desarrollo 
institucional fuerte en la promoción de los derechos de los adultos ma-
yores y en el fomento al desarrollo de la economía del envejecimiento.

Sin embargo, la realidad está lejos del ideal plasmado en las leyes. 
Existe evidencia de que el maltrato de diferentes formas a esta pobla-
ción se viene incrementando en el país. Al mismo tiempo, las estadís-
ticas muestran que la incidencia de la pobreza es mayor entre las per-
sonas mayores de 65 años en comparación con el resto de las edades. 

Muchas de las carencias económicas de los adultos mayores se deben 
a una deficiente estructuración del sistema de pensiones de Costa Rica, 
el que no logra proveer ingresos mínimos para más del 50% de esa 
población. Sin un sistema contributivo de pensiones fuerte, los adultos 
mayores deben acudir a sus familias para completar el financiamiento 
de sus necesidades en vejez o sufrir de abandono, para lo cual existe en 
el país una red de protección social limitada que los acoge. 

La otra posibilidad es mantenerlos activos en el mercado laboral, 
pero nuevamente las estadísticas muestran que su tasa de participación 
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es muy baja, aunque se reportan bajas tasas de desempleo, lo cual es un 
síntoma de que el mercado laboral no los alienta a participar a pesar de 
las penurias económicas.

Esto llama a reforzar todavía más la institucionalidad para mejorar 
la cobertura laboral y de pensiones de la población adulta mayor. Sin 
los ingresos suficientes para esta población, el país no tendrá la capaci-
dad de aprovechar todas las oportunidades que la economía plateada 
puede llegar a ofrecer. 
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Capítulo 8
Retos de la longevidad en México

Luis Mario Hernández y Carmen Hoyo

1. Antecedentes

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud,1 el envejeci-
miento de la población puede considerarse un éxito de las políticas de 
salud pública y del desarrollo socioeconómico de un país, sin embargo, 
constituye al mismo tiempo un reto para la sociedad, que debe adap-
tarse a este cambio para garantizar la salud e ingreso digno en la vejez, 
procurando, en ambos casos,2 una máxima cobertura, con calidad en 
los servicios y suficiencia en la cantidad, sostenibilidad financiera en 
todos los horizontes de planeación, robustez ante diversos choques, 
incluyendo los demográficos, políticos, económicos3 y de equidad.4

Según el Consejo Nacional de Población (CONAPO5), en 2024 
hay 132 millones de personas en México y nos encontramos en una 
inercia demográfica, es decir, en una fase de crecimiento lento de la 
población. Esto se debe a que actualmente el promedio de hijas(os) na-
cidas(os) por mujer es de 1.9, mientras que la mortalidad continúa en 
descenso. Por ello, se estima que para 2050 el país llegue a su máximo 
de población con 147 millones de habitantes, y que a partir de ahí ese 

1  OMS (2020).

2  Ver World Bank (1994), World Bank (2010), Robert Holzmann et. al. (2008). 

3  Ver Impavido et. al. (2010). Los choques demográficos deben contemplar tanto la extensión de la 
longevidad como la reducción en las tasas de natalidad. 

4  Reducción de las brechas de género, de raza y de ingresos. En general, los beneficios de los sistemas 
de pensiones, excepto para el pilar universal no contributivo, trasladan las desigualdades existentes 
en los mercados laborales a los derechos pensionarios. En este sentido, es relevante hacer notar que 
la brecha de género en México se refleja principalmente en el menor porcentaje de mujeres que for-
man parte de la Población Económicamente Activa (en promedio, 75% de los hombres pertenecen 
a la PEA vs 46% de las mujeres), en un mayor porcentaje de mujeres que laboran parcialmente o se 
encuentran desocupadas (12% de las mujeres vs 5% de los hombres), así como en la percepción de 
un salario promedio real menor al de los hombres (CONEVAL: Informes de pobreza por salario. 
INEGI: Indicadores de Ocupación y Empleo [2024-05] y ENOE [2024-05]).

5  CONAPO, “Proyecciones de la población de México 2020-2070”, población a mitad de año.
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número disminuya lentamente, hasta alcanzar, en 2070, una tasa de 
decrecimiento de menos 0.88%.

En cuanto a la esperanza de vida, el CONAPO expuso que en 2023 
fue de 75.5 años en promedio: 78.6 años para las mujeres y 72.3 años 
para los hombres, mientras que para 2070 aumentará a 86.4 años para 
las mujeres y 79.9 años para los varones.

Además, las proyecciones de población para 2050 estiman que el 
30% de las personas en México será adulta mayor, y que la razón de 
dependencia por vejez alcanzará un 25.7%. Esto significa que por cada 
100 personas en edad laboral (15 a 64 años), habrá 25.7 personas de 65 
años o más, el doble de la cifra vigente (12.8 personas).

El aumento en el número de adultos mayores plantea retos en la 
atención y planeación de las condiciones necesarias para que este sec-
tor poblacional no represente un impacto significativo en los sistemas 
económicos y de salud del país. 

Dicho aumento tiene lugar dentro de un contexto caracterizado por 
astringencia económica, significativa desigualdad y pobreza, una rele-
vante participación en el mercado de trabajo informal, de subemplea-
dos y trabajadores en condiciones críticas,6 así como una baja cobertura 
de los sistemas de protección social en salud7 y de pilares pensionarios 
inadecuados. Por tanto, uno de los principales retos de México consiste 
en adoptar políticas públicas que se adecuen y respondan al panorama 
demográfico actual.

Aunado a lo anterior, la baja cobertura de los sistemas de pensiones 
exige reformularlos para que garanticen ingresos suficientes para to-
dos, evitando la pobreza en la vejez y facilitando el suavizamiento del 
consumo a lo largo de la vida de cada individuo, para así facilitar un 
nivel de vida digno. Estas políticas deberán estar encaminadas no solo 
a mejorar los niveles de cobertura de los sistemas de pensiones, sino a 
la capacidad de ampliar la base contributiva a través de la creación de 
empleos bien remunerados y la prolongación de la vida laboral activa 
de los adultos mayores.8

6  Ver Indicadores de Ocupación y Empleo y ENOE, del INEGI. 

7  Ver reporte Líneas de pobreza por ingresos de CONEVAL. 

8  “Políticas públicas para los Adultos Mayores, situación actual y desafíos” | Instituto Nacional de las 
Personas Adultas Mayores | Gobierno | gob.mx (www.gob.mx)
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Según datos de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo Nue-
va Edición (ENOEN), para el segundo trimestre de 2022 se estimó que 
en México viven 17.9 millones de personas de 60 años y más, lo que 
representa un 14% de la población total del país. Sobre el total de los 
hombres, este porcentaje es de 13%; en las mujeres, de 15%. Más de 
la mitad (56%) tiene entre 60 y 69 años. Conforme avanza la edad, las 
cifras disminuyen: 30% corresponde al rango de 70 a 79 años y 14% a 
las personas de 80 años y más. 

2. Condición de actividad de las personas adultas mayores 

En el segundo trimestre de 2022, se observó que 33 de cada 100 per-
sonas de 60 años y más son Población Económicamente Activa (PEA), 
y que 67 de cada 100 son Población No Económicamente Activa 
(PNEA). De la PEA, la tendencia muestra una disminución conforme 
avanza la edad; pasa de 43% para el grupo de 60 a 69 años a 9% entre 
quienes tienen 80 años y más. Según el género, los hombres econó-
micamente activos superan a las mujeres en todos los grupos de edad. 
Destaca el grupo de 80 y más, donde 4 de cada 100 mujeres forman 
parte de la PEA. En los hombres, el porcentaje es de un 17%. 

Cuadro 1. Personas de 60 años y más según condición de 
actividad económica, 2022
(Distribución porcentual)

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo Nueva edición 
(ENOEN ). Segundo trimestre de 2022.
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De las personas adultas mayores que conforman la PEA (5.8 millo-
nes), 99% se encuentra ocupada y 1% desocupada.9 Del grupo de per-
sonas ocupadas, un 49% trabaja por cuenta propia, mientras que 38% 
son trabajadores subordinados y remunerados. Son pocas las personas 
que llegan a una edad avanzada y son empleadoras (10%); también hay 
quienes no perciben remuneración por su trabajo (3%). 

La mitad de las mujeres ocupadas de 60 años y más (50%) traba-
ja por cuenta propia. En los hombres este porcentaje es ligeramente 
más bajo (48%). En las y los trabajadores subordinados y remunerados 
no hay diferencias (38%); sin embargo, es más alto el porcentaje de 
hombres que son empleadores respecto al de las mujeres (12% frente a 
5%). El porcentaje de mujeres que trabajan sin pago es mayor al de los 
hombres (7% frente a 2%).10

De acuerdo con la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (CEPAL) y la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el 
significativo número de trabajadores por cuenta propia puede deberse 
a “la discriminación que obstaculiza el acceso por parte de las perso-
nas mayores a un empleo asalariado, como del deseo de estas personas 
de trabajar de manera independiente, aprovechando las cualificaciones 
adquiridas a lo largo de su vida laboral, para hacerlo en condiciones 
que permitan una mayor flexibilidad a la hora de organizar sus activi-
dades laborales y de la vida diaria”.11

9  Cifra notoriamente inferior a la tasa de desocupación de la población general, la cual al cierre de 
abril de 2024, oscila en 2.7%.

10  Cabe notar que la gran diferencia en los tipos de ocupación entre las personas de 60 años y más, 
respecto a la población general, se encuentra en su desplazamiento hacia actividades por cuenta 
propia y la reducción en trabajos subordinados y remunerados. Los demás tipos de actividades no 
muestran diferencias significativas entre el grupo etario en cuestión y la población general. 

11  Comisión Económica para América Latina y el Caribe y Organización Internacional del Trabajo 
(2018). Coyuntura laboral en América Latina y el Caribe. La inserción laboral de las personas mayores: 
necesidades y opciones. 
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Gráfica 1. Personas de 60 años y más ocupadas según posición en 
la ocupación, 2022

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo Nueva edición 
(ENOEN ). Segundo trimestre de 2022.

Según la Organización de las Naciones Unidas, las personas de edad 
avanzada suelen trabajar en empleos mal remunerados, viven del apo-
yo de la familia o sus ingresos se limitan a las pensiones.12 La ENOEN 
indica que un 45% de ellas que están ocupadas gana hasta un salario 
mínimo; 22% obtiene ingresos de más de un salario y hasta dos salarios 
mínimos y 7% gana más de dos y hasta tres salarios mínimos, mien-
tras que el 9% restante no recibe ingresos.13 El porcentaje de mujeres 
que gana hasta un salario mínimo es superior al de los hombres (57% 
frente a 39%). En el resto de las categorías, sin embargo, las mujeres se 
encuentran en desventaja. Solo en el rubro de más de tres y hasta cinco 
salarios mínimos el porcentaje es igual.

12  Organización de las Naciones Unidas y La Comisión Económica para América Latina y el Caribe 
(2018). Envejecimiento, personas mayores y Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible.  

13  En la población general, según datos del INEGI, Indicadores de ocupación y empleo al cierre de 
abril de 2024, los porcentajes son, para los rangos salariales descritos, 40.3%, 30.3% y 7.8% respec-
tivamente. 
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Cuadro 2. Personas de 60 años y más ocupadas según nivel de 
ingreso, 2022
(Distribución porcentual)

Sexo

Hasta 1 

salario 

mínimo

Más de 

1 hasta 2 

SM

Más de 

2 hasta 3 

SM

Más de 

3 hasta 5 

SM

Más de 

5 SM

No 

recibe 

ingresos

No espe-

cificado

Total 45 22 7 3 1 9 13

Hombres 39 25 8 3 2 9 14

Mujeres 57 17 4 3 1 8 10

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo Nueva edición 
(ENOEN ). Segundo trimestre de 2022. 

El 23% de la población ocupada de 60 años y más se dedica al comer-
cio y otro 23% a actividades agropecuarias, mientras que un 21% son 
industriales artesanos y ayudantes.

En cuanto a las condiciones laborales, estimaciones de la ENOEN 
señalan que, durante el segundo trimestre de 2022, un 44% de quienes 
trabajaban de manera subordinada y remunerada con 60 años y más no 
contaba con prestaciones. En los hombres este porcentaje alcanzó un 
45%; en las mujeres, 43%.

La OIT argumenta que, conforme transcurre el ciclo vital de las 
personas, aumenta la posibilidad de caer en el empleo informal.14 En 
México, el 70% de la población ocupada de 60 años y más tiene este 
tipo de empleo. El porcentaje de mujeres en este caso es mayor que el 
de los hombres (75% frente a 68%). Como referencia, cabe destacar 
que en la población general la tasa de informalidad se ha venido redu-
ciendo de niveles cercanos al 60% de la PEA hacia niveles del 55%. La 
población informal en el grupo etario de 60 años y más es claramente 
superior al de la población general, situación que es soportada por un 

14  Organización Internacional del Trabajo (2010). Envejecimiento y empleo en América Latina y el 
Caribe.
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porcentaje significativamente mayor de personas de este grupo etario 
ocupadas en actividades por cuenta propia. 

Gráfica 2. Personas de 60 años y más ocupadas según tipo de 
empleo, 2022

Fuente: INEGI. Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo Nueva edición 
(ENOEN). Segundo trimestre de 2022.

3. Ingresos de las personas adultas mayores

Los resultados de la Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto de los Ho-
gares 2022 (ENIGH) revelan que, en promedio, las fuentes de ingresos 
de las personas de 65 años o más se conforman de la siguiente manera: 
10% pensiones, 36% transferencias y beneficios del gobierno, 33% 
sueldos e ingresos por trabajo y 20% otros ingresos (remesas, negocios, 
rentas).

Desagregando por deciles de ingreso, se observa que en los deciles 
más bajos las transferencias y beneficios del gobierno –incluyendo la 
Pensión para el Bienestar de los Adultos Mayores– representan una 
mayor proporción del ingreso total (hasta 60% del ingreso del decil 
1), mientras que las pensiones contributivas y los ingresos por trabajo 
constituyen la menor proporción. En los deciles más altos, en cambio, 
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las proporciones más grandes corresponden a sueldos e ingresos (45% 
para deciles 8 y 9, 39% para el decil 10) y a transferencias guberna-
mentales.

Gráfica 3. Fuentes de ingreso de adultos mayores por deciles de 
ingreso, ENIGH 2022

Fuente: Elaboración propia con datos de la ENIGH 2022.

Por otra parte, el Foro Económico Mundial (WEF) publicó recien-
temente los Principios de la Economía de la Longevidad,15 diseñados 
para sortear de mejor manera los retos futuros y preparar a los países 
para aprovechar las oportunidades que se presentan en una nueva etapa 
de longevidad y rebalanceo generacional. Dichos principios mencio-
nan tres habilidades interrelacionadas: resiliencia financiera, envejeci-
miento saludable e inclusión social.

A continuación, mencionaremos los principales retos que enfrenta 
México para desarrollar esas habilidades.

15  World Economic Forum (2024).  Longevity Economy Principles: The Foundation for a Financially 
Resilient Future.
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3.1. Resiliencia financiera: retos en materia pensionaria

El Instituto Nacional de las Mujeres señala que uno de los desafíos del 
proceso de envejecimiento de la población es la sostenibilidad econó-
mica de las y los adultos mayores para el goce de una vida digna. Este 
aspecto ya impacta en los esquemas de pensiones, de por sí insuficien-
tes por su baja cobertura, montos precarios y por la dificultad de ase-
gurar ingresos a las personas que logren cubrir el tiempo de cotización 
requerido.16

3.2. Situación actual

En México existen más de mil esquemas de pensiones17 que no están 
conectados entre sí, cada uno con sus propias tasas de cotización, tasas 
de reemplazo, reglas, incentivos, condiciones y beneficios, por lo que 
los incentivos se otorgan a través de diversas instituciones que atienden 
a poblaciones objetivo diferentes.

a. Pensiones no contributivas

En el pilar no contributivo, el programa más importante es la “Pensión 
para el Bienestar de los Adultos Mayores”, un beneficio universal para 
quienes tienen más de 65 años, que consiste en un pago bimestral de 
6,000 pesos y que beneficia a 12.1 millones de personas.18 

El reto principal de este pilar radica en su sostenibilidad, ya que en 
los últimos seis años, el monto de la pensión incrementó 417%,19 y en 
2024 tiene un presupuesto de 465 millones de pesos, lo que representa 
un 5.1% de todo el Presupuesto de Egresos de la Federación.

El Instituto Mexicano de la Competitividad (IMCO) estima que 
el costo de esta pensión, para 2050, ascenderá a 2.08 billones de pesos 
al año,20 ya que, según las proyecciones del CONAPO, el número de 
16  Instituto Nacional de las Mujeres (2014).

17  Vázquez-Colmenares (2012).

18  Consulta al Padrón Único de Beneficiarios (bienestar.gob.mx).

19  2024 inicia con aumentos a Pensiones de Bienestar, anuncia Ariadna Montiel | Secretaría de Bien-
estar | Gobierno | gob.mx (www.gob.mx)

20  IMCO (2024). Iniciativas sobre pensiones: Propuestas fiscalmente cuestionables. 
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personas mayores de 60 años pasará de 16.4 millones en 2024 a 35.4 
millones para mediados de siglo.21

b. Pensiones contributivas

Al pilar contributivo obligatorio pertenecen los trabajadores del sector 
formal y existen diferentes institutos de seguridad social, dependiendo 
de si las personas trabajan en el ámbito privado, al servicio del Estado, 
en empresas paraestatales o en las Fuerzas Armadas:

• Las personas que trabajan en la iniciativa privada del sector 
formal, cotizan en el Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS), cuyo sistema de pensiones fue reformado en 1997, 
pasando de un sistema de reparto22 y beneficio definido a un 
sistema individualizado de contribución definida; se financia 
mediante contribuciones tripartitas (trabajador, empleador y 
gobierno). Los trabajadores que cotizaban antes de julio de 
1997 (Ley 73) podrán recibir una pensión de beneficio defi-
nido, mientras que aquellos que empezaron a cotizar después 
de la reforma, recibirán una pensión de contribución definida. 
Todos los cotizantes al IMSS tienen cuentas individuales ad-
ministradas por las Administradoras de Fondo para el Retiro 
(Afores).

• Por otra parte, los trabajadores al servicio del Estado a nivel 
federal cotizan en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
para los Trabajadores del Estado (ISSSTE), que, al igual que el 
IMSS, fue reformado en 2007 a un sistema individualizado de 
contribución definida. Al momento de la reforma los trabaja-
dores cotizantes eligieron entre el sistema anterior de beneficio 
definido (con recursos administrados por el ISSSTE) o cam-
biarse al nuevo esquema de contribución definida con cuen-
tas individuales administradas por las Afores, y recibir con ese 
cambio un bono de pensión que cuantifica monetariamente los 
derechos adquiridos hasta el momento de la reforma. 

21  CONAPO. Proyecciones de la población en México 2020-2070, población a mitad de año.

22  Conocidos en inglés como pay as you go.
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• Los gobiernos estatales y municipales tienen convenios con el 
ISSSTE o bien, cuentan con su propio instituto de seguridad 
social para la administración de las pensiones y jubilaciones. La 
mayoría de los sistemas estatales de pensiones son de reparto 
y beneficio definido, aunque existe una minoría de casos con 
esquemas de contribución definida.23

• Adicionalmente, están las pensiones que otorgan empresas pa-
raestatales como Petróleos Mexicanos (Pemex), Luz y Fuerza 
del Centro (LFC), la Comisión Federal de Electricidad (CFE), 
así como algunas universidades, los propios institutos de segu-
ridad social y las Fuerzas Armadas de México. 

La clasificación anterior corresponde a los esquemas que obligatoria-
mente debe ofrecer cada tipo de empleador.24 Estos son excluyentes 
entre sí25 y no cubren a toda la PEA. Además, como se mencionó an-
teriormente, el conjunto completo de requisitos de elegibilidad, dere-
chos y obligaciones son diferentes en todos los casos. 

Cabe destacar que, según cifras del INEGI, a primer trimestre del 
2023 el 55.1% de la población ocupada se encontraba en la informa-
lidad, por lo que no cotizan en ningún esquema de pensiones contri-
butivas.

Como se observa en la siguiente gráfica, es posible destacar que en el 
gasto del sector público federal en pensiones en los últimos diez años, 
la Pensión para el Bienestar de los Adultos Mayores ha aumentado su 
proporción.

23  En 2024 en México hay 2446 municipios. A nivel de gobierno municipal también existen varios 
casos donde se ofrecen pensiones a sus empleados y organismos desconcentrados que se adhieran, 
ya sea al instituto de pensiones del correspondiente gobierno municipal o bien del correspondiente 
gobierno estatal. Estos sistemas pensionarios son de beneficio definido. 

24  De acuerdo a la taxonomía del Banco Mundial, estos esquemas corresponden a las pensiones obli-
gatorias de beneficio definido y las pensiones obligatorias de contribución definida, pilares 1 y 2, 
respectivamente.

25  Excepto si un empleado trabaja para dos o más de los empleadores identificados en esta clasifica-
ción, en cuyo caso potencialmente tendrá derechos pensionarios por cada empleo.
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Gráfica 4. Gasto del sector público federal en pensiones y 
jubilaciones 2014-2024, miles de millones de pesos corrientes

Fuente: IMCO (2024).

c. Ahorro voluntario

El pilar de ahorro voluntario está conformado por planes privados de 
pensiones que ofrecen algunas empresas, planes personales de retiro y 
ahorro voluntario en Afores.

En 2023, hay 2 747 empresas que ofrecen 3 022 planes privados de 
pensiones de manera voluntaria registrados ante CONSAR.26 El total 
de recursos financieros que administran se ubicó en 601,837 millones 
de pesos, lo que representa aproximadamente el 2% del Producto In-
terno Bruto.27 La población cubierta supera ligeramente los 1.8 millo-
nes de trabajadores, de los cuales menos del 5% pertenecen al grupo 
etario de 60 años o más. 

Respecto al ahorro voluntario en las Afores, tanto los trabajadores 
independientes como los cotizantes al IMSS o al ISSSTE pueden rea-

26  Estos planes, al cumplir los requisitos de registro ante CONSAR, obtienen beneficios fiscales. El 
número de planes registrados ante esta autoridad representa una cota inferior al total de planes 
voluntarios de pensiones que existen en el país. 

27  CONSAR (2023). Estadísticas del Registro Electrónico de Planes Privados de Pensiones 2023.
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lizar este tipo de aportaciones. Al primer trimestre de 2024, las Afores 
registran 9.6 millones de cuentas individuales que realizan ahorro vo-
luntario, con un saldo promedio de 15,408 pesos. Solo un 0.45% de 
las cuentas administradas pertenecen a esta modalidad.28 

La CONSAR, en su papel de regulador del sistema de pensiones, 
cuenta con un marco regulatorio que  incentiva el ahorro voluntario y 
fomenta la educación financiera enfocada en la importancia de ahorrar 
para la etapa de retiro desde edades tempranas,29 sin embargo, el ahorro 
voluntario tiene pocos incentivos fiscales efectivos30, principalmente 
porque el reducido espacio fiscal no permite destinar recursos para di-
señar e implementar medidas que gratifique monetariamente el ahorro 
extra que las personas hacen para su retiro,31 denominadas en inglés 
como modelos de matching contributions.32 En base a la evidencia de 
otros países acerca del éxito de los modelos de ahorro voluntario basa-
dos en lecciones de la economía conductual,33 y dadas las restricciones 
fiscales antes mencionadas, parece recomendable para incrementar este 
tipo de ahorro introducir en los sistemas de pensiones en México los 
esquemas de inscripción automática (auto-enrollment) e incrementos 
automáticos (auto-scalation), con posibilidad para el trabajador de 
abandonarlos según estime.34 

28  consar.gob.mx/gobmx/aplicativo/siset/Series.aspx?cd=10&cdAlt=False

29  Hoyo (2023). Micropensiones en México y avances regulatorios para la innovación digital.

30  Existen beneficios fiscales de deducción del salario gravable de las aportaciones al ahorro pensio-
nario voluntario. También se puede posponer hasta por 5 años el pago del impuesto a los ingresos 
personales (ISR) que corresponde a los montos aportados para ese ahorro. Sin embargo, estos bene-
ficios pueden ser efectivos para personas con ingresos anuales altos, dado que las personas de ingresos 
anuales bajos no son sujetas de pago del ISR o bien es muy bajo ese impuesto. 

31  Villareal y Macías (2020). El sistema de pensiones en México. Institucionalidad, gasto público y 
sostenibilidad financiera.

32  Es decir, contribuciones del empleado que son igualadas, tal vez parcialmente, por el empleador.

33  En inglés, referida como Behavioral Economics.

34  Estos esquemas de ahorro voluntario consisten en aplicar por default al trabajador descuentos a los 
ingresos percibidos, enviando dichos recursos a su cuenta de ahorro voluntario y aumentando gra-
dualmente dichos descuentos hasta alcanzar un porcentaje objetivo del salario del trabajador. Estas 
políticas descansan en el hecho de que las personas tienden a conservar el statu quo, por lo que se 
ha observado en otros países que solo un bajo porcentaje de trabajadores abandonan el esquema de 
inscripción automática o rechazan los incrementos automáticos graduales.  
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4. Reformas pensionarias recientes 

a. Reforma IMSS 2020

En 2020 se realizó una reforma a las pensiones del IMSS, beneficiando 
a más trabajadores en el acceso a la pensión y aumentando el monto de 
estas. Sus principales elementos son: 

• Incremento en la aportación total a la cuenta para el retiro de 
los trabajadores, de 6.5% a 15%, de forma gradual entre 2023 
y 2030: para trabajadores que ganan de 1 salario mínimo has-
ta 4 veces la Unidad de Medida y Actualización (UMA), se 
aumenta la cuota social (aportación gubernamental), mientras 
que los trabajadores que ganan más de 4.01 UMA dejaron de 
recibir cuota social y se incrementaron las aportaciones patro-
nales. La aportación gubernamental más la aportación patronal 
sumará 13.875% del salario de cotización, sin embargo, la del 
trabajador no sube (1.175%).

• Esquema flexible para la obtención de la pensión mínima ga-
rantizada (PMG), es decir, aquella pensión a la que tienen 
derecho los trabajadores cuando reúnen ciertos requisitos de 
cotización, a pesar de que no logren acumular los recursos ne-
cesarios para financiarla. La PMG ahora varía en función de 
la edad, el salario promedio del trabajador y las semanas de 
cotización. Hasta 2020, la PMG era un monto único de 3,289 
pesos mensuales para todos los trabajadores con un mínimo de 
1,250 semanas de cotización y 65 años de edad. Con la refor-
ma de 2021, la PMG es un monto creciente en función de la 
edad de retiro (a partir de los 60 años), las semanas de cotiza-
ción y el promedio del SBC. Su monto oscilará entre 2,622 y 
8,241 pesos mensuales.35

• Reducción en el número de semanas de cotización para tener 
derecho a una pensión, de 1 250 semanas en 2020 a 750 se-
manas en 2021, incrementando anualmente en 25 semanas 

35  Anualmente se actualizarán conforme al Índice Nacional de Precios al Consumidor.
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de cotización para alcanzar un mínimo permanente de 1 000 
semanas a partir del 2031. Esta reducción busca beneficiar a 
un mayor número de trabajadores, dado que existe una alta 
proporción de ellos que transitan entre la formalidad e infor-
malidad durante su vida laboral (Levy 2020; Zamarripa 2020).

El Banco de México36 estima que los efectos de la reforma serán:

 i) Mayor número de trabajadores que pueden acceder a una pensión. 
En México, la proporción de tiempo que los trabajadores realizan apor-
taciones respecto del total de su vida laboral (densidad de cotización) 
es baja, como resultado de la elevada intermitencia entre el sector for-
mal e informal (44.3% en promedio según la Comisión Nacional del 
Sistema de Ahorro para el Retiro, CONSAR), lo que ocasiona que 
un número reducido de trabajadores pueda cumplir con los requisitos 
para alcanzar una pensión.

Antes de la reforma de 2020, cerca del 75% de los trabajadores no 
reunían los requisitos de cotización necesarios para tener derecho a 
pensionarse. Con la reforma, al finalizar el período de transición, se 
estima que ese porcentaje disminuya a 55%.

 ii) Se incrementan las tasas de reemplazo, gracias a mayores aportacio-
nes y flexibilización de la PMG (mayor cuantía y se otorga a más tra-
bajadores). Las tasas de reemplazo estimadas para un mismo trabajador 
bajo los esquemas previo y posterior a la reforma de 2020 se ilustran en 
la siguiente gráfica.

36  Banco de México (2021). La Reforma del Sistema de Pensiones de México: Posibles Efectos sobre 
las Jubilaciones, la Dinámica del Ahorro Obligatorio y las Finanzas Públicas.
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Gráfica 5. Tasas de reemplazo pensión IMSS con y sin reforma 
2020

Fuente: Banco de México (2021).

Los resultados de la reforma serán más evidentes después de 2030, 
cuando las aportaciones sean equivalentes al 15% del salario, sin em-
bargo, gracias a la reducción en el requisito de semanas cotizadas y al 
mayor monto de PMG, ya se comienzan a observar los primeros resul-
tados positivos. Según la CONSAR,37 de las 73 159 pensiones otor-
gadas entre enero de 2021 y marzo de 2024, el 92.7% corresponden 
a pensionados que se beneficiaron con la disminución del requisito de 
semanas cotizadas. Además, la tasa de reemplazo promedio de dichos 
pensionados fue de 72%, mientras que, de no haberse llevado a cabo la 
reforma, únicamente habrían podido pensionarse 5 339 personas (7%) 
con una tasa de reemplazo de 49%.

El Banco de México estima que el impacto de esta reforma sobre 
las finanzas públicas represente un ligero costo fiscal, en valor presente 
neto de 0.3% del PIB de 2020, en el período 2021 a 2100.38

37  CONSAR (2024).  Informe al Congreso, 1er Trimestre 2024.

38  Estas estimaciones se basan en el costo de pago de pensiones, pero no consideran los gastos deriva-
dos de los servicios médicos provistos a los pensionados adicionales.
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b. Fondo de Pensiones para el Bienestar

El primero de mayo de 2024 se creó el Fondo de Pensiones para el 
Bienestar,39 un fideicomiso público constituido por aportaciones de di-
ferentes instituciones, a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público, como fideicomitente, y administrado por el Banco de México 
como institución fiduciaria. El fondo tiene como objetivo complemen-
tar la pensión de vejez (65 años o más) de trabajadores que recibirán 
pensiones de contribución definida (cotizantes del IMSS a partir del 
1 de julio de 1997, y cotizantes del ISSSTE en el régimen de cuentas 
individuales) en un monto menor a $16,778 mensuales.40 Este com-
plemento se estableció para que la pensión total que perciban sea igual 
a su último salario (hasta el monto máximo mencionado).

Cabe mencionar que los trabajadores del IMSS que comenzaron a 
cotizar antes del 1 de julio de 1997, y los trabajadores del ISSSTE que 
permanecieron en el sistema anterior de reparto, tienen derecho a una 
pensión de beneficio definido y por ende no serán beneficiarios del 
fondo.

La fuente principal de aportaciones de este fondo provendrá de la 
transferencia de recursos de cuentas individuales para el retiro de per-
sonas de 70 años o más cotizantes del IMSS y de 75 años o más en el 
caso del ISSSTE, que no tengan una relación laboral vigente y que no 
hayan cotizado en el último año; en específico, la subcuenta de retiro, 
cesantía y vejez administrada por las Afores, así como las subcuentas 
de vivienda administradas por el Instituto del Fondo Nacional de Vi-
vienda para los Trabajadores (INFONAVIT) y el Fondo de la Vivienda 
del ISSSTE (FOVISSSTE). Es importante destacar que el derecho de 
los trabajadores de reclamar sus recursos en cualquier momento se en-
cuentra garantizado.

El principal reto del fondo será contar con una fuente de recursos 
líquidos, suficientes, constantes y estables, a fin de poder financiar los 
compromisos a largo plazo en materia de pensiones. Estimaciones de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público señalan que este fondo re-
querirá 110 mil millones de pesos para operar los próximos 10 años, de 
39  Fondo de Pensiones para el Bienestar (fpbienestar.org.mx)

40  Equivalente al salario mensual promedio en 2023 registrado en el IMSS, actualizado por inflación 
estimada de 2024. Dicho monto se actualizará cada año con la inflación.
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los cuales la propia secretaría pondrá en disposición 60 mil millones de 
pesos; 40 mil millones pesos provendrán de las cuentas no reclamadas 
en las Afores y el resto de liquidaciones de bienes del gobierno federal.

Es importante mencionar que la falta de conexión entre los diferen-
tes esquemas pensionarios que existen en México crea obstáculos para 
una planificación efectiva del retiro. Específicamente, los derechos y 
obligaciones de estos sistemas generan inequidades (derechos despro-
porcionados, trato desigual intergeneracional, incongruencias en los 
beneficios de los trabajadores del sector público), ineficiencias (barreras 
de entrada a los trabajadores informales, desincentivos a la movilidad 
laboral, derechos contingentes difíciles de valorar por los empleados), 
riesgos financieros (falta de resiliencia a choques económicos, financie-
ros, políticos, demográficos, insostenibilidad, presión fiscal, spill over, 
alto costo de mantenimiento y elevado costo de oportunidad) y/o be-
neficios inadecuados (pensiones insuficientes, aunque con cobertura 
universal). 

Es de esperar que el pilar universal no contributivo sea la principal 
fuente de pensión para la PNEA, la PEA informal y la de bajos ingre-
sos. Debido al incremento en el monto de las pensiones no contribu-
tivas, así como el aumento en la población de adultos mayores en los 
próximos años, será importante garantizar la sostenibilidad financiera 
de este programa, a fin de que no represente una carga en el gasto 
público. Por otra parte, los pilares obligatorios de beneficio y contribu-
ción definida mantendrán una cobertura parcial de la población total 
y, por causa de los patrones de densidad de cotización más alta para 
trabajadores con mayores salarios, es de esperar que para este grupo 
salarial sea más significativo como fuente de recursos en el retiro. Fi-
nalmente, el pilar de ahorro voluntario, como ya vimos, tiene impacto 
en un porcentaje de la población muy bajo, por lo que, de aplicarse 
políticas que fomenten este tipo de ahorro, tanto ocupacional como 
individual, conllevará un crecimiento importante. 

5. Envejecimiento saludable: retos en materia de salud

La esperanza de vida ha incrementado significativamente en las déca-
das pasadas, pero el número de años adicionales que se viven no es más 
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importante que la calidad de estos, lo que se relaciona directamente 
con la salud de los adultos mayores.

La Asamblea General de las Naciones Unidas define el envejeci-
miento saludable como el proceso de fomentar y mantener la capaci-
dad funcional que permite el bienestar en la vejez. La capacidad fun-
cional consiste, a su vez, en tener los atributos que permiten a todas 
las personas ser y hacer lo que para ellas es importante (OMS, 2020).41 

En ese sentido, se han desarrollado indicadores, como la esperanza 
de vida saludable (EVISA), que del promedio de vida esperado des-
cuenta el tiempo vivido en malas condiciones de salud por enfermedad 
o lesiones.42 Páez (2022) estima que, en 2020, para la población mexi-
cana de 60 años la EVISA era de 16.1, en comparación con la esperan-
za de vida total de 21.4 años. Desagregando por género, tenemos que 
la EVISA de mujeres fue de 16.8 años (versus 23.1 años de esperanza 
de vida total) y la de los hombres de 15.2 años (contra 20.5 años de 
esperanza de vida total).

Dichas estimaciones reflejan la importancia de considerar, en el 
diseño de políticas públicas para adultos mayores, no solo el acceso 
universal a atención médica y medicamentos, sino también una red de 
cuidadores que brinden apoyo, ya sea en el ámbito familiar o institu-
cional, pues es común que estas personas padezcan una enfermedad o 
discapacidad que no les permita vivir en buenas condiciones sus últi-
mos años de vida.

Por otra parte, el Foro Económico Mundial43 menciona que se de-
bería priorizar la prevención de un envejecimiento saludable: una vida 
más larga también implica una vida más saludable. Este principio abo-
ga por cambiar el foco del cuidado de la salud hacia la prevención y 
el acceso igualitario a los servicios médicos. Al promover el manteni-
miento de la salud sobre el tratamiento de enfermedades, las sociedades 
pueden asegurar que la gente disfrute una mejor calidad de vida y no 
solo viva más tiempo. La calidad de vida en la vejez también está rela-
cionada con la capacidad y las oportunidades que tienen las personas 
para autorrealizarse y sentirse satisfechas.

41  Organización Mundial de la Salud (2020). Decenio del Envejecimiento Saludable.

42  Paez, O. (2022).

43  WEF (2024).
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El desafío en las políticas de salud consiste en retrasar la aparición 
de enfermedades crónicas; en las personas mayores de 60 años, estas 
enfermedades ocasionan en total más del 90% de las defunciones.44 

Gutiérrez et al. (2020)45 consideran que, desde la perspectiva de la salud 
pública, se deben tener en cuenta tres ámbitos: los servicios de salud, la aten-
ción a largo plazo y los entornos adaptados a las personas mayores. Los ser-
vicios de salud deberían estar enfocados en fomentar una vida saludable y en 
promover la prevención a lo largo del curso de vida, ayudando a preservar la 
capacidad funcional el mayor tiempo posible a través de la detección oportu-
na y el control de enfermedades y factores de riesgo. En cuanto a la atención 
a largo plazo, se deberá desarrollar, mediante la coordinación intersectorial, la 
estrategia para un sistema nacional de cuidados a fin de asegurar el bienestar 
de las personas con dependencia funcional, estableciendo mecanismos para 
la formación y capacitación de cuidadores formales e informales que brinden 
los cuidados adecuados y con proyección comunitaria. Finalmente, se debe-
rán diseñar entornos adaptados a las personas mayores y promover campañas 
de concientización para disminuir la discriminación y el maltrato que sufren.

6. Inclusión social

La inclusión social de los adultos mayores es un fenómeno multidi-
mensional que involucra al gobierno, familias y empresas. Uno de los 
retos de las políticas públicas es combatir la discriminación contra este 
grupo etario, ya que los resultados de la Encuesta Nacional sobre Dis-
criminación 2022 (ENADIS) revelan que el 17.9 % de la población 
de 60 años y más, declaró haber sido discriminada en los últimos 12 
meses. De este porcentaje, 39.2% refirió que el motivo fue su edad.

Ham y González (2008)46 afirman que los motivos de discrimina-
ción hacia los adultos mayores se deben a las condiciones de salud, ca-
pacidad física, funcionalidad mental y falta de adaptabilidad a cambios 
sociales y tecnológicos de este grupo poblacional. La vejez se caracteriza 
por el deterioro de la salud, la disminución de facultades físicas y men-
tales, una menor relevancia en los roles familiares y sociales y el retiro 
44  INEGI (2018). Estadísticas de mortalidad.

45  Gutiérrez et al. (2020). Envejecimiento poblacional y salud en México: líneas estratégicas de políti-
ca pública para un envejecimiento saludable.

46  Ham, R. y González, C. (2008). Discriminación en las edades avanzadas en México. 
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de la actividad profesional y del trabajo, con consecuencias permanen-
tes que disminuyen la autonomía, afectan la adaptabilidad y conducen 
a la dependencia (Laslett, 1990).

Una de las áreas más comunes de discriminación tiene lugar en el 
empleo: fijando límites de edad para la contratación, no concedien-
do promociones con el argumento de falta de potencial, procurando 
retiros mediante la jubilación voluntaria e incluso forzando despidos 
(Palmore, 1981; OIT, 2003).

En México, el organismo rector de la política pública nacional para 
el bienestar de las personas mayores es el Instituto Nacional de las 
Personas Adultas mayores (INAPAM). Dicho organismo tiene como 
objetivo general coordinar, promover, vigilar y evaluar las acciones pú-
blicas, estrategias y programas en favor de este grupo de personas, en 
conformidad con lo estipulado en la Ley de los Derechos de las Perso-
nas Adultas Mayores.

Una de las estrategias prioritarias del INAPAM es brindar servicios 
que promuevan la inclusión social y económica. En particular, apoyan-
do la reincorporación o incorporación de personas mayores interesadas 
al desarrollo de actividades remuneradas en las cuales se reconozca su 
capacidad actual y potencial, junto con su aportación al bienestar de la 
comunidad; asimismo, se consideran los requerimientos y condiciones 
específicas de acuerdo con la etapa de vida que atraviesan. 

En este sentido, el INAPAM cuenta con el Programa de Vinculación 
Productiva de las Personas Adultas Mayores, el cual busca la instrumen-
tación de programas para promover empleos remunerados y actividades 
voluntarias que generen un ingreso para estas personas, conforme a su 
oficio, habilidad o profesión; con las siguientes estrategias:

Capacitación al sector empresarial, con el objetivo de sensibilizar al 
interior de la empresa la inclusión de personas adultas mayores al sector 
laboral.

A través del Servicio de Vinculación Productiva que lleva a cabo el 
INAPAM, se ha mantenido una relación con las empresas que desean 
incorporar a personas de 60 años y más. Estas empresas reconocen la 
experiencia de las personas adultas mayores incorporándolas al merca-
do laboral con contrataciones por hora, por jornada o por proyecto y/o 
servicios.
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Por otra parte, un factor de discriminación indirecto es el hecho de que 
las nuevas tecnologías (internet, teléfonos inteligentes) representan un 
obstáculo en el uso de servicios financieros para esta población. En este 
aspecto, algunos bancos, aseguradoras y Afores están adoptando los 
“Principios Básicos a Observarse en la Atención de las Personas Adultas 
Mayores en el Sector Financiero”, impulsados por la Comisión Nacio-
nal para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financie-
ros.47 Estos principios permiten dar un trato prioritario, digno, libre de 
discriminación, comprensible, adecuado e igualitario a sus clientes de 
tercera edad. Entre los problemas que puede enfrentar esta población 
está el desconocimiento de plataformas digitales, la complejidad que 
su uso presenta para ellos e incluso problemas operativos como es que 
su huella digital no sea reconocida en los sistemas de identificación 
biométrica de las empresas del sector financiero. 

Aún falta mucho por hacer en cuando a la inclusión social de adul-
tos mayores, sin embargo, las medidas anteriormente mencionadas 
avanzan en la dirección correcta para una sociedad más inclusiva, a fin 
de mejorar las capacidades financieras, la salud y la calidad de vida de 
los adultos mayores.

7. Conclusiones

Se requiere diseñar, aceptar e implementar políticas encaminadas a su-
perar el reto que plantea el envejecimiento demográfico. Estas deben 
ser efectivas, eficientes, oportunas, resilientes, viables y sostenibles. Su 
aceptación y adopción dependerá de su legitimidad ante las personas, 
lo cual implica avanzar en el desarrollo de una sociedad más cohesio-
nada e inclusiva, en la que se prioricen las necesidades de los adultos 
mayores en la agenda nacional.

En particular, es necesario contar con políticas de sensibilización y 
prevención en relación con los problemas y retos que implica el enveje-
cimiento poblacional en el cuidado de la salud, el ahorro para el retiro 
y la inclusión social de los adultos mayores, con el objetivo central de 
que puedan vivir con dignidad y bienestar la última etapa de la vida. 
En ese sentido, el gobierno debe trabajar para garantizar el acceso a ser-

47  Presentación de PowerPoint (condusef.gob.mx).
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vicios de salud de calidad, evitar la pobreza en la vejez a través de una 
amplia cobertura de pensiones dignas y suficientes, y brindar acceso a 
otros servicios (tecnológicos, humanos y materiales) e infraestructura 
para la atención y el cuidado de las personas adultas mayores. A pesar 
del aumento de la esperanza de vida en la población mexicana, una ma-
yor longevidad podría no producirse en condiciones saludables debido 
a las consecuencias de enfermedades crónicas. Ante este panorama, se 
debe detener y revertir el aumento de dichas enfermedades mediante 
intervenciones efectivas para su prevención y control.

Por otro lado, las políticas de empleo deben reconsiderar el rol que 
cumple la población adulta mayor, ya que, como ha ocurrido hasta 
ahora, muchas personas de edad avanzada deberán seguir realizando 
actividades en el mercado laboral remunerado, por diversas causas (en-
tre las que destaca la baja cobertura en pensiones y jubilaciones o la 
insuficiencia de recursos personales). Las personas adultas mayores que 
continúen trabajando merecen un empleo digno y condiciones labora-
les seguras, las que son precondiciones para obtener autonomía econó-
mica. Por otro lado, el envejecimiento de la fuerza de trabajo obligará 
a las empresas y al gobierno a rediseñar programas de reentrenamiento, 
así como asimilar estándares y políticas que eviten la discriminación 
laboral hacia este grupo etario.

Otro desafío que enfrenta el gobierno de México ante el envejeci-
miento de la población y el aumento de la esperanza de vida, es garanti-
zar las fuentes de financiamiento del sistema de pensiones universal no 
contributivo, probablemente focalizándolo (means tested) y llevando a 
cabo una reforma fiscal que le dé viabilidad financiera en el largo plazo. 
La asignación creciente de recursos fiscales observado en los últimos 
años, así como el aumento en el gasto proyectado a futuro, podría 
ocasionar, de no encontrar fuentes de financiamiento sostenibles y cre-
cientes al ritmo de los gastos, una presión importante en las finanzas 
públicas del país desplazando otras prioridades de la sociedad (como 
educación y salud, entre otros), lo que podría tener severos efectos ne-
gativos en el medio y largo plazo.

En cuanto a las reformas pensionarias recientes encaminadas, por 
un lado, a flexibilizar requisitos de elegibilidad de las pensiones contri-
butivas y, por otro, a aumentar los montos de las pensiones contribu-
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tivas y no contributivas, es relevante enfatizar que dichos beneficios se 
potenciarán en la medida de que las políticas públicas incentiven una 
mayor participación en el sector laboral formal en México.48 

Las propuestas anteriores son coherentes con los “Principios de la 
Economía de la Longevidad” que define el Foro Económico Mundial, 
los cuales apuntan a establecer soluciones de largo plazo para empode-
rar a los individuos a fin de tener vidas sostenibles y resilientes.  Los 
gobiernos, las empresas y los individuos tienen la responsabilidad com-
partida de fortalecer la resiliencia financiera en el presente y futuro de 
los adultos mayores, rediseñar las formas de retener el talento produc-
tivo de este grupo etario por un tiempo más largo y fomentar mayores 
niveles de ahorro e inversión en salud, para aumentar así, finalmente, 
el bienestar de los adultos mayores.

48  No obstante, debe tenerse en cuenta el argumento de que los costos de la seguridad social en sí 
mismos pueden ser un factor que causen y retroalimenten la informalidad laboral.



305

8. Referencias

Banco de México (2021). La Reforma del Sistema de Pensiones de México: Posibles 
Efectos sobre las Jubilaciones, la Dinámica del Ahorro Obligatorio y las 
Finanzas Públicas

Collet, R. P. (2021). Las políticas sociales de atención a los adultos mayores 
en México. Trayectorias Humanas Trascontinentales, (11). https://doi.
org/10.25965/trahs.3956

Comisión Económica para América Latina y el Caribe y Organización 
Internacional del Trabajo (2018). Coyuntura laboral en América Latina y el 
Caribe. La inserción laboral de las personas mayores: necesidades y opciones. 
[Página web] https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/43603/1/
S1800398_es.pdf  

Comisión Económica para América Latina y el Caribe. (2020) El sistema de 
Pensiones en México: institucionalidad, gasto público y sostenibilidad 
financiera. 

Consejo Nacional de Población. Proyecciones de la población de México 2020-
2070. Datos Abiertos de México - Proyecciones de la Población de México y de 
las Entidades Federativas, 2020-2070

CONSAR (2023). Estadísticas del Registro Electrónico de Planes Privados de 
Pensiones 2023 Estadisticas_Registro_2023.pdf (consar.gob.mx)

CONSAR (2023). Estadísticas del Registro Electrónico de Planes Privados de 
Pensiones 2023.

Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro (2024).  Informe al 
Congreso de la Unión sobre la situación del Sistema de Ahorro para el Retiro, 
1er Trimestre 2024.Informe_Trimestral_1T2024_vf_1940.pdf (www.gob.mx)

Gutiérrez et al (2020). Envejecimiento poblacional y salud en México: líneas 
estratégicas de política pública para un envejecimiento saludable. Revista 
Cofactor. Año 9 núm. 17 enero-junio de 2020 ISSN: 2007-1086.

Ham,R y González, C. (2008). Discriminación en las edades avanzadas en México. 
El Colegio de la Frontera Norte y el Colegio de México. Papeles de población 
vol.14 no.55 Toluca ene./mar. 2008

Holzmann, R, Hinz, R., Dorfman (2008). Pension Systems and Reform 
Conceptual Framework. S.P. Discussion paper 0824. World Bank.

Hoyo (2023). Micropensiones en México y avances regulatorios para la innovación 
digital. Capítulo del libro “Pensiones para Todos, Propuestas para Sistemas de 
Pensiones más Inclusivos en Latinoamérica”. PINBOX

Impavido et al. 2010. “New Policies for Mandatory Defined Contribution 
Pensions. Industrial Organization Models and Investment Products”. World 
Bank Group.

Instituto Mexicano de la Competitividad (2024) Iniciativas sobre pensiones: 
Propuestas fiscalmente cuestionables Reforma_pensiones_Nota-
IMCO_20240208.pdf

Instituto Nacional de las Mujeres (2014). Situación de las personas adultas mayores 
en México.



306

Instituto Nacional de Estadística (INEGI). Estadísticas a propósito del día 
Internacional de las Personas Adultas Mayores. Comunicado de prensa 568/22, 
30 de septiembre de 2022.

INEGI. Encuesta nacional sobre Discriminación 2022. 
INEGI. Encuesta Nacional de Ingreso y Gasto en los Hogares 2022.
INEGI. Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2022. 
Laslett, P. (1990). The emergence of the third age, en Populations âgées et 

révolution grise. Chaire Quetelet 86, Institut de Démographie, Université 
Catholique de Louvain, Ciaco.

Levy, S. (12 de agosto de 2020). La propuesta de reforma de pensiones: una 
valoración preliminar, Revista Nexos.

Organización de las Naciones Unidas y La Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (2018). Envejecimiento, personas mayores y Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible.  

Organización Internacional del Trabajo (2003). La hora de la igualdad en el trabajo. 
Informe global con arreglo al seguimiento de la Declaración de la OIT relativa a 
los principios y derechos fundamentales en el trabajo. Conferencia Internacional 
del Trabajo, 91.a reunión 2003.

Organización Internacional del Trabajo (2010). Envejecimiento y empleo en 
América Latina y el Caribe.

Organización Mundial de la Salud (2020). Decenio del Envejecimiento Saludable.
https://www.who.int/docs/default-source/decade-of-healthy-ageing/

final-decade-proposal/decade-proposal-final-apr2020-es.
pdf?sfvrsn=73137ef_4#:~:text=Al%20t%C3%A9rmino%20del%20
Decenio%20del,y%20alcanzar%C3%A1%20los%202100%20millones.

Paez, O. (2022). Esperanza de vida sin limitaciones físicas ni mentales en México. 
Realidad, Datos y Espacio, Revista Internacional de Estadística y Geografía. Vol. 
13, Núm. 2, mayo-agosto, 2022.

Palmore, E. (1981). Cultural influences on Aging. Perspectives on aging, Ballinger 
Publishing Company, Cambridge, Massachussets.  

Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024. Gobierno de México.
Villareal y Macías (2020). El sistema de pensiones en México. Institucionalidad, 

gasto público y sostenibilidad financiera.
World Bank (1994). Averting the old age crisis: policies to protect the 

old and promote growth.  http://documents.worldbank.org/curated/
en/973571468174557899/Averting-the-old-age-crisis-policies-to-protect-the-
old-and-promote-growth

World Bank (2010). The World Bank Pension Conceptual Framework. World 
Bank Pension Reform Primer. https://documents1.worldbank.org/curated/
en/389011468314712045/pdf/457280BRI0Box31Concept1Sept20081pdf.pdf

World Economic Forum (2024).  Longevity Economy Principles: The Foundation 
for a Financially Resilient Future. 

Zamarripa, G. (13 de agosto de 2020). La reforma de pensiones: impactos y 
beneficios, Revista Nexos.





“Juan sin suerte” (JorgeFuente, 2021) Concurso Yo Tengo un Futuro. 
Captura: ONP Cultura (onpcultura.pe)



309

Capítulo 9 
Pensiones, envejecimiento y economía 
plateada en el Perú

Victorhugo Montoya 
Citlalli Pérez 

1. Inversión pública previsional en Perú

“Juan sin suerte” es un cuento que nos presenta, desde la perspectiva de 
un ciudadano común, la falta de una política pública de previsión ante 
el envejecimiento poblacional. Esto, aunado a la fragmentación de los 
regímenes y seguros de pensiones hoy existentes en el país, evidencia la 
necesidad de mejorar la intervención pública previsional para preparar 
a nuestras personas adultas mayores (PAM) para un mundo de econo-
mía plateada. 

Las pensiones son una forma de ingreso económico de pago perió-
dico que busca la subsistencia de las personas, satisfaciendo sus nece-
sidades sociales vitales (Montoya 2024a). A través de ellas, el Estado y 
la comunidad protegen a sus miembros, asegurándoles condiciones de 
vida, salud y trabajo socialmente suficientes, con el objetivo de lograr 
mayor productividad, progreso y bienestar. 

En el Perú, hemos pasado de un único sistema contributivo de se-
guro social en los años setenta, basado en el Sistema Nacional de Pen-
siones (SNP), a un sistema complementado con la participación de 
las Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones (AFP) en 1992. 
Posteriormente, se incorporaron mecanismos asistenciales (regímenes 
no contributivos) como Pensión 65 en 2011 –para PAM en situación 
de pobreza extrema– y Contigo en 2015, dirigido a personas con in-
validez severa en situación de pobreza. Ahora bien, actualmente existe 
una diversidad de regímenes y seguros previsionales, algunos incluso 
ya cerrados –no permiten nuevas incorporaciones–, con características 
propias y poco conectados entre sí.
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Cuadro 1. Estructura de la intervención pública previsional en el 
Perú

Modelo 

contribu-

tivo

Regímenes

Abiertos 

(generales)

Sistema Privado de Pensiones (SPP)

Régimen general del Sistema Nacional de Pen-

siones (SNP)

Especiales 

(profesiona-

les)

Regímenes 

especiales del 

SNP

Mineros, metalúrgicos y siderúr-

gicos

Construcción civil

Periodistas

Pilotos

Marítimos, fluviales y lacustres

Cuereros

Amas de casa

Regímenes 

militares 

policiales

Régimen 18843 (cerrado)

Régimen 1133

Régimen diplomático

Regímenes 

pesqueros

TDEP (cerrado)

Régimen especial pesquero (REP)

Régimen 20530 (cerrado)

Otros (cerra-

dos)

Régimen Banco de la Nación

Régimen Centromin en liquida-

ción

Régimen Electrolima

Régimen Enafer

Régimen Fodasa

Régimen complementario Callao 

y puertos

Régimen Lusa

Régimen Paramonga

Régimen Pesca Perú

Seguros

Régimen 18846 (cerrado)

Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo (SCTR) Pen-

sión
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Modelo no 

contribu-

tivo

Programas Pensión 65

Contigo

Situaciones 

especiales

Pensión a víctimas indirectas de feminicidio

Asistencia económica por orfandad por fallecimiento de padre, 

madre o ambos o de su tutor legal en situación de pobreza o 

extrema pobreza

Asigna-

ciones por 

reconoci-

miento 

Pensiones de gracia

Pensiones para expresidentes

Palmas magisteriales

Bonificación por la campaña del 41 (cerrado)
Fuente: Montoya 2024b. 
Elaboración: propia. 

Cuadro 2. Características de los principales regímenes 
previsionales. En dólares americanos

SPP SNP Régimen 

19846

REP Pensión 

65

Contigo

Afiliadas/os 8 816 304 4 657 

464

94 978 87 201 627 924 106 628

Ingreso Promedio $5251/ $3361/ $650 $533 -

Aporte sobre 

ingresos

10% (+ 

1,5% de 

comisión 

+ 1,74% 

seguro)

13%

12% (6% 

de afiliado 

y 6% de 

Estado)

19% (13% 

de afiliado 

y 6% de 

Estado)

0 0

Aportantes regu-

lares

3 597 532 1 436 

057

94 978 87 201 0 0

Pensionistas 200 543 633 066 89 262 - 627 924 106 628

Pensión promedio 

mensual

$2922/ $144 $340 $33 $40
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SPP SNP Régimen 

19846

REP Pensión 

65

Contigo

Rango de pen-

siones

Sin 

mínimo ni 

máximo

$131 

–$235

$520 

- $702 

(suboficia-

les); $580 

- $2256 

(oficiales) 

55% de la 

remune-

ración de 

referencia

Flat Flat

Costo anual para 

el Estado (millo-

nes)

$145 $330 $800 - $233 $503/

Fuente: SBS, ONP, MIDIS. Elaboración: propia.
Tipo cambiario: 1 dólar corresponde a 3,80 soles.
1/ Considera el ingreso por la ocupación principal.
2/ Considera pensión promedio por jubilación. http://estadisticas.asociacionafp.pe/
AveragePensionBenefitType 
3/ Monto estimado a partir del producto del número de pensionistas y el monto de 
pensión.

Bajo la estructuración antes presentada, corresponde señalar que no 
existe una mirada integral de la intervención pública previsional en el 
país (Montoya 2024a; Montoya et al. 2024b), y esto se comprueba por 
los siguientes puntos:

• No hay conexión entre el modelo contributivo y el no contri-
butivo.

• Hay una diversidad de entidades que participan de los distintos 
regímenes y programas, desde entidades públicas clásicas (Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores para las pensiones diplomáti-
cas), entidades públicas especializadas (Oficina de Normaliza-
ción Previsional [ONP] para el SNP, entre otros), programas 
especializados (Programa Pensión 65 dentro del Ministerio de 
Inclusión y Desarrollo Social), empresas privadas especializas 
(AFP para el SPP, supervisada por la Superintendencia de Ban-
ca, Seguros y AFP [SBS]), otras empresas privadas (empresas 
seguros para el SCTR Pensión, que compiten con la ONP) y 
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fondos públicos (Fondo Consolidado de Reservas Previsionales 
[FCR]). 

• Los regímenes contributivos, abiertos y obligatorios (SNP y 
SPP) son de corte paralelo: 

a. Coexisten dos mecanismos, uno de reparto y otro de capitaliza-
ción individual, que se encuentran en competencia.

b. En principio, todo trabajador (del sector público o privado) 
que inicie su actividad laboral de manera dependiente debe ele-
gir entre pertenecer al SNP (ONP) o al SPP (AFP), a menos 
que sean miembros de las Fuerzas Armadas o Policiales, pesca-
dor en empresa industrial o del servicio diplomático. 

c. La elección inicial se mantiene en el tiempo; es una decisión 
irreversible (sólo los que se encuentran en el SNP pueden pasar 
al SPP, pero sin los aportes realizados). 

d. El SNP y el SPP son mutuamente excluyentes; el primero de 
beneficio definido y el segundo de contribución definida por 
cuentas individuales. El SNP, como sistema de reparto, brin-
da prestaciones condicionadas a la acumulación de 10 años de 
aporte y está financieramente desequilibrado, haciendo nece-
sario el subsidio fiscal que, aunque oscilante, lo expone a res-
tricciones permanentes en sus prestaciones. El SPP, al operar 
bajo cuentas individuales, lo hace directamente dependiente 
de la densidad de aportes porque carece de un mecanismo que 
garantice una pensión mínima.

La realidad de nuestro actual sistema de pensiones ha sido producto 
de decisiones políticas, económicas y de motivaciones sociales. Hoy, 
este sistema mantiene estructuras que ya no responden a las nuevas 
exigencias en la materia, razón por lo cual urge una profunda reforma 
(Montoya et al. 2024b). Un claro ejemplo de ello es la fuerte vincula-
ción a la existencia de una relación laboral, a pesar de que la informa-
lidad supera el 75%; mientras que este aspecto no se tenga en cuenta 
y busque ser modificado, seguirá existiendo un modelo fragmentado y 
excluyente (FMI 2019; Bosch et al. 2019; Montoya 2023). 
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En la actualidad, observamos bajos rendimientos de ahorros para 
el retiro, un crecimiento económico que no siempre es el esperado, un 
cambio climático que acecha a las economías, una menor estabilidad en 
el empleo y nuevas formas de trabajo independiente de la generación 
Z o grupos de personas sin protección social. Además, hay una ten-
dencia menos evidente y predecible: los cambios tecnológicos, como 
la automatización, el uso de plataformas digitales y el incremento de la 
conectividad, están afectando al mercado de trabajo, difuminando las 
relaciones laborales y generando una menor conexión con los sistemas 
de aseguramiento social. Eso no es todo, sin embargo, también vivi-
mos el acelerado proceso de envejecimiento de la población. Es en esta 
variable en la que nos centraremos a continuación (Montoya 2024a). 

En el caso de Perú, un gran reto, sino el principal y el más evidente, 
es que la pirámide poblacional está cambiando de composición. El in-
cremento de la esperanza de vida, la baja fecundidad, que se aúna a un 
proceso de migración y baja mortalidad, son variables que qestán defi-
niendo a la sociedad con necesidades específicas. Este envejecimiento 
de la población pondrá presión sobre nuestro sistema de pensiones en 
el mediano y largo plazo (Altamirano et al. 2019). 

En un contexto mundial incierto, las sociedades y las economías 
están expuestas a distintos eventos extremos y crisis económicas, so-
ciales, políticas y ambientales, a menudo imprevisibles. Si es adecuada 
la intervención pública en materia de pensiones, esta puede permitir 
recuperarse más rápidamente de los efectos negativos, entre otros, del 
envejecimiento, y preparase para futuros eventos. Para ello, se deben 
afrontar los retos que el mundo actual trae consigo, lo que exige en-
tender cómo estamos preparándonos para lo que el futuro nos depara.

A continuación, nos centraremos en el envejecimiento de la po-
blación. Los sistemas de seguridad social, especialmente en el ámbito 
pensionario, pueden absorber y atenuar las peores consecuencias de 
eventos imprevistos e intervenir para reducir la frecuencia y la gravedad 
de sus riesgos (AISS 2017). Así, el envejecimiento acelerado también 
es, en el marco de las pensiones, una posibilidad para la economía pla-
teada, tema al que regresaremos más adelante. 
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2. Factores del envejecimiento poblacional

Uno de los condicionamientos más fuertes que existe en el éxito o 
fracaso de los modelos de pensiones se encuentra en la demografía de 
cada país. Tal vez en el Perú no nos preocupamos mucho por este tema, 
dado que aún contamos con bono demográfico, es decir, la población 
en edad de trabajar supera a la población dependiente (Montoya et al. 
2023b).

Sin embargo, no somos conscientes de que el crecimiento de la cifra 
de adultos mayores de 60 años –edad considerada como PAM en el 
país (Ley 30490)– muestra una velocidad superior respecto a la di-
námica de la población en general. Las proyecciones en este ámbito 
de países de Europa presentan a regiones más envejecidas, en donde 
hay menor población de reemplazo, mientras que en América Latina, 
incluido Perú, esta tendencia tardará unos años más pero se dará a una 
velocidad mayor. Por lo mismo, es tiempo de pensar en enfrentar los 
riesgos sociales que tendrá una sociedad en la que cada vez existe un 
mayor porcentaje de las PAM, siendo capaces de garantizarles ingresos, 
salud y cuidados de largo plazo y de manera sostenible. 

La transición demográfica de la población implica analizar la evolu-
ción de las variables de cambio demográfico en el país. Las tendencias 
en las últimas décadas confirman el descenso en la fecundidad, en la 
mortalidad general e infantil, así como el aumento de la esperanza de 
vida de la población. El rezago en el bienestar y condiciones de vida de 
determinados sectores son factores para que dicha transición transcurra 
de forma incluso más lenta.

Un primer dato es la tasa de fecundidad, es decir, el número de na-
cimientos vivos por cada grupo de 1 000 mujeres entre las edades de 15 
a 49 durante un año determinado. Si bien la tasa global de fecundidad 
(TGF) tiene una relación inversamente proporcional con el porcentaje 
de las PAM, esta no es perfectamente lineal. En algunos países de la 
región que tienen la misma tasa de fecundidad, se observan diferentes 
grados de envejecimiento poblacional, debido a las diferentes trayecto-
rias de la reducción de la TGF en el pasado y a los efectos diferenciados 
de las otras variables de la dinámica poblacional, como la mortalidad 
o la migración internacional (Cepal 2022). Esto se puede evidenciar 
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en la comparación de la TGF en la región latinoamericana entre 2022 
y 2030, como también en lo sucedido en el Perú entre 1945 y 1950. 

Gráficos 1 y 2. América Latina y el Caribe (50 países y territorios): 
tasa global de fecundidad, población de 60 años y más y etapas de 
envejecimiento. En número de hijos nacidos vivos por mujer y en 
porcentajes. Al 2022 y al 2030

2022

2030

Elaboración: Cepal 2022. Base: Naciones Unidas, World Population Prospects 
2022, Nueva York. 
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Nota: ABW: Aruba; AIA: Anguila; ALC: América Latina y el Caribe; ARG: 
Argentina; ATG: Antigua y Barbuda; BES: Caribe neerlandés; BHS: Bahamas; 
BLM: San Bartolomé; BLZ: Belice; BOL: Bolivia (Est. Plur. de); BRA: Brasil; BRB: 
Barbados; CHI: Chile; COL: Colombia; CRI: Costa Rica; CUB: Cuba; CUW: 
Curaçao; CYM: Islas Caimán; DMA: Dominica; DOM: República Dominicana; 
ECU: Ecuador; FLK: Islas Malvinas (Falkland Islands); GLP: Guadalupe; GRD: 
Granada; GTM: Guatemala; GUF: Guayana Francesa; GUY: Guayana; HND: 
Honduras; HTI: Haití; JAM: Jamaica; KNA: Saint Kitts y Nevis; LCA: Santa 
Lucía; MAF: San Martín (parte francesa); MEX: México; MTQ: Martinica; MSR: 
Montserrat; NIC: Nicaragua; PAN: Panamá; PER: Perú; PRI: Puerto Rico; PRY: 
Paraguay; SLV: El Salvador; SUR: Suriname; SXM: San Martín (parte neerlandesa); 
TCA: Islas Turcas y Caicos; TTO: Trinidad y Tabago; URY: Uruguay; VCT: San 
Vicente y las Granadinas; VEN: Venezuela (Rep. Bol. de); VGB: Islas Vírgenes 
Británicas; VIR: Islas Vírgenes de los Estados Unidos.

Gráfico 3. Tasa global de fecundidad, 1950-2045. Latinoamérica y 
Perú

Fuente: Cepal 2022. Elaboración: propia.

Otro dato es el de la esperanza de vida, entendida como el promedio de 
años que una persona espera vivir. En el mundo, esta lleva un progre-
sivo aumento y en países como el Perú, para el período 2020-2025, se 
espera que esté muy cerca de los 80 años –exactamente, 77,15– (INEI 
2019). 
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Gráfico 4. Esperanza de vida al nacer. Latinoamérica y Perú

Fuente: Cepal 2022. 
Elaboración: propia.

Ahora bien, tomando en cuenta la economía plateada, se revisa el con-
cepto de “esperanza de vida saludable” (EVS), que corresponde al pro-
medio de años en que una persona espera vivir con “plena salud” (Ñopo 
e Hidalgo 2022). Entre 2000 y 2019 se observa un leve aumento tanto 
en la EVS como en la esperanza de vida no saludable de las PAM.

Gráfico 5. Perú: Esperanza de vida saludable y no saludable a los 
60 años, 2000 y 2019

Fuente: OMS - Observatorio de datos. 
Elaboración: Ñopo e Hidalgo 2022. 
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En general, las características de crecimiento de la población por edad 
y género han cambiado en los últimos 30 años, tal como se obser-
van en los Censos Nacionales de Población y Vivienda realizados por 
el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) en los años 
1940, 1961, 1972, 1981, 1993, 2005, 2007 y 2017. Como muestra, 
de 11,27 millones en 1980 pasamos a 32,62 millones en 2020. 

Con esta evolución demográfica y el aumento de la esperanza de 
vida, las poblaciones que experimentarán un mayor crecimiento en el 
país, al igual que en la región, serán las PAM. En el caso de las personas 
de 60 años y más, su participación se elevará de 12,7% (4 millones 
140 mil) en el año 2020 –con un índice de feminidad de 109,9 mu-
jeres por cada 100 varones– a 30,1% (11 millones 877 mil) en el año 
2070. En el caso de los mayores de 65 años, se espera que conformen 
el 18.93% (Ceplan 2021) y que los de 80 y más años suban su partici-
pación de un 2,0% (647 mil 400) a 8,6% (3 millones 397 mil) al final 
del período de proyección 2070 –con un índice de feminidad de 129,1 
mujeres por cada 100 varones–. Lo anterior se demuestra en cuánto 
será el crecimiento del índice de envejecimiento en los próximos años 
–la parte más inclinada en las curvas refleja el efecto de la disminución 
de la fecundidad y mortalidad y, sobre todo, el avance en materia de 
supervivencia a mayores edades– y cuál será el porcentaje de las PAM 
con relación a toda la población.  

Gráfico 6. Índice de envejecimiento. Latinoamérica y Perú

Fuente: Cepal 2022. 
Elaboración: propia
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Gráfico 7. Porcentaje de la población en el período 1950-2100 de 
acuerdo con los grupos de edades. Latinoamérica

Fuente: Cepal 2022. 
Elaboración: propia.

Se puede concluir, con los datos de las proyecciones de población, que para 
el 2050 se alcanzará un 22% de PAM sobre la población total, es decir, que 
casi 1 de cada 4 personas será mayor de 60 años (UNFPA 2015). Mientras 
que en 1950 las PAM representaban un 5,7% de la población, en el 2020 
ese porcentaje aumentó a un 12,7% (INEI 2021). De 2020 a 2050, se 
enfrentará la fase con más crecimiento para este grupo de edad, siempre 
con mayor presencia femenina. En 2100, en estricto rigor ya no habrá una 
pirámide sino un cilindro (Ñopo e Hidalgo 2022), pasando de una forma 
triangular, característica de una población joven, a un perfil rectangular 
abultado en la cúspide, propio de las poblaciones envejecidas. 

Gráfico 8. Pirámide poblacional. Perú: 1990, 2019 y 2100

Fuente: IHME (2021). 
Elaboración: Ñopo e Hidalgo 2022. 
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Gráfico 9. Pirámide poblacional (mujeres y hombres) del Perú, 
2020-2050. En miles de personas

Fuente: CEPAL. Estimaciones y proyecciones anuales de población para el período 
1950-2100. 
Elaboración: propia.

3. El impacto de la longevidad

En materia de pensiones, otorgadas a partir de los 65 años (Ley 26504) 
–un pequeño descalce con los 60 de los PAM–, el éxito de la interven-
ción pública es un reto para el futuro en cuanto a garantizar pisos mí-
nimos de protección social, tarea donde aún hay camino por recorrer 
(OIT 2019). Los análisis del envejecimiento poblacional sirven para 
dimensionar la infraestructura necesaria del sistema de pensiones y po-
der dar una respuesta satisfactoria. El “envejecimiento sano” pone pre-
sión a los países para que este grupo etario pueda mantener su calidad 
de vida. Esta se entiende como el conjunto de condiciones que contri-
buyen a su bienestar personal y social (Fernández López et al. 2010). 

Pese a lo señalado, todavía no se cuentan con indicadores e instru-
mentos de medición que permitan determinar la calidad y oportunidad 
de los servicios de los regímenes y seguros previsionales. Es ineludible 
el aumento en estudios sobre el impacto del envejecimiento en las pen-
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siones. Al plantear una estrategia en políticas públicas, es preciso afron-
tar la necesidad simultánea de introducir ajustes para tener en cuenta 
las consecuencias de dicho envejecimiento y mejorar al mismo tiempo 
la productividad y competitividad del trabajo, garantizando además la 
sustentabilidad de los sistemas de pensiones. 

Hay varios indicadores para medir el éxito o el fracaso de una in-
tervención pública previsional (OCDE 2023), como suavizar el consu-
mo, el aseguramiento, el alivio de la pobreza o la redistribución (Barr 
y Diamond 2008). Sin embargo, consideraremos solo tres objetivos 
de los regímenes y seguros previsionales, como son la cobertura, la su-
ficiencia y la sostenibilidad (Montoya et al. 2024b), y a continuación 
explicaremos el impacto de la longevidad en cada uno de ellos. 

3.1. En la cobertura previsional

La cobertura previsional se observa en dos ámbitos: primero, cuántos 
de los trabajadores están afiliados, segundo, cuántas de las PAM cuen-
tan con una pensión. En el primer caso hay dos mediciones diferen-
ciadas, las personas que tienen algún régimen o seguro que los cubra y 
cuántas de ellas realmente cotizan con regularidad (lo que les permitirá 
ser futuros pensionistas).

Comencemos con el problema de la afiliación. Si bien el 63% de la 
población es económicamente activa (PEA), nuestro mercado laboral 
atraviesa una grave crisis de informalidad, lo que explica la poca pro-
babilidad de tener un empleo formal exponiendo a la ciudadanía a una 
protección social limitada (Kamichi Miyashiro 2023). Esto conlleva 
una cobertura de beneficios de seguridad social reducida (INEI 2018). 
El promedio de permanencia en el empleo formal de las mujeres es de 
5 años, mientras que para los hombres es de 8 años. 

Esta falta de trabajo formal y la limitada cultura de ahorro implica 
una baja afiliación. A diciembre de 2022, según la SBS, el SPP registró 
8,86 millones de afiliados y, según la ONP, el SNP 4,66 millones. Así, 
ambos regímenes tienen 13,52 millones de afiliados, y se complemen-
tan con los otros regímenes existentes. 
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Gráfico 10. Cobertura previsional de la PEA 

Fuente: SBS. Series Históricas del SPP. https://www.sbs.gob.pe/estadisticas-y-
publicaciones/estadisticas-/sistema-privado-de-pensiones.  
Elaboración: propia.

La proyección de estos números con la longevidad de la población no 
es tan alentadora. Ahora bien, un factor a tener en cuenta son los traba-
jadores migrantes, más aún cuando se estima que hay alrededor de 1,6 
millones de ciudadanos venezolanos (GTRM y R4V 2023) a fines de 
2023. La mayoría de ellos se han incorporado a la economía informal, 
por lo que su aporte no merece demasiada consideración.

Pero lo realmente importante, sin embargo, no es cuánta gente se 
registra sino cuánto aporta regularmente. Por esto es crucial conocer 
la densidad de aportes –cantidad de aportes en un período de tiempo 
(Montoya 2024a)– de los afiliados. Lo que se ve en el país es que hay 
una baja regularidad al respecto (INEI y UNFPA 2020). Casi el 100% 
de los que aportan son los que tienen trabajo formal. Según la ONP 
y la SBS, a diciembre de 2022 cotizan 1,47 millones de afiliados en el 
SNP mientras que en el SPP lo hacen 3,83 millones de afiliados. En ge-
neral, solo el 39,3% de los afiliados aporta, es decir, de la PEA ocupada, 
cerca del 69% se encuentra actualmente sin cotizar. El panorama no es 
alentador: un cambio de la población implicará una contribución ma-
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yor para el trabajador, lo que puede dar la sensación de que se reduce el 
“retorno” del aporte realizado (Aidt et al. 2008).

Es imprescindible contar con planes de acción innovadores para 
ampliar la población afiliada y los aportes que realizan. Sobre todo, por 
el grave proceso de envejecimiento que vemos, la PEA tendrá que aho-
rrar más para poder acompañar con ingresos su vejez. Sin embargo, el 
escenario es de altos precios de administración, baja rentabilidad real, 
baja densidad de cotizaciones, aumento del costo de las rentas vitali-
cias, aumento de los márgenes de riesgo de las instituciones de seguros 
especializadas en rentas vitalicias, menores tasas de reemplazo (pensio-
nes) y mayor demanda futura de recursos fiscales para cubrir pensiones 
mínimas garantizadas. Por otro lado, los sistemas previsionales han de 
abarcar a una proporción cada vez mayor de la población que trabaja 
en el sector informal, con programas que involucren a todos, sin ex-
cepción. Hay que romper con ese “eslabón perdido de la protección 
social”, es decir, las personas que no son ni pobres ni formales y perma-
necen vulnerables (Guven 2021). En general, el alto grado de informa-
lidad laboral, la alta dependencia de los sistemas de empleo formal y la 
baja cultura de ahorro hacen visible un riesgo mayor de pobreza en la 
vejez. Corresponde generar sinergia entre el período de acumulación y 
desacumulación y garantizar una pensión digna. 

Pasemos al siguiente tópico, la cobertura en el ámbito de los pen-
sionistas, o sea, cuántas de las personas con 65 años o más reciben pen-
sión. Dado que en el caso del SNP la probabilidad de obtener pensión 
completa al final del ciclo laboral es equivalente a 25%, se realizaron 
importantes cambios, como reducir los años de aportación a través 
de un modelo proporcional, con 120 unidades de aporte (UdA) y 18 
UdA –o su equivalente, de 10 o 15 años de aportes–, que oscilan entre 
$65.00 y $92.00 respectivamente (Ley 31301). Las pensiones comple-
tas exigen 180 UdA –o 20 años de aporte– se encuentren entre $131 y 
$235 mensuales. 

Si bien ha mejorado la cantidad de pensionistas en el SNP, lo mismo 
no ha sucedido en el SPP, tanto por ser un sistema de trabajadores más 
jóvenes como por políticas propias de este, como permitir que las per-
sonas se jubilen retirando el 95,5% acumulado en sus fondos (opción 
que escoge la mayoría). La baja cobertura ha sido un fenómeno genera-
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lizado en Perú ya que buena parte de las PAM no tiene ningún tipo de 
pensión ni de ingreso continuado durante la vejez. Uno de cada cuatro 
peruanos en edad de retiro obtiene una pensión contributiva (OCDE 
2019), porcentaje que sube a 50% si se consideran las pensiones no 
contributivas (Bernal Lobato 2024). En el siguiente cuadro se muestra, 
a diciembre de 2022, el número de pensionistas existentes.

Cuadro 3. Pensionistas. A diciembre de 2022
Tipos Sistema Pensionistas Cobertura2/

Modelos Con-

tributivos

 

SNP 633 066 21.7%

Régimen 20530 y otros1/ 35 094 1.2%

Regímenes pesqueros 7 419 0.3%

Régimen 18846 18 009 0.6%

SPP 200 543 6.9%

Regímenes militares y policiales 89 262 3.1%

SCTR 1 520 0.05% 

Modelos No 

Contributivos

Pensión 65 627 924 21.6%

Contigo 106 628 3.7%

Total 1 719 465 59.1%
Fuente: SBS, MIDIS, ONP, MTPE. 
Elaboración: propia. 
1/ Incluye otros regímenes por encargo
2/ Porcentaje con respecto a la población mayor de 65 años (2 911 453).

Tal como lo señalábamos líneas arriba, son necesarios programas in-
novadores en los regímenes contributivos para mejorar su cobertura. 
Estos deben estar acompañados de acciones concretas frente al proceso 
de envejecimiento de la población y sus consecuencias a largo plazo, ya 
que la sostenibilidad fiscal del sistema de pensiones puede verse afec-
tada. Además, se deben focalizar mecanismos de protección social que 
garanticen ingresos mínimos a las PAM que carezcan de otros medios 
de subsistencia, la mayoría de las cuales son mujeres que viven solas y 
que son más vulnerables a la pobreza. En tal sentido, se debe evaluar la 
pertinencia de aumentar la cobertura del Programa Pensión 65 (Bernal 
Lobato 2024), asumiendo que pueda cubrir un mayor porcentaje de las 
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PAM. El gasto en este modelo no es muy elevado a lo largo del hori-
zonte de proyección. Según los últimos estudios, esta transferencia mo-
netaria es una política con un alto costo de efectividad (Miglino y otros 
2023), toda vez que en los 7 años de recibir Pensión 65 los beneficiarios 
aumentaban un año más de esperanza de vida y la escala de depresión 
geriátrica disminuyó en 8,68% (Valderrama y Olivera 2023).

3.2.  En la suficiencia previsional

Tan importante como que más personas puedan acceder a una pensión 
es que esta sea adecuada para su vida, sobre todo en el proceso de en-
vejecimiento acelerado que vive el país. Garantizar ingresos suficientes 
es el pilar más importante para tener una mejor alimentación y con 
ello una mejor salud, lo que podría disminuir el riesgo de dependencia, 
como se muestra en el cuadro (Aranco et al. 2022). Sin embargo, la 
política pública ha sido regresiva en este extremo. 

En el SPP se han generado dos problemas concretos. En 2020, con 
el pretexto de la pandemia de COVID-19 y la vulnerabilidad económi-
ca de la población, mediante decretos de urgencia (DU) y leyes se per-
mitieron otra serie de retiros de la Cuenta Individual de Capitalización 
(CIC). A juicio de la propia SBS, en vez de proteger al afiliado durante 
la vejez o de dar liquidez a las familias con alta vulnerabilidad, llegaron 
a constituirse en una suerte de seguro de desempleo y en fuente para 
financiar gastos corrientes de los afiliados (SBS 2022). Se puso en ries-
go los montos de las pensiones futuras al permitir la disponibilidad de 
cantidades sin guardar criterios de emergencia ni focalización. Pese a 
ello, en 2024 se ha vuelto a autorizar otro retiro y el Tribunal Cons-
titucional lo ha validado, poniendo en entredicho la naturaleza de la 
seguridad social del SPP (STC 0020-2021-PI/TC). A continuación, se 
presentan los 7 retiros autorizados: 
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Cuadro 4. Retiros anticipados en el SPP. 2020-2024

Primer 

retiro 

Segundo 

retiro

Tercer 

retiro

Cuarto 

retiro

Quinto 

retiro

Sexto 

retiro

Séptimo 

retiro

Norma 

DU 034-

2020

DU 038-

2020

Ley 31017 

(2020)

Ley 

31068 

(2020)

Ley 

31192 

(2021)

Ley 

31478 

(2022)

Ley 

32002 

(2024)

Elegibilidad

No 

aportan-

tes en los 

últimos 

6 meses

Afiliados 

con salarios 

menores a 

S/ 2,400 

y con 

suspensión 

perfecta

Universal

No apor-

tantes en 

los últi-

mos 12 

meses y 

pacientes 

oncológi-

cos 

Univer-

sal

Uni-

versal

Univer-

sal

Tope de 

retiro

Hasta S/ 

2,000

Hasta S/ 

2,000

Hasta el 

25% del 

fondo 

(tope:  3 

UIT)

Hasta 4 

UIT (en 

un caso, 

hasta 1 

UIT) 

Hasta 4 

UIT

Hasta 

4 UIT

Hasta 4 

UIT

Focalizado Sí Sí No Sí No No No

Monto total S/ 2,966 

millones

S/ 2,094 

millones

S/ 19,647 

millones

S/ 9,016 

millones

S/ 

31,219 

millones

S/ 

21,994 

millo-

nes

S/ 5,903 

millo-

nes1/

Fuente: SBS. https://www.sbs.gob.pe/boletin/detalleboletin/idbulletin/1262. 
Elaboración: propia. 
1/ Monto proyectado. 

Pero este no ha sido el único problema del SPP. No sólo se ha per-
mitido el retiro de los fondos, sino que se han creado prestaciones 
previsionales que afectan a las PAM. Se institucionalizó un Régimen 
Especial de Jubilación Anticipada (REJA) a través de la Ley 30939, de 
2019, para los varones y mujeres que tengan 55 o 50 años cumplidos 
respectivamente, y que se encuentren desempleados durante 12 meses 
consecutivos o más. Es decir, antes de llegar a la vejez las personas ya 
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pueden tener prestaciones desde el SPP. Pero lo más grave es que estos 
pueden optar por algún tipo de pensión (retiro programado, rentas 
vitalicias o rentas temporales) o el retiro de casi la totalidad de su fon-
do (95,5%). Lo anterior implica que, si bien se mantiene la atención 
médica –para eso se guarda el 4,5% del fondo–, se le permite retirar el 
resto para que la PAM, lejos de tener pensión, busque otro mecanismo 
–a su juicio más idóneo de asegurar su vejez–, ya sea pasando su dinero 
a los sistemas financieros para ahorros o fondos mutuos, volviéndose 
inversionista, creando una empresa, pagando deudas o simplemente 
administrando su dinero personalmente. El riesgo de la vejez retorna a 
la persona, y el ahorro previsional se convirtió en un ahorro financiero. 
Es cierto que por la baja densidad de aportes las pensiones vitalicias 
suelen ser insuficientes en el SPP, lo que tal vez justifique que las per-
sonas estén optando por este mecanismo y no por tener pensiones. 
Veamos el siguiente cuadro. 

Cuadro 5. Preferencias de prestaciones previsionales en el SPP. 
2015-2020

Elaboración: SBS.

En el SNP, por su parte, la suficiencia tiene que analizarse a partir de 
las tasas de reemplazo –relación entre la remuneración asegurable del 
trabajador y la pensión que genera, es decir, cuánto substituye esta a 
los ingresos que tenía la persona antes de la contingencia (Montoya 
2024a)– que está ofreciendo. En él, mientras las pensiones proporcio-
nales garantizan tasas de reemplazo bajas, en general superan el 40%, 
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referencia normativa (artículo 81 del Reglamento Unificado de las 
Normas Legales que Regulan el SNP, aprobado por Decreto Supremo 
354-2020-MEF). Tasas de reemplazo en ese umbral permiten contener 
los costos fiscales. Veamos en comparativa cómo están las tasas de re-
emplazo en los regímenes y seguros previsionales. 

Cuadro 6. Tasa de reemplazo. A diciembre de 2022. Regímenes y 
seguros previsionales contributivos

Tasa de reemplazo

Regímenes

SNP 1/ 45,9%

SPP 2/ 24,0%

Regímenes 1133 3/ 55,0%

Regímenes 30003 4/ 24,6%

Régimen 20530 y otros 

regímenes 5/

Hombres: 1/30 del salario de referencia por cada 

año de servicios. Mujeres: 1/25

Seguros Régimen 18846 6/ Según jornada diaria al momento del accidente

SCTR 7/ 54,3%

Fuente: SBS, ONP. 
Elaboración: propia.
1/ Según base a registros administrativos del ONP.
2/ FMI 2019.
3/ Si el beneficiario tiene entre 20 y 30 años de servicio se considera una tasa 
proporcional, si el beneficiario tiene más de 30 años le corresponde 0.5% más por 
cada año adicional.    
4/ Según normativa. 
5/ Pensiones de cesantía se regulan en base al ciclo laboral máximo de 30 años 
para el personal masculino y 25 años para el femenino (artículo 5 del Decreto Ley 
20530). 
6/ La prestación económica además toma en consideración el grado de menoscabo 
(artículo 30 del Decreto Supremo 002-72-TR). 
7/ Es tasa empírica en base a registros administrativos de la ONP.

La mejora en la esperanza de vida –en el período 2020-2025, según el 
INEI, en Perú es de 77,15 años– muestra un importante desafío para 
el SNP como sistema de reparto: garantizar pensiones por más tiempo 
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y que estas tengan una tasa de reemplazo adecuado, aun cuando la 
transición demográfica no sea benéfica en las aportaciones. 

Entregar una pensión suficiente a las personas que han culmina-
do su esfuerzo laboral, evitar la pobreza en la vejez, se vuelve, en un 
mundo en proceso de envejecimiento, una tarea que debe enfocarse en 
que las prestaciones sean perdurables a mediano y largo plazo. Lamen-
tablemente, o no se hacen las reformas adecuadas o, peor aún, a veces 
ni se piensan en realizar. Todo ello termina erosionando la confianza 
de la población en que los sistemas de pensiones, sean de reparto o de 
capitalización, cumplirán sus promesas una vez que lleguemos a la edad 
de jubilarnos (Aranco et al. 2022). A nivel internacional, sin embargo, 
sí hay países que han puesto en marcha mecanismos automáticos para 
ajustar las prestaciones de pensión a la evolución económica y demo-
gráfica, así como opciones predeterminadas para ayudar a quienes no 
desean o no pueden elegir las alternativas disponibles de pensión. 

3.3. En la sostenibilidad financiera

Tal como dejábamos entrever, la transición demográfica presionará de 
manera intensa el financiamiento, entre otros, de los sistemas de pen-
siones (Miller et al. 2014). Dicho de otro modo, la población en Perú 
va a envejecer muy rápidamente y esta situación se va a manifestar a 
través de mayores presiones fiscales en el ámbito previsional. 

En el caso de los regímenes y seguros previsionales contributivos 
públicos, su desequilibrio financiero requiere de transferencias del Te-
soro Público para ser compensados. La poca cotización de los afiliados 
genera un déficit al SNP. A su vez, los programas no contributivos po-
nen mayor presión al costo fiscal, al ser una respuesta a las necesidades 
de la población más vulnerable y resultado de los cambios descritos. 
En este sentido, el costo fiscal actúa frente a una creciente población 
mayor a 65 años de edad que podría no recibir una pensión.

En los regímenes contributivos, además de estar enfocados en la 
ocupación formal laboral, hay una falta de adecuación de variables 
como la tasa y años de aportación, la edad de jubilación y el cálculo de 
pensión frente a los cambios demográficos y nueva esperanza de vida. 
El modelo fue creado en virtud de una pirámide poblacional perfecta. 
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Pero cuando esta se invierte surge el déficit: muchos jubilados y pocos 
trabajadores que puedan utilizar sus pensiones. Veamos el siguiente 
gráfico que muestra la problemática a nivel mundial. 

Gráfico 11. Porcentaje de las PAM sobre la población en edad de 
trabajar (15 a 64 años) a nivel mundial

Fuente: Banco Mundial 2017. 
Elaboración: El orden mundial (https://elordenmundial.com/mapas-y-graficos/el-
mapa-del-envejecimiento-mundial/).

Como señalábamos, el modelo de pensiones es fragmentado, lo cual 
hace que se dificulte su control tanto en aportaciones como en pagos, 
pues cada régimen y seguro tiene características distintas tanto en obli-
gaciones como en beneficios. Un buen ejemplo de este descontrol se 
observa en el Régimen 20530. Deberían establecerse criterios homo-
géneos con reglas de parámetros o su equivalencia (salarios de cálcu-
lo, porcentajes de cotización, edades de retiro) y dar el paso hacia la 
portabilidad completa de beneficios. Así se podría consolidar el pasivo 
pensionario de todos los regímenes y seguros, como mecanismo para 
reconocer los derechos adquiridos en su totalidad y registrarlos –no ne-
cesariamente monetizarlos– de manera inmediata, teniendo la certeza 
del costo fiscal total derivado de pensiones para los siguientes años. Es 
imprescindible efectuar un cálculo actuarial que incluya el total estima-
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do de esta obligación previsional, y como es de largo plazo, debe estar 
debidamente probada y sustentada en el tiempo.

Existe una preocupación incluso constitucional por la sostenibilidad 
financiera de las pensiones, por sobre la disponibilidad presupuestal 
de corto plazo. De este modo, las “modificaciones que se introduzcan 
en los regímenes pensionarios actuales, así como los nuevos regímenes 
pensionarios que se establezcan en el futuro, deberán regirse por los cri-
terios de sostenibilidad financiera y no nivelación” (Primera Disposi-
ción Final y Transitoria de la Constitución, modificado por Ley 28389, 
validada por STC 0050-2004-AI/TC y otros). La sostenibilidad finan-
ciera es la viabilidad financiera en el largo plazo de las medidas de 
asignación de recursos, es decir, se relaciona con la existencia de fuentes 
de financiamiento que garanticen el cumplimiento de compromisos de 
gastos presentes y futuros (STC 0016-2020-PI/TC). 

Si bien por la esperanza de vida proyectada se espera que el gasto en 
pensiones siga aumentando en el tiempo, hay otras variables exógenas 
al propio sistema que harán que ese gasto aumente. Así, para poder 
asegurar la sostenibilidad de los regímenes y seguros, se debe considerar 
una serie de mecanismos de ajuste automático como la introducción de 
un factor de sostenibilidad, que modifique los beneficios y/o la edad de 
jubilación conforme aumente la esperanza de vida.

4. El despliegue de una economía plateada en el país

La situación de las pensiones en el Perú, supeditada al proceso de enve-
jecimiento de la población, implica repensar cómo podrían enfrentar 
las PAM los retos que presenta el futuro. Los mejores ingresos que las 
personas buscan obtener significan, al fin y al cabo, una oportunidad 
de desarrollo de vida. 

Este fenómeno reciente de “economías envejecidas” es algo que se 
está consolidando de manera global. Se basa en datos sobre los pa-
trones de consumo por edad y las estimaciones y proyecciones de la 
estructura etaria, con el propósito de calcular la cantidad agregada con-
sumida por las personas mayores –de 65 años y más– y compararla con 
la consumida por los niños y jóvenes–personas de 0 a 19 años– (Miller 
et al. 2014).
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Ahí aparece el concepto de “economía plateada” o silver economy, 
que hace hincapié en el  potencial de las personas de 50 años o más 
para influir en la economía –formando un grey market, silver surfers 
o senior market–, reconociendo su valor, experiencia, conocimientos 
especializados, habilidades y poder adquisitivo. Abarca aspectos que 
van desde la promoción del emprendimiento hasta la innovación tec-
nológica, rompiendo los estereotipos y prejuicios relacionados con la 
edad y contemplando la participación económica y social de este grupo 
de la población. Es cierto que no coinciden exactamente con la edad 
de los pensionistas (65 años), pero estos también forman parte de la 
generación plateada. 

Políticas previsionales adecuadas son clave para determinar la ca-
lidad de vida de las PAM en el marco de la economía plateada. Los 
ingresos que implican las pensiones reducen su riesgo de caer en la 
pobreza, permiten una EVS por medio de la prevención y solventan 
los servicios de atención a la dependencia que ayudan a mantener o 
mejorar la capacidad funcional. Pensiones, servicios de salud y servicios 
de atención se superponen y complementan en su contribución a la 
calidad de vida de las PAM (Aranco et al. 2022). 

Como ya se señaló, el envejecimiento demográfico se ha convertido 
en una característica importante de numerosos países –en un inicio, de 
los más desarrollados–, pero este conlleva una paradoja: se vivirá más, 
solo que ahora corresponde preguntarnos cómo lo haremos. Sobre la 
base de una estructura de desigualdad social (Tilly 2000), hasta ahora 
las transiciones demográficas han tenido buenos resultados en el in-
cremento de la natalidad, no así en buenas prácticas para vivir mejor. 
Si sabemos formular políticas innovadoras, con estrategias novedosas 
para mejorar la calidad de los servicios y consolidar la financiación de 
los programas, atendiendo a las distintas dimensiones de las pensiones, 
entre ellas el envejecimiento, podemos dotar de un nivel de vida míni-
mo aceptable para la población que envejece. 

En este sentido, los gobiernos deben mirar las oportunidades que 
ofrece la economía plateada. Al tener presente las necesidades parti-
culares de las personas de la tercera edad y los más jóvenes, se alienta 
la relación solidaria entre generaciones. De igual forma, mediante la 
educación se promueve la comprensión del envejecimiento como una 
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cuestión que interesa a toda la sociedad, e indirectamente se termina 
fomentando la cohesión social. Según datos macroeconómicos, es po-
sible afirmar que las transformaciones de estructuras de edad, sobre 
la base del bono demográfico, se convierten en responsables de una 
parte sustancial de la reciente reducción de la pobreza en algunos países 
(Hakkert y otros, 2012). Para respetar los derechos de las PAM toca 
mejorar su calidad de vida y su integración en el desarrollo social, eco-
nómico, político y cultural (Ley 30490, del Adulto Mayor en el Perú, 
de 2016). 

En el siguiente gráfico es posible observar cómo han aumentado 
exponencialmente las economías envejecidas en el mundo, cuya última 
ola incluye a los países de la región y en específico al Perú. 

Gráfico 12. La evolución de las economías envejecidas, 2010, 
2040 y 2070

Fuente: Lee y Mason 2014; ONU 2013.
Elaboración: Miller et al. 2014.
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La Política Nacional Multisectorial para las Personas Adultas Mayores 
al 2030 (aprobado por Decreto Supremo 006-2021-MIMP) contiene 
6 objetivos prioritarios: mejorar la calidad de vida de toda PAM; pro-
mover su desarrollo integral; asegurar servicios idóneos de salud y se-
guridad social, vivienda digna, recreación y cultura; impulsar la forma-
ción de una conciencia, cultura y sensibilidad sobre el envejecimiento, 
la vejez y respeto a la dignidad de las personas mayores; ampliar y for-
talecer la capacidad de coordinación y gestión institucional para dar 
respuesta a los problemas de las personas mayores; y crear un entorno 
social favorable que potencie su desarrollo y favorezca el ejercicio de sus 
derechos. De esta forma, se hace énfasis en el acompañamiento que las 
PAM requieren de la sociedad y del Estado, y es ahí donde aparecen los 
sistemas de pensiones. 

Las pensiones son instrumentos para fortalecer la cohesión social, 
facilitar el crecimiento económico, promover la inclusión activa y re-
ducir las desigualdades en la sociedad. Esto va en concordancia con una 
mejor protección de los derechos de las PAM como eje de las políticas 
públicas del mundo actual (Cepal 2022). De este modo, las pensiones 
se convierten en un herramienta fundamental en un contexto econó-
mico que girará alrededor de la economía plateada. Pero son esenciales 
no sólo en términos de los ingresos que generan, sino por la oportu-
nidad de un posible trabajo perspicaz que suponen para las entidades 
que las administran. 

5. La colaboración de la administración pública de pensiones

La ONP, entidad pública especializada en pensiones, actualmente rea-
liza un acompañamiento de los pensionistas que va de la mano con 
la preparación para una economía plateada. Dentro de la ONP está 
Yuyaq, Casa del Pensionista, que cuenta con estrategias de acompaña-
miento presencial, virtual y telefónico, pensionista centenario y fideli-
zación (Mendoza y Rojas 2021). Esta iniciativa contribuye al enveje-
cimiento activo, saludable y digno para las PAM, fomenta la práctica 
de hábitos saludables, impulsa la alfabetización digital y les brinda 
oportunidades de revaloración. En pocas palabras, busca la mejora de 
su calidad de vida y modificar la percepción que tiene la sociedad de 
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ellas –no son un segmento improductivo, al contrario, cumplen un rol 
social activo (Montoya et al. 2024a)–. 

Yuyaq abrió su primera sede presencial en 2011, en la zona de In-
dependencia, Lima. En 2017, se abrió otra más en San Juan de Mira-
flores y, dos años después, la tercera en San Juan de Lurigancho, estas 
últimas dos también en Lima. En julio de 2021 se abrieron 6 sedes en 
las regiones de Piura, Lambayeque, La Libertad, Junín, Ica y Arequipa, 
y dos más en Lima (distritos de Cercado de Lima y Miraflores). Actual-
mente, más de 6 000 pensionistas acuden a las sedes a nivel nacional.

Gráfico 13. Sedes físicas de Yuyaq

Elaboración: ONP.

Por otro lado, en 2020, bajo el contexto de confinamiento mundial 
por la pandemia de COVID-19, se implementó una estrategia virtual 
de Yuyaq a través de Facebook,1 con cerca de 25 mil seguidores, y de 
YouTube,2 con 5 mil suscriptores en su canal. 

La pregunta es cómo la ONP, especialmente a través de Yuyaq, co-
labora con los nuevos desafíos del mundo de la economía plateada 
para los pensionistas. Hay tres ejes en que se puede y debe afrontar este 
cometido. 

1  https://www.facebook.com/YuyaqCasaPensionista

2  https://www.youtube.com/c/yuyaqcasadelpensionista
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5.1. Asegurar y mejorar ingresos

La economía plateada requiere de personas con ingresos para poder 
tener un mejor nivel de vida. Y aun cuando hemos identificado pro-
blemas con la cobertura y suficiencia de los montos de las pensiones, 
estas justamente permiten un ingreso permanente o una renta vitalicia. 

Los ingresos agregados de la generación plateada, incluyendo a los 
pensionistas, está teniendo un gran impacto en la economía mundial. 
Según el AARP, el efecto de la población mayor de 50 años se duplica-
rá a más del doble durante las próximas tres décadas: de $45 billones 
(34% del producto interno bruto [PIB] en el 2020) a $118 billones 
(39% del PIB) en el 2050. Se han medido los efectos económicos de 
esta población tanto en el mundo como en 76 economías represen-
tantes, que suman el 95% del PIB mundial y el 79% de la población 
mundial, destacando cinco puntos a considerar sobre la longevidad 
etaria en la economía (Accius et al. 2022):

• Más personas viven más tiempo. De hecho, entre el 2000 y el 
2019, la expectativa de vida global aumentó seis años, de 67 a 
73. Se calcula que esa cifra será de 77 años para el 2050.

• Los adultos mayores se están convirtiendo, en muchos países, 
en la proporción de población más cuantiosa. En el 2020, 1 de 
cada 4 personas tenía 50 años o más. Para el 2050 se estima que 
serán 1 de cada 3 personas. En general, se calcula que sus cifras 
pasarán de 1,9 millones en el 2020 a 3,2 millones en el 2050, 
un aumento del 70%. Gran parte de ese crecimiento ocurrirá 
en los próximos siete o más años, lo que podría llegar a los 2,3 
millones de personas mayores de 50 años para el 2030.

• Más adultos mayores significa un aumento en las aportaciones 
económicas. Hace dos años, la población mayor de 50 años 
contribuyó $45 billones a la economía mundial. Según el es-
tudio, se calcula que esa contribución llegará a $118 billones 
para el 2050.

• Se crearán más puestos de trabajo gracias al gasto de la pobla-
ción mundial de más de 50 años. El número de empleos res-
paldados por el gasto de los adultos mayores aumentará en casi 
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un 20%, a más de 1,200 millones de empleos en el 2030. Eso 
representa aproximadamente el 35% del total de empleos que 
se espera estén disponibles en todo el mundo.

• Las economías globales con menor cantidad de adultos mayo-
res también se benefician del auge de la longevidad. El gasto 
extranjero de los adultos mayores aumenta las economías con 
poblaciones más jóvenes. De hecho, el gasto en el extranjero de 
la población mundial de más de 50 años genera PBI, empleo e 
ingresos laborales en las economías jóvenes de todo el mundo, 
según el estudio.

La generación plateada, en vez de considerarse una carga social, se está 
convirtiendo en una gran oportunidad. Esto nos hace repensar la so-
ciedad justamente en términos de desarrollo productivo e inclusivo. En 
lo primero, porque esta población actualmente estudia, trabaja y, por 
sus condiciones de salud, viven más, generando grandes oportunidades 
para propiciar el desarrollo de emprendimientos y alternativas labora-
les. En lo inclusivo, porque tendremos que pensar en sus necesidades y 
demandas de bienes y servicios, ya que la longevidad se relaciona con 
mejoras en sus condiciones de vida y salud, y conlleva intrínsecamente 
el reto de modernizar, entre otros, nuestros servicios de pensiones y el 
sistema de salud en general.

Para Perú, según los resultados de la Encuesta Permanente de Em-
pleo Nacional (EPEN), en el cuarto trimestre del año 2023 el 52,7% 
de las PAM participaron activamente en el mercado de trabajo, sea 
en condición de ocupada o buscando empleo, donde el porcentaje de 
hombres (61,8%) frente al de mujeres (43,8%) fue superior en 18,0 
puntos porcentuales. Algunos datos adicionales: 

• En el país, el 33% de la población perteneciente a la generación 
plateada realiza compras por internet, siendo los principales ru-
bros: pedidos a restaurantes (55%), farmacia (54%), alimentos 
y bebidas para la alacena (48%), ropa y calzado diario (45%) y 
productos de aseo personal (41%) (Álvarez Pecol 2022). 

• Asimismo, el 36% de la generación plateada tenía ahorros al 
inicio de la pandemia; el 14% de los peruanos entre 50 y 70 
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años tienen un negocio propio, y la necesidad es la razón prin-
cipal que los impulsa a emprender; y el 47% de los peruanos en 
este grupo de edad están bancarizados, el 73% de ellos prefiere 
utilizar cajeros automáticos para realizar sus operaciones (Pla-
taforma Silverlac 2023). 

• Ahora bien, el 54% de la generación plateada en el Perú está 
constituido por jefes de hogar, mientras que el 60% de los ho-
gares tiene algún miembro entre los 50 años y más (Diario El 
Peruano 2023).

Por estas razones, es muy importante que la ONP apueste por la edu-
cación de los pensionistas, preparándolos para el nuevo orden mundial. 
Así, las PAM podrán participar activamente en la sociedad y sobre su 
propia vida, contextos y derechos (“Plan de Acción Internacional de 
Madrid sobre el Envejecimiento, 2002”, Informe de la Segunda Asam-
blea Mundial sobre el Envejecimiento, 2002). Veamos algunas de estas 
estrategias:

• Gracias a la colaboración con los Centros de Educación Básica 
Alternativa (CEBA) del Ministerio de Educación, la ONP per-
mite que los pensionistas que no pudieron concluir su educa-
ción básica –inicial, primaria y/o secundaria– puedan hacerlo 
en Yuyaq. 

• Yuyaq brinda talleres de alfabetización digital para pensionistas 
a través de clases presenciales y virtuales de “Uso de la Compu-
tadora” y “Celular Inteligente”.

Imagen 1. Clases de Uso de la Computadora, Yuyaq

Fotos: ONP.
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Imagen 2. Material Yuyaq para alfabetización digital

Elaboración: ONP.

Imagen 3. Clases de Celular inteligente, en Yuyaq digital

Captura: Canal Yuyaq en YouTube.

• Una etapa difícil que también fue materia de preocupación por 
parte de la ONP es el cambio de situación de trabajador activo 
a pensionista. Por eso se dictó un curso llamado “Me preparo 
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para Mi Jubilación” en 2021, con la finalidad de acompañar 
y preparar a las PAM en su proceso de jubilación y así lograr 
un adecuado proceso de transición. Se dictó un taller virtual 
con tres ejes básicos: conocimiento, interacción y contención 
emocional y fomento de fortalezas personales. 

• Además, se han otorgado herramientas para próximos negocios 
que quisiese iniciar el pensionista. Así, se ofreció la masterclass 
“El ABC del emprendimiento senior”,3 donde se daban tips 
sencillos para que las PAM desarrollen un negocio pero con 
los elementos básicos para hacerlo. En la misma línea se pue-
de acceder al curso “Emprende un negocio online”, que son 
4 vídeos tutoriales,4 donde se enseña a vender en el mercado 
digital. 

Imagen 4. Curso Emprende un negocio online

Captura: canal Yuyaq en YouTube.

3  https://www.youtube.com/watch?v=_zrSfx0GgJ4

4  https://youtu.be/LcdAWsB2mvc?si=dqkOMQVbdM-qp5RV
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Imagen 5. Curso Emprende un negocio online

Captura: canal Yuyaq en YouTube. 

Más allá de la formación, también se buscó promover acciones concre-
tas a través del programa “Envejecimiento Productivo”. Esta iniciativa 
realizada en el año 2023 contrató pensionistas como orientadores de 
temas previsionales en los Centros de Atención de Lima. Un total de 
298 pensionistas se inscribieron y más del 60% asistieron a las charlas 
informativas, siendo finalmente seleccionados 5 de ellos.

Imagen 6. Iniciativa Envejecimiento Productivo

Fotos: ONP.

5.2. Mejoras en la salud

Otro de los ejes necesarios para las PAM en el contexto de una econo-
mía plateada es la búsqueda de EVS como parte del envejecimiento 
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y del cuidado de la salud. Según el modelo existente en el país, toda 
persona que perciba una pensión de jubilación, incapacidad o sobre-
vivencia, tiene atención en el sistema de salud de la seguridad social 
(Ley 26790). Pero no basta con eso. Se requiere una buena calidad en 
los servicios, que se entiende como una atención con niveles óptimos 
de seguridad, efectividad, oportunidad, eficiencia y acceso equitativo; 
como también una mayor disponibilidad, adecuada organización y 
gestión, socorriendo las necesidades de los pacientes. 

El paso de los años conlleva una mayor demanda de servicios de 
salud. Algunos datos al respecto:

• Dada la transición epidemiológica, se deben disminuir los fac-
tores de riesgo para enfermedades crónicas no transmisibles. 
En el Perú la principal causa de muerte son las enfermedades 
musculoesqueléticas, seguidas por las enfermedades cardiovas-
culares y respiratorias. 

• La presencia de enfermedades crónicas se relaciona positiva-
mente con la presencia de dependencia funcional, por lo que 
su aumento puede llevar a un aumento de la demanda de cui-
dados de largo plazo (Aranco et al. 2022). Como el Perú no 
cuenta con una ley de cuidados ni un sistema de atención a la 
dependencia de largo plazo unificado, las PAM requieren de 
un ingreso suficiente para poder contratarlos (Ñopo e Hidalgo 
2022). 

• Las PAM necesitan apoyo social y psicológico constante. En 
pandemia, por ejemplo, la reducción forzada de la interacción 
social y la interrupción de rutinas diarias durante un perío-
do prolongado generaron mayor soledad y problemas de salud 
mental (Van Tilburg et al. 2021). 

• La nutrición es un factor primordial que ayuda a tener una 
mejor cultura de prevención. 

Hay mucho por hacer en este ámbito, y si bien las administradoras 
de pensiones no son las llamadas a promover una EVS, como entidad 
pública sí lo están a colaborar en función de ella a partir de servicios a 
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favor de sus pensionistas, en consonancia con las necesidades sanitarias 
previamente reseñadas:

• Como parte del Yuyaq, se busca mediante distintos talleres y 
actividades la promoción de la salud y prevención de enfer-
medades, con el objetivo de contribuir con un envejecimiento 
activo, saludable y digno. 

Imagen 7. Talleres de actividad física y yoga
   

Fotos: ONP.

• Aparte de los talleres en las sedes Yuyaq, virtualmente también 
se realizan diversas sesiones, incluidas masterclasses relativos a 
temas preventivos, como cuidados para el bienestar en la edad 
plateada, la ansiedad y depresión o el manejo del estrés, además 
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de autocuidado de la salud, cambio de soledad por felicidad, 
prevención de caídas o alimentación saludable. 

Imágenes 8, 9 y 10. Masterclasses “Hablemos sobre cuidados para 
mi bienestar en la edad plateada”, “Hablemos sobre ansiedad y 
depresión” y “Estrategias para manejar el estrés y la ansiedad”
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Captura: canal Yuyaq en YouTube. 

• En Yuyaq también existe una estrategia de acompañamiento 
telefónico para nuestros pensionistas, combatiendo la soledad 
y fortaleciendo la salud mental. Esta busca identificar a pensio-
nistas y beneficiarias/os que presenten problemas emocionales, 
con el objetivo de hacerles seguimiento de soporte emocional y 
motivacional a través de recomendaciones y sugerencias geron-
tológicas (Mendoza y Rojas 2021).

• Además, en las sedes también se hacen campañas de atención 
primaria a las PAM (medición de presión, podología, masajes, 
entre otros). 

Imagen 11. Campañas de cuidados, Yuyaq

Fotos: ONP.
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• Gracias a alianzas con EsSalud o incluso con el Banco de la Na-
ción, también se han realizado campañas de atención médica 
en los propios centros de la ONP. 

Imagen 12. Campañas médicas, Yuyaq

Fotos: ONP.

5.3. Reconocimiento y bienestar de los adultos mayores

Si bien la economía plateada requiere un envejecimiento saludable, con 
personas que cuenten con ingresos suficientes, es muy importante tam-
bién que ellas se sientan revalorizadas en la sociedad. Y a eso también 
ha apuntado la ONP: 

• Dentro del landing page ONP Cultura, hay una sección lla-
mada “Sumak”,5 donde hay vídeos, historias y podcasts que 
buscan inspirar a las PAM. Ahí se puede encontrar una publi-
cación nominada “Historias de un largo caminar”, escrito por 
los propios pensionistas. Como muestra ponemos la primera 
parte de un cuento llamado “Perdido en Sochi”.

5  https://onpcultura.pe/Sumak/inicio.
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Imagen 13. Página Sumak

Fuente: portal ONP Cultura (onpcultura.pe).

Imagen 14. “Perdido en Sochi”, de Juan García (“Historias de un 
largo caminar”). Parte inicial
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Fuente: Portal ONP Cultura (onpcultura.pe).

• En Yuyaq hay distintas actividades que se realizan con los pen-
sionistas, buscando que pasen gratos y divertidos momentos. 
Se promueve la integración y socialización de las PAM, para lo 
cual se cuenta con actividades programadas conmemorativas, 
recreativas y de esparcimiento. Desde celebraciones por fechas 
importantes hasta la realización de bingos, siempre hay una 
oportunidad de un sano esparcimiento. Incluso, se han podi-
do realizar actividades intergeneracionales (con los hijos de los 
trabajadores de la ONP). 

Imagen 15. Actividades en Yuyaq



350

Fotos: ONP.

• También hubo una iniciativa relacionada con las nuevas tecno-
logías. Así, los pensionistas grabaron vídeos para TikTok y se 
volvieron parte del concurso “Brillando en el escenario”. 

Imagen 16. Participantes de las Casas Yuyaq en concurso TikTok

Captura: canal ONPoficial en Tiktok.
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• Por último, como parte del reconocimiento de los pensionis-
tas, la ONP también tiene un programa llamado Pensionista 
Centenario, que reconoce y valora la trayectoria de vida de las/
os pensionistas de la ONP con 100 años a más, mediante la en-
trega personalizada de presentes en el mes de su cumpleaños y 
navidad a nivel nacional. El servicio fue creado en el año 2012 
y a la fecha ha gestionado más de 14 000 entregas efectivas a 
sus beneficiarios.

Imagen 17. Entregas de presentes a Pensionistas Centenarios

Fotos: ONP.

En conclusión, el modelo de pensiones en Perú debe continuar adap-
tándose al envejecimiento de la población, enfocándose en garantizar 
los objetivos de cobertura, suficiencia y sostenibilidad para afrontar los 
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desafíos de la economía plateada. No obstante, el envejecimiento po-
blacional no solo debe ser percibido como una amenaza, sino también 
como una oportunidad para revalorizar el rol de las personas mayores 
en la sociedad. En este sentido, la administración pública de pensiones 
colabora con sus pensionistas para que puedan enfrentar los nuevos re-
tos que plantea el contexto global, abarcando aspectos esenciales como 
ingresos, salud, reconocimiento y bienestar.
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Capítulo 10
Envejecimiento demográfico en Uruguay: 
avances y desafíos tras la aprobación de la 
Reforma de pensiones

Ariel Cancio

1. Introducción

La historia de la humanidad se entrelaza estrechamente con la de las 
dinámicas demográficas. El crecimiento poblacional, las migraciones 
y, más recientemente, las dinámicas internas entre grupos de edad son 
elementos clave para explicar los cambios y procesos civilizatorios. 

El crecimiento demográfico acelerado, fuertemente asociado al 
cambio técnico y al desarrollo económico, son fenómenos del mundo 
contemporáneo. Se estima que, entre el siglo XIII y comienzos del siglo 
XIX, la población se duplicó, pasando de unos 445 millones a poco 
menos de 1 000 millones. En contraste, en un período casi 3 veces me-
nor, desde el comienzo del siglo XIX hasta la actualidad, la población 
mundial se multiplicó por 8, alcanzando en los últimos años 8 000 
millones de personas.1 

Sin embargo, sabemos que este crecimiento no será permanente. 
La fuerte explosión demográfica de los últimos doscientos años se ex-
plica por diversos factores, como avances en la medicina, mejoras en 
las condiciones sanitarias y el aumento de la producción de alimentos, 
que han llevado a una disminución en la tasa de mortalidad, mientras 
que la tasa de natalidad ha permanecido alta en muchas regiones. Ade-
más, sabemos que este cambio demográfico no se distribuye homo-
géneamente a lo largo del tiempo ni del espacio. Se está observando 
una disminución acelerada en las tasas de natalidad, impulsada por 
elementos tales como el acceso a la educación, el empoderamiento de 
las mujeres, la urbanización, los cambios culturales y la disponibilidad 
de anticonceptivos.

1  Estimaciones de Our World in Data.
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Actualmente, el envejecimiento poblacional ha alcanzado su mayor 
expresión en aquellos países con altos niveles de desarrollo económico 
y social. En Italia, Portugal, Alemania y España la proporción de per-
sonas mayores de 65 años ha aumentado aceleradamente, superando el 
20%. Japón, con un 29% de su población en este grupo etario, según 
datos del Banco Mundial, se erige como el caso paradigmático de esta 
tendencia.

América Latina, por su parte, es la región que envejece más rápido 
en el mundo. Se proyecta que para 2060 la población en América Lati-
na y el Caribe dejará de crecer, y para 2085, una de cada tres personas 
será mayor de 65 años. El gran desafío para una región con niveles de 
ingresos relativamente bajos es que difícilmente llegue a ser rica antes 
de ser vieja, tal como sucedió con los países desarrollados.

2. El envejecimiento demográfico en Uruguay

Uruguay es uno de los países de Latinoamérica que se encuentra más 
avanzado en el proceso de envejecimiento, experimentando desde fines 
del siglo XIX una transición demográfica temprana. El relativo buen 
acceso a condiciones de salud por parte de una población pequeña pro-
pició una reducción en las tasas de mortalidad a fines de dicho siglo. 
Posteriormente, ya a comienzos del siglo pasado, fue pionero también 
en la reducción de las tasas de fecundidad.

Todo esto dio lugar a un contexto de relativa estabilidad poblacio-
nal a lo largo del siglo XX. Las tasas de crecimiento poblacional fueron 
reduciéndose a lo largo del período, por efecto de la menor natalidad 
y de los saldos migratorios negativos que caracterizaron a la segunda 
mitad del siglo pasado. De esta manera, Uruguay evidenció un lento 
proceso de envejecimiento demográfico, pasando de una participación 
de 2,9% de las personas mayores de 65 años en el total de la población 
en 1908, a 7,6% en 1963 y a 13,4% en 2004, de acuerdo con los cen-
sos disponibles.

Sin embargo, en las próximas décadas Uruguay abandonará los pro-
cesos graduales que marcaron la segunda mitad del siglo XX. Se espera 
un ingreso relativamente temprano y acelerado a la llamada segunda 
transición demográfica, que se caracteriza por un cambio significativo 
en la estructura de edades de la población y una aceleración del enve-
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jecimiento. Uruguay pasará a estar, junto con la mayoría de los países 
desarrollados, dentro del grupo donde los mayores de 65 años serán el 
único segmento poblacional en crecimiento. 

Este proceso está impulsado por dos buenas noticias. Por un lado, 
las mujeres uruguayas cuentan hoy con mayor poder de decisión sobre 
el tamaño de su familia y han logrado compatibilizar en mejor medida 
el trabajo con las tareas no remuneradas en el hogar, aunque aún queda 
mucho camino por recorrer. Asimismo, a partir de una exitosa política 
pública que facilita el acceso a implantes anticonceptivos subdérmicos, 
el país ha logrado reducir significativamente los embarazos adolescentes.

La consecuencia directa de estas transformaciones ha sido una nota-
ble disminución en la cantidad de nacimientos, como se puede obser-
var en el gráfico siguiente. A su vez, la tasa global de fecundidad ha 
experimentado un notable descenso, pasando de 2 niños por mujer en 
el año 2000 a 1,28 en 2022. Esto sitúa a Uruguay entre los países con 
niveles de fecundad ultra-bajos (Cabella et al., 2023).

Por otro lado, los uruguayos viven más años y con mejor calidad de 
vida, resultado de hábitos más saludables y un acceso más amplio a 
prestaciones del sistema de salud. La esperanza de vida a los 60 años ha 
pasado desde 16,7 y 22,3 en 1990, para hombres y mujeres respectiva-
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mente, a 19,6 y 25,2 en 2023, según las proyecciones de las Naciones 
Unidas.

La combinación de una fuerte caída en los nacimientos y el aumen-
to en la esperanza de vida augura un proceso de envejecimiento demo-
gráfico acelerado. Actualmente, Uruguay cuenta con 3,6 personas de 
entre 20 y 64 años por cada mayor de 65, pero se proyecta que esta 
proporción descenderá a 2 en 2060 y a 1,3 hacia el final del presente 
siglo. Más aún, estas proyecciones extrapolan las tendencias actuales en 
materia de mejora de la esperanza de vida, sin considerar posibles avan-
ces disruptivos en la tecnología médica que podrían generar aumentos 
inéditos en la longevidad en el futuro cercano.

Gráfico 1, 2 y 3. Pirámides demográficas – Años 2024, 2060 y 
2100
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De igual forma, la caída de la tasa global de fecundidad a niveles sensi-
blemente inferiores a los de reemplazo impulsará un proceso de reduc-
ción de la población. Los resultados del censo de 2023 muestran los 
primeros indicios en ese sentido, ya que la disminución de la población 
fue apenas mitigada por el saldo migratorio, anticipando un cambio 
que se esperaba para dentro de unos 25 años, según el anterior censo de 
2011. De este modo, Uruguay entra al reducido pero creciente grupo 
de países que experimentan una reducción demográfica.

Este descenso poblacional en la base de la pirámide tendrá como 
consecuencia una caída en la población económicamente activa, es-
timada a partir del año 2040. Así, en ausencia de oleadas migratorias 
significativas y contemplando cierta recuperación de la tasa global de 
fecundidad, la población económicamente activa pasaría de aproxima-
damente 1,86 millones en 2040, a 1,66 millones en 2060 y 1,34 en 
2100 (Mascari, 2020).

3. Envejecimiento y sistema de pensiones: la reforma aprobada 
en 2023

3.1. El camino hacia una Ley de Reforma

Uno de los aspectos que genera mayor preocupación del envejecimien-
to es su impacto en los sistemas de pensiones. El sistema de jubilaciones 
y pensiones es el principal componente del sistema de protección social 
en Uruguay y ha sido un elemento de integración y cohesión social 
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desde principios del siglo XX. Inicialmente basado en un esquema de 
solidaridad intergeneracional, incorporó en 1996 un componente de 
ahorro individual bajo la administración del Banco de Previsión Social. 

Este sistema destaca por su cobertura prácticamente universal para 
mayores de 65 años y una cobertura del 80% para la población activa, 
el nivel más alto de América Latina. Además, ofrece niveles de reem-
plazo del 60% del salario de referencia (CESS, 2021a) y ha logrado 
reducir significativamente la pobreza en personas mayores de 65 años, 
llevándola a 2,2% en 2023, según datos del Instituto Nacional de Es-
tadística.

Sin embargo, la baja en la relación activo-pasivo tensionará la soste-
nibilidad financiera del componente de reparto del sistema, al tiempo 
que la mayor proporción de adultos mayores elevará el gasto en los 
componentes no contributivos. 

Para enfrentar estos desafíos, Uruguay se embarcó desde el año 
2020 en un proceso de reforma de su sistema de pensiones. La Ley N.º 
19.889 crea la Comisión de Expertos en Seguridad Social (CESS) con 
el cometido de realizar un diagnóstico del sistema previsional, con-
templando especialmente los impactos de la dinámica demográfica, así 
como de los procesos de automatización en curso en el mercado de 
trabajo. La iniciativa es fruto del consenso preexistente entre actores 
de todos los sectores políticos del país y expertos de distintos orígenes, 
quienes coincidieron en la necesidad de una reforma como prerrequisi-
to para construir una sociedad más próspera y equitativa.

La CESS estuvo integrada por quince miembros que fueron desig-
nados por el Poder Ejecutivo, en consulta con los partidos políticos (de 
la coalición de gobierno y de la oposición) y con las gremiales represen-
tativas de los actores sociales (empresarios, trabajadores y pensionistas). 
Los expertos debían contar con una notoria idoneidad en los temas 
pertinentes para el cumplimiento de la tarea encomendada.2 

En la etapa de diagnóstico, la CESS tuvo un proceso de diálogo 
que apuntó a ser abierto, participativo y transparente. Se realizó un 
intercambio en el que se recibieron representantes de diferentes acto-
res de la sociedad, incluyendo partidos políticos, entidades públicas 

2  Se llevaron adelante 75 reuniones de trabajo en subgrupos, a la que se le sumaron 17 reuniones de 
trabajo de la CESS en pleno. A su vez, incluyendo las realizadas en la etapa de diagnóstico se reali-
zaron 34 actividades de perfil académico y más de 30 audiencias con organizaciones sociales y otros 
actores relevantes para el proceso de elaboración del informe.
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y privadas, organizaciones sociales, reguladores, prestadores de seguri-
dad social, académicos y organismos internacionales. En búsqueda de 
lograr el máximo rigor técnico la CESS organizó talleres de mejores 
prácticas con diversos organismos internacionales y desarrolló a través 
de su Secretaría Técnica, un conjunto de estudios y notas técnicas con 
el objetivo de echar luz sobre distintos aspectos del sistema previsional.

A partir del diagnóstico realizado,3 la CESS realizó recomendacio-
nes para la reforma del sistema previsional considerando, entre otros 
elementos, la necesidad de brindar razonable seguridad de ingresos en 
la vejez, mediante esquemas de base contributiva y no contributiva, la 
sustentabilidad financiera y las diferencias que pudieran existir entre 
distintas generaciones.4 

Luego de aprobado el informe de recomendaciones, el Poder Ejecu-
tivo conformó un grupo de redacción para la elaboración de un ante-
proyecto de Ley, que fue puesto en consulta ante los partidos políticos 
y la opinión pública previo a su envío al Parlamento. Tras un primer 
acuerdo entre los partidos de la coalición de gobierno se remitió un 
proyecto de Ley al Parlamento que, luego de un debate de algo más 
de 6 meses, dio lugar a la Ley N.° 20.130, aprobada en mayo de 2023.

3.2. Los contenidos de la Ley de Reforma

La Ley de Reforma aprobada incorpora varias transformaciones rele-
vantes en el sistema previsional uruguayo, con el objetivo de preser-
var sus fortalezas (cobertura y suficiencia) y de mejorar su desempeño 
en materia de sostenibilidad, considerando los impactos esperados del 
proceso de envejecimiento demográfico.

En primer lugar, una de las principales medidas de la Ley implica 
la introducción de una corrección de los desequilibrios implícitos en el 
balance actuarial individual. En efecto, de acuerdo con estudios reali-

3  La CESS aprobó por 10 votos conformes en 15 el Informe de Diagnóstico del Sistema Previsional 
Uruguayo y por igual diferencia el informe de recomendaciones. En ambos casos, el voto contrario 
incluyó a los representantes designados en consulta con el partido de oposición, la central única 
sindical y la organización de jubilados y pensionistas.

4  A dichos efectos, la CESS acordó un régimen de trabajo en subgrupos, en el que los integrantes 
se distribuyeron en los grupos según sus perfiles y experiencia previsional. El objetivo fue evaluar 
alternativas en el marco de una discusión franca y abierta, en la que los diversos integrantes expresen 
sus puntos de vista como aportes al análisis, sin comprometer apoyos o posicionamientos políticos 
ulteriores.
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zados por la Secretaría Técnica de la CESS, el valor actualizado de los 
beneficios esperados para los aportantes al régimen general duplicaba el 
valor esperado de las contribuciones, lo que estaba en la base del incre-
mento proyectado en el déficit del sistema (Fernández, 2021). 

Para atacar esta situación, el gobierno optó por generar un incre-
mento en la edad mínima de retiro, como instrumento fundamental 
para recomponer esa ecuación de equilibrio individual. Concretamen-
te, se estableció un cronograma de incrementos graduales en la edad de 
retiro, que permite pasar desde el requisito actual de 60 años de edad 
y 30 años de servicio, a una exigencia mínima de 65 años de edad y 25 
años de servicio, en el año 2042. En cuanto al monto de los beneficios, 
y a efectos de cuidar la suficiencia de las prestaciones, se realizó un 
rediseño del esquema de tasas de reemplazo y de los suplementos no 
contributivos, que apunta a permitir que las personas accedan a los 65 
años a una prestación igual o mayor a la que accedían a los 60.

De esta manera, se espera que la reforma logre estabilizar el gasto en 
jubilaciones y pensiones en lo que resta del siglo, como puede verse en 
el gráfico siguiente. En el escenario sin reforma, se pasaría de un gasto 
público en jubilaciones y pensiones equivalente a 10% del PIB en la 
actualidad, a casi 13% del PIB en 2080, de acuerdo con las proyeccio-
nes realizadas por el Banco de Previsión Social. Por su parte, en el esce-
nario con reforma los egresos permanecerían relativamente estables en 
relación con el PIB en la misma comparación.
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En lo que refiere al resultado de los esquemas públicos de pensiones, se 
pasaría de una diferencia esperada entre egresos e ingresos por contri-
buciones personales y patronales de 4,8% del PIB en la actualidad a 
una diferencia equivalente a 8,1% del PIB en 2080 en el escenario sin 
reforma. Vale señalar que ese déficit se cubre actualmente con un con-
junto de impuestos afectados, así como con asistencia financiera de 
rentas generales. Por su parte, el escenario de reforma disminuiría la 
brecha esperada a 2080, llevándola al equivalente a 5,1% del PIB, 
como puede verse en el gráfico siguiente. 

La opción por el aumento en la edad mínima de retiro incorpora en sus 
fundamentos el objetivo más ambicioso de fomentar el envejecimien-
to activo y la extensión de la vida laboral. Esto se fomenta también a 
través de un conjunto de medidas que incluyen el rediseño de los in-
centivos a la postergación del retiro, otorgándoles mayor consistencia 
actuarial y la incorporación de instrumentos como la jubilación activa 
o la jubilación parcial. Un desafío relevante, en tal sentido, implica la 
búsqueda de mecanismos que faciliten la capacitación y adaptación 
de los trabajadores a efectos de favorecer su empleabilidad en edades 
avanzadas.
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En segundo lugar, la reforma crea un Sistema Previsional Común 
y establece un cronograma de transición hacia un régimen de bases 
igualitarias, que apunta a eliminar la elevada fragmentación que carac-
teriza al sistema previsional uruguayo. En efecto, además del sistema 
principal administrado por el BPS, el cual abarca a más del 90% de las 
personas que perciben una pasividad, existen otros cinco subsistemas 
que amparan a bancarios, profesionales universitarios, notarios, mili-
tares y policías. 

Esta fragmentación lleva implícita importantes inequidades desde el 
punto de vista intergeneracional, que afectan la reputación del sistema. 
El régimen principal se trata de un sistema mixto, con un componente 
de solidaridad intergeneracional y otro componente de ahorro indivi-
dual obligatorio. Por el contrario, los restantes regímenes específicos 
se organizaban en base a un esquema de reparto y beneficio definido. 

Esto genera diferencias significativas en los retornos esperados de 
las contribuciones, pero también expone a los regímenes específicos 
a problemas de sostenibilidad financiera. A su vez, la posibilidad real 
de continuar trabajando luego de la jubilación también difiere entre 
sectores de afiliación (CESS, 2021a).

De esta manera, en el marco de una reforma que lleva implícita 
una reducción de las tasas de reemplazo y una mayor exigencia de años 
de trabajo, resultó fundamental incorporar una solución para eliminar 
esas inequidades, como forma de favorecer una mayor legitimidad del 
proceso reformista.

A efectos de avanzar hacia un sistema único, la Ley 20.130 dispone 
que las personas que inician actividad laboral con posterioridad a su 
vigencia se incorporarán a un sistema común, con bases igualitarias. 
El nuevo sistema será de carácter mixto, independientemente de la afi-
liación jubilatoria y distribuirá la aportación personal en tres tramos, 
como puede verse en el gráfico de la página siguiente. 

En el primer tramo, hasta un ingreso mensual de $128.410 (aproxi-
madamente US$3.200) el equivalente al 10% del sueldo se destinará al 
régimen de solidaridad intergeneracional, mientras que el equivalente 
al 5% se destinará a una cuenta de ahorro individual en una AFAP. El 
segundo tramo va desde el tramo anterior hasta un ingreso mensual de 
$256.820 (aproximadamente US$ 6.400) y la totalidad del aporte per-
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sonal (15%) se destina al régimen de ahorro individual obligatorio 
(AFAP). Finalmente, por encima del tramo anterior la aportación es 
voluntaria.

La transición hacia un sistema mixto único supone una transformación 
estructural de los regímenes específicos, que hoy funcionan como es-
quemas de solidaridad intergeneracional. Esta transformación impacta 
positivamente en su sostenibilidad a largo plazo, ya que al incorporar 
un componente de ahorro individual se diversifican sus fuentes de fi-
nanciamiento. De esta manera, el financiamiento ya no depende úni-
camente de las contribuciones de los trabajadores activos y los emplea-
dores, sino que también tendrá un componente que será plenamente 
financiado con los ahorros individualmente acumulados, disminuyen-
do la dependencia de la relación demográfica y la exposición a shocks 
idiosincráticos.

Sin perjuicio de ello, vale destacar que el traspaso de un esquema de 
financiación vía solidaridad intergeneracional a un esquema de ahorro 
implica un costo de transición, asociado a la resignación de ingresos 
que sufrirán las cajas, debido a que una parte del aporte de estos afi-
liados se dirigirá a una cuenta de ahorro individual en una AFAP. Esta 
resignación de ingresos irá creciendo durante un período de aproxima-
damente 40 años. Conjuntamente, implicará la disminución del pasivo 
de largo plazo de las cajas ya que, cuando esos afiliados se jubilen, debe-
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rá pagarse una prestación del régimen de solidaridad intergeneracional 
de menor cuantía.

De acuerdo con el esquema previsto en la reforma este costo de 
transición será financiado por parte del Estado con fondos no reem-
bolsables. El financiamiento de esta transición se extenderá por treinta 
años, con la posibilidad de prorrogarlo por hasta diez años más, consi-
derando la evolución de la transición y su impacto financiero en cada 
entidad.

Además de la prolongada transición hacia un sistema mixto, se es-
tablece un proceso gradual de convergencia de los parámetros en el 
régimen de solidaridad intergeneracional, incluyendo el período de 
cómputo para el salario de referencia, las tasas legales de reemplazo y la 
edad mínima de retiro. En concreto, a partir del año 2033 las jubilacio-
nes correspondientes al pilar de solidaridad intergeneracional de todos 
los subsistemas se calcularán prorrateando las anteriores reglas jubila-
torias con las nuevas reglas, en un proceso que comenzará ponderando 
en 50% cada esquema e irá decreciendo de a 5%, hasta culminar con 
una aplicación plena en 2042.

En suma, las modificaciones paramétricas y el corrimiento en la 
edad de retiro se caracterizan por transiciones relativamente prolon-
gadas, con un período de casi diez años en los que la reforma no tiene 
efectos. Este atributo tiene la ventaja de facilitar la aceptación social de 
la reforma, al generar un impacto casi nulo en quienes se encuentran 
más cercanos al retiro. Como contrapartida, una solución de este tipo 
genera mayores cargas relativas sobre las generaciones más jóvenes.

En tercer lugar, se crea el suplemento solidario. Este complemento 
no contributivo, financiado por rentas generales, busca evitar la pobreza 
en la vejez y mejorar los niveles de reemplazo del sistema contributivo, 
especialmente para los sectores de menores ingresos. Se otorga a todas 
las personas jubiladas por el nuevo sistema, independientemente de su 
afiliación jubilatoria y su monto se ajusta en función de las prestaciones 
contributivas y otros ingresos que tenga la persona beneficiaria. 

El suplemento solidario tiene dos ventajas en relación con otros 
complementos que existían en los regímenes anteriores. Por una parte, 
logra una mejor focalización de los componentes no contributivos con 
un diseño en el que el monto del suplemento desciende a medida que 



369

el ingreso de la persona beneficiaria crece. Por otra parte, se trata de un 
diseño más eficiente, que reduce el desincentivo a la contribución en 
los tramos bajos de la distribución, ya que la arquitectura y la integra-
ción entre los distintos pilares garantiza que cada peso aportado afecta 
directamente la prestación recibida.

Finalmente, entre otras modificaciones, se crea la Agencia Regula-
dora de la Seguridad Social, con amplios cometidos de supervisión y 
regulación del sistema. Los sujetos regulados son todas las entidades 
que prestan servicios de seguridad social. Este organismo juega un rol 
en la configuración del nuevo régimen como un sistema integrado en 
su gestión y regulación, superando las deficiencias actuales y fomentan-
do la reducción de desigualdades, ineficiencias y problemas que afectan 
la sostenibilidad financiera.

3.3. Los desafíos del sistema tras la Reforma

La Ley aprobada establece un conjunto de modificaciones que permi-
ten que el sistema de jubilaciones y pensiones tenga un mayor grado de 
resiliencia frente al proceso de envejecimiento demográfico. Sin embar-
go, el proceso reformista no se encuentra consolidado, ya que existen 
algunas circunstancias que tensionan su sostenibilidad social.

Por un lado, recientemente se alcanzaron las firmas necesarias para 
poner a consideración de la ciudadanía una iniciativa plebiscitaria li-
derada por la central sindical del Plenario Intersindical de Trabajadores 
y Convención Nacional Trabajadores (Pit-CNT) y otro conjunto de 
actores sociales. Esta iniciativa apunta a incorporar en la Constitución 
de la República un conjunto de reglas y modificaciones a los esquemas 
vigentes, incluyendo permitir el acceso a una jubilación con 60 años de 
edad y 30 años de servicios, prohibir el lucro en la seguridad social y 
eliminar la posibilidad del sistema de ahorro individual y establecer el 
equivalente al Salario Mínimo Nacional (SMN) como monto mínimo 
para las jubilaciones y pensiones. Asimismo, se establecen parámetros 
mínimos para el cálculo de las jubilaciones y pensiones equivalentes 
a los vigentes en el régimen de transición que se aplicó en ocasión de 
crearse el sistema mixto y se dispone que la legislación no podrá gene-
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rar innovaciones en el sistema jubilatorio que impliquen una reducción 
en los beneficios.

Cabe señalar que existe un alto consenso a nivel técnico de que la 
aprobación del plebiscito tendría consecuencias muy negativas para el 
sistema jubilatorio y la economía en su conjunto. Así lo han manifes-
tado técnicos del partido de gobierno, pero también de los partidos de 
oposición. Una modificación de tal magnitud generaría un aumento 
muy fuerte en los egresos actuales y futuros asociados a pasividades, 
sin introducir ningún mecanismo de financiamiento, lo que erosiona-
ría significativamente la sostenibilidad fiscal. Asimismo, provocaría un 
fuerte deterioro en la calidad institucionalidad del país, que ha cons-
tituido un bastión fundamental para la atracción de inversiones y la 
promoción del crecimiento.

En base a lo anterior, la aprobación de tal iniciativa supone un riesgo 
relevante para el sistema de pensiones y para el país. De todas maneras, 
contemplando el actual escenario político, si bien podría lograr una 
votación alta, la posibilidad de que sea aprobado parece baja, ya que 
se requiere superar el 50% de los votos válidos. Todos los candidatos a 
la Presidencia, incluyendo oficialismo y oposición, se han manifestado 
contrarios a la iniciativa, al tiempo que dentro de los distintos grupos 
que integran la coalición opositora, la amplia mayoría se manifestó 
contrario a la iniciativa (representan 10 de los actuales 13 senadores 
del partido). 

Por otro lado, cabe resaltar que la Reforma aprobada en 2023 no 
contó con el apoyo del partido opositor. Esto implica que, en caso de 
que se verifique un cambio de partido en el gobierno en la próxima 
elección (octubre de 2024), pueden existir cambios relevantes en el 
nuevo esquema jubilatorio. En tal sentido, los aspectos más cuestiona-
dos están asociados al aumento generalizado en la edad de retiro y al 
diseño del esquema de ahorro individual, en el que se cuestiona la exis-
tencia de espacios para un lucro excesivo. Desde el punto de vista de 
los impactos del envejecimiento demográfico, si se quisiera introducir 
flexibilizaciones en el aumento en la edad de retiro debiera realizarse de 
manera cuidadosa, de forma de no afectar la sostenibilidad del sistema. 
A su vez, en caso de dejar un mayor espacio para causales anticipadas, 
es posible que deba realizarse una resignación relevante en términos de 
los montos jubilatorios, a efectos de no deteriorar la trayectoria espera-
da del gasto previsional.
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Sin perjuicio de lo anterior y más allá de posibles cambios en el ré-
gimen instaurado, vale señalar que la reforma aprobada deja también 
espacios de incertidumbre a futuro. En particular, el impacto esperado 
en el gasto en pensiones depende del factor de ajuste que el gobierno 
decida en cada año para el suplemento solidario creado. Esta ventana 
de discrecionalidad puede redundar en que la reducción esperada en el 
gasto previsional no sea la proyectada. Como puede verse en el gráfico 
siguiente, en caso de que el ajuste en el suplemento solidario sea reali-
zado en línea con la evolución del Índice Medio de Salarios (IMS), el 
ahorro esperado hacia 2080, pasaría de casi 3% del PIB, a solamente 
1,3% del PIB, según estimaciones de BPS.

4. Envejecimiento demográfico más allá de los sistemas de 
pensión: crecimiento y modelo de convivencia

Los países de la región, incluidos sus gobiernos, enfrentan numero-
sas dificultades en la actualidad. Temas urgentes como la seguridad, el 
narcotráfico, la pobreza, los impactos del cambio climático, la educa-
ción, la actividad económica y el empleo suelen acaparar la agenda y 
discusión pública. Por ello, resulta difícil aunar esfuerzos para preparar 



372

a nuestras economías y sociedades para transformaciones que tendrán 
lugar en 20 o 30 años. Sin embargo, el gran desafío es que, para estar 
bien preparados para el envejecimiento demográfico, resulta necesario 
impulsar un conjunto de líneas de acción desde ya.

Uruguay no está ajeno a esta realidad. Las implicancias y los desa-
fíos que trae aparejados el proceso de envejecimiento demográfico no 
suelen estar presentes en las discusiones del día a día, reduciendo su 
impacto a las consecuencias que tendrá en el gasto en pensiones. Sin 
embargo, el envejecimiento nos enfrenta a desafíos que abarcan di-
mensiones diversas: aumento de los gastos en salud, necesidad de más 
y mejores servicios de cuidados de largo plazo y también consideracio-
nes en aspectos como el diseño de nuestras infraestructuras, nuestras 
viviendas y nuestras ciudades. 

A su vez, el modelo de convivencia que ha caracterizado a Uruguay 
a lo largo de la historia requiere de tasas de crecimiento elevadas para 
ser sostenible, las que pueden verse tensionadas ante la trayectoria des-
cendente esperada para la PEA a partir de 2040. La ciudadanía reclama 
mejoras en la provisión de servicios públicos tales como educación, 
seguridad y programas para solucionar la pobreza infantil. El sistema 
de protección social en un sentido amplio evidencia un desbalance en 
sus resultados. El acuerdo entre generaciones implícito en los progra-
mas previsionales de solidaridad intergeneracional está bajo tensión. 
Según datos del INE, el 20% de los niños menores de 6 años vivía en 
un hogar que se encontraba bajo la línea de pobreza en 2023, cifra casi 
diez veces mayor a la correspondiente a las personas pobres mayores a 
65 años. 

El país enfrenta el desafío de brindar solución adecuada a esta y 
otras condicionantes mientras envejece, lo que generará una caída en la 
población en edad de trabajar y necesidad de recursos crecientes para 
gastos de pensiones, salud y cuidados de larga duración, entre otros. 
Para mejorar el desempeño en estas dimensiones, es fundamental el 
crecimiento económico, ya que facilita los impulsos reformistas y gene-
ra nuevos recursos para atender las nuevas demandas, sin la necesidad 
de que haya grandes perdedores en los procesos de asignación de gasto, 
lo que puede terminar volviendo inviables los cambios. 

Los decisores políticos se enfrentarán frecuentemente con profun-
dos dilemas, que llevarán implícito el desafío de usar eficazmente los 
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inevitablemente limitados recursos financieros, para articular propues-
tas equilibradas, que permitan al país seguir avanzando en un proceso 
de desarrollo sostenible e integrador.

Para ejemplificar el impacto potencial de la caída en la PEA sobre la 
capacidad de crecer, podemos analizar un ejercicio de contabilidad del 
crecimiento. Esto permite identificar la contribución de los distintos 
factores productivos al crecimiento de una economía, al descompo-
nerlo en sus tres componentes fundamentales: el capital, el trabajo y la 
productividad total de los factores (PTF). 5

En efecto y si bien no contamos con estudios recientes, los análisis 
disponibles revelan que el factor trabajo tuvo la mayor contribución al 
crecimiento del PIB en el período 1951-2012, con una incidencia de 
1,0 puntos porcentuales (p.p.) anuales, sobre el crecimiento promedio 
del período (2,3%). En comparación, el capital tuvo una incidencia 
de 0,7 p.p., siendo el trabajo el factor de mayor aporte. Por su parte, 
ajustando el factor trabajo por calidad y ambos factores por intensi-
dad de uso, la Productividad Total de los Factores (PTF) creció un 
0,5% anual, explicando la cuarta parte del crecimiento del PIB (2,3%) 
(Deagosto et al., 2014). Así, la PTF resultó ser el factor con menor 
incidencia sobre el crecimiento del PIB en ese período. Este aspecto es 
elocuente ya que, de acuerdo con la evidencia empírica disponible, la 
PTF es el principal factor explicativo para comprender las diferencias 
en los niveles de riqueza de los países.

Siguiendo la línea de razonamiento anterior y más allá de la ne-
cesidad de desarrollar una estrategia integral para abordar el enveje-
cimiento, me enfocaré en dos líneas de acción fundamentales que el 
país debiera desarrollar cuanto antes de cara este desafío: una agenda 
de aumento de la productividad y una estrategia para amortiguar los 
efectos del envejecimiento demográfico.

4.1. Productividad, educación y tecnología

Para enfrentar el proceso de envejecimiento demográfico resulta crucial 
aumentar la productividad de la fuerza laboral existente. Incrementar 

5  La productividad no es directamente observable y se calcula como un residuo a partir de las varia-
ciones del producto no explicadas por las variaciones en los factores de producción.
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la productividad significa lograr más producto con la misma o menor 
cantidad de factores productivos (capital y trabajo), lo que sienta las 
bases para que la economía pueda crecer más. Esto es esencial cuando 
la cantidad de trabajadores disminuye. 

Asimismo, una mayor productividad puede mejorar los salarios y las 
condiciones laborales, lo que puede incentivar a más personas a parti-
cipar en la fuerza laboral, incluyendo a grupos subrepresentados como 
las mujeres y los migrantes. 

Las políticas para promover incrementos de la productividad son 
variadas. Por un lado, incrementar la tasa de inversión, con un foco 
especial en tecnología y capacitación laboral, es un prerrequisito clave 
para mejorar la productividad y las habilidades y la eficiencia de los tra-
bajadores. Conjuntamente, un buen ecosistema de ciencia, tecnología 
e innovación resulta fundamental para que el país se logre integrar a 
la economía del conocimiento y aprovechar las ventajas que la misma 
tiene para su proceso de desarrollo.

Uruguay debe acometer también un conjunto de acciones para lo-
grar mejoras de eficiencia en su andamiaje productivo. Esto incluye 
lograr que el Estado sea más eficiente, pero también incorporar mejo-
ras regulatorias en sectores clave, como la salud o promover un sector 
financiero más dinámico y eficiente. 

Por último, si hubiese que priorizar un objetivo de política, señala-
ría que Uruguay debe mejorar significativamente el desempeño de su 
sistema educativo. Los resultados que el país obtiene en esta materia 
son insuficientes, especialmente considerando su nivel de desarrollo. 
A vía de ejemplo, más de la mitad de los estudiantes de 15 años no 
alcanzan las competencias matemáticas mínimas base para el desarro-
llo social y ciudadano, de acuerdo con las últimas prueba PISA. En 
las áreas de lectura y ciencias este porcentaje es del entorno del 40% 
(ANEP, 2023). Asimismo, la mitad de los jóvenes de entre 21 y 23 
años no cuenta con educación secundaria culminada, lo que lleva de 
la mano una baja cantidad de años promedio de educación de nuestra 
fuerza laboral.
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4.2. ¿Cómo amortiguar los efectos del envejecimiento 
demográfico?

La contracara de los procesos de envejecimiento poblacional es el ago-
tamiento del llamado bono demográfico. Este se refiere a la situación en 
la que la ventaja de contar con una gran proporción de la población en 
edad productiva empieza a disminuir. Para amortiguar el agotamien-
to del bono demográfico, es esencial aprovechar sinergias entre otros 
cuatro tipos de “bonos”, que pueden ser un aporte importante para 
nuestras economías: el bono de la extensión de la vida laboral, el bono 
de la formalidad, el bono de participación y el bono de migración. 

La extensión de la vida laboral es una estrategia clave para enfrentar 
el envejecimiento demográfico, aliviando la presión sobre los sistemas 
de seguridad social y de pensiones. Al prolongar la participación en el 
mercado laboral, se incrementan los ingresos de las personas mayores, 
se reduce la dependencia económica y se aprovecha su experiencia y 
conocimiento acumulados. Este enfoque también promueve una ma-
yor cohesión intergeneracional y un aprovechamiento más efectivo del 
capital humano. Además, fomenta el desarrollo de la “economía platea-
da”, que se centra en satisfacer las necesidades y aprovechar el potencial 
económico de la población envejecida. Es fundamental que las políti-
cas laborales fomenten la capacitación continua y la adaptación de los 
entornos de trabajo para mantener la empleabilidad y el bienestar de 
las personas mayores, impulsando así el crecimiento económico y la 
inclusión social. 

Como fuera comentado, la reforma uruguaya pretende extender a 
través del corrimiento de la edad de mínima de retiro. No obstante, el 
país aún tiene una agenda pendiente para lograr transitar ese proceso 
adecuadamente, aprovechando al máximo las oportunidades que estas 
líneas de acción ofrecen. 

El bono de la formalidad se refiere a los beneficios de tener un ma-
yor número de trabajadores en el sector formal. Además de tener más 
trabajadores que contribuyan al sistema de seguridad social y de pen-
siones, la formalización también mejora la productividad laboral, ya 
que los trabajadores formales suelen tener acceso a mejores condiciones 
laborales, capacitación y desarrollo profesional. Esto incrementa la efi-
ciencia y competitividad de la economía. Si bien Uruguay se destaca en 
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la región con una tasa de informalidad de algo más de 20%, aún existe 
una oportunidad en este sentido.

Por su parte, el bono de participación se centra en aumentar la 
inclusión laboral de grupos subrepresentados en la oferta de trabajo, 
especialmente de las mujeres. En efecto, la tasa de participación feme-
nina en Uruguay ronda el 55%, mientras que la de los hombres suele 
ubicarse en niveles cercanos al 70%. Uruguay debe cerrar esa brecha, 
tal como lo han realizado algunos de los países más avanzados. Al im-
plementar políticas que fomenten la participación femenina, se puede 
aumentar significativamente la fuerza laboral disponible. Esto no solo 
amplía la fuerza de trabajo y la base de contribuyentes al sistema de 
seguridad social, sino que también diversifica y enriquece el entorno 
laboral, fomentando la innovación y la creatividad.

A esos efectos, resulta fundamental la creación de condiciones labo-
rales que faciliten la conciliación entre el trabajo y la vida familiar. En 
efecto, existen relevamientos que dan cuenta de que frecuentemente las 
mujeres no se sienten satisfechas con la cantidad de hijos que tienen. 
En particular, las mujeres de sectores altos y medios desean más hijos 
de los que realmente tienen, mientras que aquellas con menores ingre-
sos y menor nivel educativo desean menos hijos de los que tienen (Peri 
y Pardo, 2008). 

Ejemplos de medidas para una mejor conciliación entre trabajo y 
maternidad incluyen la implementación de políticas de licencia paren-
tal remunerada tanto para madres como para padres, lo que permite 
a ambos progenitores compartir las responsabilidades del cuidado in-
fantil. También es importante ofrecer horarios de trabajo flexibles y 
la posibilidad de teletrabajo, lo que facilita a las madres mantener un 
equilibrio entre sus responsabilidades laborales y familiares. 

Además, el acceso a servicios de guardería asequibles y de calidad 
es crucial para apoyar a las mujeres en el mercado laboral. La creación 
de entornos laborales que promuevan la igualdad de género y el apoyo 
a programas de capacitación y reintegración laboral para madres tam-
bién son esenciales para asegurar que las mujeres no se vean obligadas 
a elegir entre su carrera profesional y la maternidad. Finalmente, fo-
mentar la corresponsabilidad de hombres y mujeres en la crianza de 
los hijos también es clave para lograr una distribución equitativa de las 
tareas del hogar y del cuidado infantil.
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Por último, el bono de migración se refiere a los beneficios económi-
cos y demográficos de la inclusión de migrantes en el mercado laboral. 
Para aprovechar este bono, es necesario implementar políticas que fa-
ciliten la integración de los migrantes, asegurando su acceso a empleos 
formales y a los beneficios sociales. Además, se pueden crear programas 
de capacitación y reconocimiento de habilidades para que los migran-
tes puedan contribuir de manera efectiva a la economía. Uruguay se 
encuentra rezagado en esta materia y debe impulsar proactivamente 
una política migratoria que permita aprovechar las oportunidades que 
este fenómeno ofrece y que incluya, entre otros elementos, una mejora 
en la medición del fenómeno como piedra fundamental para su mejor 
comprensión.

En suma, la formalización del empleo, la participación femenina y 
la inclusión de migrantes son estrategias complementarias que, cuando 
se implementan de manera conjunta, pueden fortalecer significativa-
mente la economía y amortiguar los efectos del agotamiento del bono 
demográfico. 

5. Comentarios finales: hacia un enfoque holístico del 
envejecimiento demográfico

El envejecimiento demográfico no es solo un fenómeno poblacional, 
sino un cambio profundo que afecta múltiples aspectos de la sociedad 
y la economía. Adoptar un enfoque holístico es clave para entender y 
abordar adecuadamente sus implicaciones a largo plazo. Este enfoque 
debe considerar tanto el aumento en la esperanza de vida y la dismi-
nución de la fertilidad, como las transformaciones en las estructuras 
familiares, las dinámicas laborales y el diseño de políticas públicas. En 
este sentido, resulta crucial analizar en forma conjunta los impactos y 
el diseño de las políticas de protección social, contemplando las inte-
racciones y sinergias entre los sistemas previsionales, los servicios de 
salud y los cuidados de larga duración (Aranco et al., 2022). 

Desde una perspectiva económica, el envejecimiento demográfico 
requiere estrategias para mantener la sostenibilidad de los sistemas de 
seguridad social y las pensiones, así como para fomentar la producti-
vidad y la competitividad en un contexto de mano de obra en declive. 
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Desde el ámbito social, el envejecimiento poblacional puede alterar 
las relaciones intergeneracionales y la cohesión comunitaria. Un enfo-
que holístico implica promover la integración y participación activa 
de las personas mayores, reconociendo su contribución y enfrentando 
los desafíos asociados, como la atención a la salud y el bienestar social. 

Sin embargo, es importante recordar que la longevidad difiere entre 
las personas debido a diferencias socioeconómicas. Más allá de la ma-
yor esperanza de vida en mujeres, existe evidencia de que los grupos 
de altos ingresos y de mayor nivel educativo tienden a vivir más años 
que el resto de la población. En efecto, de acuerdo con la evidencia 
disponible, las diferencias de esperanza de vida a los 30 años según el 
nivel educativo pueden alcanzar a 15 años y 8,1 años para hombres y 
mujeres, respectivamente. Esto puede traer aparejados subsidios cruza-
dos significativos, que no siempre tengan un sesgo progresivo (Cuellar 
et al., 2023).

En tercer lugar, el enfoque holístico debe contemplar también el 
contexto en el que se desarrolla el proceso de envejecimiento demo-
gráfico. El cambio demográfico no ocurre en un vacío, sino que está 
entrelazado con otras tendencias globales significativas que moldean 
nuestro futuro colectivo. La transformación digital, por ejemplo, está 
revolucionando la economía y la sociedad al facilitar la automatización, 
la conectividad global y nuevas formas de trabajo. Esta revolución tec-
nológica tiene el potencial de transformar cómo las personas mayores 
participan en la economía y la sociedad, ofreciendo oportunidades para 
el aprendizaje continuo y la integración digital.

Además, la evolución hacia nuevas formas de trabajo con menor 
preponderancia de la relación de dependencia tradicional, como el 
trabajo freelance y las economías gig, está redefiniendo las estructuras 
laborales tradicionales y creando nuevas dinámicas de empleo. Esto 
tiene implicaciones profundas para la seguridad laboral y las redes de 
protección social, especialmente en un contexto demográfico en el que 
la expectativa de vida aumenta y la fuerza laboral se contrae. Junto con 
el cambio climático y otros fenómenos globales, como la urbanización 
acelerada y la migración, estas tendencias convergen para crear un en-
torno complejo que requiere respuestas políticas innovadoras y adap-
tativas para asegurar un desarrollo sostenible y equitativo a largo plazo.
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Finalmente, también es crucial otorgar un lugar destacado a las po-
líticas que aborden el envejecimiento demográfico dentro del entra-
mado institucional del país. Esto implica no solo la formulación de 
políticas específicas y estrategias adaptadas a las realidades demográ-
ficas y sociales, sino también integrarlas efectivamente en los sistemas 
gubernamentales existentes. Un buen liderazgo es fundamental para 
guiar la implementación exitosa de estas políticas, asegurando la asig-
nación adecuada de recursos, la coordinación entre diferentes sectores 
y la evaluación continua de su impacto.

Un liderazgo eficaz en este contexto debe ser proactivo y visionario, 
anticipándose a los desafíos futuros del envejecimiento demográfico y 
movilizando a diferentes actores, para colaborar en soluciones innova-
doras y sostenibles. Además, debe garantizar la participación activa de 
las personas mayores en la formulación de políticas, asegurando que 
sus necesidades y aspiraciones sean correctamente representadas y aten-
didas. 

En resumen, el envejecimiento demográfico transforma profun-
damente la sociedad y la economía, y su abordaje debe realizarse de 
manera integral, contemplando sus múltiples dimensiones y efectos 
interrelacionados. 
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Capítulo 11
Sistema dominicano de pensiones: retos 
ante la longevidad

Juan Manuel Pérez y Santa Medina Santana

1. Introducción 

En América Latina, los desafíos económicos y sociales relacionados con 
la longevidad han comenzado a redefinirse, especialmente en lo que 
respecta a los sistemas de pensiones y seguridad social. La composición 
etaria de las poblaciones está cambiando debido a un aumento sos-
tenido de la esperanza de vida y una tasa de fecundidad en descenso. 
Esto conduce a un envejecimiento progresivo de la población. En ese 
sentido, los sistemas de pensiones enfrentan desafíos importantes de-
bido a este cambio demográfico, ya que deben asegurar la estabilidad 
financiera y la adecuación de los beneficios en un contexto de mayor 
longevidad. En naciones con una alta informalidad laboral y una co-
bertura de seguridad social limitada, donde los sistemas de pensiones 
presentan restricciones estructurales, el impacto de este fenómeno es 
aún más pronunciado.

El caso de la República Dominicana refleja estos retos con particular 
claridad. Aunque el Sistema Dominicano de Seguridad Social (SDSS) 
ha mostrado avances importantes desde la implementación de la Ley 
núm. 87-01, el rápido envejecimiento de la población plantea nuevos 
desafíos en términos de sostenibilidad financiera y capacidad de res-
puesta del subsistema de pensiones. Además, la cobertura aún es limi-
tada y existen brechas en la protección social de las personas mayores, 
lo que subraya la premura de nuevas estrategias regulatorias y políticas 
inclusivas.

Este capítulo examinará los principales desafíos que enfrenta la Re-
pública Dominicana en el contexto del envejecimiento poblacional, 
centrándose en tres temas clave: la sostenibilidad financiera del sistema 
de pensiones; la ampliación de la cobertura para garantizar una protec-
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ción adecuada; y los retos regulatorios que se deben abordar para ase-
gurar la viabilidad a largo plazo del sistema frente a una población cada 
vez más longeva. A lo largo de este análisis, se buscará no solo entender 
la situación actual del país en este contexto demográfico, sino también 
ofrecer recomendaciones que puedan ser útiles para otros países de la 
región que enfrentan desafíos similares.

2. Evolución histórica y estructura actual del sistema 
dominicano de pensiones

2.1. Antecedentes 

El sistema dominicano de pensiones se establece formalmente con la 
promulgación de la Ley núm. 87-01, que creó el Sistema Dominicano 
de Seguridad Social (SDSS) el 9 de mayo de 2001. Esta ley también 
abordó la reforma de otros componentes esenciales de la seguridad so-
cial, como los sistemas de salud, los riesgos laborales y las estancias 
infantiles. El proceso de reforma surgió de la necesidad de proteger 
a los trabajadores frente a riesgos asociados a la vejez, discapacidad, 
cesantía por edad avanzada, sobrevivencia, enfermedad, maternidad, 
infancia y accidentes laborales. Antes de la entrada en vigencia de la 
Ley núm. 87-01, el sistema de seguros sociales no satisfacía plenamente 
estas necesidades.

Previo a esta ley, el país contaba con cuatro regímenes de pensiones 
basados en esquemas de reparto:

• Un régimen obligatorio para los empleados del sector privado, 
gestionado por el Instituto Dominicano de Seguros Sociales 
(IDSS), que excluía a aquellos trabajadores cuyos salarios supe-
raban un umbral establecido;

• Un fondo de jubilaciones y pensiones del Estado dominicano 
para funcionarios y empleados públicos;

• Un esquema previsional para las Fuerzas Armadas y la Policía 
Nacional

• Diversas cajas y fondos de pensiones complementarios, de ca-
rácter sectorial, creados por leyes especiales.
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Junto con esto, algunas empresas privadas ofrecían planes de pensiones 
corporativos a sus trabajadores como un beneficio adicional, basados 
en reglamentos internos que determinaban su funcionamiento. Sin 
embargo, no todos los trabajadores del país estaban cubiertos por un 
esquema formal de pensiones, lo que generaba una cobertura desigual 
y deficiencias en la protección social.

Cuadro 1. Principales indicadores de los regímenes de reparto en 
República Dominicana (2000)

Indicadores

Principales regímenes de reparto

Total

IDSS

Gobierno 

Central

Institucio-

nes públicas 

descentra-

lizadas y 

autónomas

FFAA y 

Policía 

Nacional

No contri-

butivas

Cobertura fuerza 

de trabajo (%)

18.1 9 2.6 1.2 N/D 30.90

Población con 

más de 60 años 

pensionada (%)

4.4 5.2 1.7 5.2 33.5 50.00

Gasto en pensio-

nes (%PIB)

0.16 0.29 0.14 0.23 N/D 0.82

Obligaciones 

no financiadas 

(%PIB)

15.0 33.5 6.6 0.01 N/D 55.11

  * Descontado a valor presente de proyecciones de gasto a 2075.
Fuente: Palacios, 2003.

En efecto, al observar los distintos indicadores de los regímenes de 
reparto vigentes al año 2000 (Tabla 1), justo antes de la reforma que 
dio origen al SDSS y, por ende, al sistema previsional dominicano, se 
observa que los esquemas presentaban una cobertura limitada (solo el 
30.9% de la fuerza laboral formal estaba cubierta) y, además, mostra-
ban signos de insostenibilidad a largo plazo debido a la gran acumu-
lación de obligaciones no financiadas. Según estimaciones del Banco 



386

Mundial, estas obligaciones representaban un 55% del PIB (Palacios, 
2003).

Este panorama fue el motor para la restructuración del sistema pre-
visional y la adopción de un modelo integral de seguridad social. Es por 
ello por lo que la promulgación de la Ley núm. 87-01 fue el resultado 
de un largo proceso de consenso entre el gobierno, los empleadores 
y los trabajadores, y representó una de las reformas estructurales más 
significativas en la historia social y económica reciente de la República 
Dominicana.

2.2. Contexto actual del sistema dominicano de pensiones 

Desde 2001, el sistema de pensiones en el país se caracteriza por su 
naturaleza mixta, combinando diferentes tipos de fondos y esquemas 
previsionales. Entre estos se incluyen:

• Fondos de capitalización individual, gestionados por las Admi-
nistradoras de Fondos de Pensiones (AFP);

• Un sistema de reparto estatal, administrado por la Dirección 
General de Jubilaciones y Pensiones a cargo del Estado (DGJP);

• Un fondo de solidaridad social;
• Planes de reparto individualizado, que combinan aportes de-

finidos con prestaciones también definidas, creados por leyes 
especiales, como por ejemplo el del Instituto Nacional de Bien-
estar Magisterial (INABIMA), el Fondo de Jubilaciones de los 
trabajadores del Banco Central de la República Dominicana, 
entre otros; 

• Planes especiales de retiro para los miembros de las Fuerzas 
Armadas y la Policía Nacional; 

• Y otros planes complementarios de pensiones, mayormente 
basados en esquemas de reparto, sujetos a la regulación de la 
Superintendencia de Pensiones (SIPEN).

Si bien el diseño mixto del sistema nacional ha permitido la coexisten-
cia de diversos regímenes, lo que ofrece una mayor flexibilidad y di-
versificación en la protección previsional para un número considerable 
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de trabajadores, este mismo enfoque ha generado complicaciones en el 
proceso de reforma iniciado en 2001. 

La combinación de esquemas de capitalización individual y regí-
menes de reparto ralentizaron la implementación de modificaciones 
necesarias, ya que la integración de diferentes esquemas hicieron más 
complejo el marco regulatorio. Esto ha provocado que persistan ciertas 
brechas y vacíos legales, limitando la capacidad del sistema para ofrecer 
una cobertura más amplia y sostenible en el largo plazo.

En la siguiente tabla, se describe cómo se desarrolla el esquema de 
capitalización individual. En primer lugar, el Régimen Contributivo, 
principal pilar del sistema, cubre a trabajadores formales y es finan-
ciado de manera compartida entre empleadores y empleados. Para 
profesionales y trabajadores independientes con ingresos estables, en 
segundo lugar, existe el Régimen Contributivo-Subsidiado, que com-
bina aportes personales con un subsidio estatal. Por último, el Régimen 
Subsidiado garantiza una protección básica para los sectores más vulne-
rables de la población, siendo financiado íntegramente por el Estado. 

Una bonanza de este esquema es que todos los regímenes ofrecen 
protección ante la vejez, discapacidad y sobrevivencia, donde el Régi-
men Contributivo incluye adicionalmente la cesantía por edad avan-
zada.

Cuadro 2. Síntesis del Sistema de Capitalización Individual según 
Ley núm. 87-01

Indicador Régimen Contribu-

tivo

Régimen Contributi-

vo-Subsidiado

Régimen Subsidiado

Afiliados

Trabajadores forma-

les del sector público 

y privado.

Profesionales, técnicos 

independientes y trabaja-

dores por cuenta propia, 

con ingresos iguales o su-

periores al salario mínimo 

nacional.

Trabajadores por cuenta 

propia con ingresos 

inestables, inferiores al 

salario mínimo nacional; 

desempleados, discapaci-

tados e indigentes.
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Indicador Régimen Contribu-

tivo

Régimen Contributi-

vo-Subsidiado

Régimen Subsidiado

Origen y 

proporción 

del financia-

miento

Trabajadores (30%) 

y sus empleadores 

(70%).

Trabajadores y el Estado 

(inversamente propor-

cional al aporte del 

trabajador).

Estado (100%).

Pensiones

Vejez 

Discapacidad 

Sobrevivencia 

Cesantía por edad 

avanzada.

Vejez 

Discapacidad 

Sobrevivencia.

Vejez 

Discapacidad 

Sobrevivencia.

Fuente: elaboración propia con Ley núm. 87-01.

A diferencia de lo sucedido antes de 2001 en materia previsional, la 
implementación del Sistema de Capitalización Individual (SCI), ges-
tionado por las AFP, ha impulsado un incremento sostenido año tras 
año. En ese tenor, los datos históricos de la SIPEN reflejan que la can-
tidad de afiliados a la primera mitad de junio de 2024 (5.1 millones de 
personas) es cinco veces más grande que cuando el sistema inició sus 
operaciones en 2003. Esto refleja que la población de afiliados ha ido 
aumentando conforme va madurando el sistema, lo cual también evi-
dencia que se ha producido un desarrollo significativo en la cobertura, 
es decir, en el porcentaje de la población ocupada que está afiliada a un 
régimen de pensión. Actualmente, la cifra de afiliados se sitúa en torno 
a los 5.1 millones de personas, lo que equivale a aproximadamente el 
70% de la Población Económicamente Activa (PEA), de los cuales cer-
ca del 95% está afiliado al SCI.

De manera similar, las contribuciones activas de afiliados también 
han aumentado con el tiempo. Sin embargo, cada año, solo aproxima-
damente el 42% de ellos efectúa pagos a sus fondos de pensiones.
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Cuadro 3. Principales estadísticas del sistema dominicano de 
pensiones, al 30 de junio de 2024

Entidad Cantidad de 

afiliados*

Cantidad de 

cotizantes 

Patrimonio 

acumulado 

(millones 

RD$)

AFP 4,913,058 1,976,758 1,031,377.06 10.42%

Reparto individualizado 159,864 130,853 192,487.16 9.3%

DGJP-Ministerio de Ha-

cienda

109,636 24,198 N/A N/A

Fondo de Solidaridad Social - - 75,582.56 9..22%

Fondos complementarios - - 91.35

* Rentabilidad nominal de los últimos 12 meses.
Fuente: elaboración propia con datos de la SIPEN.

3. Contexto demográfico y envejecimiento en República 
Dominicana

En los sistemas de capitalización individual, donde cada empleado 
es responsable de acumular sus propios ahorros para la jubilación, la 
creciente longevidad presenta un desafío estructural determinante. La 
Oficina Nacional de Estadísticas proyecta un aumento del 63% en la 
población de 65 años y más en la República Dominicana entre 2000 y 
2030, lo que significa que los fondos acumulados tendrán que cubrir 
un período de retiro más largo. Mientras tanto, los datos estimados de 
la Población Económicamente Activa (PEA) indican que, en compa-
ración con el 2% en 2010, el 4.9% de las personas entre 60 y 64 años 
seguirán activas en 2030 (Tabla 1). 

3.1. Presión del envejecimiento sobre las tasas de reemplazo 

Uno de los efectos más visibles del envejecimiento poblacional es la 
reducción de la tasa de reemplazo, es decir, la proporción del salario 
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que los jubilados reciben como pensión. Con la disminución de la par-
ticipación de cohortes más jóvenes en la PEA (por ejemplo, el grupo 
de 15 a 19 años pasará de un 9.5% en 2000 a un 5.7% en 2030) la 
presión sobre los fondos acumulados será mayor. Esto significa que los 
empleados no solo deberán hacer mayores contribuciones para man-
tener un fondo de pensión suficiente, sino que, además, el sistema de 
inversiones que gestiona estos fondos deberá ser extremadamente eficaz 
para garantizar rendimientos adecuados a largo plazo. En el contexto 
de capitalización individual, este desafío es aún más crítico, ya que la 
rentabilidad de las inversiones será determinante para asegurar la sufi-
ciencia de los fondos durante la jubilación.

La disminución de las cohortes jóvenes y el envejecimiento acele-
rado también implican una reducción en las bases contributivas. En 
sistemas como el chileno o el peruano, esta tendencia ha llevado a re-
formas enfocadas en mejorar la cobertura y aumentar la edad de jubila-
ción. En este sentido, el contexto dominicano podría enfrentar presio-
nes similares, lo que subraya la necesidad de implementar adaptaciones 
regulatorias y financieras para asegurar la sostenibilidad del sistema.

3.2. Transformación demográfica: pirámides poblacionales

Las proyecciones plasmadas en las pirámides poblacionales (Gráfico 
2) revelan una clara transición hacia una estructura demográfica más 
rectangular, explicada principalmente por la disminución de la tasa de 
natalidad y el crecimiento de los grupos etarios mayores, especialmente 
aquellos de 65 años y más, quienes son los principales beneficiarios de 
pensiones. Esta transformación refleja una tendencia general en Amé-
rica Latina, donde los indicadores de fecundidad y mortalidad han ba-
jado, mientras que la longevidad sigue en ascenso.

El envejecimiento poblacional genera desafíos significativos en tér-
minos de cobertura y sostenibilidad del sistema de pensiones. Estudios 
de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) 
subrayan que la República Dominicana, al igual que muchas otras na-
ciones de la región, enfrenta el doble reto de aumentar la cobertura del 
sistema y, al mismo tiempo, asegurar que los fondos sean manejados 
de manera eficiente y sostenible. En este contexto, se requiere una es-
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tructura regulatoria que se adapte a las necesidades cambiantes de una 
población que envejece rápidamente y que, de igual forma, implemen-
te políticas que estimulen el ahorro voluntario y mejoren la eficiencia 
de la gestión de fondos.

Los datos del Censo de Población y Vivienda 2022 muestran (Grá-
fico 1) que la República Dominicana está en una fase de transición 
demográfica significativa. Aunque la mayoría de la población se en-
cuentra en grupos etarios jóvenes y en edades productivas, también se 
observa un incremento en las personas mayores. Según este censo, más 
del 40% de la población tenía menos de 30 años, lo que aún ofrece una 
oportunidad para mejorar el sistema de pensiones.

En ese sentido, es fundamental que el país aproveche esta venta-
na demográfica favorable para aumentar la cobertura de afiliación y 
cotización al sistema de pensiones, dado que un mayor número de 
cotizantes activos garantizaría la sostenibilidad del sistema en el largo 
plazo. Al momento de esta investigación, un gran porcentaje de la po-
blación mayor trabaja en el sector informal, lo que limita su acceso a 
una jubilación adecuada.

Gráfico 1. Pirámide poblacional del censo poblacional del año 
2022, República Dominicana

Fuente: elaboración propia del autor con datos de la Oficina Nacional de 
Estadísticas.
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Por otro lado, las proyecciones de la Población Económicamente Ac-
tiva para el período 2000-2030 revelan una tendencia clara hacia el 
envejecimiento de la fuerza laboral. Los grupos de mayor edad (50 
años en adelante) muestran un crecimiento constante, mientras que 
los grupos etarios más jóvenes (15-24 años) disminuyen como pro-
porción del total de la PEA. Esto es, en 2000, los hombres de 20 a 24 
años representaban el 14.5% de la PEA, pero para 2030 se prevé que 
este grupo disminuirá al 11.3%. Por el contrario, la participación de 
los hombres de 60 a 64 años aumentará del 3,5% en 2000 al 4,9 % 
proyectado para 2030.

Existe una gran posibilidad de que las políticas laborales y de pen-
siones del país se vean afectadas significativamente por esta dinámica. 
Surge la necesidad de implementar políticas que fomenten la incorpo-
ración de los trabajadores mayores en el mercado laboral, así como la 
adaptación de los sistemas de pensiones para garantizar su sostenibili-
dad en un contexto en el que la proporción de potenciales cotizantes 
está disminuyendo.

Gráfico 2. Pirámide poblacional 2000-2030, datos proyectados de 
la República Dominicana
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Cuadro 4. Proyecciones de la Población Económicamente Activa 
(PEA) de la República Dominicana 

Fuente: elaboración propia con datos de la Oficina Nacional de Estadísticas (ONE).

3.3. República Dominicana en comparación con Latinoamérica

En América Latina, los niveles de insuficiencia de pensiones varían 
considerablemente entre países. En Ecuador, por ejemplo, el 55.4% 
de las personas mayores recibe pensiones insuficientes, mientras que en 
Paraguay la cifra es del 56.5%, y en Panamá, del 33.4%. Estas variacio-
nes indican que los desafíos que enfrenta cada país en términos de su-
ficiencia de pensiones están vinculados a las características particulares 
de sus sistemas de seguridad social y sus economías.

Al desglosar los datos por género, Ecuador muestra un 48.57% de 
hombres con pensiones insuficientes, mientras que en mujeres esta ci-
fra asciende al 61.83%. En México, el 64.33% de los hombres y el 
79.27% de las mujeres se encuentran en esta situación, lo que sugiere 
que las brechas de género también juegan un papel importante en la 
distribución de los beneficios de pensiones.

Según datos de la CEPAL (2022), el 85.9% de los adultos mayores 
en la República Dominicana recibía pensiones consideradas insuficien-
tes para cubrir sus necesidades básicas, un porcentaje muy superior al 
promedio regional de 58.4%. Otros países, como El Salvador (84.6%) 
y México (72.0%), también registraban altos porcentajes de insuficien-
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cia, mientras que Brasil y Uruguay reportaban cifras notablemente in-
feriores, con un 12.0% y un 15.0% respectivamente. Este contraste en 
los datos revela la existencia de diferencias significativas en los modelos 
de pensiones adoptados por cada nación.

Gráfico 3. Adultos mayores (65 y más) que reciben pensiones 
insuficientes por países, año 2022

Fuente: elaboración propia con datos de la CEPAL.

Gráfico 4. Adultos mayores (65 y más) que reciben pensiones 
insuficientes por países y sexo, 2022

Fuente: elaboración propia con datos de la CEPAL.
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Además, se observan diferencias de género en la República Dominica-
na. En 2022, el 85.7% de las mujeres mayores de 65 años percibían 
pensiones insuficientes, frente al 84.9% de los hombres, lo que revela 
una ligera brecha de género. Este fenómeno podría estar relacionado 
con las desigualdades acumuladas en el mercado laboral, como meno-
res salarios o menores tasas de participación femenina, que impactan 
negativamente las contribuciones al sistema de pensiones (Gráfico 5).

Gráfico 5. Adultos mayores (65 y más) que reciben pensiones 
insuficientes por sexo República Dominicana

Fuente: elaboración propia con datos de la CEPAL.

La alta proporción de adultos mayores con pensiones insuficientes plan-
tea serios retos para la sostenibilidad del sistema de seguridad social en 
el futuro. A medida que aumenta la esperanza de vida y la población 
envejece de forma acelerada, se hace imperativo implementar reformas 
estructurales que mejoren la cobertura y la equidad. La experiencia 
de países como Chile, por ejemplo, que aunque presenta porcentajes 
menores de insuficiencia, demuestra que el éxito en la cobertura de 
pensiones depende de la diversificación de las fuentes de financiamien-
to y de la adopción de políticas inclusivas. Es fundamental garantizar 
la contribución constante de la población activa, con un enfoque en la 
formalización laboral y la equidad de género.
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4. Impacto del envejecimiento en la sostenibilidad financiera 
del sistema

Es fundamental asegurar la estabilidad financiera de los sistemas de 
pensiones, ya que la capacidad para cumplir con sus obligaciones sin 
generar déficits insostenibles es esencial para su viabilidad a largo plazo. 
Como es de esperarse, la sostenibilidad requiere un cuidadoso equili-
brio entre una cobertura adecuada, la suficiencia de las prestaciones y 
la solvencia financiera. Este panorama se ve complicado por el enve-
jecimiento poblacional, pues un número creciente de jubilados debe 
soportar una base laboral y salarios históricos poco adecuados.

En los últimos años, tanto en América Latina como en la República 
Dominicana, la discusión sobre la viabilidad de las pensiones se ha 
centrado en el cambio de los sistemas de reparto, donde la población 
activa financia las pensiones de la población pasiva, hacia modelos de 
contribución definida, en los que todos los trabajadores ahorran para 
su propia jubilación. Esta transición, impulsada por las crecientes di-
ficultades financieras, ya anticipaba los problemas que se vislumbran 
actualmente debido al envejecimiento de la población. 

Es evidente que el impacto de este fenómeno demográfico en la sos-
tenibilidad financiera de los sistemas previsionales es un desafío a nivel 
mundial. Sin embargo, en la República Dominicana, estos debates se 
han reavivado debido a la crisis económica provocada por la pandemia 
de COVID-19, que ha aumentado la presión sobre las finanzas públi-
cas, Mesa-Lago, (2022). En un contexto de creciente deuda pública y 
menor capacidad recaudatoria, los gobiernos se ven ante la difícil tarea 
de equilibrar la sostenibilidad fiscal, al mismo tiempo que intentan 
fortalecer sus sistemas de pensiones. 

Lora & Pagés (2012) destacaban que los países deben enfrentar es-
tos desafíos no solo contemplando cambios técnicos, sino también una 
perspectiva a largo plazo que tenga en cuenta los efectos del envejeci-
miento en todos los aspectos del sistema previsional. Si bien el modelo 
de capitalización individual ofrece ventajas en cuanto a la acumulación 
de fondos personales, también plantea riesgos significativos si las tasas 
de contribución, la rentabilidad de los fondos o los niveles salariales no 
son suficientes para asegurar pensiones adecuadas.
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A largo plazo, garantizar la viabilidad financiera del sistema requiere 
un ajuste continuo en las políticas públicas, incluyendo la posible revi-
sión de las tasas de aportación, la edad de jubilación y los mecanismos 
de inversión. También es crucial reducir la informalidad laboral, que 
limita las aportaciones al sistema, y establecer reformas que fortalezcan 
la gestión de los fondos y los instrumentos financieros disponibles para 
su inversión. Sin estos ajustes, el sistema previsional podría enfrentar 
dificultades para proporcionar beneficios adecuados a una población 
en rápido envejecimiento.

5. Cobertura de las pensiones: el gran desafío

El crecimiento en la proporción de personas de 60 años y más en el sec-
tor informal significa un gran desafío para las pensiones de este grupo, 
ya que el sistema de capitalización individual en la República Domini-
cana se basa en las contribuciones que cada trabajador realiza a lo largo 
de su vida laboral. En ese sentido, aquellos trabajadores que pasan la 
mayor parte de su vida en el sector informal, sin hacer contribuciones 
regulares al sistema de pensiones, enfrentarán dificultades para acu-
mular suficientes fondos para su jubilación. El porcentaje de personas 
60 años y más empleadas en el sector informal ascendía a 16.5% en el 
segundo trimestre del 2024, según los datos del Banco Central de la 
República Dominicana, siendo esto un porcentaje bastante alto si se 
evalúa la posibilidad de que este grupo es el potencial foco para pensio-
nes solidarias o no contributivas. 
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Gráfico 6. Población dominicana de 60 años o más ocupada en el 
sector informal, 2014-2024

Fuente: elaboración propia con datos del Banco Central de la República 
Dominicana.

Adicionalmente, la informalidad limita la capacidad de los trabajadores 
para acceder a beneficios adecuados al momento de jubilarse. En un 
contexto donde la longevidad está en aumento, la falta de contribucio-
nes regulares genera un gran bache en la acumulación de capital para 
pensiones futuras. Esto no solo afecta la calidad de vida de las personas 
mayores y sus hogares, sino que también impone un reto al sistema de 
pensiones no contributivas y a las finanzas públicas, que podrían verse 
sobrecargadas ante la necesidad de atender a una población creciente 
de personas mayores sin ahorros suficientes para su retiro.

En ese mismo sentido se debe evaluar la densidad de cotizantes, 
dado que una baja densidad en este aspecto puede estar relacionada 
con períodos prolongados de empleo informal o desempleo, donde los 
individuos no aportan al sistema de pensiones.
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Gráfico 7. Densidad (%) de cotizantes en el sistema de pensiones, 
2003-2024

Fuente: elaboración propia con datos de la Superintendencia de Pensiones, 2024.

Para lograr una protección más amplia y equitativa, es fundamental 
diseñar políticas que incorporen a estos sectores de la población. Esto 
puede implicar medidas como incentivar la formalización del empleo, 
flexibilizar los mecanismos de cotización para trabajadores indepen-
dientes y pequeños empresarios, y establecer programas de incentivos 
fiscales o subsidios para fomentar las contribuciones de los sectores 
más vulnerables. Además, explorar la creación de un primer pilar no 
contributivo o de contribución mínima podría garantizar un nivel bá-
sico de protección para toda la población, independientemente de su 
participación en el mercado laboral formal.

6. Retos regulatorios para asegurar la viabilidad a largo plazo

La viabilidad a largo plazo del sistema de pensiones en la República 
Dominicana depende en gran medida de la capacidad de adaptación 
del marco regulatorio para enfrentar los desafíos impuestos por el enve-
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jecimiento poblacional, los cambios económicos y las nuevas dinámi-
cas laborales. En este contexto, la Superintendencia de Pensiones (SI-
PEN) juega un rol crucial como ente regulador y supervisor del sistema 
dominicano de pensiones, pero su efectividad radica en la actualización 
y fortalecimiento del conjunto normativo que rige dicho sistema.

Uno de los principales retos regulatorios es modernizar el marco 
legal para reforzar la supervisión efectiva de las Administradoras de 
Fondos de Pensiones (AFP), responsables de gestionar los fondos de 
capitalización individual de más de cinco millones de trabajadores afi-
liados. La SIPEN tiene el mandato de monitorear la transparencia, el 
cumplimiento normativo y la gestión eficiente de los fondos por parte 
de las AFP. Sin embargo, la creciente complejidad del sistema mixto 
y la necesidad de adaptar la regulación a las realidades cambiantes del 
mercado laboral requieren una mayor capacidad de respuesta por parte 
de esta institución. La supervisión no solo debe enfocarse en la gestión 
financiera de los fondos, sino también en garantizar que las inversiones 
generen retornos adecuados y seguros para los afiliados, protegiendo 
sus ahorros a largo plazo.

Además, la SIPEN debe desempeñar un papel central en la refor-
ma de las políticas relacionadas con el mejoramiento de las pensiones, 
evaluando las diferentes propuestas de mejoras desde un punto de vista 
financiero, actuarial y operacional. Actualmente, existen brechas im-
portantes en la cobertura, con una parte significativa de la población 
económicamente activa fuera del sistema contributivo o con contribu-
ciones insuficientes para obtener una pensión adecuada. En este senti-
do, la SIPEN podría fomentar un enfoque más inclusivo al considerar 
propuestas que flexibilicen los esquemas de contribución para trabaja-
dores independientes, de bajos ingresos o informales, permitiendo así 
un mayor acceso al sistema previsional. 

Asimismo, la institución puede estudiar la pertinencia de que las re-
gulaciones contemplen mecanismos para ajustar la edad de jubilación 
de acuerdo con la esperanza de vida, adaptándose a la longevidad cre-
ciente de la población dominicana. Un desafío crítico es la implemen-
tación de mecanismos de protección para los afiliados, tales como los 
sistemas de pensiones mínimas o universales, que garantizarían un ni-
vel básico de seguridad económica para quienes no logren acumular su-
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ficientes ahorros en sus cuentas individuales. En este sentido, la SIPEN 
podría ponderar los mecanismos para la creación de un primer pilar 
universal dentro del sistema de pensiones, similar a los modelos mul-
tipilares exitosos de otros países. Esto no solo aliviaría la presión sobre 
los regímenes de capitalización individual, sino que también reduciría 
la vulnerabilidad económica de las personas mayores, proporcionando 
una red de seguridad para quienes no han tenido la oportunidad de 
contribuir de manera constante.

La transparencia y la confianza en el sistema también son elementos 
fundamentales. Para fomentar una mayor participación de los trabaja-
dores, la SIPEN debe seguir desarrollando mecanismos que aseguren 
una mayor transparencia en la operación de las AFP y mejorar la edu-
cación previsional de los afiliados. La falta de información clara sobre 
el rendimiento de los fondos y la complejidad del sistema ha desalen-
tado a muchos trabajadores a contribuir de manera voluntaria. Por esta 
razón, la SIPEN ha liderado esfuerzos para mejorar la comunicación 
con los afiliados, proporcionando informes claros y accesibles sobre el 
estado de sus fondos y las reformas que puedan afectar sus pensiones 
futuras.

En resumen, la SIPEN desempeña un rol fundamental en la soste-
nibilidad, inclusión y equidad del sistema de pensiones dominicano. 
Para enfrentar los desafíos de una población cada vez más longeva, es 
imprescindible fortalecer su capacidad regulatoria y supervisora, mo-
dernizar el marco normativo e impulsar reformas que aseguren la equi-
dad en la distribución de los beneficios y la sostenibilidad financiera 
del sistema. 

7. Experiencias internacionales 

Las experiencias de otros países que afrontan problemas similares en 
cuanto a la longevidad y sostenibilidad de los sistemas de pensiones 
podrían ser útiles para la República Dominicana. Países como Suecia 
y Canadá han adoptado modelos de pensiones mixtos que combinan 
contribuciones del sector público y privado. En estos modelos, además 
de recibir una pensión básica garantizada por el Estado, los empleados 
contribuyen a cuentas de capitalización individuales. Este método no 
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solo diversifica las fuentes de financiamiento, sino que también garan-
tiza un ingreso básico a largo plazo y protege contra los desafíos de la 
longevidad.

Asimismo, las reformas paramétricas y los incentivos para aumen-
tar la contribución son otro aspecto importante. Países como Uruguay 
han adoptado políticas que fomentan la formalización del empleo y la 
incorporación de trabajadores informales y autónomos en el sistema de 
seguridad social, lo que ha aumentado la base de cotizantes. En países 
como Alemania y Dinamarca, se ha ajustado la edad de jubilación en 
función de la expectativa de vida y las condiciones económicas, fortale-
ciendo la sostenibilidad del sistema. Es posible adaptar estas estrategias 
al contexto de la República Dominicana, donde la lucha contra el em-
pleo informal sigue siendo un reto significativo.

Por último, se han implementado buenas prácticas en Chile y Bra-
sil, como la oferta de pensiones no contributivas y una mayor super-
visión y transparencia en la gestión de los fondos de pensiones. Las 
personas mayores que no pudieron contribuir al sistema formal reciben 
un ingreso mínimo gracias a estas medidas. Otros países, como Holan-
da, se destacan por tener una supervisión y regulaciones rigurosas que 
garantizan la gestión adecuada de los fondos (MERCER & CFA-Ins-
titute, 2023). 

Para garantizar una mayor equidad y sostenibilidad a largo plazo, 
la implementación de estas lecciones podría aumentar la confianza en 
el sistema dominicano y aumentar la protección social. La revisión de 
la estructura de los beneficios es igualmente importante, porque es ne-
cesario asegurarse de que estos sean suficientes para permitir que los 
jubilados vivan una vida digna en su vejez. También ayudará a fomen-
tar la educación financiera entre los trabajadores, especialmente en los 
más jóvenes.

8. Conclusiones y recomendaciones

La República Dominicana enfrenta un importante desafío en la sos-
tenibilidad de su sistema de pensiones, especialmente ante el enveje-
cimiento poblacional que se prevé para las próximas décadas. Las pro-
yecciones demográficas de la Oficina Nacional de Estadísticas (ONE) 
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señalan un aumento en la longevidad y un ensanchamiento en los gru-
pos de mayor edad, lo que podría ejercer gran presión sobre el sistema 
de seguridad social. A medida que la tasa de natalidad disminuye y los 
grupos de personas mayores de 65 años se expanden, es necesario que 
el país refuerce sus esfuerzos para mejorar la cobertura y efectividad del 
sistema de pensiones, asegurando que sea sostenible para las futuras 
generaciones.

El marco de financiamiento actual, establecido bajo la Ley núm. 
87-01, contempla tres regímenes: el contributivo, el contributivo-sub-
sidiado y el subsidiado. Cada uno de ellos responde a diferentes seg-
mentos de la población, buscando que tanto los trabajadores formales, 
independientes, como aquellos en situaciones de vulnerabilidad pue-
dan acceder a una pensión. Sin embargo, aún existe un reto significati-
vo en términos de incrementar la afiliación y la densidad de cotización, 
especialmente en el régimen contributivo, donde los niveles de apor-
tación son bajos en comparación con el crecimiento poblacional y la 
necesidad futura de pensiones.

Desde una perspectiva más alentadora, la República Dominicana 
puede aprender de las buenas prácticas de otros países que han imple-
mentado reformas exitosas en sus sistemas de pensiones, como la pro-
moción del ahorro voluntario, incentivos fiscales y la diversificación de 
las fuentes de financiamiento. La experiencia internacional demuestra 
que una combinación de políticas públicas que promuevan una mayor 
participación de los afiliados, junto con una gestión eficiente de los 
fondos, puede mejorar sustancialmente la sostenibilidad del sistema. 
Para asegurar un futuro financiero estable para sus ciudadanos, el país 
deberá adoptar un enfoque integral que incluya tanto la expansión de 
la cobertura como el incentivo al ahorro para la pensión. 

8.1. Inclusión de un esquema multipilar: dismiuir la 
incertidumbre 

Como se ha descrito anteriormente, los sistemas de capitalización in-
dividual dependen en gran parte de las aportaciones que efectúan los 
individuos en sus cuentas. Esta dependencia genera preocupaciones so-
bre si dichos aportes serán suficientes y justos para garantizar una pen-
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sión adecuada para los afiliados   (Altamirano, Berstein, Bosch, Huitrón 
& Oliveri, 2018) . Dado este panorama, resulta pertinente considerar la 
inclusión de un primer pilar que provea una pensión básica o universal, 
asegurando un nivel mínimo de protección para toda la población, 
independientemente de sus contribuciones. 

Este enfoque permitiría complementar el régimen de capitalización 
individual y daría paso a la implementación de sistemas multipilares. 
Bajo este esquema, el primer pilar ofrecería una garantía de ingreso 
básico, mientras que los pilares complementarios, como el de capitali-
zación individual y otros regímenes contributivos, servirían para ajus-
tar y mejorar los beneficios según las aportaciones de los trabajadores. 
Esta estructura contribuiría a una mayor equidad y sostenibilidad en el 
sistema de pensiones, garantizando una mejor protección social frente 
a los riesgos asociados al envejecimiento de la población. 

8.2. Diversificar las inversiones: clave para un sistema más 
robusto

Otro elemento clave para fortalecer la confianza en la sostenibilidad 
del sistema de pensiones es la rentabilidad de los fondos. En 2024, 
los entes encargados de administrar los fondos de pensiones en Repú-
blica Dominicana obtuvieron una rentabilidad nominal promedio del 
10.42%. Lo cual indica que la gestión de la cartera de contribuyentes 
ha generado ganancias positivas y con un buen nivel de porcentaje, 
especialmente para aquellos fondos con mayor antigüedad en el mer-
cado. En efecto, en promedio más del 50% del patrimonio acumulado 
en los fondos de pensiones corresponde a la rentabilidad generada por 
las inversiones realizadas por las AFP, (SIPEN, 2024). 

Dada la importancia de la rentabilidad para las CCI en los siste-
mas de contribución definida, lo más común en la regulación de las 
inversiones de los fondos de pensiones es buscar la diversificación de 
los portafolios siguiendo distintos principios de manejo de inversiones.

La República Dominicana aún no ha desarrollado una diversifica-
ción plena de los portafolios, esto debido a que no se permiten inver-
siones en el exterior y porque el mercado local no provee suficientes 
instrumentos de renta variable. De manera que el país no podido dar 
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el paso al ofrecimiento de multifondos y fondos generacionales a los 
afiliados a los fondos de pensiones, a pesar de que el principal marco 
normativo así lo contempla, lo cual tendrá un costo en términos de 
rentabilidad y una mayor exposición a riesgos. 

8.3. Promoción del ahorro voluntario y planes complementarios: 
una estrategia inclusiva

En los últimos años, la Superintendencia de Pensiones (SIPEN) ha 
impulsado diversas iniciativas para fomentar el ahorro voluntario como 
una estrategia clave para incluir a los trabajadores independientes y 
a los dominicanos que residen en el extranjero en el sistema de pen-
siones. Esta medida también permite a los trabajadores formales, que 
ya poseen una cuenta de pensión, la posibilidad de complementar y 
robustecer sus futuros ingresos de jubilación. A través de la resolución 
SIPEN núm. 476-23, emitida en noviembre de 2023, se establecieron 
los lineamientos generales para la creación de planes complementarios 
de pensiones por parte de las AFP, lo que ha abierto nuevas oportuni-
dades para un mayor número de personas.

Por primera vez, todos los ciudadanos, sin importar si trabajan de 
manera independiente o bajo un empleador, pueden afiliarse a un plan 
de retiro complementario mediante un proceso simplificado y acce-
sible, utilizando canales electrónicos y sin necesidad de acudir física-
mente a una oficina. Esta medida facilita que tanto los residentes en el 
territorio nacional como los dominicanos en el exterior puedan crear 
una cuenta de ahorro para la jubilación o aumentar sus aportes, brin-
dándoles mayor flexibilidad y control sobre su futuro financiero.

Los afiliados a estos planes pueden realizar aportes de manera ágil, 
ya sea de sus propios fondos o a través de contribuciones de terceros. 
Para ello, se han habilitado diversos métodos de pago, como transfe-
rencias desde la banca en línea, tarjetas de débito y crédito, remesas, 
e incluso puntos acumulados por compras en establecimientos parti-
cipantes. Esta diversidad de opciones facilita la inclusión de un mayor 
número de personas, independientemente de su ubicación o tipo de 
empleo, y fomenta una cultura de ahorro previsional.
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Además de mejorar la seguridad financiera en la jubilación, los pla-
nes complementarios también ofrecen opciones adicionales para el uso 
anticipado de los fondos acumulados en situaciones específicas. Bajo 
ciertas condiciones, los afiliados pueden utilizar estos recursos para la 
compra de una vivienda de bajo costo, para financiar estudios superio-
res, tanto en el país como en el extranjero, o para cubrir gastos médicos 
mayores. Este enfoque flexible permite que los afiliados puedan mejo-
rar su calidad de vida tanto antes como después de la jubilación.

La promoción del ahorro voluntario y los planes complementarios 
por parte de la SIPEN representan un paso importante hacia un siste-
ma de pensiones más inclusivo y resiliente, que busca ofrecer solucio-
nes integrales para todos los ciudadanos, independientemente de su 
situación laboral o geográfica.

8.4. Impulsar la educación previsional: una apuesta segura 

Sin lugar a duda, una de las conquistas sociales más importantes que ha 
experimentado la República Dominicana en las últimas décadas es la 
creación del sistema dominicano de pensiones. Sin embargo, a 21 años 
de su implementación, diversas mediciones revelan un amplio desco-
nocimiento por parte de la ciudadanía acerca de sus derechos, deberes 
y el funcionamiento mismo del sistema.

En la Encuesta de Cultura Económica y Financiera del Banco Cen-
tral de la República Dominicana (BCRD) realizada en 2014, solo el 
28% de los encuestados afirmaba conocer el rol de las administradoras 
de fondos de pensiones (AFP), mientras que apenas el 17% sabía cómo 
las AFP gestionaban los fondos de los trabajadores. Además, solo un 
11% de los participantes tenía conocimiento sobre los seguros de dis-
capacidad o vejez que ofrece el régimen de seguridad social (BCRD, 
2014). A su vez, una encuesta realizada por la firma IPSOS en 2015 
mostró que 3 de cada 10 entrevistados no sabían o no podían estimar 
cuánto recibirían como pensión, y un 23% creía que su pensión re-
presentaría más de la mitad o la totalidad de su último salario (AISS, 
2020).

Ante este panorama, la falta de educación previsional entre los afilia-
dos y sus beneficiarios constituye un reto fundamental a superar, ya que 
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impacta negativamente en las decisiones financieras que estos toman a 
lo largo de su vida y afecta sus expectativas respecto a sus futuras pen-
siones (ADAFP, 2022). La educación previsional no solo es clave para 
que los trabajadores comprendan mejor su seguridad económica futura, 
sino que también permite fortalecer el sistema en su conjunto, fomen-
tando un uso más eficiente y responsable de los recursos de pensión.

En este sentido, la Superintendencia de Pensiones (SIPEN) ha des-
empeñado un papel crucial al implementar iniciativas educativas para 
mejorar la cultura previsional en el país. Entre las más destacadas, se 
encuentra el plan educativo “Conoce tu futuro”, que en el primer tri-
mestre de 2024 benefició a cerca de un millón de personas, brindán-
doles información sobre cómo funciona el sistema de pensiones y la 
importancia de la planificación financiera. Además, SIPEN lanzó el 
Chatbot basado en inteligencia artificial RITA (Regulación, Inversión, 
Trabajadores, Ahorro), una herramienta innovadora que ofrece a los 
usuarios respuestas rápidas y accesibles sobre temas de pensiones, ayu-
dando a mejorar el entendimiento de los afiliados sobre sus fondos y 
derechos.

Para fortalecer aún más la asistencia de los afiliados, SIPEN inau-
guró el Departamento de Atención al Usuario “Tu Futuro”, diseñado 
para resolver dudas y gestionar reclamaciones de los afiliados y las AFP. 
Este departamento también ofrece asesoramiento personalizado sobre 
las pensiones, facilitando el acceso a información clave y promovien-
do una interacción más directa entre los trabajadores y el sistema pre-
visional. Esta iniciativa permite que los afiliados reciban apoyo en la 
comprensión de sus beneficios y en la toma de decisiones respecto a su 
futura pensión.

SIPEN también ha promovido cursos, diplomados y especializacio-
nes en el área de las pensiones, dirigidos tanto a profesionales como al 
público en general, con el objetivo de aumentar la comprensión sobre 
el sistema. Asimismo, ha desarrollado el programa de reconocimiento 
para empresas “Aquí sabemos de pensiones”, que busca incentivar a 
las organizaciones para educar a sus empleados en la importancia del 
ahorro para la jubilación, creando una cultura previsional más sólida 
en el entorno laboral.
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Estas ejecutorias demuestran el compromiso de la SIPEN por cerrar 
las brechas de conocimiento previsional y asegurar que los ciudadanos 
estén mejor preparados para enfrentar su futuro económico, contribu-
yendo así a la sostenibilidad del sistema de pensiones y al bienestar de 
los trabajadores dominicanos.
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10. Anexos

Cuadro 5. Proyecciones de población en la República Dominicana 
según grupos de edades

Fuente: elaboración propia con datos de la Oficina Nacional de Estadísticas.
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Capítulo 12 
Del ladrillo al bolsillo sin perder los 
beneficios: un pilar para la economía 
plateada en Latinoamérica

Constanza Boix

1. Introducción

Seguramente, cada persona en algún momento de su vida se ha pre-
guntado: ¿tendré los recursos suficientes para mantener una vida digna 
y disfrutar de una vejez plena? Yo me he planteado esto desde 2016, 
cuando empecé a participar y leer sobre educación financiera, (siguien-
do a referentes en Uruguay y Argentina como Rodrigo Álvarez Langón, 
Stephanie Shellman, Barbara Meinzer y Ernesto Scardigno), para ocu-
parme de mi futuro, ya que la mejor manera de predecirlo es construir-
lo. Soy consciente de que, en el actual contexto de longevidad creciente 
y baja natalidad en el mundo, los sistemas tradicionales de jubilaciones 
y pensiones no podrán dar respuesta. 

Muchas personas aún no consideran este problema, dejando en 
manos de los gobiernos su destino financiero. Otras ya han tomado 
conciencia, porque lo están viviendo directamente: enfrentan la nece-
sidad de pedir préstamos (al sistema financiero o a sus familias) para 
sobrevivir. Hemos visto casos como tener que decidir entre pagar la 
tarjeta de crédito o alimentarse, problemas de salud debido al ayuno 
prolongado o conflictos familiares. El tema del endeudamiento tiene 
un impacto muy negativo en la salud física y emocional, llevando al 
aislamiento y la depresión. En este contexto, la educación financiera en 
todas las etapas de la vida se convierte en una necesidad social, y ante la 
insuficiencia de los ingresos tradicionales provenientes de jubilaciones 
y pensiones, resulta imprescindible explorar mecanismos alternativos 
para la seguridad financiera de las personas mayores. 
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Uno de estos mecanismos es la monetización de la vivienda sin per-
der los beneficios de seguir en ella. Este proceso, conocido como nuda 
propiedad o renta vitalicia inmobiliaria, transforma la propiedad inmo-
biliaria en un activo que genera ingresos a perpetuidad, manteniendo 
la posibilidad  de seguir viviendo en casa. El presente artículo explora 
la viabilidad y oportunidades de esta estrategia en Latinoamérica, con 
un enfoque particular en la experiencia de Uruguay y su potencial de 
universalidad.

Soy Constanza Boix, nací en 1983, ingeniera química de profesión. 
En 2017 fundé NUDAPROP (ahora se llama NUDA) en Uruguay, 
con el objetivo de que las personas mayores puedan monetizar su vi-
vienda de forma segura y justa, mejorando su calidad de vida y con-
servando los beneficios de seguir viviendo en su hogar. He tenido el 
privilegio de encontrar excelentes socios para este proyecto, alienados 
con este propósito y con una clara vocación de servicio hacia la persona 
mayor, como Valeria Delfino (en NUDA) y más recientemente Marc 
Cucala (de VITTALIAS), con quien estamos desarrollando NUDAVI-
TTA en España.

2. La vivienda como activo para la jubilación

La vivienda propia ofrece seguridad y contribuye al desarrollo de una 
identidad dentro de un territorio. El techo no solo brinda protección, 
sino que también forma parte de nuestra personalidad. Por ello, la pro-
piedad de un hogar representa uno de los activos más importantes para 
muchas personas al llegar a la jubilación. 

En Uruguay, se estima que el 15% de los mayores de 65 años en-
frentan problemas económicos (MIDES, 2015).1 En muchos casos, los 
ingresos provenientes de jubilaciones o pensiones no son suficientes 
para cubrir sus necesidades, como una alimentación adecuada, aten-
ción médica o el mantenimiento de sus viviendas. Tampoco pueden 
acceder a actividades deportivas, recreativas y sociales, fundamentales 
para un envejecimiento saludable. 

La falta de liquidez tiene un efecto negativo significativo en esta 
etapa de la vida, ya que la única alternativa para obtener dinero es a 
1 https://www.gub.uy/ministerio-desarrollo-social/comunicacion/publicaciones/sistema-informa-

cion-sobre-vejez-envejecimiento-2015-personas-mayores
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través de créditos de consumo con altas tasas de interés o préstamos 
familiares. Existen muchas personas mayores que contraen deudas más 
allá de su posibilidad de pago, ingresando en un círculo que complica 
aún más su situación y que propicia enfermedades como la depresión.

No obstante, según el censo de Uruguay de 2011, 7 de cada 10 
personas mayores de 65 años son propietarias de sus inmuebles, y aun-
que los datos oficiales del censo de 2023 aún no se han publicado, 
se proyecta que más del 80% de las personas en ese rango etario son 
dueñas de sus viviendas. Esto les ofrece una oportunidad para generar 
ingresos rentabilizando sus activos. En cuanto a España, se observan 
datos similares.

3. Mecanismos de monetización de la vivienda

En muchos casos, adquirir una vivienda implica un arduo proceso de 
sacrificio, esfuerzo y restricciones en ahorro, lo que genera un fuerte 
apego emocional hacia la propiedad. Sin embargo, este activo suele 
estar subutilizado desde el punto de vista financiero, ya que, a pesar de 
su valor, no proporciona ingresos directos. Su monetización se presenta 
como una solución para liberar este valor y convertirlo en una fuente 
de ingresos durante la vejez.

Existen diversos mecanismos para monetizar la vivienda, entre los 
cuales destacan:

a. Hipoteca inversa: Es un tipo de crédito hipotecario dirigido 
a personas mayores de 65 años propietarias de una vivienda. 
El titular recibe pagos periódicos o un ingreso único de una 
institución financiera (sea un banco o aseguradora), determi-
nados en función de varios factores y costos, mientras puede 
seguir utilizando su hogar hasta su fallecimiento. El crédito se 
paga cuando el propietario fallece o vende la propiedad, o los 
herederos deben asumir el pago si desean conservar la vivienda. 
Existen unos pocos países en Latinoamérica que tienen regu-
lado este mecanismo, como por ejemplo Colombia a través de 
un decreto del 2020, que no obstante no ha generado dina-
mismo en el mercado. En Europa, la hipoteca inversa es una 
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herramienta bien conocida, con Reino Unido como uno de los 
mercados donde tiene más desarrollo. A diferencia de los me-
canismos que se expondrán a continuación, esta permite que 
la persona mayor siga siendo propietaria de su inmueble. Para 
profundizar más al respecto, el libro Blanco Silver Economy 
20242 explora esta herramienta a partir de la página 184. Es 
importante destacar que existe una normativa que exige la in-
tervención de un asesor Independiente acreditado, garantizan-
do la transparencia y la seguridad jurídica para el adulto mayor.

b. Vivienda inversa (o venta con alquiler garantizado): El pro-
pietario vende su vivienda y, a su vez, firma un contrato de 
alquiler que le permite seguir habitándola. El precio de venta 
por lo general tiene un descuento y se genera una bolsa de al-
quiler a favor del antiguo dueño por el plazo estimado, basada 
en la estadística de esperanza de vida. Si la persona fallece antes 
de ese plazo estimado o decide retirarse antes de la propiedad, 
quedará a su favor la cobranza del saldo de esa bolsa de alquiler 
para ella o para sus familiares. Si fallece después del plazo es-
timado, la persona no tendrá que pagar un alquiler adicional. 

c. Nuda propiedad: Este mecanismo permite monetizar la vivien-
da y conservar el derecho de uso y goce, así el propietario puede 
seguir habitando el inmueble. Como indica el título general de 
este artículo, del ladrillo al bolsillo sin perder los beneficios. In-
cluso las personas mayores que conocen esta propuesta valoran 
positivamente la idea de recibir un pago y, a su vez, mantener 
la posibilidad de gozar de un doble beneficio económico por 
la posibilidad de recibir rentas adicionales por alquiler en un 
futuro (o en el presente, si cuentan con más de una propiedad).

La nuda propiedad existe en el Código Civil de Uruguay3 y 
la mayoría de los países de América Latina y el Caribe, a pesar 
de ser poco conocida. En Europa, es una modalidad ya instau-
rada desde hace décadas, en países como Francia, Alemania, 
España e Italia, entre otros.

2  file:///C:/Users/HP/Downloads/LibroBlancoSilverEconomy2024.pdf.

3  Artículos 493 y 537 del Código Civil Uruguayo. 



415

A través de un documento público, la propiedad plena pue-
de dividirse en dos derechos; por un lado, la nuda propiedad, y 
por el otro el usufructo, como muestra la siguiente figura (am-
bos tienen un valor económico y juntos conforman el precio 
total del valor inmobiliario de la propiedad plena).

Se propone vender la parte de la nuda propiedad de forma 
segura, garantizando transparencia y pleno conocimiento por 
parte del cliente, a un precio equilibrado (justo) que beneficie 
tanto al nudo propietario como al usufructuario. Aunque no 
existe una fórmula legalmente reglamentada para calcular el 
valor de la nuda propiedad, en la práctica hay algunas metodo-
logías más estandarizadas que otras. 

En el caso de NUDA y NUDAVITTA, hemos establecido 
un método para determinar el precio de la nuda propiedad y 
la renta vitalicia, utilizando como referencia la estadística de 
esperanza de vida que emplean los seguros de vida, actualizada 
anualmente para cada hombre o mujer según su edad. El cál-
culo se basa en un flujo financiero que incluye un desembolso 
de capital inicial (cuando aplica) y pagos durante el usufructo 
(cuota y costos), de forma que el resultado de la rentabilidad 
proyectada (TIR) para el inversor sea del 8% anual. 
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Para las personas que invierten, esta es una forma más ac-
cesible de adquirir una propiedad, ya que el precio es inferior 
debido al plazo de espera. Tras la finalización del usufructo, 
pueden utilizar el inmueble para mudarse, complementar su 
plan de retiro o para beneficio de sus hijos. Es una inversión 
competitiva en el mercado inmobiliario y, al mismo tiempo, 
socialmente responsable.

Algunos actores del mercado calculan el precio de la nuda 
propiedad restando el valor del usufructo del valor inmobiliario 
total. El valor del usufructo suele estimarse sumando los alqui-
leres durante el tiempo de la esperanza de vida. Otra práctica 
común es que las personas mayores de 65 años están exentas de 
pagar comisiones y honorarios por esta transacción, cuyos cos-
tos recaen sobre el comprador o inversor de la nuda propiedad.

Históricamente, el derecho de nuda propiedad ha sido uti-
lizado en contextos intrafamiliares para evitar inconvenientes 
sucesorios y la necesidad de tramitar procesos legales. En el 
caso de transferirse el derecho de nuda propiedad con reserva 
de usufructo, al finalizar dicho usufructo (por cumplimiento 
de plazo o fallecimiento de la parte usufructuaria), el derecho 
de nuda propiedad se consolida con el derecho de usufructo y 
la parte nuda propietaria adquiere, por esa consolidación, la 
propiedad plena.

d. Rentas vitalicias inmobiliarias: La nuda propiedad de la vivien-
da se vende a cambio de pagos, por lo general mensuales o 
anuales, que se realizan durante la vida de la parte usufructua-
ria, garantizando su derecho a seguir residiendo en la propie-
dad hasta su fallecimiento (usufructo vitalicio). A diferencia 
del tipo de contrato de nuda propiedad, en este caso no existe 
un precio máximo, sino que, al ser rentas vitalicias, se pagará 
mientras la persona viva. Sin embargo, suele establecerse un 
precio mínimo, con una cláusula que obliga al cumplimiento 
de determinadas cuotas durante un plazo previamente acorda-
do entre las partes. 
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Cada uno de estos mecanismos presenta ventajas y desventajas, que 
deben ser consideradas en función de las necesidades y circunstancias 
de la persona mayor, su contexto y su comportamiento y educación 
financiera. Sería altamente recomendable establecer una reglamenta-
ción que garantice que los asesores especializados  brinden sus servicios 
con transparencia, velando por que se respeten las garantías de ambas 
partes. 

4. Integración en la economía plateada

La economía plateada, que engloba las actividades económicas relacio-
nadas con las personas mayores, representa una gran oportunidad de 
crecimiento para Latinoamérica. La monetización de la vivienda forma 
parte de este escenario como una herramienta que no solo genera in-
gresos adicionales para los adultos mayores, sino que también dinamiza 
el mercado inmobiliario y financiero. 

Para profundizar más en las oportunidades que ofrece esta econo-
mía en la región LATAM, se recomienda leer el estudio de mercado 
llamado Tsunami LATAM.4 Este mapea los desafíos y sueños de la ge-
neración plateada e invisible más grande de Latinoamérica en 2022, 
basado en encuestas a más de 20 000 latinoamericanos mayores de 
45 años, así como entrevistas con especialistas de Argentina, Chile, 
Colombia, México, Perú, Uruguay y Brasil. El estudio fue gestionado 
y coordinado por Layla Vallias, Livia Hollerbach, Miriam de Paoli, 
Natalia Puentes-Montoya y Tomás Balmaceda. 

En este informe, expertos del Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID), como Ana Castillo y Masato Okumura, destacan que la diná-
mica de envejecimiento en América Latina brinda una ventaja: permite 
analizar lo que se ha hecho en otras regiones del mundo que se encuen-
tran más avanzadas en este proceso y aprender de sus acciones. Estos 
casos ofrecen una guía tanto para establecer y ajustar políticas públicas 
como para introducir soluciones innovadoras desde el sector privado.

4  https://materiais.hype50mais.com.br/tsunami-latam.
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5. Beneficios económicos y sociales de la monetización de la 
vivienda

a. Mejor salud financiera: La monetización ofrece a las personas 
mayores una fuente adicional de ingresos, reduciendo su depen-
dencia de pensiones públicas o privadas, así como de apoyo fa-
miliar. Esto ayuda a mitigar el temor de muchos adultos mayores 
de depender de otros. Las herramientas legales de monetización 
permiten complementar sus ingresos, salir de deudas, viajar, so-
cializar, acceder a mejor atención médica y mantener su hogar.

b. Movilización de activos: Al liberar capital, estos mecanismos per-
miten que los fondos puedan ser reinvertidos en la economía, 
estimulando el crecimiento económico.

c. Estabilidad social: Al aumentar las posibilidades de que las per-
sonas mayores sigan viviendo en sus hogares, se mantiene su es-
tabilidad emocional y social, reduciendo el riesgo de aislamiento 
y otros problemas de salud asociados con el envejecimiento.

d. Generación de alternativas para los sistemas previsionales jubi-
latorios y de pensiones: Analizando las recomendaciones de la 
comisión de expertos en seguridad social del Uruguay,5 las he-
rramientas de monetización de la vivienda, como la venta de la 
nuda propiedad, apoyan el cumplimiento de varias recomenda-
ciones, por ejemplo, en los siguientes puntos: i) Fomentar con-
diciones que impulsen el cambio de paradigma de la década del 
envejecimiento saludable (ONU 2020-2030), posicionando a 
Uruguay como ejemplo para la región y el mundo. ii) Desarro-
llar estrategias que apoyen a los adultos mayores con grados leves 
o moderados de dependencia a permanecer en el propio hogar el 
mayor tiempo posible, si así lo desean. iii) Diseñar políticas que 
apunten a fortalecer el segmento de la economía plateada. iv) Y, 
en cuanto a la hipoteca inversa o revertida y otras modalidades 
asociadas al patrimonio inmobiliario, se recomienda crear nor-
mativas específicas que regulen los aspectos referidos. En el mar-
co legal actual, la venta de la nuda propiedad es la herramienta 
más común entre quienes buscan obtener liquidez del ahorro 

5  https://cess.gub.uy/sites/default/files/informes/Informe_Recomendaciones.pdf
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incorporado en la propiedad inmueble. No obstante, se requiere 
una revisión para evitar posibles inequidades.

6. Desafíos y consideraciones

Implementar estos mecanismos en la región implica enfrentar varios 
desafíos y paradigmas sociales. Destacamos los siguientes:
a. Educación financiera: Es crucial que los jubilados y sus familias 

comprendan los mecanismos disponibles y sus implicancias, y 
que puedan ser asesorados correctamente. 

b. Regulación: Es necesario establecer un marco regulatorio que 
proteja los derechos de las personas mayores en la monetización 
de la vivienda, promoviendo transacciones transparentes y equi-
tativas. También se debe definir mejores prácticas y lineamien-
tos, como por ejemplo el cálculo del precio, un código de ética y 
la formación certificada de los asesores. En Europa, la EPPARG 
(European Pensions & Property Asset Release Group) agrupa 
a las empresas especializadas en la monetización de viviendas, 
compartiendo conocimiento, encuestas y proyecciones de mer-
cado, y se proponen además compromisos y lineamientos espe-
cíficos para el sector.6 

c. Cultura y tradiciones: En muchos países de América Latina, 
la vivienda tiene un valor emocional y cultural significativo, lo 
que dificulta la adopción de estos mecanismos. La herencia, por 
ejemplo, es un valor cultural fundamental que se ha transmitido 
de generación en generación y que, en ocasiones, se toma como 
mandato incuestionable aun cuando en determinados contex-
tos esta no es lo más conveniente. Para abordar este desafío se 
propone una nueva visión de la herencia, no como un simple 
legado material, sino como una forma de trascender mediante el 
ejemplo de vivir plenamente, compartiendo buenas experiencias 
y relaciones. 

d. Desconocimiento y desconfianza: Mecanismos de monetización 
de la vivienda alternativos, como la hipoteca inversa, vivienda in-
versa, nuda propiedad y renta vitalicia inmobiliaria, siguen sien-

6  https://epparg.org/reference/  
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do poco conocidos en América Latina. Esto genera desconfianza, 
ya que muchas personas los consideran poco creíbles debido a la 
falta de información y a la escasez de empresas especializadas en 
estas herramientas. Para superar este obstáculo se requiere más 
inversión en educación e información, presentadas de una forma 
pedagógica y creativa, con el fin de transmitir de forma simple  
la propuesta de valor. También se recomienda que las empresas 
relacionadas cuenten con respaldos institucionales que brinden 
confianza. 

e. Falta más inversión con foco en el impacto social positivo y en 
la economía plateada: El precio de la transacción debe ser equili-
brado y atractivo, tanto para la persona mayor que vende como 
para la parte compradora o inversora. Este equilibrio representa 
un desafío, ya que, por lo general, los adultos mayores tienden 
a sobrevalorar su inmueble con expectativas de precios más ele-
vados de los que hay en el mercado. Al mismo tiempo, la parte 
inversora tradicional compara con las tasas de mercado y exige 
una mayor rentabilidad debido a la espera indeterminada para 
consolidar la propiedad plena y obtener el beneficio. Creemos 
que todavía queda camino por recorrer para desarrollar más in-
versión enfocada en el impacto social positivo, reduciendo las 
expectativas de rentabilidades excesivas y potenciando un siste-
ma equilibrado y beneficioso para todas las partes involucradas.

7. Oportunidades de futuro 

a. Innovación en productos financieros: El desarrollo de productos 
financieros innovadores que se adapten a las necesidades espe-
cíficas de las personas mayores en Latinoamérica es fundamen-
tal. Esto incluye la personalización de las hipotecas inversas, la 
creación de fondos de renta vitalicia, nuda propiedad y otros 
instrumentos que permitan una mayor flexibilidad, accesibilidad 
y diversificación. Sobre las finanzas plateadas y las oportunida-
des de innovación, es posible profundizar en la publicación del 
BID.7 Además, desde 2022 existe un grupo de trabajo llama-

7  https://publications.iadb.org/es/finanzas-plateadas-zona-de-no-exclusion-financiera



421

do “Innovación Financiera Silver”, el cual lidera la fundación 
Sparkassenstiftung y BID Lab8  y se conforma por más de 20 
personas que participan desde distintos países de América Latina 
(entre las cuales me incluyo). En él, también hay representan-
tes de instituciones financieras y asociaciones bancarias, con el 
propósito común de innovar para que los adultos mayores sean 
incluidos en los diseños de productos, servicios y canales del sis-
tema financiero. Este grupo es abierto a las personas que quieran 
participar e integrarse a la #ComunidadPlateada, cuyos detalles 
se encuentran en el LinkedIn9 de Economía Plateada en América 
Latina y el Caribe.

b. Colaboración público-privada: La colaboración entre el sector 
público y privado es esencial para desarrollar e implementar so-
luciones efectivas. Los gobiernos pueden promover incentivos 
fiscales y regulaciones favorables, mientras que las instituciones 
financieras deben diseñar productos que respondan a las necesi-
dades del mercado. Creemos firmemente que es imprescindible 
el involucramiento de los gobiernos para dar visibilidad y res-
paldo institucional al desarrollo del mercado de monetización 
alternativa de la vivienda.  

c. Tecnología y accesibilidad: Si bien aún existe una brecha digital, 
las personas mayores están más digitalizadas de lo que se piensa 
(ver estudio de TSUNAMI LATAM previamente comentado). 
El uso de la tecnología para mejorar la accesibilidad y la transpa-
rencia de los productos financieros relacionados con la moneti-
zación de la vivienda es otra área de oportunidad. En la medida 
que haya buenos diseños, considerando la experiencia del usua-
rio, se puede simplificar el proceso de aplicación, seguimiento y 
gestión de estos productos, haciéndolos más accesibles para una 
mayor parte de la población.

d. Universalidad de la monetización de la vivienda: En base a nues-
tra experiencia desde Uruguay, estamos convencidos de que este 

8  https://sparkassenstiftung-latinoamerica.org/actualidad-1/sparkassenstiftung-alemana-en-la-pren-
sa/el-bienestar-economico-de-los-adultos-mayores-en-america-latina-una-prioridad-en-la-inclu-
sion-financiera

9  Grupo de Economía Plateada en América Latina y el Caribe https://www.linkedin.com/
groups/12732318/
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mecanismo es un enfoque viable y beneficioso que puede ser 
adoptado en otros países de Latinoamérica, así como ya se está 
instalando en países de Europa. Sin embargo, una implementa-
ción exitosa depende de varios factores clave:

• Adaptación cultural: Es importante adaptar los productos y es-
trategias a las particularidades culturales y sociales de cada país.

• Infraestructura legal y regulatoria: Un marco legal robusto es 
fundamental para proteger los derechos de los propietarios y 
garantizar la equidad y transparencia de las transacciones.

• Colaboración intersectorial: La colaboración entre el gobierno, 
el sector privado y la sociedad civil es clave para desarrollar e 
implementar soluciones efectivas.

e. Contribución al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible de las Naciones Unidas: Los mecanismos de mone-
tización de la vivienda contribuyen a los Objetivos de Desarro-
llo Sostenible 5.4 (Igualdad de Género) y 10.2 (Reducción de 
Desigualdades). Así, a través de estos mecanismos, se promueve 
y empodera la inclusión social y económica de las personas ma-
yores y especialmente la reducción de la desigualdad, ya que las 
mujeres suelen recibir menos ingresos en la etapa de la jubila-
ción.

Recuadro 1. 

Reflexiones de Valeria Delfino, Carmen Palá y Marc Cucala, según su 
experiencia en el servicio de atención y asesoramiento a la persona ma-
yor para la monetización de la vivienda a través de la nuda propiedad, 
rentas vitalicias y vivienda inversa.

Valeria Delfino

“En este mundo de cambios, la variable del envejecimiento, es decir, 
del aumento de la población mayor de 65 años, es una constante que 
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atraviesa toda la sociedad. No hay zona geográfica, además, que se en-
cuentre ajena. 

Esta situación abre entonces un nuevo abanico de oportunidades 
y desafíos que es importante responder responsablemente, de forma 
creativa e innovadora. 

Los sistemas previsionales del mundo se encuentran en crisis por-
que, tal como fueron concebidos, no están preparados para cubrir du-
rante tantos años la etapa de jubilación de una persona, y es por ese 
motivo que los ciudadanos deben replantearse personalmente cómo 
van a sustentar sus últimos años de vida. 

Es aquí donde la monetización de la vivienda se convierte en una 
solución genuina, práctica y efectiva para los mayores. En mi experien-
cia de más de 7 años asesorando en la venta de su nuda propiedad, he 
presenciado cómo la solución es transformadora. Para quienes venden 
sin necesidad pero aprovechan la oportunidad, es volver a permitir-
se soñar con viajes o paseos con mayor disfrute, sin privaciones. Para 
aquellos que venden por necesidad, les permite cancelar deudas o llegar 
con su dinero a fin de mes sin depender de nadie ni tener que pedir 
préstamos. Mantener la independencia económica empodera a las per-
sonas mayores, adquiriendo nuevamente el lugar de control de su vida.

El impacto social se puede observar en las conversaciones: la energía 
cambia, las personas dejan a un lado el estrés, la ansiedad y la frustra-
ción, en algunos casos hasta cuadros depresivos, comenzando a vivir 
esta etapa de su vida plenamente. 

Por eso afirmamos que, quienes invierten en la compra en este mo-
delo de inversión, no solamente se benefician a sí mismos adquiriendo 
una propiedad a menor precio, sino que fundamentalmente se con-
vierten en agentes capaces de generar un impacto social positivo, pues 
con su inversión logran cambiar favorablemente la vida de alguien más.

Para quienes estamos cerca de esta problemática demográfica, cree-
mos que el apoyo de los gobiernos es fundamental para generar me-
jores condiciones donde estas herramientas financieras maximicen los 
ingresos de una población vulnerable. Como ejemplo, promover leyes 
que subsidien costos o impuestos en las transacciones, o apoyar a em-
presas y emprendimientos que innoven en soluciones que derivaran en 
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un mejor futuro para cada uno de nosotros, es una tarea que el sector 
público debe considerar. 

Mi deseo es que, además de vivir más, todas las personas podamos 
vivir mejor”.

Carmen Palá

“La monetización de la vivienda de personas adultas mayores trans-
forma vidas. En un mundo donde la estabilidad financiera se convier-
te en un desafío creciente, este mecanismo ofrece nuevas esperanzas 
para quienes enfrentan dificultades económicas. Nosotros, en Vittalias, 
estamos convencidos de esa transformación. Eligiendo la fórmula de 
mayor interés (ya sea la venta de nuda propiedad o productos de licua-
ción de patrimonio), se puede proporcionar una estabilidad financiera 
inmediata y mejorar la calidad de vida.

Como concepto más valioso, remarcaría la permanencia en el ho-
gar, lo cual brinda una mayor seguridad y además permite un alivio 
del estrés financiero, contribuyendo a una mejor estabilidad emo-
cional. Al optar por cualquiera de estas herramientas, el impac-
to social que se genera es considerable, especialmente en España, 
donde el envejecimiento de la población es una realidad crecien-
te. Algunos de los beneficios de la monetización de la vivienda son: 

• Reducción de la pobreza: Son muchos los jubilados cuyas pen-
siones son bajas, sin embargo, no tienen en cuenta el piso fi-
nanciero que pueden obtener de su propiedad, la que puede 
proporcionarles liquidez, entre otros beneficios.

• Mejora de la calidad de vida: A través de las herramientas ex-
puestas, los adultos mayores pueden permitirse cuidados, reali-
zar actividades sociales y mantener un estilo de vida más activo 
y saludable.

• Seguridad y tranquilidad: Saber que, gracias a la monetización 
de la vivienda, muchos adultos mayores pueden permanecer en 
su hogar, con menos gastos y generando ingresos.
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• Fortalecimiento de la autonomía: Permite que los adultos ma-
yores puedan mantener su independencia económica”.

• Caso de éxito: Dolores, de Barcelona, 80 años, viuda y sin hi-
jos, con una pensión modesta que apenas cubría sus necesida-
des, optó por vender la nuda propiedad con contrato de renta 
vitalicia. Ahora obtiene ingresos que le permiten mejorar su 
atención domiciliaria y disfrutar de actividades sociales que an-
tes le resultaban inalcanzables. Hoy, Dolores vive tranquila y 
desahogada, y, como dice ella, “Me ha cambiado la vida”.

Marc Cucala

“La situación económica de muchas personas mayores es precaria. Con 
pensiones que a menudo no alcanzan para cubrir los gastos esenciales, 
la necesidad de encontrar fuentes alternativas de ingresos se hace evi-
dente. La venta de la nuda propiedad ofrece una solución práctica y efi-
caz, permitiendo a los mayores monetizar su patrimonio sin tener que 
abandonar su hogar. En Vittalias, hemos observado que esta opción es 
la preferida por nuestros clientes, porque tiene los siguientes beneficios: 

• Acceso a liquidez inmediata: Para muchas personas mayores, 
la principal ventaja de vender la nuda propiedad es obtener 
una suma considerable de dinero o bien a cuotas pagaderas de 
forma vitalicia. Este capital puede utilizarse para mejorar su 
calidad de vida, pagar deudas, cubrir gastos médicos, viajar y 
muchas posibilidades más.

• Seguridad y estabilidad: Mantener el usufructo vitalicio garan-
tiza que los mayores no tendrán que enfrentarse a la incerti-
dumbre de buscar una nueva vivienda o adaptarse a un entorno 
desconocido. Pueden seguir viviendo en su hogar, rodeados de 
sus recuerdos y redes de apoyo.

• Reducción del estrés financiero: Con una pensión limitada, el 
estrés financiero puede ser una constante en la vida de los ma-
yores. La venta de la nuda propiedad alivia esta presión, pro-
porcionando los recursos necesarios para cubrir sus necesidades 
sin recurrir a préstamos o endeudamiento.
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• Prevención del aislamiento social: Al continuar viviendo en su 
hogar, las personas mayores mantienen sus vínculos comunita-
rios y sociales, lo que es fundamental para el bienestar emocio-
nal y mental. El aislamiento social es un problema serio entre 
la población de adultos mayores, y esta opción contribuye a 
mitigarlo.

Aunque la venta de la nuda propiedad ofrece múltiples beneficios, es 
esencial abordar este proceso con la debida diligencia. Las personas ma-
yores deben estar bien informadas y asesoradas para tomar decisiones 
que realmente mejoren su situación. Es importante considerar aspectos 
legales, fiscales y personales antes de proceder con la venta.

Es fundamental que las personas mayores, sus familias y la sociedad 
en general, comprendan y valoren la importancia de estos productos 
financieros. La información y el asesoramiento adecuados son cruciales 
para tomar decisiones informadas.

En Vittalias, estamos orgullosos de ser líderes en este sector, ofre-
ciendo un producto que ha ganado la confianza y el favor de nuestros 
clientes”.

8. Conclusión

La monetización de la vivienda representa una oportunidad significati-
va para complementar los sistemas de seguridad social en Latinoaméri-
ca. Siguiendo las recomendaciones de expertos, y por la experiencia de 
los casos de éxito en las transacciones realizadas, está comprobado que 
una buena aplicación de las herramientas expuestas mejora el bienestar 
financiero de las personas mayores, posicionándose como un pilar cen-
tral de la economía plateada. 
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Con el enfoque adecuado, esta estrategia tiene el potencial de al-
canzar una mayor universalización, proporcionando beneficios econó-
micos y sociales sustanciales de forma más equitativa y a un público 
más amplio. Este artículo subraya, finalmente, la necesidad de innovar 
y adaptar mecanismos financieros para enfrentar los retos de la lon-
gevidad que enfrenta América Latina, proponiendo para ello que la 
monetización de la vivienda se convierta en una herramienta clave para 
la seguridad financiera en la jubilación.
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Capítulo 13
Edad, trabajo y equidad intergeneracional
En una sociedad longeva

Enrique Cabero Morán

1. La búsqueda de la longevidad y sus consecuencias 
económicas y sociales

La búsqueda de la longevidad ocupa al ser humano desde tiempos re-
motos. Se aspira a ampliar la duración de la vida, manteniendo la salud 
y la autonomía en la adopción y la gestión de las decisiones el mayor 
tiempo posible. La consecución de una vida larga y con salud, bienes-
tar y calidad viene guiando secularmente la investigación científica y 
la más cuidada acción de los poderes públicos. Los mitos y leyendas 
sobre la eterna juventud no son más que trasuntos de esta búsqueda 
de la longevidad sin tempranos o graves deterioros. Los avances en 
las ciencias de la salud y, en general, los logrados en el bienestar social 
han ampliado la esperanza de vida, especialmente en los Estados más 
desarrollados. La creación y progresiva ampliación de los sistemas na-
cionales de salud, de Seguridad Social y de servicios sociales, unidas a 
la sobresaliente calidad, suficiencia y seguridad en la alimentación, y a 
la elevación del nivel de vida por obra de la consolidación del Estado 
social y democrático de derecho, han contribuido a un incremento sin 
precedentes de la longevidad. Este hecho se ha extendido, con mayor o 
menor intensidad y rapidez, a todos los continentes.

La Unión Europea constituye un buen ejemplo de los avances en 
la ampliación de la esperanza de vida. Entre los países que la integran, 
España destaca —también a nivel mundial— por su gran evolución 
y se presenta como un espacio extraordinario para analizar la realidad 
y esta maravillosa tendencia, si el cambio climático, las guerras y las 
pandemias no la alteran. En la “Cumbre España-Japón sobre Longe-
vidad y Sociedades Longevas”, que ha tenido lugar en la Universidad 
de Salamanca los días 25 y 26 de abril de 2024, se ha puesto de relieve 
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que “si bien Japón aún es el país más longevo del mundo, no lo será 
por mucho tiempo. Según el Instituto para la Métrica y Evaluación de 
la Salud de la Universidad de Washington, en 2040 España le sucederá 
en dicha posición con una esperanza de vida superior a los 85 años” 
(del dosier elaborado con tal ocasión por el Centro Internacional sobre 
el Envejecimiento, CENIE, de la Fundación General de la Universidad 
de Salamanca).

La longevidad supone una de las transformaciones sociales más 
relevantes. En toda la historia de la humanidad, nunca el porcentaje 
de personas mayores había sido tan alto, y sigue creciendo. Lejos de 
considerarse un problema, esta realidad debe abordarse como un éxito 
colectivo. Por ello, el acierto en el diagnóstico de la situación, en la 
elaboración de los oportunos planes estratégicos y en la adopción de 
medidas y la definición de iniciativas públicas, privadas y público-pri-
vadas dependen de la diferenciación entre longevidad y envejecimiento 
de la sociedad. La longevidad se presenta como un avance generador 
de oportunidades individuales y colectivas. Es posible que el envejeci-
miento de la sociedad sea el resultado razonable de la longevidad, pero 
ha de evitarse que este se convierta en una causa de insostenibilidad del 
bienestar y del desarrollo económico y social, principalmente mediante 
la existencia de la población joven imprescindible para la renovación 
demográfica y el necesario relevo generacional, a través de una adecua-
da inversión pública en juventud.

El indiscutido éxito de la longevidad abre un haz de tendencias y 
cambios profundos en la sociedad que todavía se desconocen, pues no 
ha habido tiempo para comprobar en la práctica su alcance y repercu-
siones de manera exhaustiva. Se sabe ya que no se concibe como en 
otras épocas la distribución de los periodos pensados para la formación, 
el trabajo y el ocio. Son otras las edades de referencia. Así, por ejemplo, 
el espacio temporal que se considera como la juventud en muchas de 
las políticas públicas, y hasta en los usos y costumbres sociales, ha ido 
creciendo. Resulta normal que el carné joven europeo se dirija a todas 
las personas entre catorce y treinta años, dejando de tener validez al 
cumplir los treinta y uno (incluso la tendencia continúa siendo hacia el 
incremento de la edad). A su vez, en la década de los setenta se abrió el 
debate sobre la mayoría de edad y, en definitiva, sobre la presunción de 
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la anticipación de la madurez para adquirir la plena capacidad de obrar 
y, también, de decidir y participar en el ámbito político. En España, 
la mayoría de edad se situó en los dieciocho años —en igualdad para 
mujeres y hombres, naturalmente, a diferencia de lo que sucedía en 
otras épocas— en la Constitución de 1978 (artículo 12), aunque tal 
decisión se anticipó unos días en el proceso constituyente (Real Decre-
to-ley 33/1978, de 16 de noviembre, sobre mayoría de edad), a fin de 
posibilitar la votación de los mayores de dieciocho años en el referén-
dum constitucional del 6 de diciembre. La aproximación de España a 
las tendencias de los Estados de su entorno, aquellos que conforman 
la Unión Europea, se sumó a la inteligente intención de incorporar a 
las primeras personas jóvenes procedentes del denominado baby boom, 
cuyo comienzo se sitúa en 1957.

La Constitución española acogió otro abordaje esencial de las ten-
dencias demográficas y su tratamiento especializado en la década de 
los setenta. Se utiliza la expresión “tercera edad”, entonces en boga, 
en su artículo 50, el único de la Constitución dedicado a las personas 
mayores, el cual contempla la creación de un sistema de servicios socia-
les. Encarga a los poderes públicos, además, que garanticen, “mediante 
pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia eco-
nómica a los ciudadanos durante la tercera edad”. En fin, los redacto-
res del texto constitucional son conscientes del inicio de la revolución 
demográfica relacionada con la edad, que explica la situación actual 
casi medio siglo después. La expresión tercera edad vino a completar la 
ordenación por edades de una sociedad con una demografía más simple 
que la contemporánea. Antes se sucedían como fases claramente dife-
renciadas, a modo de compartimentos estancos, la etapa destinada a la 
formación, la correspondiente a la prestación de trabajo asalariado (en 
régimen laboral o funcionarial) o por cuenta propia y al desarrollo de 
actividad empresarial, así como la vinculada a la jubilación (la tercera), 
de ahí la mención expresa a las pensiones adecuadas y periódicamente 
actualizadas para garantizar la suficiencia económica a los ciudadanos.

La difuminación de las fronteras entre formación y trabajo, dada 
la normalización del aprendizaje continuo para el empleo —a raíz de 
la frecuencia y la velocidad de la transformación tecnológica de los 
procesos económico-productivos—, genera nuevos espacios en el paso 
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de una etapa a otra, hasta el punto de que resulta difícil simplificar 
los procesos de ida y vuelta. Los mayores cambios, no obstante, se en-
cuentran en la fase antes conocida como tercera edad. Tan es así, que 
se empieza a hablar en la actualidad de cuarta (a partir de ochenta y 
cinco años) y hasta de quinta edad (personas centenarias), puesto que 
el acierto en el diseño de políticas y medidas públicas, dirigidas a este 
creciente grupo de edad, exigen un análisis pormenorizado de su es-
tructura, composición y características. 

Se ha debatido mucho en los últimos veinticinco años sobre el incre-
mento de la edad de jubilación [véase, por ejemplo, la disposición tran-
sitoria séptima del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social (TRLGSS), aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, 
de 30 de octubre], sin perjuicio de la permanencia de supuestos de 
jubilación anticipada y de la fijación de coeficientes reductores por la 
naturaleza de ciertas actividades. Se viene contemplando la noción de 
envejecimiento activo y la compatibilidad de la pensión (según deter-
minados requisitos, exigencias y limitaciones) con la prestación de tra-
bajo más allá de la edad ordinaria de jubilación. Se prevén, incluso, la 
aprobación de complementos que fomenten la extensión voluntaria de 
la actividad laboral y la determinación de edades superiores opcionales, 
pensadas sobre todo para cuerpos de personal funcionario o categorías 
laborales de los sectores público y privado con especial cualificación. La 
permanencia en el puesto hasta los setenta años, en ciertas actividades, 
no constituye ya una realidad extraña o excepcional. En definitiva, el 
retraso en la edad de jubilación y la mejora de los sistemas de seguri-
dad social en muchos Estados han posibilitado que en la etapa vital 
más próxima al inicio de la jubilación se haya incrementado el poder 
adquisitivo de las personas mayores. Queda mucho por avanzar, sin 
embargo, porque se trata de una mejora parcial, siempre pendiente de 
la adecuada actualización de la cuantía de las pensiones. Además, exis-
ten amplios grupos de jubilados con pensiones de cuantía insuficiente.

Los inevitables efectos del envejecimiento en la salud y la reducción 
de la autonomía, cuando no la aparición de las situaciones de depen-
dencia, suponen de hecho una pérdida notable o muy notable del po-
der adquisitivo y un aumento de la demanda de servicios sociales y de 
salud. El creciente número de mayores de ochenta y noventa años, así 
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como de personas centenarias, requiere estrategias públicas para el man-
tenimiento de la calidad de vida. Emergen así nuevas demandas —no 
solo asistenciales— en el consumo de bienes y servicios, propias y con 
preferencias específicas, lo que está vinculado al mayor poder adquisi-
tivo de las personas mayores, aunque este sea desigual. Nacen también 
nuevas necesidades asistenciales, públicas, privadas y público-privadas, 
generadas por la edad y el envejecimiento, especialmente detectables en las 
edades más avanzadas. De ambos hechos surgen nuevas exigencias para 
los poderes públicos, en los términos previstos constitucional y legal-
mente y en ámbitos públicos tan relevantes para el Estado social y de-
mocrático de derecho como los sistemas de seguridad social, de salud, 
de servicios sociales, de dependencia, de empleo y de educación, amén 
de exigencias a las empresas y a las organizaciones del tercer sector de 
acción social, que han de abrir líneas de actividad antes inexistentes o 
con menor dimensión. Constituye una excelente oportunidad para la 
creación de empleo estable y de calidad, con repercusión positiva entre 
las personas jóvenes. Se requieren, en consecuencia, tanto el desarrollo 
de nuevos y renovados estudios, titulaciones e itinerarios formativos, 
así como de planes y programas de I+D+i, capaces de aportar profe-
sionales con la formación adecuada y de facilitar la transferencia del 
conocimiento hacia los servicios públicos, las actividades empresariales 
y el marco de las relaciones laborales, todo ello impulsado mediante la 
colaboración público-privada.1

2. Trabajo, edad y pensiones de jubilación

2.1. El edadismo y la anacrónica valoración del talento sénior

La novedad sin precedentes que supone la existencia de una sociedad 
longeva como la actual, en evidente tendencia hacia el aumento de la 
esperanza de vida, plantea nuevos retos a la reflexión y el debate sobre 
el ordenamiento jurídico laboral y la protección social. La Asociación 

1 El texto de este primer apartado se basa en el redactado por el autor como “Introducción. Presen-
tación y objetivos” del informe a iniciativa propia aprobado por unanimidad del Pleno del Consejo 
Económico y Social de Castilla y León, del que es presidente, en su sesión de 9 de octubre de 2023, 
titulado La sociedad de la longevidad en Castilla y León. Contexto general. Disponible en: https://
www.cescyl.es/es/publicaciones/informes-iniciativa-propia/sociedad-longevidad-castilla-leon-con-
texto-general
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Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social (AEDTSS) 
ha celebrado su XXXIV Congreso Anual en Mérida, los días 30 y 31 
de mayo de 2024, con el acertado título de “Trabajo, edad y pensiones 
de jubilación”. Una sociedad longeva no es necesariamente una so-
ciedad envejecida, salvo que las personas jóvenes carezcan de un peso 
demográfico equilibrante o, al menos, moderador de la pirámide de 
población. La inversión en juventud, favorecedora de su emancipa-
ción mediante la adopción de medidas adecuadas, principalmente, de 
educación, empleo y vivienda, así como la aprobación de las necesa-
rias políticas migratorias, pueden contribuir a potenciar las dimensio-
nes más positivas de la longevidad, también desde la perspectiva de 
los derechos constitucionales. Y es que “no podemos olvidar que la 
edad al ser utilizada en las normas jurídico-laborales y en las decisiones 
empresariales no puede dar lugar a discriminaciones injustificadas no 
toleradas constitucionalmente, sin perjuicio de reconocer la admisibi-
lidad de tratos diferenciados atendiendo a la edad no calificables como 
discriminatorios. Como tampoco podemos olvidar la importancia que 
tiene la edad tanto en la configuración de la prestación de jubilación 
como en la sostenibilidad del sistema de seguridad social; arista esta 
última que, no obstante, no puede ser utilizada como ratio decidendi 
en la implementación de medidas legislativas si estas pueden conducir 
a la exclusión injustificada del mercado de trabajo de las personas de 
mayor edad” (del prólogo de Juan Gil Plana, gerente y miembro de la 
Junta Directiva de la AEDTSS, al libro de ponencias del congreso). 2

La anacrónica valoración de las personas consideradas mayores, ha-
bitualmente sin coherencia con los cambios sobresalientes en la percep-
ción del envejecimiento en la sociedad longeva contemporánea, con-
duce a graves errores en la gestión del talento en el ámbito empresarial 
y hasta en las Administraciones públicas y, lo que es peor, a nuevos 
supuestos de discriminación por razón de edad, lo que ha venido a 
incrementar los nocivos efectos del edadismo, término que describe 
esta situación emergente. Constituye un buen ejemplo de esta realidad 
la carga peyorativa de la que dispone la palabra vejez, que suele utili-

2  Trabajo, edad y pensiones de jubilación. XXXIV Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho 
del Trabajo y de la Seguridad Social, Colección Informes y Estudios, Serie Empleo, núm. 67, Ministe-
rio de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2024. Disponible en: https://www.aedtss.com/wp-con-
tent/uploads/2024/06/XXXIV_CONGRESO_NACIONAL_DE_LA_AEDTSS_accesible.pdf
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zarse en la fijación de los criterios de selección y contratación laboral 
con sus acepciones de “edad senil” (“Perteneciente o relativo a la per-
sona de avanzada edad en la que se advierte su decadencia física”) o 
de “Achaques, manías, actitudes propias de la edad de los viejos” (del 
Diccionario de la lengua española). En contraposición a estas considera-
ciones anacrónicas, que ignoran la ausencia de correspondencia de las 
sucesivas décadas de edad con las características que tenían en épocas 
pasadas, empiezan a seguirse criterios de valoración positiva del deno-
minado talento sénior (acudir al latín parece que impregna de positi-
vidad el concepto), propio de profesionales y personas trabajadoras de 
más de cincuenta años (sorprende, por cierto, que, a pesar del aumento 
de la esperanza de vida, los datos de empleo lleven a considerar todavía, 
con carácter general, esta frontera).

No es casual que en la recentísima reforma del nivel asistencial de la 
protección por desempleo, aprobada por el Real Decreto-ley 2/2024, 
de 21 de mayo,3 haya devenido protagonista, por las especiales dificul-
tades para retornar al trabajo que padece este colectivo, el subsidio por 
desempleo para mayores de cincuenta y dos años, que “se mantiene” y, 
aunque su “cuantía fija, no se modifica, (…) queda compensado por 
la mayor duración de este subsidio y por las cotizaciones por la con-
tingencia de jubilación, de las cuales carece el resto de los subsidios” 
(del preámbulo). Destaca, en este sentido, el modificado artículo 280 
TRLGSS, al que se le ha dotado de un contenido nuevo, amplio y 
detallado y que responde al epígrafe de “Beneficiarios del subsidio por 
desempleo para mayores de cincuenta y dos años”. Tampoco es casual 
que en el desarrollo del plan de recolocación externa deba “procurarse, 
en particular, el retorno al mercado de trabajo de las personas traba-
jadoras, hombres y mujeres, cuyos contratos se hayan extinguido por 
despido colectivo después de los cincuenta y dos años, evitando toda 
discriminación por razón de edad” (artículo 44.3 de la Ley 3/2023, de 
28 de febrero, de Empleo).

La disposición adicional (DA) primera del Real Decreto-ley 2/2024 
establece, en su apartado 2, que “dentro de los fondos presupuestarios 
3  Real Decreto-ley 2/2024, de 21 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes para la simplifica-

ción y mejora del nivel asistencial de la protección por desempleo, y para completar la transposición 
de la Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, 
relativa a la conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores, 
y por la que se deroga la Directiva 2010/18/UE del Consejo (BOE 22 de mayo de 2024).
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que se distribuyan anualmente a las Comunidades Autónomas en la 
Conferencia de Empleo y Asuntos Laborales, se reservará una cantidad 
para ser invertida en políticas activas de empleo en favor de personas 
mayores de cincuenta y dos años”. Por ello, la DA segunda prevé en su 
párrafo segundo que, una vez transcurridos dos años desde la entrada 
en vigor del Real Decreto-ley 2/2024, “el Ministerio de Trabajo y Eco-
nomía Social convocará a las organizaciones sindicales y empresariales 
más representativas que también analizarán la efectividad de la inversión 
realizada en políticas activas de empleo en favor de personas mayores de 
cincuenta y dos años”. En ese mismo plazo, el párrafo primero enco-
mienda al Gobierno la creación de “una comisión interministerial con el 
objetivo de evaluar los efectos de la reforma del nivel asistencial de des-
empleo contemplado en esta norma, así como estudiar la armonización 
de las prestaciones económicas de naturaleza asistencial del sistema de la 
Seguridad Social. Esta comisión estará integrada por los Ministerios de 
Trabajo y Economía Social, de Inclusión, Seguridad Social y Migracio-
nes, de Economía, Comercio y Empresa y de Hacienda”.

El problema del paro de larga duración agravado por la edad ha 
motivado que el Real Decreto-ley 2/2024 haya encargado al Gobierno 
la elaboración, en el plazo de seis meses y en el marco del diálogo so-
cial, de “una Estrategia global para el empleo de personas trabajadoras 
en desempleo de larga duración o de más edad que incluirá medidas 
en materia de empleo, formación, condiciones de trabajo y Seguridad 
Social, con el objetivo de favorecer su reincorporación al mercado de 
trabajo o su mantenimiento en el mismo” (DA primera, apartado 1). 
Finalmente se señala que a “las personas beneficiarias del subsidio por 
desempleo, mayores de cuarenta y cinco años, se les garantizará que, 
a lo largo de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de este real 
decreto-ley, se les elabore un perfil individualizado, que les permita ac-
ceder a oportunidades de empleo, emprendimiento o formación” (DA 
primera, apartado 3).

La mención a los mayores de cuarenta y cinco años se enmarca en 
el tratamiento singular que les dedica en materia de políticas activas 
de empleo la Ley 3/2023. En el párrafo segundo del artículo 50.1, se 
introduce a este grupo entre los “colectivos de atención prioritaria para 
la política de empleo”, es decir, como colectivo “con especiales dificul-
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tades para el acceso y mantenimiento del empleo y para el desarrollo 
de su empleabilidad” (artículo 3.d). Acompaña a este colectivo en la 
lista de dicho artículo, entre otros grupos vulnerables, de conformidad 
con el criterio de la edad, las personas jóvenes especialmente con baja 
cualificación, pues “se considera, en todo caso, colectivo prioritario 
para la política de empleo el conformado por las personas jóvenes, es-
pecialmente por aquellas que superen los 18 años y carezcan de alguna 
de las titulaciones previstas en el artículo 11.3 del texto refundido de 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores para la conclusión de un con-
trato formativo para la obtención de la práctica profesional adecuada 
al correspondiente nivel de estudios” (artículo 53.3, véanse también 
las referencias a las personas menores de 18). Adviértase que “ostenta 
la condición de persona joven, a los efectos de esta ley, la que no haya 
alcanzado los treinta años o sea beneficiaria del Sistema Nacional de 
Garantía Juvenil” (artículo 53.1). En el artículo 52 se insiste en que 
“se considerarán colectivos prioritarios de las políticas de empleo las 
personas demandantes de los servicios de empleo que hayan alcanzado 
la edad de cuarenta y cinco años, cuando hayan perdido su empleo o 
estén en riesgo de perderlo, intensificándose la atención que reciban 
cuando tengan a cargo menores de dieciséis años o mayores depen-
dientes”.

Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la 
no discriminación, remarca en su preámbulo que “en relación con la 
edad, la Asamblea General de Naciones Unidas adoptó en 1991 los 
principios de Naciones Unidas a favor de las personas de edad, que 
enumera 18 derechos de las personas mayores, incluido un trato dig-
no. En este mismo sentido, el Consejo de Derechos Humanos adoptó 
también en 2010 la Resolución 21/23 referente a los derechos huma-
nos de las personas de edad, en la que hace un llamamiento a todos los 
Estados para garantizar el disfrute pleno y equitativo de los derechos de 
este grupo social, considerando para ello la adopción de medidas para 
luchar contra la discriminación por edad”. Añade que en “el marco 
de la Agenda Social Renovada, la Comunicación de la Comisión al 
Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Eu-
ropeo y al Comité de las Regiones de 2 de julio de 2008, adoptó una 
propuesta de directiva, todavía en fase de negociación, con el objetivo 
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de garantizar la prohibición de toda forma de discriminación, incluido 
el acoso, por motivos de edad, orientación sexual, discapacidad, estado 
de salud, religión o convicciones en ámbitos como la sanidad, las pres-
taciones sociales, la educación y el acceso a bienes y servicios, incluida 
la vivienda, completando así el proceso de aplicación del artículo 19 
del Tratado, a todos aquellos motivos de discriminación que todavía no 
gozan de la citada protección más allá del ámbito del empleo y la ocu-
pación”. Se refiere a la Directiva (UE) 2024/1499 del Consejo, de 7 de 
mayo de 2024, sobre las normas relativas a los organismos de igualdad 
en el ámbito de la igualdad de trato entre las personas con independen-
cia de su origen racial o étnico, la igualdad de trato entre las personas 
en materia de empleo y ocupación con independencia de su religión 
o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, y la igualdad 
de trato entre mujeres y hombres en materia de seguridad social y en 
el acceso a bienes y servicios y su suministro, y por la que se modifican 
las Directivas 2000/43/CE y 2004/113/CE. Resulta de interés también 
la Directiva (UE) 2024/1500 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 14 de mayo de 2024, sobre las normas relativas a los organismos de 
igualdad en el ámbito de la igualdad de trato y la igualdad de oportu-
nidades entre mujeres y hombres en materia de empleo y ocupación, 
y por la que se modifican las Directivas 2006/54/CE y 2010/41/UE 
(ambas publicadas en el DOUE de 29 de mayo de 2024).

En el artículo 2.1 de la Ley 15/2022 se reconoce, en concordancia 
con los artículos 9.2, 10 y 14 de la Constitución española, “el derecho 
de toda persona a la igualdad de trato y no discriminación con inde-
pendencia de su nacionalidad, de si son menores o mayores de edad o 
de si disfrutan o no de residencia legal. Nadie podrá ser discriminado 
por razón de nacimiento, origen racial o étnico, sexo, religión, convic-
ción u opinión, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, 
expresión de género, enfermedad o condición de salud, estado serológi-
co y/o predisposición genética a sufrir patologías y trastornos, lengua, 
situación socioeconómica, o cualquier otra condición o circunstancia 
personal o social”. Asimismo, el artículo 4.2.c) y e) del texto refundido 
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (TRLET), aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, afirma, en materia de 
edad, que, en “la relación de trabajo, los trabajadores tienen derecho: 
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(…) c) A no ser discriminadas directa o indirectamente para el empleo 
o, una vez empleados, por razones de estado civil, edad dentro de los 
límites marcados por esta ley [véanse los artículos 6 TRLET, “Trabajo 
de los menores”, 7, “Capacidad para contratar”, y 49.1.f ), extinción 
del contrato de trabajo “por jubilación del trabajador”], origen racial o 
étnico, condición social, religión o convicciones, ideas políticas, orien-
tación sexual, identidad sexual, expresión de género, características se-
xuales, afiliación o no a un sindicato, por razón de lengua dentro del 
Estado español, discapacidad, así como por razón de sexo, incluido el 
trato desfavorable dispensado a mujeres u hombres por el ejercicio de 
los derechos de conciliación o corresponsabilidad de la vida familiar y 
laboral. (…) e) Al respeto de su intimidad y a la consideración debida 
a su dignidad, comprendida la protección frente al acoso por razón 
de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad 
u orientación sexual, y frente al acoso sexual y al acoso por razón de 
sexo”. Obsérvese, además, que “se entenderán nulos y sin efecto los 
preceptos reglamentarios, las cláusulas de los convenios colectivos, los 
pactos individuales y las decisiones unilaterales del empresario que den 
lugar en el empleo, así como en materia de retribuciones, jornada y 
demás condiciones de trabajo, a situaciones de discriminación directa 
o indirecta desfavorables por razón de edad o discapacidad o a situa-
ciones de discriminación directa o indirecta por razón de sexo, ori-
gen, incluido el racial o étnico, estado civil, condición social, religión o 
convicciones, ideas políticas, orientación e identidad sexual, expresión 
de género, características sexuales, adhesión o no a sindicatos y a sus 
acuerdos, vínculos de parentesco con personas pertenecientes a o rela-
cionadas con la empresa y lengua dentro del Estado español” (artículo 
17.1, párrafo primero, TRLET).

2.2. Equidad intergeneracional y pensiones de jubilación 

Las decisiones que condujeron a la reducción de plantillas mediante el 
desperdicio de talento sénior, confundiendo la reducción inmediata de 
costes con la consecución de la mejora de la productividad en el medio 
plazo, amén de complicando la financiación de la seguridad social, se 
han quedado obsoletas (tal vez siempre lo estuvieron) y dificultan la 
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búsqueda de las personas con los perfiles que requieren las empresas 
y otras entidades empleadoras. Se comprueban ahora los efectos de la 
ruptura de los equipos de trabajo intergeneracionales por el edadismo, 
las “tasas de reposición cero” y la infravaloración del acceso al trabajo 
de las personas jóvenes. Hasta se llegó a pensar en las jubilaciones an-
ticipadas como un instrumento para propiciar la contratación de per-
sonas jóvenes, cuando los datos apuntan en sentido inverso, como en 
el contexto actual, pues tales jubilaciones perseguían habitualmente la 
amortización de puestos de trabajo, funcionando como complemento 
de los despidos colectivos. Lo que crea oportunidades de empleo a las 
personas jóvenes suele ser el crecimiento de la actividad económica y 
este se apareja a la existencia de un mayor número de personas traba-
jando.

El debate acerca de la importunidad del fomento de la jubilación 
anticipada y, por el contrario, sobre la conveniencia de favorecer el 
alargamiento del tiempo de vida laboral o profesional, no se ha dado 
desgraciadamente desde la perspectiva del derecho al trabajo y la corre-
lativa consideración de la jubilación como derecho (con mención espe-
cial al respeto y la mejora de los coeficientes correctores para aquellas 
actividades con grandes exigencias físicas), ni siquiera desde el punto 
de vista de la mejora de la productividad a través de la mejor gestión 
del talento sénior y del joven, sino para la contención del gasto público 
en pensiones de jubilación. El olor a posible recorte ha distorsionado 
el necesario análisis sistemático del renovado significado de la edad y 
el trabajo en una sociedad longeva. La desconfianza en los argumentos 
a favor de la prolongación y el edadismo como causa muy grave de 
discriminación, que afecta aún más a las mujeres, a los que se suma la 
discriminación sociolaboral relativa a la maternidad y al cuidado de 
hijos e hijas y otros familiares, que amplía el ámbito de discriminación 
por edad, al dificultar y hasta impedir el retorno al trabajo, han de 
incluirse entre los factores objeto de estudio y decisión en esta materia.

Se ha comentado al respecto en este Observatorio, en números an-
teriores de Trabajo y Derecho (números 87/2022 y 113/2024), la rele-
vancia de la longevidad en la generación de los llamados boomers. Las 
reformas para la garantía de la sostenibilidad financiera del Sistema de 
Seguridad Social, que se venían sucediendo desde la segunda mitad 
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de los años ochenta, aconsejaron la aprobación del Pacto de Toledo 
por el Pleno del Congreso de los Diputados el 6 de abril de 1995. Sus 
primeras propuestas se concretaron en la Ley 24/1997, de 15 de julio, 
de Consolidación y Racionalización del Sistema de Seguridad Social, 
con “el compromiso de todas las fuerzas parlamentarias para hacer via-
ble financieramente el actual modelo, enfrentado a requerimientos de 
creciente magnitud en las próximas décadas. Para ello fue común el 
propósito de que los incrementos del gasto se armonicen con los incre-
mentos de la economía y los beneficios se atribuyan con mayores cotas 
de racionalidad y contributividad” (de la exposición de motivos).

La Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y 
modernización del sistema de Seguridad Social, aprobó el retraso de la 
edad de jubilación (en general, de sesenta y cinco a sesenta y siete años) 
y el correspondiente acompasamiento de los porcentajes atribuidos por 
año cotizado a los efectos del cálculo de la pensión de jubilación. Según 
su preámbulo, se pretendía “anticipar las reformas necesarias en la es-
tructura del sistema para que este pueda responder con eficacia a los 
nuevos desafíos y estar en condiciones óptimas de seguir proveyendo 
la más amplia cobertura protectora posible ante los riesgos sociales, 
dentro de un sistema de Seguridad Social financieramente estable y 
sólido que garantice a las generaciones futuras prestaciones sociales su-
ficientes”. No obstante, se optó por su aplicación paulatina, con el fin 
de “neutralizar su impacto en quienes se encuentren próximos a la edad 
de jubilación”. La tabla introducida por su artículo 4, apartado dos, 
en el derogado TRLGSS de 1994 se halla en la disposición transitoria 
séptima del vigente TRLGSS de 2015. Contempla su aplicación desde 
2013 hasta el inicio de 2027 (la disposición transitoria décima contie-
ne la tabla relativa a la jubilación parcial).

Se aprobó dos años después la Ley 23/2013, de 23 de diciembre, 
reguladora del Factor de Sostenibilidad y del Índice de Revalorización 
del Sistema de Pensiones de la Seguridad Social, que incorporó, según 
su preámbulo, “recomendaciones contenidas en diversos instrumentos 
y documentos de las instituciones de la Unión Europea, como el Libro 
Blanco 2012: Agenda para unas pensiones adecuadas, seguras y sostenibles, 
completado con otros documentos como el Informe de envejecimiento 
2012 o Adecuación de las Pensiones en la UE 2010-2050, todos ellos 
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enmarcados dentro de la Estrategia Europa 2020, que constituye el re-
ferente para la coordinación de las políticas económicas de los Estados 
miembros y el ámbito desde el que se impulsa una política de orienta-
ción y coordinación de esfuerzos para afrontar el reto del envejecimien-
to y su impacto sobre los sistemas de protección social”.

Si bien la orientación de la Ley 23/2013 fue muy diferente a la de 
la Ley 21/2021, de 28 de diciembre, de garantía del poder adquisitivo 
de las pensiones y de otras medidas de refuerzo de la sostenibilidad 
financiera y social del sistema público de pensiones, la realidad a la 
que se pretendió dar respuesta se describió de manera semejante: “La 
evolución que se está experimentando en España con una elevación 
prevista de la esperanza de vida y bajas tasas de natalidad son riesgos 
a los que se enfrenta nuestro sistema de pensiones. Además, concurre 
una circunstancia excepcional, en los próximos años, y es que accederá 
a la jubilación la generación denominada del baby boom con lo que 
eso supone de incidencia en el aumento en el número de pensiones 
durante un periodo dilatado de tiempo (2025-2060). A la desfavora-
ble evolución demográfica se le une una intensa crisis económica que 
ha anticipado varios años la aparición de déficits en las cuentas de la 
Seguridad Social, lo que ha supuesto tensiones económicas añadidas 
en el corto plazo a pesar del importantísimo esfuerzo de financiación 
derivado de la decisión del Gobierno de que el Presupuesto del Estado 
asuma el cien por cien del gasto de las prestaciones no contributivas” 
(inicio del preámbulo de la Ley 23/2013).

La Ley 21/2021 introdujo, sin embargo, dos cambios muy relevantes:

a. La modificación del artículo 58 TRLGSS, cuyo nuevo epígrafe, 
“Revalorización y garantía de mantenimiento del poder adqui-
sitivo de las pensiones”, deja de referirse solamente a la revalo-
rización y refleja el cambio de los principios informadores del 
modelo.

b. La derogación del último párrafo del artículo 210.1 y del ar-
tículo 211 TRLGSS en su totalidad para eliminar el factor de 
sostenibilidad de la pensión de jubilación, procedente de la Ley 
23/2013, el cual, por tanto, no llegó a aplicarse. Se definió en su 
sustitución, en la disposición final cuarta (derogada por el Real 
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Decreto-ley 2/2023) de la Ley 21/2021, el Mecanismo de Equi-
dad Intergeneracional, dirigido a “preservar el equilibrio entre 
generaciones y fortalecer la sostenibilidad del sistema de la Se-
guridad Social en el largo plazo”, con sus componentes (primero 
a partir de 2023, la cotización adicional finalista que nutrirá el 
Fondo de Reserva de la Seguridad Social, y segundo a partir de 
2032, con verificación y cálculo de umbrales de gasto).

El preámbulo de la Ley 21/2021 aseveró que, “para empezar, la reno-
vación del Pacto de Toledo supone el reforzamiento de las señas de 
identidad de nuestra Seguridad Social despejando las incertidumbres 
que derivan de la magnitud del reto demográfico provocado por la 
jubilación de la generación del baby boom y de la orientación fallida 
de la reforma de 2013; y recuperando la senda de la mejor tradición 
reformista en este ámbito que tiene como último hito la reforma con-
sensuada de 2011. (…) Pero el momento actual tiene una singularidad: 
en pocos años empezarán a acceder a la jubilación los integrantes de la 
generación más grande de nuestra historia, la del baby boom. Este acon-
tecimiento demográfico constituye un desafío mayúsculo para nuestro 
país en muchos ámbitos que van más allá del específico de pensiones, 
si bien es indiscutible que un modelo de pensiones basado en el com-
promiso intergeneracional se ha de ver particularmente afectado. Ello 
exige una respuesta ambiciosa y responsable que, siendo consciente de 
la magnitud del reto, no ponga en riesgo la extraordinaria contribución 
al bienestar colectivo y a la lucha contra la pobreza que ha supuesto la 
consolidación y el desarrollo del sistema público de pensiones”.

Finalmente, sin cuestionar el marco fáctico de referencia, el Real 
Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo, de medidas urgentes para la am-
pliación de derechos de los pensionistas, la reducción de la brecha de 
género y el establecimiento de un nuevo marco de sostenibilidad del 
sistema público de pensiones, que contiene la regulación vigente del 
Mecanismo de Equidad Intergeneracional, puso el acento en el lado de 
los ingresos del sistema, reorientando el enfoque del análisis, que se ha-
bía centrado en los gastos, esto es, en las partidas presupuestarias desti-
nadas al pago de las pensiones. Como consecuencia de este cambio, se 
aprobaron dos nuevas cotizaciones: a) Cotización adicional de solida-
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ridad (artículo 19 bis TRLGSS); b) Cotización adicional finalista del 
Mecanismo de Equidad Intergeneracional (artículo 127 bis TRLGSS).

3. Conclusión: la introducción de la perspectiva de edad en la 
prestación de trabajo

La edad ha estado presente en la legislación laboral desde su origen. La 
fijación de una edad mínima para trabajar, buscando la protección de 
los menores frente a la explotación laboral, preocupó a los impulsores 
de las primeras normas en la materia. Recuérdese la aprobación en la 
Primera República Española de la Ley de 24 de julio de 1873 (Gace-
ta de Madrid del 28), conocida como Ley Benot por ser su principal 
impulsor Eduardo Benot, ministro de Fomento. De sus disposiciones 
emana cierto aroma de modernidad, como se comprueba, entre otros, 
en los contenidos de los artículos 1 a 4: “Los niños y las niñas menores 
de 10 años no serán admitidos al trabajo en ninguna fábrica, taller, 
fundición o mina” (artículo 1); “No excederá de cinco horas cada día, 
en cualquier estación del año, el trabajo de los niños menores de 13, 
ni el de las niñas menores de 14”; “Tampoco excederá de ocho horas el 
trabajo de los jóvenes de 13 a l5 años, ni el de las jóvenes de 14 a 17”; 
“No trabajarán de noche los jóvenes menores de 15 años, ni las jóve-
nes menores de 17 en los establecimientos en que se empleen motores 
hidráulicos o de vapor. Para los efectos de esta ley, la noche empieza a 
contarse desde las ocho y media”.

La protección de los menores continúa guiando la legislación labo-
ral vigente, dado que ha ido creciendo y ampliándose a la par que en el 
resto del ordenamiento. Deben citarse, en este sentido, el Convenio de 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT), número 138, sobre 
la edad mínima, adoptado en 1973 (“Todo Miembro para el cual esté 
en vigor el presente convenio se compromete a seguir una política na-
cional que asegure la abolición efectiva del trabajo de los niños y eleve 
progresivamente la edad mínima de admisión al empleo o al trabajo a 
un nivel que haga posible el más completo desarrollo físico y mental 
de los menores”, artículo 1), así como, naturalmente, el artículo 6 TR-
LET, dedicado al trabajo de los menores [“1. Se prohíbe la admisión 
al trabajo a los menores de dieciséis años. 2. Los trabajadores menores 
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de dieciocho años no podrán realizar trabajos nocturnos ni aquellas 
actividades o puestos de trabajo respecto a los que se establezcan limi-
taciones a su contratación conforme a lo dispuesto en la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL), y en 
las normas reglamentarias aplicables. 3. Se prohíbe realizar horas ex-
traordinarias a los menores de dieciocho años. 4. La intervención de los 
menores de dieciséis años en espectáculos públicos solo se autorizará en 
casos excepcionales por la autoridad laboral, siempre que no suponga 
peligro para su salud ni para su formación profesional y humana. El 
permiso deberá constar por escrito y para actos determinados”], y el 
artículo 27 LPRL, sobre la protección de los trabajadores menores [“1. 
Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho 
años, y previamente a cualquier modificación importante de sus condi-
ciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los 
puestos de trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la 
naturaleza, el grado y la duración de su exposición, en cualquier activi-
dad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes, 
procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la se-
guridad o la salud de estos trabajadores. A tal fin, la evaluación tendrá 
especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la sa-
lud y el desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, 
de su inmadurez para evaluar los riesgos existentes o potenciales y de su 
desarrollo todavía incompleto. En todo caso, el empresario informará 
a dichos jóvenes y a sus padres o tutores que hayan intervenido en la 
contratación, conforme a lo dispuesto en la letra b) del artículo 7 del 
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (…), de los 
posibles riesgos y de todas las medidas adoptadas para la protección de 
su seguridad y salud. 2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente 
señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones a la contratación de 
jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos 
específicos”].

El interés por los ancianos o trabajadores de edad provecta, en ex-
presiones de la época, responde a otra finalidad. No se trató tanto de 
regular su actividad laboral, que se estimaba poco o nada útil y, por 
tanto, sin rentabilidad, lo que justificó la extinción de su contrato, sino 
de evitar que, una vez terminada la relación laboral, se convirtieran en 
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personas menesterosas y, en consecuencia, potencialmente generadoras 
de malestares o revueltas sociales. Se aborda el asunto desde el orden 
público y la asistencia, cuando no desde la beneficencia, y, más tarde, 
desde el ámbito de los seguros sociales. Ni siquiera se intuía, por su-
puesto, la importancia de adaptar el trabajo a las necesidades específi-
cas de esta etapa vital. La creación del Instituto Nacional de Previsión 
(INP) por Ley de 27 de febrero de 1908 (Gaceta de Madrid del 29), 
con el encargo de “difundir e inculcar la previsión popular, especial-
mente la realizada en forma de pensiones de retiro”, de “administrar la 
mutualidad de asociados que al efecto y voluntariamente se constituya 
bajo este patronato, en las condiciones más benéficas para los mismos”, 
y de “estimular y favorecer dicha práctica de pensiones de retiro, pro-
curando su bonificación con carácter general o especial, por entidades 
oficiales o particulares” (artículo 1), dio origen al Real Decreto de 11 
de marzo de 1919, que fijó el “régimen de intensificación de retiros 
obreros”, como ampliación del seguro de vejez, y al Reglamento ge-
neral para el régimen obligatorio del retiro obrero, aprobado por Real 
Decreto de 21 de enero de 1921. Se afirma del INP, al objeto de mo-
tivar en su exposición de motivos la relevancia de dicho Reglamento, 
que a esta institución se le “deben tan eminentes servicios en la obra 
de justicia y pacificación social, que es hoy función principalísima del 
Estado, recogiendo aspiraciones obreras y estímulos humanitarios de 
los más heterogéneos elementos de la sociedad”.

Los profundos cambios contemporáneos en la concepción del tra-
bajo y la percepción de la edad, en un marco presidido por el Estado 
social y democrático de derecho, exigen una reformulación de las con-
sideraciones sobre la relación entre edad y trabajo, plenamente respe-
tuosa con la dignidad y los derechos constitucionales y capaz de evitar 
el desperdicio de un talento imprescindible para superar con éxito los 
actuales retos y transformaciones económicos y sociales. No debe olvi-
darse que entre los principios de la acción preventiva se halla el relativo 
a “adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la 
concepción de los puestos de trabajo, así como a la elección de los equi-
pos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en particular, 
a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del 
mismo en la salud” [artículo 15.1.d) LPRL].
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La promoción de la existencia de equipos intergeneracionales cons-
tituye un reto de la gestión de recursos humanos o, en terminología 
más reciente, de la gestión de personas en la empresa y la Administra-
ción pública. El efecto multiplicador en los conocimientos, las capa-
cidades y las habilidades apropiadas para el desarrollo de las compe-
tencias y funciones repercute en la ampliación de la productividad y 
la mejora de los resultados. Debe cuidarse con esmero la formación 
en la empresa, también acudiendo adecuadamente a los contratos for-
mativos (artículo 11 TRLET), y buscar el encaje acertado en la polí-
tica de personal del contrato de relevo (artículo 12.6 y 7 TRLET). La 
presencia de tal idea se recoge en el TRLET, precisamente a través de 
esta modalidad contractual: “Para que el trabajador pueda acceder a la 
jubilación parcial, en los términos establecidos en el texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social y demás disposiciones concor-
dantes, deberá acordar con su empresa una reducción de jornada y de 
salario de entre un mínimo del veinticinco por ciento y un máximo del 
cincuenta por ciento y la empresa deberá concertar simultáneamente 
un contrato de relevo, de acuerdo con lo establecido en el apartado 
siguiente, con objeto de sustituir la jornada de trabajo dejada vacante 
por el trabajador que se jubila parcialmente. También se podrá concer-
tar el contrato de relevo para sustituir a los trabajadores que se jubilen 
parcialmente después de haber cumplido la edad de jubilación ordi-
naria que corresponda conforme a lo establecido en el texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social. La reducción de jornada y de 
salario podrá alcanzar el setenta y cinco por ciento cuando el contrato 
de relevo se concierte a jornada completa y con duración indefinida, 
siempre que el trabajador cumpla los requisitos establecidos en el texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social” (artículo 12.6, 
párrafos primero y segundo, TRLET).

Los cambios en la consideración de la edad en una sociedad longeva, 
así como la evitación del edadismo como discriminación de las perso-
nas que pueden ver prolongada su actividad laboral por la recalibración 
sociológica de las etapas vitales y los cambios demográficos, aconsejan 
la introducción de la perspectiva de edad en los métodos de concep-
ción y definición concreta de los grupos profesionales, las plantillas, 
los puestos de trabajo y las funciones que se les asignan. El adecuado 
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aprovechamiento del talento sénior y, por supuesto, la evaluación de 
los riesgos laborales y la planificación y gestión de su prevención recla-
man situar la edad entre las pautas técnicas esenciales, también en la 
vigilancia de la salud. No es dable que la eventual extensión de la edad 
en la que parece razonable trabajar, basada en la generalizada mejora en 
el mantenimiento de capacidades y aptitudes, se valore de manera tan 
invariable como obsoleta y lleve a la incuestionable expulsión automá-
tica de la persona trabajadora. No se trata de cuestionar la existencia de 
edades de referencia, ni tampoco la de coeficientes reductores en la ju-
bilación de ciertas actividades laborales, que se vinculan efectivamente 
al reconocimiento de derechos en materia de seguridad social, sino de 
posibilitar la continuidad en el trabajo en puestos diseñados para apli-
car los conocimientos y la experiencia adquiridos y, con ello, reforzar la 
dimensión de la jubilación como derecho y la dotación a las empresas 
u otras entidades empleadoras de un instrumento eficaz al servicio de 
la productividad, la competitividad, la conformación de equipos inter-
generacionales y el relevo.
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Capítulo 14
Retos de la longevidad en España

Manuel Álvarez

1. La evolución de la longevidad en España en el siglo XX

La esperanza de vida (EV en adelante) al nacer es el número promedio 
de años que esperaría seguir viviendo una persona recién nacida, asu-
miendo que las tasas de mortalidad por edad se mantengan constantes. 
La investigación de García Gonzalez (2011) analiza los factores y con-
secuencias que explican cómo ha cambiado la longevidad y mortalidad 
en España entre 1910 y 2009, con base en la teoría de que la esperanza 
de vida puede seguir aumentando sin un límite claramente establecido.

El estudio se enmarca en el contexto europeo del siglo XX y sigue el 
patrón común observado en muchos países: una primera fase marcada 
por una drástica caída en la mortalidad infantil durante los primeros 
tres cuartos del siglo XX, seguida por una fase en la que el aumento de 
la esperanza de vida de los adultos se convierte en el principal motor 
de crecimiento de la EV. En las últimas cuatro décadas, las tasas de 
mortalidad de las personas mayores en España han disminuido nota-
blemente.

Las dos causas que impulsaron este cambio fueron, fundamental-
mente, el desarrollo de la medicina y la extensión de la cobertura sa-
nitaria a toda la población. Con el advenimiento de la democracia, se 
produjo un gran progreso en los años ochenta, facilitando el acceso a 
la sanidad pública con la creación de una red de centros de salud y de 
hospitales.

Como resultado, la esperanza de vida al nacer se duplicó entre 1910 
a 2009 en España, creciendo de manera constante a un ritmo de más 
de tres meses por año. Este hecho ha tenido un considerable impacto 
en la financiación de las pensiones públicas, asunto que trataremos más 
adelante.
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García Gonzalez también señala una tendencia hacia la convergen-
cia en la esperanza de vida entre hombres y mujeres desde mediados de 
los años noventa. El hecho estadístico irrefutable es que ha surgido un 
grupo de personas longevas sin precedentes históricos, evidenciado por 
el crecimiento en el número de centenarios y supercentenarios. Hasta 
hace unos veinte años, alcanzar los 100 años de vida era un hecho 
anecdótico. Sin embargo, el grupo de personas de 100 años o más ha 
sido el que más ha aumentado en términos relativos, multiplicándose 
por más de diez en el período 1969-2009, principalmente debido a la 
disminución de la mortalidad en personas mayores de 80.

Por último, la variabilidad en la duración de la vida ha cambiado, lo 
que se refleja en una “rectangularización” de la curva de supervivientes, 
una compresión de la mortalidad en edades avanzadas y un desplaza-
miento de la mortalidad. La evolución de estos fenómenos en relación 
con los patrones de longevidad muestra que España se encuentra en la 
hipótesis del desplazamiento, acercándose a una situación de equilibrio 
dinámico.

2. Evolución reciente de la esperanza de vida 

La evolución reciente de la EV en España ha mostrado un crecimiento 
sostenido, más intenso en los hombres que en las mujeres, hasta el 
2010, y una ralentización posterior. Según los indicadores demográ-
ficos básicos que publica el INE (ver Figura 1), entre 2002 y 2022 la 
EV al nacer de los hombres ha aumentado de 76,4 a 80,4 años, lo que 
representa un incremento de 4 años en dos décadas. 

La diferencia en años de esperanza de vida al nacimiento a favor de 
la mujer creció o se mantuvo estable hasta mediados de los años no-
venta, pero se ha ido reduciendo en las dos últimas décadas, pasando 
de 6,8 años de diferencia a favor de la mujer en el año 2002, a 5,4 años 
en 2022.
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Gráfico 1. Esperanza de vida al nacer 1991-2022

3. ¿El país más longevo? 

En The Lancet (Foreman et al., 2018), se presenta un estudio a nivel 
mundial sobre longevidad comparada en el que se realizaron proyec-
ciones de mortalidad desglosadas por causas y, a través de indicadores, 
se construyó un marco para explorar diferentes escenarios dependien-
do de muchos factores de riesgo. En su escenario de referencia, los 
autores pronostican un aumento continuo de la esperanza de vida en el 
mundo, y se proyectó que 116 de 195 países y territorios experimenta-
rían avances significativos en la EV para 2040. 

Uno de los aspectos más importantes del estudio es que se proyecta 
un crecimiento más rápido de la esperanza de vida entre sectores de 
clase baja y media, lo que indica que las desigualdades en la longevidad 
podrían reducirse gradualmente para 2040.

El estudio también destaca que cuatro países, a saber, Japón, Singa-
pur, España y Suiza, alcanzarán una esperanza de vida superior a los 85 
años para 2040. En particular, se pronostica que España podría sobre-
pasar a Japón, convirtiéndose en el país con mayor esperanza de vida 
del mundo. Por otro lado, se proyecta que países como la República 
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Centroafricana y Lesoto tendrán una esperanza de vida inferior a los 
60 años para el mismo año, lo que refleja las persistentes disparidades 
en el acceso a los servicios de salud, infraestructura y condiciones so-
cioeconómicas.

4. Las proyecciones demográficas de pensiones públicas

Ahora bien, para analizar la longevidad y sus retos debemos centrarnos 
en las edades más altas, que se sitúan posterior a los 65 años, indicador 
aproximado para los costos previsionales o ayuda a dependientes.

Gráfico 2: Esperanza de vida a los 65 años

Fuente: INEI.

En el sistema de pensiones público español, que es fundamentalmente 
un sistema de reparto, enfrentar el factor demográfico conlleva otros 
determinantes a la hora de proyectar las pensiones públicas, como pue-
den ser el nivel de generosidad y el porcentaje de los mayores que están 
cubiertos por el sistema. En España, diversas proyecciones difieren en 
sus resultados, pero coinciden en que llegaremos a los 16 millones de 
pensionistas a mitad de siglo.
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Gráfico 3: Población de 65 años y más

Gráfico 4: Número de pensiones de jubilación en la seguridad 
social al 1 de enero de 2024

5. El reto económico de las pensiones

El reto de financiar las pensiones a largo plazo se mide frecuentemente 
por el porcentaje del PIB destinado a cubrir estos beneficios. Este indi-
cador refleja el esfuerzo que el Estado debe realizar anualmente, el cual 
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puede financiarse a través de contribuciones, impuestos o, en algunos 
casos, mediante la emisión de deuda pública. Sin embargo, este por-
centaje no es un simple valor aislado, sino que integra varios factores 
subyacentes que influyen en la sostenibilidad financiera del sistema de 
pensiones. 

Entre los principales factores se encuentran:

• Factor demográfico: Se puede aproximar mediante el ratio de 
dependencia, que resulta de dividir el número de personas ma-
yores de 65 años entre la cantidad de personas en edad laboral, 
comprendida generalmente entre los 20 y 64 años. 

• Factor amplitud de cobertura: Este indicador mide si las pen-
siones llegan a más o menos proporción de la población mayor.

• Factor generosidad: Se refiere a si la pensión ofrecida por el 
sistema es alta o baja en relación con las horas totales trabajadas 
en toda la vida laboral.

• Factor laboral: Evalúa cuántas horas se trabajan durante la vida 
laboral. 

• Factor horas trabajadas totales: Este indicador mide el número 
promedio de horas trabajadas por las personas en edad laboral 
(20 a 64 años) a lo largo de toda su vida profesional.

Tabla 1. Variables para el cálculo del ratio de las pensiones 
respecto al PBI

Factor Ratio Cálculo Indicador
Demográfico D Dependencia ED 65+ / ED (20-64)
Amplitud C Cobertura Número de Pensionistas / ED 65+
Generosidad B Beneficios Pension media / (PIB/horas trabaja-

das 20-74)
Laboral I Inversa de horas tota-

les medias trabajadas  
Ed (20-64) / Horas trabajadas 
20-74

En efecto, podemos descomponer el gasto en pensiones como una pro-
porción del PIB a partir de los cuatro factores clave mencionados, de 
la siguiente manera:
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Pensiones / PIB = D x C x B x I
Aunque habitualmente se pone el acento en el factor demográfico 

D, realmente es más determinante el factor B, respecto a la generosidad 
en los beneficios. 

Gráfico 5. Pensiones públicas / PIB 

FUENTE: 2024 Ageing Report Economic & Budgetary Projections for the EU 
Member States (2022-2070).

Las proyecciones de diversas instituciones sobre el futuro de las pen-
siones en España, como el Aging Report (AR) de la Unión Europea, la 
Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (Airef ) y la Seguri-
dad Social, coinciden en que el punto crítico para la financiación de las 
pensiones públicas se situará alrededor de 2050. No obstante, divergen 
en sus estimaciones sobre el porcentaje del PIB que se destinará a pen-
siones en ese momento.

El Aging Report 2024 proyecta un gasto superior al 17% del PIB, 
lo cual implicaría un esfuerzo fiscal considerable, difícil de sostener 
sin una subida de impuestos o una reducción significativa del gasto 
público. En comparación, las estimaciones de Airef sitúan el gasto en 
pensiones en un 13,5% del PIB, mientras que la Seguridad Social lo 
proyecta en torno al 14,7% del PIB. Estas cifras, aunque elevadas, re-
sultan más manejables.
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Un gasto en pensiones de alrededor del 15% del PIB se considera 
un punto crítico, pero aún asumible en términos fiscales, comparable 
al gasto actual en países como Italia o Austria. Aun así, un 17% del PIB 
sería extremadamente difícil de financiar sin un ajuste fiscal significati-
vo, dado que el margen de endeudamiento público es limitado.

Este contexto ha generado una preocupación creciente desde el siglo 
XX sobre la sostenibilidad de las pensiones públicas en España. En res-
puesta, el país ha implementado diversas reformas dirigidas a controlar 
el crecimiento del gasto en pensiones, promoviendo un sistema más 
sostenible a largo plazo. Estas reformas suelen abordar aspectos como la 
edad de jubilación, el cálculo de las pensiones y las cotizaciones, en un 
intento por asegurar la viabilidad del sistema frente al envejecimiento 
de la población y los desafíos económicos futuros.

6. Reforma reciente del sistema de pensiones 

En la legislatura de 2019, se inició una reforma profunda del sistema de 
pensiones en España, en un contexto poco favorable. El Pacto de To-
ledo, que es la comisión parlamentaria encargada de generar consensos 
sobre pensiones, había estado inactivo durante casi una década debido a 
la falta de acuerdo entre los partidos. Además, la composición del parla-
mento en ese momento era muy diferente a la de legislaturas anteriores, 
lo que complicaba la posibilidad de alcanzar consensos amplios.

Con la llegada de la pandemia en 2020, la situación empeoró, ya 
que la actividad parlamentaria se redujo drásticamente, dificultando la 
negociación y la aprobación de reformas. Sin embargo, la pandemia 
también trajo el Plan para la Reconstrucción, Transformación y Resi-
liencia, una estrategia impulsada por la Unión Europea que facilitó la 
implementación de reformas clave, entre ellas las relacionadas con el 
sistema de pensiones, bajo la supervisión y el aval de las instituciones 
europeas.

El Pacto de Toledo finalmente logró retomar su actividad en 2020, 
después de un largo período de inactividad. Desde su creación hace casi 
tres décadas, este órgano busca despolitizar el debate sobre pensiones y 
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generar recomendaciones que guíen las reformas cada cinco años. Sin 
embargo, entre 2010 y 2020, hubo un paréntesis considerable debido a 
la falta de voluntad política para llegar a acuerdos en el período previo.

Gracias al liderazgo de Magdalena Valerio, presidenta de la comi-
sión, y al apoyo del nuevo gobierno, en 2020 se alcanzó finalmente un 
acuerdo. Las recomendaciones del Pacto de Toledo siguieron la línea de 
pactos anteriores, centrándose en garantizar la sostenibilidad financiera 
del sistema de pensiones y mejorar su equidad. Aunque se necesitó 
de numerosas negociaciones parlamentarias para llegar a un consenso, 
este acuerdo permitió avanzar en una de las reformas estructurales más 
importantes del país en materia de protección social.

7. Next Generation y las reformas del componente 30

En respuesta a la crisis generada por el COVID-19, la Unión Euro-
pea adoptó una estrategia de solidaridad sin precedentes, permitiendo 
que cada país miembro accediera a recursos financieros a cambio de la 
implementación de reformas estructurales. En el caso de España, el go-
bierno diseñó el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, 
articulado en torno a cuatro ejes principales: la transición ecológica, la 
transformación digital, la cohesión territorial y social y la igualdad de 
género.

El impacto económico proyectado de este plan tiene como objetivo 
elevar el crecimiento potencial de la economía española por encima del 
2% a largo plazo. De esta manera, el país puede recibir hasta 163.000 
millones de euros entre 2021 y 2026 para llevar a cabo las reformas e 
inversiones previstas. De esta cantidad, aproximadamente 83.160 mi-
llones corresponden a transferencias no reembolsables, mientras que el 
resto está disponible en forma de créditos. 
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Gráfico 6. Next Generation y las reformas del Componente 30

La ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
(PRTR) se extiende hasta 2026, y representa un desafío significativo 
en términos de planificación y ejecución del gasto público, especial-
mente si lo comparamos con los procesos presupuestarios convencio-
nales. Este plan, conocido a nivel europeo como Next Generation EU 
(NGEU), es visto como una doble oportunidad para España. No solo 
facilita las inversiones necesarias para modernizar y digitalizar la eco-
nomía, sino que también impone la adopción de reformas estructurales 
que se han postergado durante años debido a la reticencia de diferentes 
gobiernos a enfrentarse a conflictos o desafíos políticos.

Uno de los ejes clave de estas reformas, denominado “política pa-
lanca”, es la modernización del sistema fiscal para promover un creci-
miento inclusivo y sostenible. A medida que la economía se recupere y 
crezca de manera sólida, será crucial reducir los desequilibrios fiscales 
para garantizar la sostenibilidad financiera a medio y largo plazo. Esto 
es particularmente relevante en el contexto actual, donde las finanzas 
públicas de muchos países se han visto gravemente afectadas por la 
pandemia.

Es importante destacar que la reforma de las pensiones en España 
está íntimamente ligada a la reforma fiscal. Desde la perspectiva de 
Bruselas, la principal preocupación no radica en la generosidad de las 
pensiones públicas, sino en su impacto sobre la Deuda Pública y el 
Déficit, factores que son cruciales para la estabilidad económica de la 
Unión Europea y, en particular, de los países de la zona euro.

Por otro lado, El sistema de pensiones seguirá siendo un pilar central 
del estado de bienestar en España, y su reforma es crucial para asegurar 
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su sostenibilidad en el tiempo. La experiencia de la fallida reforma del 
gobierno de Rajoy ha demostrado que los cambios en este sistema, si 
no se construyen sobre un equilibrio y consenso político, tienden a 
ser insostenibles. Esta lección ha sido tomada en cuenta en el nuevo 
enfoque que se basa en las recomendaciones del Pacto de Toledo, las 
cuales fueron aprobadas con una amplia mayoría tras una década de 
estancamiento.

El objetivo de estas reformas es adaptar elementos del sistema de 
pensiones a las nuevas circunstancias demográficas, anticipando los de-
safíos derivados del envejecimiento poblacional, particularmente con 
la jubilación de la generación del baby boom. Este proceso de adapta-
ción es una condición necesaria para garantizar la sostenibilidad fiscal 
del sistema a largo plazo, asegurando que los recursos necesarios estén 
disponibles para las futuras generaciones de pensionistas.

En este contexto, el Next Generation EU (NGEU) en España in-
cluye un enfoque integral que abarca diversas áreas de modernización 
fiscal. Dentro de esta modernización, el sistema de pensiones es solo 
uno de varios componentes que buscan fortalecer las finanzas públicas 
y mejorar la eficiencia del gasto público. Las reformas se estructuran en 
los siguientes componentes clave:

Componente 27: Medidas y actuaciones de prevención y lu-
cha contra el fraude fiscal.
Componente 28: Adaptación del sistema impositivo a la rea-
lidad del siglo XXI.
Componente 29: Mejora de la eficacia del gasto público.
Componente 30: Sostenibilidad a largo plazo del sistema pú-
blico de pensiones en el marco del Pacto de Toledo.

8. Relación entre el Pacto de Toledo y el componente 30 de la 
reforma de pensiones

El Componente 30 se ha diseñado para desarrollar las recomendacio-
nes del Pacto de Toledo, constituyendo su columna vertebral. Sin em-
bargo, la relación entre ambos no es estrictamente biunívoca, ya que 
el Componente 30 ha estructurado la hoja de ruta del gobierno para 
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varios años, enfrentando una tarea ingente que trasciende el alcance de 
una única legislatura.

La implementación de estas reformas implica atravesar procesos de 
negociación secuenciales que son complejos. En primer lugar, se de-
ben coordinar las conversaciones con los agentes sociales; luego, estas 
negociaciones están sujetas a la supervisión de Bruselas y, finalmente, 
se requiere su aprobación en un contexto parlamentario caracterizado 
por mayorías inestables. Este entramado de negociaciones hace que el 
orden en que se abordan los diferentes capítulos también influya en el 
resultado final. Por ejemplo, el debate sobre si era conveniente iniciar 
con la revalorización de las pensiones conforme al Índice de Precios al 
Consumidor (IPC) ha sido un punto crítico. Aunque esta medida tan-
gible se implementó a tiempo, ha dificultado el consenso en acuerdos 
posteriores relacionados con las pensiones.

Con la llegada de la primavera de 2024, resulta fundamental evaluar 
el estado de cumplimiento de las recomendaciones del Pacto de Toledo 
en relación con las reformas impulsadas bajo el NGEU y establecer su 
vinculación. Este enfoque de interrelacionar las recomendaciones del 
Pacto de Toledo con un conjunto de reformas normativas, cada una 
con sus plazos específicos, ha sido una novedad en el contexto español. 
Ha establecido un ritmo de ejecución que, de otro modo, no se hubiera 
logrado.

Recuadro 1: Recomendaciones del Pacto de Toledo

Recomendación 0: Defensa del mantenimiento y mejora del sistema 
público de pensiones

—Rechaza la sustitución del sistema de reparto por otro de capita-
lización.

—La financiación del sistema de la Seguridad Social debe adecuarse 
a la naturaleza de la protección, de modo que las prestaciones no con-
tributivas se financien mediante aportaciones del Estado.

Recomendación 1: Consolidación de la separación de fuentes y res-
tablecimiento del equilibrio financiero

Separación de fuentes:
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—Las cotizaciones sociales deben ser destinadas exclusivamente a 
financiar prestaciones contributivas.

—La financiación de las prestaciones no contributivas de la Segu-
ridad Social ha de efectuarse exclusivamente a través de aportaciones 
del Estado.

Existen gastos hasta ahora sufragados por la Seguridad Social que 
deben ser asumidos por el Estado con financiación tributaria (con car-
go a sus Presupuestos Generales), según un calendario que permita su-
perar el déficit financiero de la Seguridad Social no más tarde de 2023.

C30.R1 Separación de fuentes de financiación de la Seguridad So-
cial, con la culminación del proceso de separación de fuentes de finan-
ciación de la protección contributiva y no contributiva del sistema para 
recuperar el equilibrio financiero en el corto plazo.

Recomendación 2: Mantenimiento del poder adquisitivo y mejora 
de las pensiones 

La Comisión defiende el mantenimiento del poder adquisitivo de 
los pensionistas mediante la revalorización anual de sus pensiones en 
base al IPC real, así como su garantía por Ley y su preservación me-
diante la adopción de medidas para asegurar el futuro equilibrio social 
y financiero del sistema. 

C30.R2-A Mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones, 
para lo que se deroga el Índice de Revalorización de Pensiones introdu-
cido por la reforma de 2013 con el fin de garantizar el mantenimiento 
del poder adquisitivo de las pensiones en los términos que plantea el 
Pacto de Toledo.

Recomendación 3: Fondo de reserva
—La disminución del Fondo obedece al persistente desequilibrio fi-

nanciero que ha deteriorado las cuentas de la Seguridad Social durante 
sucesivos ejercicios presupuestarios, siendo conveniente establecer un 
remanente mínimo sujeto a una regla endurecida de disponibilidad. 

—Una vez que se recupere el equilibrio de las cuentas de la Segu-
ridad Social, debe retomarse la regla según la cual los excedentes de 
las cotizaciones, sin límite alguno, han de incorporarse al Fondo de 
Reserva, así como que la disposición de sus activos debe ajustarse es-
trictamente al pago de prestaciones de naturaleza contributiva. 
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—El Fondo de Reserva puede ser una importante ayuda para re-
solver desequilibrios coyunturales entre los ingresos y los gastos de la 
Seguridad Social, pero no es el mecanismo adecuado para resolver des-
equilibrios financieros de naturaleza estructural.

C30.R2-D Sustitución del factor de sostenibilidad por un mecanis-
mo de equidad intergeneracional, lo que implica incorporar, junto a la 
evolución de la esperanza de vida, otros indicadores complementarios 
que en conjunto ofrezcan una imagen más fidedigna del desafío que 
para el sistema supone el envejecimiento de la población.

Recomendación 4: Integración y convergencia de regímenes 
Se requiere un análisis de convergencia de los diferentes regímenes 

hasta reducirlos a dos: trabajadores por cuenta ajena y trabajadores por 
cuenta propia. Se debe continuar avanzando hacia la plena equipara-
ción de los derechos y obligaciones de los trabajadores autónomos con 
los del Régimen General. Deben promoverse, en el marco del diálogo 
social, las medidas necesarias para aproximar las bases de cotización de 
los autónomos a sus ingresos reales. 

C30.R3 Nuevo sistema de cotización a la Seguridad Social de los 
trabajadores autónomos por sus ingresos reales, por el que se busca 
implantar gradualmente un nuevo sistema de cotización en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos (RETA) basado en los rendimien-
tos por la actividad económica desempeñada. Esta reforma, pendiente 
desde primeros de este siglo, finalmente ha logrado ver la luz.

Recomendación 5: Adecuación de las bases y periodos de cotización
—Evaluación de la ampliación de la progresiva del período de cál-

culo de la base reguladora de las pensiones.
—Evaluación de la ampliación del periodo cotizado exigible, por 

Ley, para alcanzar una pensión del cien por cien de la base reguladora.
—Resulta adecuado el mantenimiento y mejora de las pensiones 

mínimas, con una estructura y cuantías que no desincentiven la coti-
zación. 

C30.R2-C Adecuación a las nuevas carreras profesionales del pe-
riodo de cómputo para el cálculo de la pensión de jubilación, que pre-
tende reforzar la progresividad y el carácter contributivo del sistema 
haciendo que la pensión de jubilación refleje en mayor medida la vida 
laboral del trabajador y atienda la realidad de un mercado laboral en 
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el que las interrupciones laborales y las lagunas de cotización son cada 
vez menos excepcionales.

C30.R6 Adecuación de la base máxima de cotización del sistema: 
La adaptación del sistema requiere de una adecuación gradual las bases 
de cotización máxima que deberá ser concurrente con una modifica-
ción de la pensión máxima para no afectar a la naturaleza contributiva 
del sistema.

Recomendación 6: Incentivos al empleo
El sistema de incentivos debe concentrarse en las situaciones y co-

lectivos cuyo empleo se persigue favorecer de forma especial. A este res-
pecto, solamente debe priorizarse con este tratamiento preferente a los 
colectivos de personas con discapacidad o en riesgo de exclusión social 
y a las víctimas de violencia de género; asimismo, deben adoptarse me-
didas de fomento de la contratación de los parados de larga duración, y 
de los jóvenes, así como incentivarse el mantenimiento del empleo de 
las personas contratadas que tengan 55 o más años. 

C30.R2-B Alineación de la edad efectiva de jubilación con la edad 
legal de jubilación a través de incentivos a la demora de la jubilación y 
ajustando los elementos distorsionantes en la regulación de las jubila-
ciones anticipadas. 

Recomendación 7: Modernización e información al ciudadano
Debe darse cumplimiento a las obligaciones de información de 

modo que cada ciudadano pueda disponer de información periódica 
individualizada sobre sus futuros derechos de pensión. 

Recomendación 8: Gestión del sistema
Potenciar la mejora de la gestión, a través de la creación de una 

agencia de la Seguridad Social que permita la gestión integrada de las 
funciones de afiliación, recaudatorias y de gestión de prestaciones, con 
arreglo al marco competencial establecido en la Constitución y los di-
ferentes Estatutos de Autonomía. Abordar de manera inmediata un 
plan integral de recuperación y renovación de la plantilla de personal al 
servicio de la Seguridad Social.

Recomendación 9: Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social 
Es necesario completar el proceso de modernización y transparencia 

en el funcionamiento de las Mutuas, así como dotarlas de un cierto 
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margen de flexibilidad en el uso de sus recursos, compatible con un 
estricto control por la Seguridad Social. 

Recomendación 10: Lucha contra el fraude
—Debe favorecerse que todas las Administraciones implicadas pue-

dan cruzar la información existente en sus bases de datos. 
—Deben reforzarse los medios de la Inspección de Trabajo y el régi-

men sancionador a las empresas que no cumplan con sus obligaciones 
frente a la Seguridad Social. 

Recomendación 11: Contributividad
Es necesario preservar y reforzar el principio de contributividad sin 

menoscabo de la solidaridad del sistema. 
C30.R2-D Sustitución del factor de sostenibilidad por un mecanis-

mo de equidad intergeneracional, lo que implica incorporar, junto a la 
evolución de la esperanza de vida, otros indicadores complementarios 
que en conjunto ofrezcan una imagen más fidedigna del desafío que 
para el sistema supone el envejecimiento de la población.

Recomendación 12: Edad de jubilación
Es necesario reforzar dos líneas básicas de actuación:
—Fomentar la permanencia de los trabajadores en activo. 
—Atender a las situaciones de vulnerabilidad que la prolongación 

de la vida laboral pueda generar en determinados colectivos. 
C30.R2-B Alineación de la edad efectiva de jubilación con la edad 

legal de jubilación a través de incentivos a la demora de la jubilación y 
ajustando los elementos distorsionantes en la regulación de las jubila-
ciones anticipadas.

Recomendación 13: Prestaciones de viudedad y orfandad
Debe llevarse a cabo de manera gradual la reformulación integral de 

las prestaciones por muerte y supervivencia —en especial la de viude-
dad— manteniendo su carácter contributivo. 

Recomendación 14: Juventud y Seguridad Social 
Los jóvenes se ven especialmente perjudicados por la precariedad 

y el subempleo, lo que dificulta generar amplias carreras continuas de 
cotizaciones. Estas circunstancias determinan el descrédito de nuestro 
sistema de seguridad social entre la juventud. Un objetivo básico es que 
los jóvenes recuperen la confianza en el sistema. 

Recomendación 15: Solidaridad y garantía de suficiencia
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En relación con el concepto de suficiencia, es preciso:
—Fijar una referencia adecuada, que podría ser la tasa de sustitu-

ción (porcentaje de la pensión media sobre el salario medio de los tra-
bajadores ocupados)

—Establecer un ámbito territorial de medición comparada, en con-
creto el de los países más avanzados de la Unión Europea.

Recomendación 16: Sistemas complementarios
Es necesario impulsar los planes de pensiones de empleo, sustenta-

dos en el marco de la negociación colectiva. En cuanto al tercer pilar, 
su gestión debe ser más transparente.

C30.R5 Reforma e impulso de los sistemas complementarios de 
pensiones, por la que se prevé la aprobación de un nuevo marco ju-
rídico que impulse los planes de pensiones de empleo y contemple la 
promoción pública de fondos de pensiones permitiendo dar cobertura 
a colectivos de trabajadores sin planes de empleo en sus empresas o 
autónomos.

Recomendación 17: Mujeres y Seguridad Social
Se deben adoptar medidas de carácter estructural para conseguir la 

equiparación de la cobertura por pensiones entre mujeres y hombres, y 
potenciar la corresponsabilidad entre géneros.

C30.R4 Modificación del complemento de maternidad de pensio-
nes mediante un nuevo diseño, como se expresó en el Real Decreto-ley 
3/2021, con el objetivo de compensar el coste que el nacimiento y el 
cuidado de los hijos tiene para los progenitores, fundamentalmente 
para las madres, de manera que se contribuya decisivamente a la reduc-
ción de la brecha de género en pensiones.

Recomendación 18: Personas con discapacidad
Deben intensificarse las medidas dirigidas a su activación, favore-

ciendo su acceso al empleo. En particular, se propone la compatibili-
dad de la percepción de las pensiones por incapacidad permanente con 
la realización de un trabajo. 

Recomendación 19: Trabajadores migrantes
Deben apoyarse los puentes de inmigración legal para satisfacer la 

demanda del mercado laboral español. A tal fin, la Seguridad Social 
debe adecuar los procesos con medidas que faciliten la gestión de los 
trámites de contratación, afiliación e integración en el sistema. 
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Recomendación 20: Seguridad Social y economía digitalizada
Debe actuarse frente a realidades relacionadas con las características 

de las actividades que se desarrollan a través de plataformas digitales, 
como son la economía informal, los falsos autónomos y la infracotiza-
ción. 

Recomendación 21: Control parlamentario, seguimiento, evalua-
ción y reforma del Pacto de Toledo 

El Gobierno debe comparecer anualmente ante la Comisión para 
informar de la situación puntual de la Seguridad Social en relación 
con el cumplimiento de las recomendaciones efectuadas. Transcurridos 
cinco años, el Congreso de los Diputados habrá de proceder a una re-
visión general de las recomendaciones, así como evaluar a su grado de 
cumplimiento

En conclusión, tanto la pasada legislatura como la presente sitúan 
la reforma de pensiones en el centro de la actividad legislativa, dentro 
del marco de la reforma del gasto público que haga sostenibles las pen-
siones. 

9. Pensiones públicas y lucha contra la pobreza

Las pensiones y la sanidad públicas contribuyen decisivamente a elevar 
la longevidad. Múltiples estudios correlacionan positivamente la renta 
disponible y la supervivencia.

Los esfuerzos para aumentar las pensiones públicas en España se 
han traducido en:

• La creación de las pensiones no contributivas, que garantizan 
unos mínimos a los ciudadanos que por cualquier causa no 
tuvieron acceso a las pensiones contributivas;

• Elevación de las pensiones mínimas contributivas, que se pre-
tenden aproximar al 60% del salario medio en España;

• Revisión de las pensiones con el IPC, para que no sufran des-
valorización en tiempos de alta inflación.
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Gráfico 7. Pensión media Seguridad Social por edades a 1 de 
enero de 2024

Como resultado, es posible apreciar que las pensiones de los jubilados 
más jóvenes son más altas que la de los mayores. También, hay que 
constatar que las cohortes más jóvenes de jubilados muestran una me-
nor brecha de género, aunque esta todavía es significativa.

Gráfico 8. Ratio de pobreza

Fuente: OCDE (2020).
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La comparación del ratio de pobreza entre los mayores y la población 
total revela diferencias significativas entre países. En Estados Unidos, 
la proporción de personas mayores en situación de pobreza es nota-
blemente superior a la media nacional, lo que indica un desafío im-
portante en la protección de este grupo demográfico. En Alemania, 
la situación es prácticamente equivalente a la media, mientras que en 
España, Italia y Francia, los mayores disfrutan de una protección razo-
nablemente buena frente a la pobreza.

El esfuerzo realizado por España en los últimos 20 años es especial-
mente notable, como se ilustra en el gráfico adjunto. En este período, 
España ha logrado reducir la pobreza entre las personas mayores de 
65 años en 8 puntos porcentuales, superando el rendimiento de otros 
países comparados. Este éxito es atribuible, en gran medida, a la mejora 
de las pensiones públicas, que ha fortalecido la red de seguridad social 
y ha contribuido a mejorar la calidad de vida de los mayores en el país.

Gráfico 9. Variación en porcentaje de la pobreza en renta de 
mayores de 65 años

Fuente: OCDE.

• 
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10. La dependencia como prestación emergente

La Ley de la Dependencia en España, oficialmente conocida como la 
Ley 39/2006 de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a 
las personas en Situación de Dependencia, fue promulgada el 14 de 
diciembre de 2006 y marcó un hito significativo en el sistema de bien-
estar social del país. Esta legislación establece un marco legal que ga-
rantiza el derecho a la atención y asistencia de aquellas personas que, 
debido a su edad, discapacidad o enfermedad, no pueden valerse por 
sí mismas.

El origen de esta ley se vincula a la creciente conciencia social y polí-
tica sobre la necesidad de proporcionar una atención adecuada a la po-
blación envejecida y a las personas con discapacidades. En las décadas 
de los noventa y principios de los 2000, España experimentó un nota-
ble aumento en la esperanza de vida, lo que resultó en un incremento 
significativo de la población anciana. Esto hizo evidente la necesidad 
de un sistema formalizado de cuidados y apoyos que, hasta entonces, 
recaían en gran medida en las familias.

El proceso de elaboración de la Ley de la Dependencia involucró 
una amplia consulta y colaboración entre diversos actores sociales, in-
cluidas asociaciones de personas con discapacidad, entidades del tercer 
sector, expertos en bienestar social y representantes gubernamentales. 
La ley fue concebida no solo como un mecanismo de apoyo, sino tam-
bién como un reconocimiento del derecho a la autonomía personal y a 
la integración social.

Desde su implementación en 2007, la Ley de la Dependencia ha 
evolucionado significativamente. Aunque enfrentó desafíos considera-
bles en sus inicios, como problemas de financiación y desigualdades en 
la aplicación de servicios entre las distintas comunidades autónomas, 
con el tiempo se han realizado reformas y ajustes para mejorar su efi-
ciencia y equidad.

La ley establece un sistema de grados de dependencia, evaluando la 
situación de cada individuo para determinar el nivel de apoyo necesa-
rio, que varía desde la dependencia moderada hasta la gran dependen-
cia. Los servicios y prestaciones disponibles incluyen ayudas económi-
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cas, servicios de teleasistencia, centros de día, atención residencial y 
asistencia a domicilio, entre otros.

A pesar de las dificultades encontradas en su implementación, la 
Ley de la Dependencia sigue siendo un pilar fundamental del sistema 
de bienestar social en España, reflejando el compromiso del país con la 
protección y promoción de la autonomía y dignidad de sus ciudadanos 
más vulnerables.

Tabla 2. Una mirada a la salud 2021

Fuente: HEALTH AT A GLANCE, 2023.

Una elevada longevidad no implica necesariamente una vida larga y 
saludable. Aunque España destaca a nivel mundial en términos de es-
peranza de vida, no se encuentra en la misma posición en cuanto a la 
calidad de vida saludable, siendo superada en este aspecto por países 
como Italia y Francia.

Esta situación resalta la importancia del despliegue de prestaciones 
de dependencia en España. En el segundo semestre de 2023, se alcanzó 
la cifra de dos millones de personas que solicitaron prestaciones de 
dependencia, y se prevé que en 2024 las resoluciones superen esta cifra.

En los últimos años, tanto la Administración General del Estado 
como las comunidades autónomas han realizado un esfuerzo signifi-
cativo para agilizar los procesos de evaluación de solicitantes, logrando 
reducir casi a la mitad el número de personas que, teniendo derecho a 
la prestación, aún no cuentan con un plan individualizado.

Las proyecciones para las próximas décadas son preocupantes, esti-
mándose que la cifra de personas dependientes alcance los cuatro mi-
llones en las primeras décadas de la segunda mitad del siglo XXI. 
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Tabla 3. Personas dependientes

Fuente: INMERSO.

La longevidad representa un desafío considerable para la atención a 
la dependencia, especialmente en lo que respecta a su financiación. El 
Estado español, a través de los presupuestos generales, asigna recursos a 
las comunidades autónomas, que tienen la opción de reforzar la finan-
ciación de manera voluntaria en sus respectivas regiones.

Desde su inicio, la prestación de dependencia se estableció como 
una ayuda con copago por parte del beneficiario. En otros países, se 
han desarrollado seguros privados complementarios para abordar esta 
cuestión. Sin embargo, en España, los convenios colectivos rara vez 
contemplan esta modalidad, y su uso como prestación asegurada no se 
ha generalizado.

Además, las fórmulas para hacer líquido el patrimonio inmobiliario, 
como la hipoteca inversa o la vivienda pensión, no han prosperado de 
la forma necesaria. A pesar de que existen opciones financieras y asegu-
radoras disponibles, aún hay un amplio margen de mejora para lograr 
una cobertura significativa de la población en este ámbito. 

11. Conclusiones y recomendaciones

España enfrenta el desafío de convertirse en la nación más longeva del 
mundo en las próximas décadas. A lo largo de varios años, la esperanza 
de vida de los mayores ha aumentado a un ritmo de un trimestre por 
año, aunque en la última década ha experimentado una ralentización. 
Este contexto, sumado al inminente aumento de jubilaciones, plantea 
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serios problemas de financiación tanto para las pensiones como para las 
prestaciones de dependencia.

Las proyecciones sobre el coste de las pensiones en relación con el 
PIB indican que, aunque existen divergencias en las estimaciones, se 
prevé que el gasto alcanzará entre el 15% y el 17% a mitad de siglo. 
En este sentido, la gobernanza de las pensiones públicas presenta forta-
lezas, como la comisión parlamentaria del Pacto de Toledo, que busca 
soluciones consensuadas y mandata al gobierno a desarrollar normati-
vamente sus recomendaciones.

La última reforma de pensiones cuenta con el respaldo de la Unión 
Europea, al estar incluida como una reforma clave en el proyecto Next 
Generation EU. La mejora de las pensiones públicas, especialmente a 
través de pensiones mínimas contributivas y no contributivas, ha redu-
cido significativamente la probabilidad de pobreza entre la población 
mayor en comparación con la media general.

La dependencia, íntimamente relacionada con la longevidad, se pre-
vé que se convierta en un área emergente en el país. Con dos millones 
de beneficiarios actuales, se estima que alcanzará los cuatro millones 
a mitad de siglo. Esto representa un reto tanto para el sector público 
como para los ciudadanos, dado que las prestaciones de dependencia 
se financian mediante copago. Sin embargo, las herramientas de finan-
ciación privada complementaria aún están poco desarrolladas, lo que 
genera una necesidad urgente de impulsar su expansión en las próxi-
mas dos décadas.
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Capítulo 15
Sociedad envejecida con tasa de natalidad 
en declive: el caso de Japón

Hideki Kuroda 

1. Llegada de la sociedad envejecida con una tasa de natalidad 
en declive

Japón es uno de los países con el envejecimiento más acelerado del 
mundo. Las personas mayores de 65 años suelen clasificarse como ciu-
dadanos de edad avanzada, y la tasa de envejecimiento en el país alcan-
zó el 29,1% el 1 de octubre de 2023, cifra que supera ampliamente la 
de cualquier otra nación. En las perspectivas1 futuras, se espera que este 
porcentaje supere el 37% en 2050 y se mantenga en torno al 40% a 
partir de entonces.   

Gráfico 1. Población real y proyección por franjas de edad y tasa 
de envejecimiento

Fuente: “Informe del Censo de Población” de la Oficina de Estadística del Japón, 
Ministerio del Interior y Comunicaciones. “Proyección de población para Japón” 

1  Proyecciones de población para Japón: 2021-2070 (supuestos: mediana de fertilidad y mediana de 
mortalidad). 
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(2017) del Instituto Nacional de Investigación sobre Población y Seguridad Social, 
basado en supuestos de mortalidad mediana. 

El envejecimiento en Japón se caracteriza por su rápido progreso desde 
la década de 1990. Se espera que ocurra la misma tendencia en Co-
rea del Sur y China. Los factores desencadenantes de este fenómeno, 
como se indica en los puntos 1 y 2 más adelante, son comunes entre 
las economías avanzadas; sin embargo, lo que convirtió a Japón en un 
lugar a la cabeza de esta tendencia fue que ambos puntos ocurrieron de 
manera extrema en las primeras etapas del país.

1.1. Disminución de la tasa de mortalidad

La tasa de mortalidad ha disminuido desde el final de la Segunda Gue-
rra Mundial, debido a la mejora de la dieta y el entorno de vida, así 
como al avance de las tecnologías médicas. Como resultado, la espe-
ranza de vida media, que en 1950 era la más baja de los países desarro-
llados, alcanzó su nivel más alto en el decenio de 1980. Se cree que la 
dieta y el sistema de seguro de salud universal son los factores contri-
buyentes exclusivos de Japón. 

Gráfico 2. Tendencias de la mortalidad masculina por edad 
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Gráfico 3. Tendencias de la mortalidad de las hembras según la 
edad

Gráfico 4. Tendencias de la esperanza de vida media (a los 0 años) 

1.2. Rápido declive de la tasa de natalidad

El número de nacimientos ha disminuido desde el primer baby boom 
de la posguerra (1947-1949) y el segundo (1971-1974). La tasa de 
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natalidad también ha seguido descendiendo desde que cayó por debajo 
de la tasa necesaria para mantener la población en 2,06 en 1974, y au-
mentó de 2006 a 2015, pero luego el descenso se aceleró nuevamente, 
alcanzando un mínimo histórico de 1,26 en 2022. 

La tendencia a la baja en la fecundidad se manifestó a nivel global 
alrededor de 1965, pero en Japón ya había comenzado, en 1950, y al-
canzó alrededor de 2,0 una década después. Esto condujo a una rápida 
aceleración del envejecimiento de la sociedad, ya que la disminución 
de la proporción de población menor de 15 años se inició antes que en 
otros países.   

Gráfico 5. Tendencias en el número de nacidos vivos y las tasas de 
fecundidad2

La caída en la tasa de natalidad se debe a varios factores. Desde finales 
de la década de 1970, tanto hombres como mujeres comenzaron a ca-
sarse más tarde, aumentó el número de personas que nunca lo hicieron 
y, además, disminuyó la cantidad de nacimientos dentro de las parejas 
casadas. (Como muestra la figura 6, las tasas de natalidad por edades 

2  La tasa de fecundidad es la tasa total de fecundidad, que es el total de las tasas de nacidos vivos por 
edad para las mujeres de 15 a 49 años, y es equivalente al número de hijos que una mujer tendría en 
su vida a esa tasa de nacidos vivos por edad.
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han desplazado su pico hacia etapas más tardías de la vida, y dicho pico 
también ha disminuido conforme avanzaba el tiempo).

Se cree que la disminución de la tasa de natalidad desde 2015 se 
debió, además de los factores no matrimoniales, a la caída de los valores 
como casarse y tener hijos. Entre las causas que han contribuido a esta 
tendencia están la baja de los salarios nominales debido a la lentitud de 
la economía, el aumento de las brechas basadas en los estilos de empleo 
(permanente y de plazo fijo) y la disminución del deseo de matrimonio 
entre los hijos que viven con sus padres, entre otros.

Gráfico 6. Evolución de la tasa de fecundidad por edad 

1.3. Impacto del envejecimiento de la sociedad

El envejecimiento de la sociedad, con una tasa de natalidad en descen-
so, no solo provocó una menor población y un tamaño de la econo-
mía más contraído debido a la poca demanda interna, sino también el 
aumento del gasto en seguridad social para la atención pública a largo 
plazo, las pensiones y la atención médica, que superó los 130 billones 
de yenes en 2020, lo que representa más del 25% del PIB. (La drástica 
subida en 2020 en adelante se debió al aumento de los subsidios de 
ajuste al empleo por COVID-19, entre otros).
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Gráfico 7. Evolución del gasto en seguridad social

2. Medidas para el envejecimiento de la sociedad con baja tasa 
de natalidad

2.1. Medidas para la baja tasa de natalidad

Este problema se evidenció desde la caída de la tasa total de fecundidad 
por debajo de 2,0 alrededor de 1975, y se agudizó más claramente des-
de el llamado “shock de 1,57” en 1990. Desde entonces, en un intento 
por mejorar la situación, el gobierno japonés ha tomado las siguientes 
medidas.

Medidas Áreas clave

Plan Ángel 

(1994)

1. Desarrollo de un entorno laboral para la crianza de los hijos y el equi-

librio laboral (por ejemplo, licencia parental, etcétera)

2. Mejora de los diversos servicios de atención diurna

3. Mejora de los sistemas de salud y medicina materno infantiles, en los 

que las madres puedan dar a luz y ayudara los niños con una sensa-

ción de seguridad

4. Desarrollo de la vivienda y el entorno de vida

5. Promoción de una educación escolar enriquecedora y mejora de las 

actividades fuera de la escuela y la educación en el hogar

6. Mitigación de la carga económica para la crianza de los hijos

7. Desarrollo de la base para el apoyo a la crianza de los hijos.
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Medidas Áreas clave

Nuevo Plan 

Ángel (1999)

1. Refuerzo de los servicios de apoyo a la crianza de los hijos, incluidos 

los servicios de guardería (por ejemplo, aumento de la capacidad para 

aceptar más lactantes (de 0 a 2 años))

2. Desarrollo de un entorno laboral para la crianza de los hijos y el equi-

librio laboral (por ejemplo, programa de licencia parental)

3. Rectificar los estereotipos de género, la división del trabajo y la cultu-

ra corporativa de “el trabajo primero”

4. Mejora de los sistemas de salud y medicina de la madre y el niño 

5. Desarrollo de un entorno de educación de los hijos como comunidad

6. Crear un entorno educativo en el que los niños puedan crecer de 

forma saludable (por ejemplo, modificando la norma del plan de 

estudios nacional)

7. Mitigación de la carga económica para la educación (por ejemplo, 

mejora del proyecto de becas)

8. Apoyo a la crianza de los hijos a través de la vivienda y la comunidad 

(por ejemplo, mejora de un entorno de vida cómodo, etcétera).

Ley Básica de Medidas para la Sociedad con Tasa de Natalidad Decreciente (2003) 

Plan de Apoyo 

a los Niños 

y el Cuidado 

de los Niños 

(2004)

1. Independencia de los jóvenes y crianza de niños resilientes (a través 

del apoyo al empleo, etcétera) 

2. Apoyo a la conciliación de la vida laboral y familiar y a la revisión de 

los estilos de trabajo (por ejemplo, permiso parental)

3. Promover la comprensión de la importancia de la vida y los roles de la 

familia, etcétera 

4. Nuevo apoyo y solidaridad en la crianza de los hijos (por ejemplo, no 

hay niños en lista de espera).

Visión para 

los niños y el 

cuidado de los 

niños (2010)

1. Hacia una sociedad que apoye el crecimiento de los niños y en la que 

los jóvenes puedan crecer con tranquilidad (por ejemplo, asegurando 

oportunidades educativas) 

2. Hacia una sociedad en la que se puedan realizar las aspiraciones de 

embarazo, parto y crianza de los hijos 

3. Hacia una sociedad regional poderosa para la crianza de los niños con 

diversas redes (por ejemplo, sin barreras para la crianza de los niños) 

4. Hacia una sociedad en la que el hombre y la mujer puedan lograr la 

armonía entre el trabajo y la vida familiar (por ejemplo, la concilia-

ción de la vida laboral y familiar).
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Medidas Áreas clave

Tercer Esbozo 

de Medidas 

contra la 

Disminución 

de la Tasa de 

Natalidad 

(2014)

1. Seguir reforzando las políticas de apoyo a la crianza de los hijos (por 

ejemplo, que no haya niños en lista de espera) 

2. Permitir el deseo de las personas de casarse y tener hijos a edades más 

tempranas (por ejemplo, estabilidad financiera) 

3. Asistencia adicional para hogares con varios hijos (por ejemplo, 

mitigación de la carga para el cuidado de los niños, la guardería, la 

educación y la vivienda) 

4. Reforma del estilo de trabajo para hombres y mujeres (por ejemplo, 

conciliación de la vida laboral y familiar, participación activa de las 

mujeres en el mercado laboral)

5. Fortalecer el apoyo a partir de la situación de las comunidades locales. 

Cuarto Esbo-

zo de Medidas 

contra la 

Disminución 

de la Tasa de 

Natalidad 

(2020)

1. Crear un entorno en el que las generaciones jóvenes puedan tener un 

plan para el futuro matrimonio y tener hijos (por ejemplo, apoyo para 

el matrimonio)

2. Hacer frente a las diversas necesidades de los diversos hogares que 

crían a los hijos (por ejemplo, apoyo a la maternidad y el parto) 

3. Promover iniciativas detalladas en respuesta a las condiciones locales 

4. Promover una sociedad comprensiva con el matrimonio, la materni-

dad y el parto, los hijos y la crianza de los hijos

5. Utilizar activamente nuevos recursos, como los logros científicos y 

tecnológicos. 

Ley Básica de la Niñez (2023)

Plan de 

Aceleración 

de la Infancia 

y Apoyo a la 

Crianza de los 

Hijos (2023)

1. Reforzar el apoyo financiero a la crianza de los hijos a lo largo de 

todas las etapas de la vida y promover iniciativas para mejorar los 

ingresos de las generaciones más jóvenes (a través de subsidios por 

hijos, gastos por parto, gastos médicos para los hijos, matrícula para la 

educación superior, apoyo a la recapacitación, apoyo a los trabajado-

res a tiempo parcial, apoyo a la vivienda para la crianza de los hijos, 

etcétera)  

2. Ampliar el apoyo dirigido a todos los niños y a todos los hogares que 

crían hijos

3. Promover las familias con dos carreras y la crianza compartida (por 

ejemplo, ampliar los programas de licencia parental).

Las medidas anteriores para enfrentar la disminución de la tasa de na-
talidad se centraron en apoyar el equilibrio entre el trabajo y el cuida-
do de los hijos después del nacimiento, mejorando los programas de 
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licencia parental y los servicios de guarderías. Luego, en 2003, el enfo-
que también se amplió para aumentar la tasa de natalidad, brindando 
diversos apoyos para la autosuficiencia de los jóvenes. Los esfuerzos 
continuaron bajo el lema de “tasa de natalidad deseada de 1,8”, promo-
viendo el empleo estable, mejorando los servicios de cuidado infantil y 
reformando los estilos de trabajo. 

A pesar de programas adicionales, como por ejemplo el apoyo a las 
matrículas, la tasa de natalidad ha seguido disminuyendo desde 2015. 
El gobierno japonés considera que tiene hasta 2030 para revertir esta 
tendencia a la baja y ha presentado varios planes. Dado el aumento 
salarial iniciado en 2023, ahora se cuestiona si las políticas funciona-
rán en ambos ruedos, ya que el crecimiento económico se basará en la 
efectividad de las reformas laborales, incluidas la promoción activa de 
las trabajadoras y los trabajadores no regulares, así como el incremento 
sostenido de los salarios por sobre la inflación. 

2.2. Medidas para el envejecimiento de la sociedad

a. Empleo de ciudadanos de edad avanzada y aumento de la edad de 
inicio de la pensión pública

Desde 1985, se ha puesto en práctica el fomento del empleo de las per-
sonas de edad avanzada y el aumento de la edad de jubilación. 

Reforma 
legal

Aumento de la edad de inicio de la 
pensión pública 

Empleo de las personas mayores

1985 Aumento de la edad de inicio de la 
pensión de vejez de los empleados 
para las mujeres de 55 a 60 años

1986 Obligación de hacer todo lo 
posible para aumentar la jubilación 
normal a los 60 años 

1994 Aumentar la edad de inicio de la 
parte fija de la pensión de vejez 
de los empleados de 60 a 65 años, 
hasta 2013 

La edad normal de jubilación de 
60 años pasó a ser obligatoria (a 
partir de 1998) 
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Reforma 
legal

Aumento de la edad de inicio de la 
pensión pública 

Empleo de las personas mayores

2000 Aumentar la edad de inicio de la 
parte de la pensión de vejez de los 
empleados relacionada con los in-
gresos de 60 a 65 años, hasta 2025

Obligación de hacer todo lo 
posible para aumentar la jubilación 
normal a los 65 años

2012 El empleo hasta los 65 años se vol-
vió obligatorio (a partir de 2013) 

2020 Obligación de hacer todo lo posi-
ble para ofrecer oportunidades de 
empleo hasta los 70 años (a partir 
de 2021) 

Estas medidas buscan ajustar el equilibrio entre contribuyentes y be-
neficiarios, anticipándose a la reducción de la población activa en un 
contexto de envejecimiento acelerado. Para ello,  se ha incrementado 
progresivamente la edad de jubilación de 55 a 60 años, y posterior-
mente a 65 y 70 años. Estos esfuerzos han aumentado el porcentaje de 
trabajadores mayores de 65 años al 13,5% de la población activa para 
2023, y han visto resultados dramáticos. 

Gráfico 8. Evolución del número de trabajadores activos en el 
mercado laboral, por grupo de edad 
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En cuanto a las tasas reales de empleo, el aumento en la última década 
es notable entre los trabajadores de 60 años o más: 84,4% para los 
hombres de 60 a 64 años, 61,6% para los hombres de 65 a 69 años y 
63,8% para las mujeres de 60 a 64 años. 

Gráfico 9. Evolución de la tasa de empleo de los hombres de 55 
años y más, por grupo de edad 

Gráfico 10. Evolución de la tasa de empleo de las mujeres de 55 
años y más, por grupo de edad 
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La edad de inicio de la pensión pública es actualmente de 65 años, 
pero siempre ha existido la opinión de que debería elevarse a 70 ante el 
envejecimiento de la sociedad. Sin embargo, los 65 años son solo una 
referencia, ya que el sistema permite a los trabajadores elegir el inicio 
de su pensión entre los 60 y los 75 años. Por lo tanto, el gobierno se 
muestra reacio a realizar tal cambio en el sistema. 

b. Establecimiento de un sistema de seguro de cuidados a largo plazo

El sistema de seguro de cuidados a largo plazo comenzó en abril de 
2000 como un plan de seguro social, siguiendo a los sistemas de se-
guro de salud universal y de pensiones. Este nuevo sistema fue creado 
bajo la noción de que el país en su conjunto debía apoyar el cuidado a 
largo plazo de los ciudadanos. Se consideró indispensable cuando, con 
los avances de la sociedad envejecida, cada vez más personas mayores 
requerían de este tipo de cuidados, y los períodos se fueron alargando 
mientras que la estructura familiar se nuclearizaba y los miembros de la 
familia encargados de los cuidados envejecían.

El sistema de cuidados de larga duración está orientado al usuario 
de la siguiente manera:

• Los usuarios eligen los servicios y los proveedores;
• Los especialistas en apoyo a la atención (“administradores de 

atención”) crearán un programa de atención (“plan de aten-
ción”), proporcionando los servicios médicos y de bienestar de 
manera integral;

• Los servicios son ofrecidos por diversos proveedores, como em-
presas privadas, cooperativas agrícolas, organizaciones sin fines 
de lucro, entre otros; 

• El copago es del 10% independientemente de los ingresos del 
usuario.

Las personas aseguradas son aquellas de 40 a 64 años y las de 65 años o 
más. Las primas son pagadas por estos grupos, mientras que los usua-
rios de 65 años o más que requieran cuidados a largo plazo pagan entre 
el 10% y el 20% de las tarifas del servicio. El costo restante se financia 
a partes iguales entre las primas y los gastos públicos (impuestos).
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Aunque el sistema de seguro de cuidados a largo plazo se implemen-
tó como una medida para hacer frente al envejecimiento de la sociedad, 
se espera que su situación financiera continúe deteriorándose debido 
al aumento de la población mayor de 75 años, que tiene más riesgos 
de requerir cuidados, y a la disminución del número de ciudadanos de 
entre 40 a 64 años que cotizan al sistema. El gobierno japonés ha eleva-
do los criterios para las nuevas admisiones a hogares de ancianos espe-
ciales, incrementando las primas y ajustando las tarifas de utilización, 
pero se requieren más reformas para enfrentar estos desequilibrios.

Gráfico 11. Tendencias en los usuarios del Seguro de Cuidados de 
Larga Duración y su proyección 

c. Reformas de las pensiones

El sistema público de pensiones está sujeto a un examen periódico de su 
situación financiera cada cinco años, y las primas se habían aumentado 
en ese mismo período hasta 1999. Sin embargo, durante la reforma de 
2000, se omitió el incremento de las primas debido al deterioro de la 
economía. Cuando la “Proyección de Población” de 2002 mostró un 
agravamiento del envejecimiento y una disminución de la tasa de nata-
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lidad, el método de aumentar las primas en función de la prestación ya 
no era aplicable, ya que estas superaban el 20% de los ingresos anuales.

La reforma de las pensiones de 2004 fue una revisión fundamental 
para abordar los problemas derivados de la disminución de la tasa de 
natalidad y el envejecimiento de la población de las siguientes maneras: 

• Se adoptó un mecanismo de tasa de prima fija, diseñado para 
equilibrar ingresos y gastos durante los próximos 95 años;

• El importe de la renta vitalicia se ajustará automáticamente a 
fin de reducir al mínimo el aumento de las cargas sobre los 
contribuyentes debido a la mayor longevidad y la reducción 
de la población activa (reducción automática de la prestación);

• Por otro lado, se especificó que los niveles de beneficios deben 
corresponder a más del 50% de los ingresos mensuales prome-
dio durante los años laborales.

Sin embargo, la implementación de la reducción automática de la 
anualidad se ha retrasado significativamente debido a la prolongada 
deflación, y aunque se suponía que se completaría en unos 20 años 
según el plan original, en la actualidad no hay una fecha de finalización 
programada, ni siquiera en la revisión fiscal de 2024. 

  
Gráfico 12. Reforma de las pensiones de 2004 
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3. Conclusiones

El envejecimiento de la sociedad, junto con una tasa de natalidad en 
descenso, representa un reto común para las economías avanzadas. 
Aunque se requieren diversas medidas, como la atención a largo plazo y 
el seguro, la solución definitiva radica en aumentar la tasa de natalidad. 
Las medidas adoptadas en Japón han tenido éxito en fomentar la par-
ticipación de los ancianos en la población activa mediante la prolon-
gación de los períodos laborales; no obstante, no han logrado abordar 
eficazmente la baja tasa de natalidad. En un esfuerzo por mantener la 
población en el futuro, los sectores público y privado están trabajando 
juntos para enfrentar este desafío, y solo queda esperar los resultados 
de tales esfuerzos. 





495

Capítulo 16
El modelo de previsión social 
complementario de euskadi: nuevo 
decreto sobre entidades de previsión social 
voluntaria

Luis Carlos Izquierdo Goikoetxea

1. Introducción

Las Entidades de Previsión Social Voluntaria (EPSV) de Euskadi han 
alcanzado un volumen muy reseñable en la comunidad autónoma del 
País Vasco. Así, con datos al 31 de diciembre de 2023, podemos afir-
mar que el balance de estas entidades ha alcanzado una cifra cercana a 
los 29.000 millones de euros, lo que supone un 32,9% del PIB del País 
Vasco en 2023. Asimismo, el número de personas socias de estas enti-
dades, sin duplicidades, alcanza la cifra de 855.912, lo que supone un 
45,6% de la población de 16 y más años de Euskadi.

Estos volúmenes extraordinarios de patrimonio hacen que el gobierno 
vasco, como responsable de la supervisión y promoción de estos instru-
mentos de ahorro-previsión, deba permanecer alerta de las novedades 
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que en el mundo de la previsión social complementaria se producen en 
el contexto europeo.

La última reforma legislativa en las EPSV se produjo a través del 
Decreto 203/2015, de 27 de octubre, hace más de 8 años. Los merca-
dos financieros, los modelos de previsión y la necesidad de promover 
nuevos sistemas complementarios al irrenunciable primer pilar de la 
Seguridad Social han hecho necesario el nuevo Decreto 13/2024, de 
13 de febrero, sobre EPSV.

Las novedades más relevantes de este decreto son las siguientes:

a. Se reducen los gastos de administración que las EPSV cobran a 
sus socios. De este modo, las pensiones a cobrar por todos los 
ciudadanos con planes de previsión se incrementarán. 

b. Se suman nuevos activos del mercado como aptos para su incor-
poración a las inversiones de las EPSV. Acceso a nuevos merca-
dos.

c. Se desarrollan aspectos de las inversiones socialmente responsa-
bles (ISR) en las EPSV. Fórmulas de identificación y aprobación 
de las políticas socialmente responsables.

d. Se desarrolla el funcionamiento de las EPSV y planes de pre-
visión de empleo preferentes. Se establecen las bases para una 
mejora fiscal del instrumento.

e. Se regula la participación y representación de las personas socias 
en los órganos de gobierno. Se facilitan las fórmulas de represen-
tación y se intensifica la necesidad de buscar nuevos mecanismos 
de participación.

f. Se establece la regulación para la financiación de las provisiones 
técnicas, distinguiendo entre planes de financiación (cuando la 
deuda de un plan pertenece al socio protector) y planes de re-
equilibrio (cuando el socio protector no está obligado a hacer 
frente al déficit).

g. Se clasifican los planes de previsión en función de la orientación 
inversora: renta fija, mixtos, variables, garantizados, etc.

h. Se regulan los planes de previsión destinados al pago de presta-
ciones (para pasivos), con el objetivo de abaratar sus gastos de 
administración.
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i. Se definen las operaciones vinculadas para evitar interferencias 
en las actividades de las empresas de los socios promotores.

j. Se incorporan nuevos datos al Fichero General de Socios para 
una mejor elaboración de estadísticas.

k. Se elevan las exigencias para conquistar una partición equilibra-
da en los órganos de gobierno entre hombres y mujeres.

A continuación, se desarrollan en mayor profundidad las novedades 
del Decreto sobre EPSV.

2. Desarrollo de un sistema de previsión social preferente para 
Euskadi

Antes de emprender esta reforma de régimen jurídico y una futura re-
forma fiscal de los sistemas de previsión social, el Gobierno vasco debía 
delimitar cuáles son los objetivos que se persiguen, ya que, de lograrse 
un acuerdo sobre los fines, es más sencillo conseguir un acuerdo de los 
medios que pueden utilizarse para alcanzarlos.

Así, los sistemas de previsión social complementaria deben tener 
un fin social y un conjunto de coberturas adecuado. Además, deben 
ser financiados con base en un ahorro derivado del trabajo, pero con 
carácter de ahorro finalista. Por ello, los sistemas de previsión social 
complementaria que tengan un componente social, al afectar a una co-
lectividad, deberán disponer de un tratamiento preferente en el marco 
normativo.

El objetivo de estos sistemas está contenido en el propio modelo 
de seguridad social al que complementan, de forma que esto permita 
llegar a mayores niveles de cobertura social. Se trata de favorecer el 
ahorro finalista, no el ahorro en general. A su vez, los instrumentos de 
previsión social deben poseer una proyección social que justifique el 
gasto; se trata de crear un instrumento eficaz que alcance al máximo 
número de personas. 

No solo deben ponderar aspectos sociales y de equidad, con plan-
teamientos de progresividad en la distribución de beneficiarios fiscales, 
sino también adecuarse a las necesidades sociales, priorizando la per-
cepción en forma de renta como complemento a la prestación pública.
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Para que un sistema sea reconocido como preferente, debe cumplir 
las siguientes premisas establecidas por la Ley 5/2012, de EPSV:

a. Definición de las prestaciones protegidas, cubriendo al menos la 
jubilación.

b. Aportaciones compartidas entre la persona empresaria y la tra-
bajadora.

c. Percepción preferentemente en forma de renta vitalicia.
d. Los sistemas no deben limitarse solo a la función de ahorro, de-

ben resguardarse ante contingencias.
e. No puede existir disponibilidad, salvo por causas de verdadera 

necesidad. El ahorro debe ser finalista.
f. Debe incluir a todas las personas trabajadoras, no debe ser dis-

criminatorio.
g. Transferencia de derechos acumulados. En los sistemas colecti-

vos, se enmarcará en los límites previstos de los convenios colecti-
vos y estará limitada mientras subsista la misma relación laboral.

h. Sistemas financieros y actuariales de capitalización.

Estos requisitos son cumplidos por las EPSV de empleo preferentes, las 
que, como  consecuencia, deben recibir un trato diferenciado y priori-
tario por una serie de razones incuestionables:

a. Tienen unos estándares adecuados en relación con un eficiente 
sistema complementario: permiten generar mayores capitales 
debido a que requieren aportaciones periódicas compartidas 
entre las personas empresarias y las trabajadoras; mayor gene-
ralización, ya que acercan las aportaciones a toda la plantilla de 
la empresa gracias al principio de no discriminación; permiten 
una verdadera complementariedad a la pensión de la seguri-
dad social al otorgar necesariamente prestaciones en forma de 
renta (vitalicia en muchos casos); permiten carreras largas de 
cotización por el acceso de personas más jóvenes que trabajan 
en empresas que tienen articulados sistemas de PSC; permi-
ten una mayor interacción entre la persona empleadora y la 
representación de las personas trabajadoras al alinear intereses 
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de inversión de sus derechos económicos y manejar palancas 
como la vinculación y fidelización; facilitan el ahorro previ-
sional a aquellos colectivos con menor capacidad de ahorro, 
como son las rentas medias y bajas; y, por último, obtienen 
mayores resultados financieros, lo que implica una mayor pen-
sión complementaria, al reducir significativamente sus gastos 
de administración en relación con otros sistemas de previsión.

b. El Plan de Previsión Social aprobado por el Gobierno vasco 
en el año 2006 ya establecía que “los sistemas cualificados, es 
decir, los que cumplan los requerimientos sociales exigidos, 
son los que deben aglutinar las máximas ayudas públicas. Ello 
implica la necesidad de estudiar la posibilidad de acometer un 
tratamiento tributario específico para las aportaciones a los sis-
temas de previsión que cumplan tales requerimientos”.

c. Es un mandato legal. La Ley de EPSV del año 2012 dispone 
también la obligatoriedad de promocionar este modelo de PSC 
según su artículo 78: “El Gobierno vasco establecerá medidas 
de apoyo a la implantación de las entidades de previsión social 
voluntaria y en particular de las entidades preferentes, tanto en 
el ámbito social como administrativo, laboral, técnico y for-
mativo”.

d. El primer Consejo Vasco de la Previsión Social, donde se en-
cuentran representados tanto el sector de las EPSV como todos 
los agentes sociales y todas las instituciones competentes en la 
materia, definió que “se debe desarrollar la PSC en el ámbito 
del Empleo (2.º pilar) sin olvidar la importancia del 3.er pilar. 
Para ello los agentes sociales deben implicarse”.

e. El Pacto de Toledo, fórmula estatal para el análisis y posibles 
reformas del sistema público de pensiones, ha establecido la 
necesidad de promover un sistema complementario del segun-
do pilar de empleo con incentivos para su generalización.

f. La experiencia europea de generalización de los sistemas com-
plementarios ha venido siempre a través de la modalidad de 
empleo, que son cuasi obligatorios para las personas trabaja-
doras de países como Gran Bretaña, Países Bajos, Dinamarca 
o Alemania.
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En resumen, los sistemas de empleo preferentes, a nivel global, reve-
lan ventajas inequívocas de cara a la extensión de la previsión social a 
segmentos de rentas medias y bajas, ya que garantizan la continuidad y 
el inicio temprano en las aportaciones. Por el momento, satisfacen de 
forma masiva y mayoritaria prestaciones en forma de renta, adaptán-
dose mejor a las necesidades de la población media. Permiten, además, 
un buen balance de utilidad social, suficiencia, eficiencia y reducido 
coste fiscal. 

El nuevo Decreto sobre EPSV desarrolla toda la legislación relati-
va a los sistemas preferentes de Euskadi, pioneros en el Estado. Entre 
otros apartados, se regula:

• El procedimiento para la constitución de EPSV preferentes.
• Las fórmulas para la adquisición y pérdida de la calificación de 

preferente.
• La posibilidad de que un plan de previsión social de empleo 

preferente pueda integrarse en una EPSV de empleo preferente 
o en una EPSV de empleo no preferente. 

• La forma de cobro de las prestaciones en las EPSV y en los 
planes de previsión social preferentes.

• El principio de no discriminación. Este se cumple cuando se 
garantiza la adhesión al plan de previsión social de empleo pre-
ferente, como personas socias de número, a todas las personas 
que mantengan con el socio o socios protectores una relación 
laboral con una antigüedad mínima de un mes.

• El desarrollo de un nuevo órgano de gobierno para los sistemas 
preferentes: la Comisión de Seguimiento con representación 
paritaria tanto del socio o socios protectores como de las perso-
nas socias de número.

• El establecimiento de una fórmula específica para la adopción 
de acuerdos por la comisión de seguimiento si así se establece 
en los estatutos de la entidad.

• Priorizar el derecho de información de las personas socias. Para 
ello el Decreto obliga a las EPSV preferentes a informar de 
manera destacada del importe de la pensión mensual estimada 
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en la fecha de jubilación atendiendo a la fórmula de pensión 
establecida en sus estatutos o reglamentos.

Uno de los temas que más relevancia parece haber tenido se refiere al 
cobro de prestaciones de los sistemas preferentes en forma de renta. 
Sobre este apartado, dos premisas relevantes:

a. La aplicación de esta fórmula solo se aplica a las EPSV preferen-
tes de empleo, no a las individuales, ni tampoco al resto de las 
EPSV de empleo.

b. El cobro en forma de renta es consustancial a un sistema de pre-
visión social complementario: las EPSV complementan al siste-
ma público de la seguridad social y la pensión pública únicamen-
te permite la percepción en forma de renta.

Analizando la novedad que introduce el Decreto, debemos señalar que 
el objetivo principal de las EPSV de empleo preferentes es el cobro de 
prestaciones en forma de renta para complementar la pensión pública 
de la seguridad social. Para ello, el Decreto fija un capital mínimo a 
partir del cual, una vez acumulado dicho importe por la persona socia 
de una EPSV, deberá transformarse obligatoriamente en una renta vi-
talicia o en una renta financiera al menos a 15 años.

En la redacción del Decreto, el Gobierno vasco fija el umbral para 
determinar el pago de la prestación en forma de renta en función de 
un intervalo de importes de pensión relacionados con la pensión anual 
mínima de jubilación de la seguridad social con 65 años.

Llegados a este punto, resulta necesario objetivar el umbral de dere-
chos económicos, teniendo en cuenta el propósito prioritario de cobro 
en forma de renta. Para hacer más atractivo el inicio de la generali-
zación de estos sistemas, es importante introducir un porcentaje de 
capital máximo a recuperar por parte de los socios. Tras múltiples reu-
niones con el sector, agentes sociales y análisis de los efectos de la nueva 
regulación, nos hemos decantado por un aterrizaje moderado con unas 
cifras que hagan del modelo un sistema de previsión valorado y que 
cuente con mayor aceptación.

Todo ello en la confianza de que una generalización de la previsión 
social complementaria desde edades jóvenes, con aportaciones com-
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partidas entre trabajadores y empresas, producirán acumulaciones de 
derechos económicos superiores a la cifra establecida en el nuevo De-
creto. Si a esto añadimos la defensa de una tributación acorde y alinea-
da con el cobro de las prestaciones en forma de renta, conseguiremos 
un auténtico sistema de previsión complementario propio y de largo 
recorrido.

Si bien la prestación deberá ser en forma de renta, según las conver-
saciones mantenidas con las EPSV afectadas, parece que el modelo me-
jor aceptado por las personas socias es la fórmula mixta de percepción 
de prestaciones (en forma de renta y en forma de capital).

Hemos considerado, en aras de favorecer la generalización del siste-
ma preferente, el establecimiento de un importe de derechos económi-
cos equivalente a dos veces y media la pensión mínima de la seguridad 
social con cónyuge a cargo, que para este año 2024 equivale a 36.166 
euros. Una vez que una persona socia alcance este importe de dere-
chos económicos, deberá percibir las prestaciones en forma de rente, al 
momento en que acontezca la contingencia de jubilación. Asimismo, 
consideramos que un máximo de un 20% de los derechos económicos 
se podrían llegar a cobrar en forma de capital.

Con estos parámetros las pensiones mensuales ascenderían a 200 
euros en 12 pagas a 15 años y 150 euros en 12 pagas a 20 años. En el 
supuesto de disponer del 20% del capital, se obtendría una pensión 
cierta de 160 € mensuales durante 15 años o de 120 € mensuales en 
20 años.

Asimismo, tras las diferentes reuniones con las EPSV preferentes 
actualmente inscritas en el Registro de EPSV de Euskadi, se nos plan-
teó la defensa de los derechos adquiridos por los socios y socias, así 
como el establecimiento de un período transitorio. Así, se fijó el um-
bral de pago de la prestación en forma de renta en tres veces la cuantía 
anual mínima de jubilación de la seguridad social con cónyuge a cargo: 
43.400 € en el año 2024 y un porcentaje máximo de cobro en forma de 
capital del 25%, si así lo establecen sus estatutos. Esta regulación está 
en una disposición transitoria del Decreto, la cual otorgará un período 
transitorio de 4 años para la obligatoriedad del cobro de prestaciones 
en forma de renta para las EPSV de empleo preferentes, con el fin de 
dar un plazo razonable para culminar la reforma fiscal que mejore el 
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tratamiento otorgado al cobro de prestaciones en forma de rentas, fren-
te al actual sistema que favorece el cobro en forma de capital.

Asimismo, se incluye la posibilidad de incorporar a este régimen 
transitorio tanto a las EPSV preferentes nuevas que se constituyan en 
ese período, como a las EPSV de empleo ya constituidas que se con-
viertan en preferentes. 

La justificación de este tratamiento diferenciado es preservar los de-
rechos de las personas socias actualmente acogidos a EPSV preferentes, 
y de aquellos socios de EPSV de empleo que se transformen en prefe-
rentes. 

Los 4 años que contempla el régimen transitorio para las entidades 
preferentes actualmente en activo, ha sido consensuado con ellas y lo 
han considerado necesario para adaptarse al régimen general, así como 
para dar a conocer a sus socios de un modo gradual el nuevo régimen 
al que deberán acogerse todas las EPSV preferentes de Euskadi. 

3. Reducción de los gastos de administración que las EPSV 
pueden cobrar a sus personas socias

Se reducen los gastos de administración que las EPSV cobran a sus 
socios. De este modo, se incrementarán las pensiones a cobrar por la 
ciudadanía con planes de previsión. A menores gastos de administra-
ción a cobrar, mayor pensión en los mismos porcentajes.

Comparativa 
Gastos de Administración EPSV/Comisiones Planes y Fondos

Tipología del 
Plan de Previsión 
Social

Gastos de Administración EPSV
Planes y Fondos 
de pensiones del 
EstadoAntes del Decreto Con el nuevo 

Decreto
Renta Fija 1,60 0,90 1,05

Renta Fija Mixta 1,60 1,30 1,50
Resto Fondos 1,60 1,50 1,70
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Estos son los porcentajes máximos que las EPSV pueden cobrar sobre 
el patrimonio de los derechos de las personas socias, los que varían en 
función del perfil de inversión de cada plan de previsión. Como se 
puede apreciar, la rebaja es muy considerable, y permitirá incrementar 
de forma proporcional los derechos económicos de los afiliados.

4. Nuevos activos aptos para las inversiones de las EPSV

Se incorporan nuevos activos del mercado para su inclusión en las in-
versiones de las EPSV. O sea, se da acceso a nuevos mercados.

La modificación se lleva a cabo ante la necesidad de actualizar el 
conjunto de activos aptos para la cobertura de provisiones técnicas de 
las EPSV, considerando que la última reforma significativa se produjo 
en el año 2007. En estos 17 años, han existido modificaciones rele-
vantes en los mercados financieros, incluyendo la aparición de nuevas 
opciones de inversión ajustadas a las necesidades de estas entidades, 
que han ido incorporándose a normativas comparadas. De esta forma, 
se amplía el conjunto de activos susceptibles de inversión añadiendo, 
básicamente, la posibilidad de invertir en un abanico más amplio de 
instituciones de inversión colectiva y entidades de inversión colectiva 
de tipo cerrado, actualizando además las referencias a ciertas normas 
que habían sido objeto de derogación.

Por ello, y a raíz de una petición insistente del sector que solicita la 
homologación de la normativa, se han adoptado medidas de amplia-
ción de activos de cobertura, tales como nuevas Instituciones de Inver-
sión Colectivas de tipo abierto, fundamentalmente ETF americanas; 
nuevas entidades de capital riesgo y entidades de inversión colectiva 
de tipo cerrado. Esto incluye FIA cerradas, Fondos de Capital Riesgo 
Europeos (FCRE), fondos de emprendimiento social europeos (FESE) 
y fondos de inversión a largo plazo europeos (FILPE), además de la 
inversión en materias primas, aunque de forma indirecta, mediante la 
adquisición de derivados con dicho subyacente, entre otros activos de 
menor importancia.

Junto a esto, se han incorporado nuevas obligaciones en materia de 
gobernanza relacionadas con la gestión de activos financieros, como la 
inclusión de requisitos en cuanto a la política de implicación de accio-
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nistas y la política de sostenibilidad, en línea con los desarrollos norma-
tivos europeos. Por si se desea profundizar en estas modificaciones, las 
principales novedades en esta materia han sido las siguientes:

• Atender gran parte de las peticiones del sector, homologando el 
conjunto de activos aptos en los que pueden invertir las EPSV 
a las modificaciones incorporadas por la normativa comparada 
los últimos años.

• Adaptar nuestra normativa a ciertas modificaciones in-
troducidas por la normativa europea en materia de: 

a. política de implicación de accionistas. (La Directiva [UE] 
2017/828 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
mayo de 2017, introduce en la Directiva 2007/36/CE un nuevo 
capítulo I ter en el que se establecen determinadas obligaciones 
aplicables a los fondos de pensiones de empleo o instrumentos 
equivalentes en su condición de inversores institucionales).

b. divulgación de información relativa a la sostenibilidad en el sec-
tor de los servicios financieros (SFDR), que exige a los parti-
cipantes en los mercados financieros (PMF) cuestiones tanto a 
nivel de entidad como de producto concreto (Reglamento (UE) 
2019/2088 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de no-
viembre de 2019).

4.1. Principales modificaciones en materia de activos aptos para 
la inversión:

a. Incorporación de nuevos activos aptos a efectos de cobertura de pro-
visiones técnicas, a petición del sector, tales como:

a. Nuevas Instituciones de Inversión Colectivas de tipo abierto, 
con ciertas limitaciones a la libre transmisión o a la periodicidad 
de su valoración (nuevo apartado 11 quater 3 d), fundamental-
mente para encajar las ETFs estadounidenses.

b. Nuevas Entidades de capital riesgo y entidades de inversión co-
lectiva de tipo cerrado, con limitaciones tasadas a su transmisibi-
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lidad o no sujetas a la ley española de Capital Riesgo (modifica-
ción del apartado 11 ter. m); se incorporan Fondos de Inversión 
Alternativa cerrados, no incluidos hasta el momento.

c. Fondos de Capital Riesgo Europeos (FCRE), Fondos de Em-
prendimiento Social Europeos (FESE) y Fondos de Inversión a 
largo plazo europeos (FILPE) (art 11 ter. K).

d. Instrumentos del mercado monetario; no modificando su con-
dición de aptos pero clarificando su regulación (nuevo apartado 
11 ter. o).

e. Inversión en materias primas, aunque de forma indirecta, me-
diante la adquisición de derivados con dicho subyacente (art. 11 
quinquies. h).

f. Equiparación entre instrumentos financieros admitidos a cotiza-
ción en mercados regulados con aquellos que lo estén en sistemas 
multilaterales de negociación. 

b. Necesidad de adoptar decisiones por parte de las EPSV en materia 
de política de implicación, de acuerdo con la Directiva 2007/36/CE 
(Modificación art. 11 bis).
c. Ampliación de requisitos a satisfacer por valores e instrumentos finan-
cieros no cotizados para su consideración como activos aptos, incluyen-
do limitaciones a su adquisición en caso de vinculación con personas 
administradoras o socias, así como la prohibición de su adquisición si 
corresponden a socios promotores (Modificación art. 11 ter. ñ).
d. En materia de diversificación, dispersión y congruencia,

g. Inclusión de un límite del 3 % sobre patrimonio (o 6 % para ac-
tivos emitidos por el mismo grupo) para los activos citados en el 
epígrafe 1 b) precedente y del 5 % para los del epígrafe 1 a), por 
cautela (art. 11 quinquies. c) y art. 11 quinquies. g) 2.º).

h. Equiparación de las sociedades de inversión inmobiliaria (Soci-
mi) con el resto de los instrumentos que invierten en inmuebles 
a efectos de diversificación (art. 11. quinquies e).

i. Incorporación de la exención de límites a la inversión en deuda 
soberana o equivalente (anteriormente estaba regulado en al Or-
den de 2009).
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e.) Regulación más pormenorizada de las operaciones vinculadas, equi-
parándonos a la regulación estatal, mediante la incorporación de un 
nuevo art. 68 bis al Decreto 203/2015 que define su concepto y estable-
ce requisitos más estrictos para su contratación por una EPSV.

5. Inversiones socialmente responsables (ISR)

La creciente preocupación por el consumo de los recursos del planeta, 
el impacto del cambio climático y las desigualdades sociales han puesto 
de manifiesto la urgencia de asumir una filosofía de inversión basada en 
la sostenibilidad ambiental y social. Estas nuevas formas de inversión 
responden a criterios medioambientes bajo el nombre de “Inversión 
Socialmente Responsable”, o, abreviado, ISR, que busca promover po-
líticas responsables en las entidades en las que se invierte, generando un 
impacto positivo en la sociedad. En los últimos años, estos mecanismos 
han tenido gran acogida y generado mucho interés, por ejemplo, entre 
las entidades y los socios y socias del sistema de Previsión Social Com-
plementaria.

En resumen, la ISR es una tendencia de inversión basada en los cri-
terios ASG (Ambientales, Sociales y de Buen Gobierno Corporativo), 
y es aplicable a todos los servicios de ahorro, como por ejemplo los pla-
nes de previsión social voluntaria. Para que sean ISR, estos productos 
deben definir un ideario que incluya criterios medioambientales, socia-
les y de buen gobierno en las inversiones que realizan. Esta exigencia es 
cada vez mayor, principalmente en la población más joven, preocupada 
por valores medioambientales, lo que ha llevado a las EPSV a necesitar 
una regulación en esta materia.

El Decreto establece una serie de regulaciones detalladas para las 
EPSV en cuanto a la gestión de la inversión sostenible y responsable, 
así como las normas de gobierno interno y representación de género. 
Estos puntos clave muestran cómo deben adaptar sus políticas y prácti-
cas a los estándares de sostenibilidad y equidad de género. A continua-
ción, se destacan los aspectos más relevantes:

• Consideraciones sociales, medioambientales, éticas o de go-
bierno corporativo en sus inversiones.
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• La actividad de las empresas, su modelo de gestión y el respeto 
de códigos de conducta empresarial responsable.

• El riesgo-país.
• El riesgo de sostenibilidad. A estos efectos, se entiende por ries-

go de sostenibilidad todo acontecimiento o estado medioam-
biental, social o de gobernanza que pudiera surtir un efecto 
material negativo real o posible sobre el valor de la inversión.

• Las principales incidencias adversas materiales de las decisiones 
de inversión sobre los factores de sostenibilidad.

• La integración en la valoración de factores tales como la inver-
sión temática o las macrotendencias.

• Otros relacionados con factores de sostenibilidad que la EPSV 
quiera considerar.

La información relativa a la inversión sostenible responsable se incluirá 
en el informe de gestión anual, en la declaración de política de inver-
sión y en la página web de la EPSV. A su vez, la comisión de segui-
miento de los planes de previsión de empleo preferentes propondrá 
a la junta de gobierno la política de inversión social responsable del 
respectivo plan de previsión. Las EPSV con un volumen patrimonial 
inferior a un millón de euros quedarán exentas de la obligatoriedad del 
análisis sobre ISR, aunque podrán seguir los criterios establecidos en 
este apartado si así lo establecen. Toda la política de sostenibilidad será 
desarrollada mediante la figura normativa que aconseje complementar 
el Decreto 13/2024.

6. Toma de acuerdos en los órganos de gobierno de las EPSV 
preferentes 

El Decreto propone que, respetando las mayorías cualificadas estableci-
das en la Ley 5/2012, cualquier EPSV Preferente que lo decida a través 
de sus órganos de gobierno pueda incorporar en sus estatutos mayorías 
reforzadas:

“Artículo 130. Adopción de acuerdos por la comisión de seguimien-
to en las EPSV Preferentes
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La comisión de seguimiento, o la junta de gobierno en el supuesto 
de que se trate de un plan integrado en una entidad de previsión social 
voluntaria preferente con ese único plan y con la junta de gobierno 
paritaria, adoptará los acuerdos de acuerdo con el régimen de mayorías 
establecido en la normativa vigente.

Sin perjuicio de lo anterior, los estatutos y los reglamentos podrán 
exigir para la adopción de algunos o de todos los acuerdos el voto fa-
vorable de la mayoría de los votos emitidos de los representantes del 
socio o socios protectores y de la mayoría de los votos emitidos de los 
representantes de las personas socias y beneficiarias”.

Es importante destacar que la redacción del artículo no es impera-
tiva; serán los propios estatutos de la entidad o el reglamento del plan 
los que establezcan esa mayoría de votos válidamente emitidos por cada 
una de las partes. En otras palabras, serán los órganos de gobierno de la 
EPSV –asamblea general o junta de gobierno, según corresponda– los 
que, en su caso, decidan hacer efectiva esa posibilidad.

7. Participación equilibrada en los órganos de gobierno entre 
hombres y mujeres 

Las EPSV procurarán una representación equilibrada de mujeres y 
hombres en la junta de gobierno y, en su caso, en la comisión de segui-
miento, de manera proporcional al porcentaje que tengan hombres y 
mujeres dentro de la entidad, siguiendo estos parámetros:

a. La junta de gobierno debe analizar, al menos cada cinco años, si 
existe tal equilibrio en la representación de mujeres y hombres.

b. Si de ese análisis resulta que la EPSV muestra un déficit de re-
presentación, la junta de gobierno debe promover y, en su caso, 
adoptar las medidas necesarias para que, de forma progresiva y 
en un plazo no mayor de 5 años, se procure una representación 
equitativa en sus órganos de gobierno, en proporción al número 
de socios y socias, así como de beneficiarios, en su caso.
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c. Los resultados de este análisis y las medidas adoptadas por la 
junta de gobierno deberán ser informados a la Dirección del Go-
bierno Vasco competente en materia de previsión social.

8. Nuevas fórmulas de participación en los órganos de 
gobierno-sistemas individuales 

Las EPSV de modalidad individual deberán asegurar la participación 
efectiva de las personas socias de número en sus órganos de gobierno. 
Para ello, implementar y aprobar en la junta de gobierno un mecanis-
mo de participación, información sobre los períodos electorales, impli-
cación y efectiva representación de los socios ordinarios en sus órganos 
de gobierno, es de suma importancia.

En las EPSV de empleo, surgidas en virtud de las previsiones recogi-
das en la negociación colectiva o en pactos de empresa, la participación 
y representación en los órganos de gobierno se ajustará a lo dispuesto 
en sus estatutos, según lo acordado en la negociación colectiva o en el 
pacto de empresa.

Nuevas necesidades de información a los socios

• Se establece la obligación de informar a los socios de las EPSV 
con planes de modalidad de aportación definida en forma de 
renta financiera a 15 años. El objetivo es concienciar a los so-
cios sobre la importancia de contar con una prestación com-
plementaria a la Seguridad Social. Cuando los derechos econó-
micos del socio superen el doble de la prestación anual mínima 
por jubilación con cónyuge a cargo del sistema de la Seguridad 
Social (28.932 euros para 2024; equivalente a una renta de 
161 euros mensuales), la EPSV incluirá, de manera destacada 
e individualizada, una estimación de la pensión de jubilación 
que resultaría de transformar ese derecho económico en una 
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pensión mensual constante durante 15 años, sin considerar hi-
pótesis sobre tipos de interés. Esta estimación se realizará utili-
zando el montante de los derechos económicos en el momento 
de la remisión de la información, suponiendo que la jubilación 
se ocurriera en ese instante.

• Información por facilitar (ya vigente antes de la reforma del 
2024):

1. Con carácter general, todas las EPSV afectadas por este De-
creto pondrán a disposición de los socios ordinarios y benefi-
ciarios la siguiente información:
a. Los estatutos de la entidad y el reglamento del plan al 

que se hayan adherido, junto con la composición de los 
órganos de gobierno.

b. Las modificaciones estatutarias y reglamentarias y las mo-
dificaciones en la composición de los órganos de gobier-
no. 

c. La declaración de los principios de inversión, que deberá 
incluir el perfil de riesgo (alto, medio o bajo) debido a los 
activos en los que se invierte o a las técnicas empleadas 
en su gestión. 

d. Especificación del porcentaje a aplicar, en cada plan de 
previsión, en concepto de gastos de administración, así 
como del porcentaje que sobre el patrimonio del plan 
supongan los gastos de intermediación por la compra y 
venta de valores mobiliarios, y del ratio de rotación de la 
cartera de dichos valores. 

e. Identidad de los auditores de la entidad. 
f. Evolución histórica del patrimonio del plan de previsión, 

de los objetivos anuales de rentabilidad establecidos y de 
la rentabilidad obtenida por el plan, en cada uno de los 
tres últimos ejercicios, o durante los ejercicios cerrados 
desde la existencia del plan, si su número fuera inferior a 
tres. La información sobre la rentabilidad histórica debe 
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incluir una declaración expresa que indique que esta no 
garantiza ni determina rentabilidades futuras. 

g. Información del régimen fiscal aplicable, tanto a las apor-
taciones como a las prestaciones correspondientes a las 
distintas contingencias.

h. Información sobre la estimación de los derechos de pen-
sión futuros de acuerdo con lo establecido en la letra b) 
2º del apartado 3 de este artículo. 

i. Si la EPSV tiene en cuenta consideraciones sociales, 
medioambientales, éticas o de gobierno corporativo en 
sus inversiones. En caso de que no lo haga, debe informar 
sobre las razones de esa omisión. Cuando tenga una po-
lítica en este ámbito, la describirá, al menos brevemente, 
especificando sus estrategias de exclusión, integración o 
implicación. También mencionará los activos en los que 
se aplica y la forma de comprobar, en su caso, la aplicación 
de esta política de inversión socialmente responsable. 

j. Referencia a los procedimientos adoptados para evitar los 
conflictos de interés y sobre las operaciones vinculadas 
realizadas.

2. La EPSV remitirá a cada persona socia y beneficiaria la si-
guiente información: 
Para los planes de previsión del sistema de prestación definida, 
al menos con periodicidad anual: 

a. Una certificación sobre las aportaciones directas o imputadas 
realizadas en cada período, el valor de sus derechos económicos 
al final de este, si los hubiera, y el importe de las prestaciones 
satisfechas en él. 

b. Un informe de gestión abreviado, excepto cuando la EPSV 
mantenga una relación telemática con sus personas socias.
 
Para los planes de previsión del sistema de aportación definida, 
al menos con periodicidad semestral: 
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c. Una certificación sobre el valor de sus derechos económicos, el 
número de partes alícuotas del patrimonio afecto que suponen 
y el valor de cada una al inicio del período. 

d. Una estimación de la pensión de jubilación que resultaría de la 
transformación del citado derecho económico en una pensión 
mensual financiera.

e. Las aportaciones directas o imputadas realizadas en el período, 
así como las movilizaciones realizadas y las prestaciones satis-
fechas en él. 

f. El valor de sus derechos económicos, el número de partes alí-
cuotas del patrimonio afecto que suponen y el valor de cada 
parte alícuota, al final del período. 

g. Las comisiones de gestión directas e indirectas efectivamente 
soportadas recogidas en el párrafo cuarto del apartado 1.2 del 
artículo 16 del Decreto 87/1984.

h. Un informe de gestión abreviado, excepto cuando la EPSV 
mantenga una relación telemática con sus personas socias.

Planes de financiación y planes de reequilibrio 

Las EPSV que asuman riesgos biométricos y/o garanticen un determi-
nado nivel de prestaciones deberán constituir, para cada plan de previ-
sión, las provisiones técnicas necesarias en relación con las obligacio-
nes asumidas. Esta entidades deberán mantener, para cada uno de los 
planes de previsión social, activos suficientes y adecuados que cubran 
dichas provisiones técnicas, especificadas en los estudios actuariales ela-
borados para este fin. 

Si durante tres años consecutivos no se cuentan con activos aptos 
para cubrir las provisiones técnicas necesarias, o si los activos dispo-
nibles en un ejercicio concreto son inferiores al 90 % del importe re-
querido, la EPSV estará obligada a elaborar un plan de financiación 
o de reequilibrio para cubrir el déficit. Este plan será aprobado por la 
junta de gobierno de la EPSV y comunicado a las personas socias y be-
neficiarias, sujetos a la aprobación de la dirección del Gobierno vasco 
competente en materia de previsión social. 
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El plan de financiación procederá cuando el socio protector esté 
obligado a cubrir el déficit, en virtud de los compromisos recogidos 
en el reglamento del plan de previsión social o en los estatutos de la 
EPSV. No será necesario elaborar dicho plan si el déficit se solventa en 
su totalidad durante el ejercicio siguiente al que surgió. 

En caso de que el socio protector no tenga la obligación de financiar 
los déficits del plan, la EPSV deberá presentar un plan de reequilibrio, 
con las siguientes características: 

i. El plan de reequilibrio contendrá el programa de amortización 
del déficit existente entre los fondos constituidos y las provisio-
nes técnicas o, en su caso, el mecanismo de ajuste necesario para 
eliminarlo. Si para la virtualidad del plan de reequilibrio fuera 
necesario modificar el reglamento del plan de previsión social, 
la junta de gobierno, junto con la comisión de seguimiento, 
deberán adoptar los oportunos acuerdos en ese sentido. 

j. Los fondos constituidos se definen como el valor de mercado 
de los activos que se asignen a la cobertura de las provisiones 
técnicas. La cuantía reconocida en concepto de derechos por 
servicios pasados y, en su caso, de obligaciones ante personas 
socias ordinarias y beneficiarias que se correspondan con fon-
dos constituidos, se imputará individualmente, a efectos de 
cálculo, a cada uno de ellos.

k. Cuando el plan de reequilibrio incluya obligaciones con per-
sonas socias y beneficiarias, no podrán asignarse fondos consti-
tuidos a las personas socias activas acogidas al sistema de pres-
tación definida hasta haber cubierto con tales fondos todas las 
obligaciones con las personas socias pasivas y beneficiarias. En 
su caso, la diferencia positiva entre los derechos reconocidos 
por servicios pasados y los fondos constituidos correspondien-
tes configura un déficit que se calculará individualizadamente 
para cada persona socia ordinaria. En el caso de personas socias 
pasivas o beneficiarias, el déficit individual asignado surgirá 
como diferencia entre el valor actual actuarial de la prestación 
y el fondo constituido asignado. 

l. El plan de reequilibrio deberá prever que, en todo momen-
to, el plan de previsión social reciba las aportaciones en forma 
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de tesorería o activos financieros habitualmente cotizados en 
mercados organizados, por importe no inferior a las cantida-
des a abonar en cada ejercicio por razón de las prestaciones 
correspondientes a personas socias pasivas o beneficiarias. El 
déficit individualizado de cada persona socia ordinaria tendrá 
que encontrarse amortizado en el momento del acaecimiento 
de cualquiera de las contingencias cubiertas por el plan de pre-
visión social. 

m. Con carácter general, durante los años que dure el proceso de 
amortización del déficit, cada año deberá amortizarse, al me-
nos, el 12,5% del déficit inicial, debiendo cumplirse que, a 
la mitad del período de amortización previsto en el plan de 
reequilibrio, el déficit existente no podrá ser superior a la mitad 
del déficit inicial.

n. El plan de reequilibrio aprobado podrá ser revisado, para su 
adaptación, antes de que finalice, de acuerdo con lo establecido 
en este artículo y previa aprobación de la dirección del Gobier-
no vasco competente en materia de previsión social

Clasificación de los planes de previsión en función de la 
orientación inversora

Atendiendo a la orientación inversora de cada plan de previsión social, 
estos se dividen en las siguientes categorías: 
a. Renta Fija a Corto Plazo: Planes de previsión social que no inclu-

yan activos de renta variable en su cartera de contado, ni deriva-
dos cuyo subyacente no sea de renta fija, y cuya duración media 
de la cartera sea igual o inferior a un año. 

b. Renta Fija a Largo Plazo: Planes de previsión social que no inclu-
yan activos de renta variable en su cartera de contado, ni deriva-
dos cuyo subyacente no sea de renta fija, y cuya duración media 
de la cartera sea superior a un año. 

c. Renta Fija Mixta: Planes de previsión social que inviertan menos 
del 30% de su cartera en activos de renta variable. 

d. Renta Variable Mixta: Planes de previsión social que inviertan 
entre un 30 y un 75% de su cartera en activos de renta variable. 
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e. Renta Variable: Planes de previsión social que tengan más de un 
75% de su cartera invertido en activos de renta variable. 

f. Garantizados: Planes de previsión social para los que exista una 
garantía de un determinado rendimiento. 

g. Otros: Planes de previsión que no puedan ser encuadrados en 
alguna de las categorías anteriores. 

Para que haya una modificación de la orientación inversora de un plan 
de previsión social debe: a) ser acordada por la junta de gobierno de 
la EPSV, b) darse a conocer a las personas socias y beneficiarias del 
plan; y c) implicará una adaptación de la declaración de principios 
de inversión del plan de previsión social, y en los supuestos en que el 
reglamento de prestaciones recoja la orientación inversora, una modi-
ficación de este.

Operaciones vinculadas

Son operaciones vinculadas las que se realicen entre una EPSV y: 

a) El socio promotor, el depositario o aquellas sociedades en las que, 
en su caso, se haya externalizado la gestión de activos financieros o la 
administración de la EPSV, o con las empresas pertenecientes al mismo 
grupo empresarial de las entidades antes descritas.
b) Euienes desempeñan en la EPSV funciones de administración o di-
rección, bien de forma directa con ellos, o con empresas en las que 
mantengan una participación significativa. 

A su vez, son operaciones vinculadas: 

a) Cualesquiera negocios, transacciones o prestaciones de servicios en 
los que intervenga una EPSV o cualquiera de las personas físicas o ju-
rídicas señaladas previamente. No se incluyen aquellas remuneraciones 
obtenidas por el depositario o por sociedades en las que, en su caso, se 
haya externalizado la gestión de activos financieros o la administración 
de la EPSV, por la prestación de servicios inherentes a dichas labores. 
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b) También tienen la consideración de operaciones vinculadas aquellas 
previstas en este apartado, cuando se lleven a cabo por medio de perso-
nas o entidades interpuestas.
Para que una EPSV pueda realizar las operaciones vinculadas previstas 
en este artículo, deben cumplirse los siguientes requisitos: 

a) La EPSV debe disponer de un procedimiento interno formal, reco-
gido en su reglamento de prestaciones o en su reglamento interno de 
buen gobierno, para cerciorarse de que la operación vinculada se realiza 
en interés exclusivo de las personas socias y beneficiarias de la EPSV y a 
precios o en condiciones iguales o mejores que los de mercado. 
b) La EPSV debe informar en el informe de gestión sobre los proce-
dimientos adoptados para evitar los conflictos de interés y sobre las 
operaciones vinculadas realizadas en cada ejercicio.
 
Independientemente del procedimiento interno, las operaciones vin-
culadas que alcancen un volumen de negocio superior al 10 % del 
patrimonio de la EPSV deberán ser aprobadas por la junta de gobierno 
de acuerdo con las siguientes reglas: 

a. Se deberá incluir en el orden del día indicando expresamente la opera-
ción vinculada y las personas físicas o jurídicas implicadas en la misma. 
b. Si algún miembro de la junta de gobierno se considera parte vincu-
lada conforme a lo establecido en este artículo, deberá abstenerse de 
participar en la votación. 
c. La votación será secreta. 
d. Una vez celebrada la votación y conocido el resultado, los miembros 
de la junta de gobierno podrán constar en el acta sus reservas o discre-
pancias respecto al acuerdo adoptado.

Fichero general de socios 

Para mejorar la elaboración de estadísticas, se incorporan nuevos datos 
que las EPSV deberán cumplimentar. Esto permitirá que los estudios 
y análisis del Gobierno faciliten la implementación más adecuada de 
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políticas de promoción y generalización, enfocadas en los colectivos 
que más requieren previsión social.

Personas autónomas país vasco-sistema de previsión social prefe-
rente para este colectivo

El Departamento de Economía y Hacienda firmó el pasado 27 de di-
ciembre de 2023 un convenio con las tres Cámaras de Comercio de 
Euskadi, que busca implementar un sistema de previsión social com-
plementario para el colectivo de personas trabajadoras autónomas.

El sistema de previsión acordado deberá ofertar planes para perso-
nas trabajadoras autónomas ágiles, de fácil adscripción, con incorpora-
ción automática, con información fluida, con tecnología avanzada, con 
gastos de administración mínimos y con sencillez en su participación.

En estos momentos, las Cámaras de Comercio de Euskadi se en-
cuentran seleccionando la entidad gestora del plan de previsión que 
ellas van a promover. La normativa autonómica recoge esta posibilidad 
desde el año 2012, en concreto en la Ley 5/2012, de EPSV y su Decre-
to 203/2015, del 27 de octubre:

• El artículo 9 de dicha Ley que define los Planes de previsión 
social de empleo: “aquellos que exigen vínculo laboral, fun-
cionarial o estatutario, o de socios trabajadores o de trabajo en 
el ámbito de las sociedades cooperativas y laborales, entre sus 
miembros. A los efectos oportunos, también podrá calificarse 
como de empleo el plan de previsión social cuyas personas so-
cias de número pertenezcan a colectivos de trabajadores autó-
nomos que se hayan constituido a través de asociaciones profe-
sionales, cámaras de comercio u otras entidades representativas 
que actúen como socios promotores o protectores”.

• El “capítulo V” de la Ley relativo a entidades de previsión so-
cial voluntaria y planes de previsión social preferente. 

La competencia sobre la normativa fiscal de estos instrumentos de pre-
visión social recae en las Haciendas Forales. Sin embargo, este colectivo 



519

ya dispone de deducciones por las aportaciones que el empresario o 
empresaria individual realice a entidades de previsión social en las que 
también actúe como persona promotora y socia.
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